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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo celebrado con motivo del fallecimiento 
del Dr. D. José B. fíorostiaga. 



En la ciudad de Buenos Aires á tres de Octubre de mil 
uchocientos noventa y uno, reunidos en su sala ds acuerdos 
el señor Presidente de la Suprema Corte Federal Dr. D. Ben- 
jamia Victorica y los señores ministros Dres. D. Calixto S. de 
la Torre, D. Abel Bazan y D. Luis Saenz Peña, dijeron : 

Que habiéndoseles comunicado el sensible failecimiento 
ocurrido el dfa de hoj del distinguido ciudadano Dr. D. José 
B. Gorosiiaga, presidente jubilado de esta Suprema Corte, y 
debiendo honrar la memoria de este esclarecido ciudadano 
que tan importantes servicios ha prestado á la magistratura 
del país, acordaban, en homenaje á sus méritos, suspender 
la audiencia del dia de hoy 7 asistir en corporación á la 
inhumación de sus restos, debiendo trasmitirse noticia del 
lamentable suceso al Poder Ejecutivo, á los efe^s que 
hubiese lugar, con copia del presente acuerdo. Así lo ordena- 
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ron, mandando se registrase en el libro correspondiente y se 
publicase, firmando por ante mi. 



BENJAMÍN VICTORICA.— C. S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PENA. 

José E. Domínguez, 
Secretario. 



Acuerdo designando los abogados que deben desempeñar 
las fjinciones de Jueces suplentes y Procuradores fiscales ad 

hoc, durante el año Í892. 



En Buetios Aires á veinte y ocho de Noviembre de mil 
ochocientos noventa y uno reunidos en su Sala de Acuerdos 
el señor Presidente y Ministros de la Suprema Corle de Jus- 
ticia Nacional, doctores D. Benjamin Victorica, D. Calixto S. 
de la Torre, D. Abel Bazan y D. Luis Saenz Peña, con el objeto 
de formar la lista de abogados que con arreglo á la ley de 
veinte y cuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta y 
ocho, deben suplir en. el año de mil ochocientos noventa y 
dos á los Jueces Federales de Sección legalmente impedidos 
ó recusados y ejercer las funciones de Fiscales ad hoc, acor- 
daron la formación de las siguientes listas : 

Para la Capital: Doctores D. José M. Rosa, D. Luis Be- 
láustegui, D. Hugo A. Bunge, D. Pedro Passo, D. Vicente 
Chas, D. Nicolás Achával, D. Mariano Demaría, D. Francisco 
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Ramos Mejía, D. Ángel Pizarro Lastra, D. Norberio R. Fresco. 

Para la Sección de Buenos Aires: Doctores D. Manuel H. 
Langenheim, D. Eduardo Guido, D. Salvador de la Colina, 
D. Mariano J. Paunero, D. Ricardo Marcó del Pont, D. José 
Fonrouge, D. Valentín Fernandez Blanco, D. Pedro F. Agole, 
D. Ricardo C. Aldao, D. Emilio Carranza. 

Para la Sección de Santa Fé: Doctores D. Eugenio Pérez, 

D. Manuel Escalante, D. P. Nblasco Arias, D. Joaquin Le- 

jarza, D. Gabriel Carrasco, D* Pedro A. Sánchez, D. Calixto 

Lassaga, D. Melquíades Salva, D. Pedro A. Eerhagfie, D. José 

Leguizamon. 

Para la Sección de Entre Rios : Doctores D. José Lino Chur- 
ruarin, D. Miguel M. Ruiz, D. Ramón Arigós ^Rodríguez, D. 
Carlos M. de Ejfa, D. Valentín A. Mernes, D. Francisco S. 
Oijena, D. Cristóbal E. Gallino, D. Esteban M. Comaleras, 
Abogado D. Juan A. Mantero, Dr. D. Fortunato Calderón. 

Para la Sección de Corrientes: Doctores D. Juan E. Tor- 
rent, D. José M. Guastavino, D. Juan Valenzuela, D. Pedro 
F. Sánchez, D. Fermín E. Alsina, D. Rómulo Amadey, D. 
Adolfo Conté, D. Augusto BíUinghurst, D. G. Heraclio Gómez, 
D. Ramón Contreras. 

Para la Sección de Córdoba: Doctores D. Agustín Patino, 
D. Juan M. Garro, D. Teodomiro Paez, D. Nicolás M. Berrota- 
rán, D. José M. Ruiz, D. Tomás Garzón, D. José J. del Prado, 
D. Rafael García Montano, D. Julio Deheza, D. Pablo Julio 
Rodríguez. 

Para la Sección de Santiago del Estero : Doctores D. Remi- 
gio Carol, D. Benjamín Zavalfa^ D. Napoleón Taboada, D. Ma- 
nuel Argañaráz, D. Nicolás Leiva, D. José M. Gorosito, D. 
Jorge F. Yolde, D. Benjamín Giménez, D. Ramón Cornet Las- 
cano, D. José Ramón Bravo. 

Para la Sección de Tucuman: Doctores D. Ángel C. Padi- 
lla, D. Francisco Marina Alfaro, D. Emilio Terán, D. Juan M. 
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Terán, D. José Frías Silva, D. Patríelo Zavalfa, D. Próspero 
Mena, D. Agustín de la Vega, D. Eugenio A. Méndez, D. Ra- 
món Correa. 

Para la Sección de Salta: Doctores D. Felipe R. Arias, D. 
Daniel Goitia, D. José M. Salva, D. Juan P. Frías, D. Pedro I. 
López, D. Miguel Ortiz, D. Domingo Guemes, D. Exequiel M. 
Gallo, D. Damián Torino, D. Aniceto Latorre. 

Para la Sección de Jujuy: Doctores D. Pablo Carrillo, D. 
Mariano de T. Pinto, Segundo Linares, Delfín S. de Rusta- 
mante, Renjaroin Villafañe, Cosme Frías, Ernesto Claros, Pe- 
dro Rertres, Anibal Helguera Sánchez, Pablo Arroyo. 

Para la Sección de Catamarca: Dr. D. Guillermo Correa, 
abogado D. Fidel Barrionuevo, doctores D. Santiago Santa Co- 
loma, Guillermo Leguizamon, Segundo J. Acuña^ José P. 
Cisneros, Segundo Molas, abogado D. Vicente Rascoy. 

Para la Sección de la Rioja: Doctores D. Florentino de la 
Colina, D.Marcial Catalán, D. Domingo S. Luna, D. Segun- 
do A. Colina, D. Pedro Agost, D. J. Vicente de la Vega, D. Os- 
ear de las Carreras, D. Joaquin V. González, D. Nicolás 
Cairizo. 

Para la Sección de San Juan: Doctores D. Juan C. Albar- 
racin, Secundino Navarro, Arfstides Martinez, Manuel Lapri- 
da, Ricardo J. Ruiz, Javier M. Garramuño, Manuel Garcia. 

Para la Sección de Mendoza: Doctores D. Pedro J. Anzo- 
rena, Isaac Godoy, Juan E. Serú, Manuel Bermejo, Ángel D. 
Rojas, Mardoqueo Olmos, Pedro Serpez, Pedro A. Guevara, 
Francisco Ruisuarez, Gregorio Vargas. 

Para la Sección de San Luis: Doctores D. Cristóbal Perev- 
ra, D. Marcelino Ojeda, D. TeóRIo Saá, D. José A. Caminos, 
D. Camilo Domínguez, D. Ulises R. Lucero, D. Julio Quiroga^ 
D. Juan Daract, D. Juan E. Ojeda. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se regis- 
trase en el Libro de Acuerdos, se publicase y se comunicase 
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al Poder Ejecutivo y á los señores Jueces de Sección respec- 

Uva'menle. 

* 

benjamín VICTOKICA.— C. S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 

JoséE. Domínguez 

Secretario. 



Acuerdo modificando la lisia para la Sección de Buenos Aires 

conlenida en el anterior 

En la ciudad de Buenos Aires á primero de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y uno, reunidos en su Sala de 
Acuerdos el señor Presidente de la Suprema Corte Federal 
Dr. D. Benjamin Victorica y los señores Ministros doctores D. 
Calixto S. de la Torre, D. Abel Bazan y D. Luis SaenzPeña 
dijeron : 

Que habiendo comunicado el Poder Ejecutivo, por nota de 
veinte y siete de Noviembre último, haber sido nombrado el 
Dr. D. Salvador A. de la Colina, defensor de pobres, incapa- 
ces y ausentes ante el Juzgado Federal de la Provincia de 
Buenos Aires, acordaban eliminar á dicho abogado de la lista 
de Jueces suplentes y Fiscales ad hoc, formada por acuerdo 
de veinte y ocho del mismo mes para el año mil ochocientos 
noventa y dos y reemplazarlo con el Dr. D. Adolfo Moutier. 
Así lo mandaron, ordenando se registrase en el libro corres- 
pondiente y se publicase. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PEÑA. 

José E. Dominguez, 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando Uinisíro y Secretario de feria 

para la de 4894-92 

En la ciudad de Buenos Aires á prinnero de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y uno, reunidos en la Sala de Acuer- 
dos el señor Presidente y Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia Nacional doctores D> Benjamin Victorica, D. Calixto 
S. de la Torre, D. Abel Bazan y D. Luis Saenz Peña, con obje- 
to de nombrar al Juez de Feria, con arreglo al artículo cuarto 
del reglamento para el orden interno de la Suprema Corte, 
acordaron nombrar al señor Ministro Dr. D. Luis Saenz Peña, 
para desempeñar las funciones de tal, actuando como Secre- 
tario el Dr. D. Antonio Tarnassi, quien deberá designar los 
empleados que durante la feria tengan que concurrir á la 
Secretaría para el servicio de ella. Así lo dispusieron y man- 
daron, ordenando se registrase en el libro correspondiente y 
se publicase. 

BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAN. — LUIS 
SAENZ PENA. 

José E. Domínguez 

Secretario. 



Acuerdo nombrando conjueces de la Suprema Corte 

para el año 4892 

En la ciudad de Buenos Aires á siete de Enero de mil ocho- 
cientos noventa y dos, reunidos en su Sala de Acuerdos los 
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señores Ministros de la Suprema Corle de Justicia Nacional 
doctores D. Calixto S. de la Torre, D.* Abel Bazan y D. Luis V. 
Várela, con el objeto de nombrar conjueces para el corriente 
año en cumplimiento del artículo veinte y tres de la Ley de 
Procedimientos, acordaron nombrar á los señores doctores D. 
Manuel M. Escalada, D. Victor Martinez, D. Carlos Tejedor, 
D. Ezequiel Pereyra, D. Bernardo de Irigoyen, D. Ceferino 
Araujo, D. Manuel Obarrio^ D. Juan José Montes de Oca, D. 
Honorio Martel, D. Juan J. Romero, D. Enrique Martinez, D. 
Juan S. Fernandez, D. José María Gutiérrez, D. Juan Manuel 
Terrero, D. Lisandro Segovia, D. Rafael Ruiz de los Llanos, 
D. Mariano Várela, D. Isaac M. Chavarría, D. Luis Lagos Gar- 
cía, D. Juan A. García, D. Pedro Goyena, D. Aristóbulo del 
Valle, D. Eduardo Cosía, D. Filemon Posse y D. Amancio Al- 
corta. Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se 
publicase y se registrase en el libro correspondiente. 

C. S. DE LA TORRE. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. 

José E. Domínguez, 
Secretario. 



Acuerdo nombrando oficiales primero y auxiliar 

de Secretaria 



En Buenos Aires á veinte y siete de Febrero de mil ocho- 
cientos nóvenla y dos, reunidos en su Sala de Acuerdos el 
señor Presidente y Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
Nacional doctores D. Benjamín Victorica, D. Calixto S. de la 
Torre, D. Luis V. Várela, D. Abel Bazan y D. Luis Saenz Peña, 
dijeron: 
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Que habiendo renunciado D. Mauricio Zavalla el puesto de 
ofícia] primero de Secretaría, nombraban en su reemplazo 
al oficial auxiliar D. Cornelio Coyar y para llenar la vacante 
de este á D. Toribitf BoneK 

Con lo que terminó el acto ordenando se registrase en el 
libro correspondiente y se comunicase á quien corres- 
ponde. 

BJtNJAMIN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — LUIS SASNZ PEÑA. 

José E. Domínguez, 

Secretario. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON Lk BELAGIOM DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



AÑO 1890 

(ContinuacUmJ 



CAUSA CI4X lY 



Contra Eduardo Ackerley y C^ por defraudación de la renta 

fiscal y falsificación. 

Sumario. — 1^ El conocimiento de las causas por defrauda- 
ción déla renta fiscal, una vez salidas de la jurisdicción de la 
aduana las mercaderías que han sido materia de ella, corres- 
ponde exclusivamente al Juez Federal. 

2^ Corresponde también á este exclusivamente el conocimien- 
to de las causas en que la defraudación se comete juntamente 
con un delito comun^ se hallen ó no las mercaderías en poder 
de la aduana. 

3° La resolución que en tales casos dicte la administración 
de aduana, no impide el conocimiento en dichas causas del Juz- 
gado Federal, aunque no haya sido reclamada en tiempo. 



Caso. — Se halla expresado en los siguientes escritos : 



14 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Buenos Aires, 24 de Febrero de 1890. 

Al Señor Administrador de Rentas Nacionales, Dr, D. Joaquín 
Granel, 

Desde principios del año 1889 se ha establecido por indica* 
cien de esta Alcaidía en el despacho directo de la Boca, un libro 
especial en el cual, bajo la inmediata inspección del Jefe de esa 
sección, se anotan los derechos pagados en Tesorería, corres- 
pondientes á cada parcial por las mercaderías que se despachan á 
pla^ en cada uno de los depósitos que salen directamente á plaza, 
anotaciones que como en la sección de Lanús, solo tienen por 
objeto comprobar por medio de números la importancia relativa 
de lasseccioneSy á la vez que sirven como un dato estadístico. 

Al practicarse las anotaciones por los derechos pagados cor- 
respondientes al parcial número 6220 del vapor cHeliades» que 
se acompaña á la. presente, el escribiente encargado de practicar- 
las, notó que las cantidades parciales, por los derechos diversos 
de importación, no correspondían á la suma de (1461.70) mil 
cuatrocientos sesenta j un pesos y setenta centavos, que se dá 
como total de los derechos abonados. 

En esta duda, ocurrió á salvarla al sub- inspector D. Mauricio 
Olivera Baez, quien observando el detalle de las mercaderías, 
su aforo y capitalización que les corresponde, notó disconformi- 
dad entre el valor oficial por capitalización, y la suma corres- 
pondiente álos derechos de introducción que se da por abonada 
en Tesorería con fecha 10 del actual. Examinando más deteni- 
damente, creyó que la parte que en los dos parciales, tanto en 
el de Alcaidía como en el de Tesorería se designan con los nú- 
meros 5632, 5644, trece cajones conteniendo cada uno doscien- 
tos kilos raso de algodón, habia sido aumentada, adulterándose 
los documentos, pues ella está escrita con distinta tinta al resto 
de la manifestación que contienen los documentos. 

En posesión de estos datos, me npersoné á la oficina de libros 
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á buscar el manifiesto original número 6220 del referido vapor 
fHeliades», encontrando que dicho documento solo contiene la 
declaración de tres cajones con la marca M. M. M. números 
17961 7 6930 conteniendo los dos primeros (386) trescientos 
ochenta y seis kilos percalina y el último (183) ciento ochenta y 
tres kilos oxford, cuya capitalización ó valor oficial representa 
la suma de (569 $) quinientos sesenta y nueve pesos y los de- 
rechos de importación la de (161.70) ciento sesenta y un pesos 
y setenta centavos. 

Por consiguiente, resulta evidenciado que, en los parciales 
adjuntos se ha cometido el crimen de adulteración en documen- 
tos públicos, aumentando en ellos €563244, trece cajones cada 
uno, doscientos kilos raso de algodón», con el objeto de ex- 
traerlos del depósito, como ha sucedido defraudando el pago 
de derechos que corresponden al Fisco. 

Deseando ampliar y consignar el mayor número de datos po- 
sible para esclarecer este fraude, he ocurrido también á la 
oficina de Registros de Contaduría á examinar la carpeta del 
vapor cHeliades» patente 2578 del año próximo pasado encon- 
trando en ella que una partida de cajones consignados á la casa 
de D. Eduardo Ackerley y C", en' el manifiesto general de la 
carga del buque, entre la que figuran los trece cajones de que 
se trata, ha sido cbancelado al margen del manifiesto con las pa- 
labras depósito y despacho por el empleado Sr. López de dicha 
oficina. En la carpeta de depósito, he encontrado una copia del 
Sr. Ackerley en la cual no están declarados los trece cajones que 
han sido sustraídos del depósito, como tampoco lo están en tres 
copias de factura por despachos á plaza que existen de la mis- 
ma casa. 

£s fuera de duda que la agregación ó adulteración en los par- 
ciales, es una consecuencia de la chancelación de la partida en el 
manifiesto general de carga y de haber admitido la oficina de 
Kegistrcs parciales con renglones ó línoas en blanco contra dis- 
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posiciones terminantes á este respecto^ qae entiendo fueron 
dictadas por el ex-administrador señor Amadeo. 

A juicio de esta Alcaidía este hecho importa á más de un de- 
lito que castigan las leyes ordinarias, una contravención á lo 
dispuesto por las Ordenanzas de Aduana, encontrándose este 
caso previsto y penado por sus artículos 939, 1025, 1026, 1037. 

Al terminar este parte, me permito llamar la atención del se- 
ñor Administrador sobre la gravedad que encierra en sí el hecho 
que denuncio, abrigando la persuacion que no escapará á su 
ilustrado criterio, la necesidad de establecer un correctivo pron- 
to y eficaz que ponga á cubierto las rentas que legítimamente 
corresponden á la Nación, de defraudaciones análogas que vie- 
nen repitiéndose con frecuencia. — Dios guarde al Señor Admi- 
nistrador. — E. Moreno. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR ÜE ADUANA 

I 

Vistos y resultando comprobado por el parte y declaración ,- 

de foja... : 1 ^ Que los trece bultos, objeto de sustracción ó hurto j 

han venido del extranjero á los señores Ackerley C^; 2^ Que j ^ 

los mismos señores pidieron despacho de una parte de la merca- .• 

dexÍBí relacionada en un conocimiento en que se hallan compren- '^ 
didos los trece bultos origen de este sumario; 3^ Que dichos 

trece bultos no fueron despachados por la contaduría en ese ^3 

despacho; 4^ Que á pesar de ello la Alcaidía, según consta sei 

del parte de foja.. . é informes respectivos se apercibió que se ha- "^ 

bían agregado dichos bultos al manifiesto ya liquidado por me- |tá 

ñor cantidad; 5® Que instruida la sumaria información res- k 

pectiva, resulta comprobada la estraccion indebida de los trece I 

bultos de los depósitos fiscales, habiéndose hecho para ello una jir 

alteración manifiesta en el documento mencionado según se des- M 

prende de la declaración del dependiente de la misma casa, don <^ 

Enrique Bado y demás constancias. Atento á que las Ordenanzas fs¡ 
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de aduana han establecido para el delito perpetrado la pena de 
comiso j nna mnlta igual á su importe & los que hubieren in- 
tervenido en la operación fraudulenta^ esta administración á 
petición de los Sres. Ackerley y C '', previa autorización de la su- 
perioridad 7 atenta la jurisprudencia establecida por la aduana 
en casos análogos, resuelvo imponer por toda pena una multa de 
quince mil pesos adjudicados al autor del parte, sin perjuicio 
de los derechos correspondientes. 

Hágase saber; practíquese nuevo despacho y repóngase los 
sellos, previo desglose de la documentación de trámite.— Marzo 
4 de 1 890. — Eduardo Anido. 



Buenos Aires, Abril 19 de 1890. 

Al Se?ior Jíiez Federal, Dr. Andrés Ugarriza. 

En cumplimiento á lo ordenado por Y. S. remito adjunto á la 
presente en 22 fojas útiles el espediente número 347, formado 
en esta aduana con motivo de un parte del Alcaide Señor More- 
no contra la casa de los señores Ackerley y C% por haber extraí- 
do estos de los depósitos de Aduana trece cajones mercaderías sin 
haber satisfecho los derechos corrospondientes. 

Previos los trámites correspondientes y habiéndose compro- 
bado el hecho denunciado, esta administración á petición de los 
señores Ackerley y C* y previa autorización de la superioridad, 
resolvió condenando á dichos señores al pago de una multa de 
(15.000$) moneda nacional de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 959 á 961 de las Ordenanzas de Aduana. 

Si bien es cierto que dichos artículos establecen nna pena 
para cada uno de los que intervengan en esos hechos fraudu- 
lentos, resulta en el caso presente que los señores Ackerley y 
C", fundados en consideraciones de orden moral y á fin de no 
perjudicar el buen nombre de la casa por el cúmulo de recla- 

T. XI 2 
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maciones que se hubieran promovido por los que hubieran re- 
sultado condenados en la forma prevista por las Ordenanzas^ 
pidieron & esta administración la terminación del asunto en el 
estado en que se encontraba, manifestando estar conformes con 
lo que se resolviera. 

Esta administración consultando los intereses bien entendi- 
dos de la Aduana que le proporcionaban la oportunidad de re- 
solver ese asunto haciendo reintegrar inmediatamente en Teso- 
rería la suma por la que aparecía defraudada la renta j previa 
consulta con la superioridad, en atención á las variantes que pre- 
sentaba el asunto para su resolución ipso fado, no vaciló en 
proceder como lo ha hecho, habiendo sido aceptada dicha reso- 
lución por los señores Ackerley y C^ como consta eu su notifi- 
cación de foja... sin haber interpuesto recurso alguno dentro del 
término previsto por el artículo 1064 de las ordenanzas de 
Aduana que dice: Si vencidos los tres dias acordados por el ar- 
tículo anterior, no hubiesen hecho saber al Administrador, que 
van á entablar el recurso, la resolución del Administrador se 
tendrá por consentida, la parte condenada perderá el derecho de 
recurrir á la justicia nacional, y la resolución administrativa 
tendrá fuerza de cosa juzgada. 

Se trata, pues, señor Juez, de un asunto perfectamente con- 
sentido y pasado en autoridad de cosa juzgada, por lo que res- 
pecta á la defraudación de la renta, y en consecuencia, no ha 
podido recurrirse á Y. S. interponiendo una apelación tan in- 
tempestiva y en contradicción con los procederes observados por 
el mismo apelante, quien después de haberse notificado con fecha 
4 de Marzo, se presentó el 21 del mismo á satisfacer, como en 
efecto lo hizo, los derechos fiscales, conforme á lo dispuesto en 
la resolución recurrida, siendo de advertir que entre el intervalo 
de una y otra fecha la Aduana despachó á la expresada casa 
mercaderías por un valor de 400.000 pesos como lo prueba la 
nómina adjunta* lo que demuestra que no ha existido coerción 
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alguna contra esa casa y que por el contrario se procedió con 
liberalidad, no obstante sns procederes irregulares para con la 
Aduana, que no es del caso referir. 

Al dejar contestado el oficio de Y. S. permíteme hacer pre- 
sente que esta Administración ha procedido de conformidad con 
la jurisprudencia adoptada en casos análogos con la autoriza- 
ción de 7. S. — Saludad V. S. con mi particular distinción. 

Eduardo Anido. 



VISTA nSCAL 

Buenos Aires, Mayo 20 de 1890. 
Señor Juez: 

El 4 de Marzo del presente año fué notificado de la resolución 
administrativa de foja 15 el Sr. Stanfield en representación de 
la casa E. Ackerley y €• (foja 16 del expediente número 347). 

El dia posterior, es decir el 5, la casa de E. Ackerley y C'' dan- 
do cumplimiento á dicha resolución depositó en la Tesorería de 
la Aduana quince mil pesos nacionales, suma en que fué con- 
denada & pagar (foja 1 de este expediente). Y el 11 del mismo, 
sin interponer recurso alguno ante la Administración de Een- 
tas, ocurre á Y. S. reclamando de esa resolución (foja 2); recla- 
mación cuyos fundamentos amplía á foja 16. 

Ahora bien; ¿puede el juzgado entrar á conocer de esta cau- 
sa, como lo pretende la casa recurrente, fallada en primera ins- 
tancia por el Administrador de Rentas sin que se haya hecho 
saber á este que se iba d entablar la via contenciosa ocurriendo 
á la Justicia Federal? es indudable que no. 

El artículo 106 de las Ordenanzas de Aduana señala el tér- 
mino dentro del que el recurso debe interponerse, que es de tres 
dias á contar desde el de la notificación, y el 106i dispone de 
una manera clara y precisa que el derecho de ocurrir á la Justi- 



20 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

cía Nacional se pierde si así no se ha procedido, quedando con- 
sentida y con fuerza de cosa juzgada la resolución pronunciada. 

Pero no solamente no se ha interpuesto el recurso ante la 
Administración de Bentas, sino que se ha cumplido la resolu- 
ción aludida depositándose en la Tesorería de Aduana al otro 
dia de la notificación, la cantidad de pesos nacionales que im- 
portaba la condenación, como consta del recibo que corre agre- 
gado & foja i de este expediente, habiéndose abonado después 
los derechos según así resulta de la nota de foja 16 del expedien- 
te número 347, manifestando así la casa recurrente la voluntad 
de conformarse con la resolución dictada. 

Pienso, pues, que de acuerdo con las disposiciones de las Or- 
denanzas de Aduana que he recordado y demás consideraciones 
aducidas en este dictamen, debe el Juzgado devolver el expe- 
diente á la Aduana á los efectos consiguientes. 

J. A. Víale. 



Fallo del Jueae Federal 

Buenos Aires, Julio 10 de 1890. 

Y Vistos : Por los fundamentos expuestos en la precedente 
vista del Sr. Procurador Fiscal, y en atención á que los recurren- 
tes señores Eduardo Ackerleyy G* no solamente se han presen- 
tado fuera de tiempo por recurso directo á este Juzgado, sino que 
lo han hecho sin haberles sido denegado este por el Adminis- 
trador de Aduana, faltando á la espresa disposición del artículo 
1064 de las ordenanzas de Aduana, declárase consentida la re- 
solución administrativa de foja 15 y en consecuencia devuél- 
vanse los antecedentes á la Aduana para que lleve adelante su 
resolución. — Repóngase la foja. 

Andrés Uganiza. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Setiembre 24 de 1890. 

Suprema Corle: 

El artículo 1035 de las Ordenanzas de Aduana atribuye á los 
jefes de estas ó de las Receptorías Nacionales, la facultad de 
resolver adminiEtrativamente los casos de contrabando y los de 
defraudación de la renta por contravención á sus leyes y regla- 
mentos. 

Pero el artículo 1060 de las mismas ordenanzas establece una 
excepción & esta regla disponiendo que : Guando en el sumario 
resulte un delito conexo, es decir, cuando un mismo hecho de 
transgresión & las leyes de Aduana dé lugar á dos acciones 
diferentes de las que una sea por delito común, cuya acusación 
corresponda al Ministerio Público, y cuyo fallo compete á los 
tribunales ordinarios, y la otra á la Administración por la de- 
fraudación de la renta, el Administrador pasará sin resolución 
el sumario al Juez de sección & que pertenezca para que las dos 
acciones sean instruidas simultáneamente y falladas por un solo 
y mismo juicio. Lo que queda establecido en este artículo, no 
obsta para que la Aduana pueda percibir la parte de derechos 
ordinarios que se adeuden al Fisco, en los casos mencionados. 
Ahora bien : me parece indudable que el hecho que ha dado orí- 
gen á la presente causa, está comprendido en las disposiciones 
del artículo 1060, que acabo de transcribir. 

Ta lo decía el Alcaide, Sr. Moreno, en el penúltimo párrafo 
de su parte de foja 1^ del sumario agregado, número 347, «este 
hecho importa á más de un delito que castigan las leyes ordi- 
narias, una contravención á lo dispuesto por las Ordenanzas de 
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Aduana», y ¡a Contaduría de la Aduana, al finalizar su informe 
de foja 13 vuelta del mismo sumario dice también : cEn cuanto 
al delito cometido está previsto el procedimiento en el artículo 
i 060 de las Ordenanzas de Aduana». 

De suerte que el Administrador de Rentas no pudo dictar la 
resolución de foja 15 de dicho expediente agregado y en la que 
condenó á los señores Ackerley y C* al pago de una multa de 
15.000 pesos, adjudicados al autor del parte, sin perjuicio de los 
derechos correspondientes. 

Prescindo de considerar, Exmo. Sr., porque no es del momen- 
to hacerlo, que no está demostrado que dicha suma de dinero 
correspondiera al valor del comiso, y á otra suma igual, que se 
dice en dicha resolución, ser la pena que imponen las ordenan- 
zas, sin que se cite el artículo de éstas que asilo resuelve, como 
lo ordena expresamente el artículo 1055 de las mismas. Me li- 
mitaré, pues, á lo que es pertinente al recurso entablado para 
ante Y. E. 

Si el artículo 1060 citado excluía de la jurisdicción adminis- 
trativa del Gefe de la Aduana el caso de que me ocupo y lo re- 
servaba al Juez de Sección, es evidente que la resolución de foja 
15 del sumario, no es sentencia emanada de Juez ó autoridad 
competente, y no le son, por tanto aplicables las disposiciones de 
los artículos 1063 y 1064 de las dichas Ordenanzas, que esta- 
blecen los recursos, el tiempo y forma de deducirlos y el efecto 
que produce la omisión por parte del que los interponga, de 
cualquiera de sus disposiciones. 

Estos últimos artículos se refieren y solo han podido referirse 
á ellas, alas resoluciones del Administrador de Rentas, dictadas 
en los casos que el artículo 1055 los autoriza á resolver; pero 
no á las que pudiera dictar estralimitando su competencia. En 
este último caso, sus resoluciones no son apelables, porque sun 
nulas, por falta completa de autoridad para dictarlas. 

Creo, en consecuencia, procedente el recurso interpuesto con- 
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traía lesolaoion apelada de foja... qae solo se fanda en.qne 
Ackerley y G'' han ocurrido directamente y fuera de tiem- 
po y sin haberle sido denegado recurso por el Administrador de 
Bentas, faltando á la expresa disposición del artículo 1064 de 
las Ordenanzas de Aduana; pues si la disposición de este artícu- 
lo no es aplicable al caso, la demanda de aquellos comerciantes 
ha sido deducida en tiempo y forma, y debe ser resuelta por el 
inferior, de acuerdo con las disposiciones de las mismas Ordenan- 
zas y las demás aplicables al caso subjudice. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo úe ím Supreoa» Carte. 

Buenos Aires, Octubre 11 de 1890. 

Vistos y considerando: Qué el procedimiento administrativo 
de que instruyen las diligencias agregadas de fojas uno á veinte 
y dos y á que se reñere el auto de foja veintidós vuelta, no ha 
podido legítimamente privar al Juez de Sección del conocimien- 
to del delito de contravención á las Ordenanzas de Aduana 
de que en ellas se hace mérito, una vez salidas de la ju- 
risdicción de dicha repartición las mercaderías que dan lugar á 
este juicio; pues el artículo mil treinta y cuatro de las 
Ordenanzas del ramo, prescribe que: cLas aduanas, no po- 
cdrán imponer penas por infracciones á los reglamentos, 
«cuando estas hayan pasado desapercibidas al tiempo del des- 
c pacho, siempre que las mercaderías hayan salido de su juris- 
«diccion, debiendo ocurrir á los Tribunales Nacionales, á quie- 
€ nes corresponde en este caso el conocimienta de la causa »• — 
Que tampoco ha podido privarlo del conocimiento del delito co- 
mún de falsificación de que en las mismas diligencias se hace 
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mencioBy y que por sn naturaleza, es de conocimiento exclasivo 
de dicho Juez. — Qae tanto menos ha podido hacerlo de uno ni 
de otro, cuanto que enTokiendo el proceso nn hecho conexo, es 
decir, de transgresión á las Ordenanzas de Aduana, al propio 
tiempo que de infracción á las leyes comunes, aún cuando las 
mercaderías no hubiesen salido de la jurisdicción de la Aduana, 
no habría podido esta legítimamente conocer de ninguno de 
ellos, con arreglo al artículo mil sesenta de las Ordenanzas 
citadas, que defiere en tal caso el conocimiento íntegro de la 
causa, á los tribunales ordinarios. 

Que precediéndose separadamente respecto de uno solo de los 
delitos enunciados, se ha infringido, además, dicho artículo mil 
sesenta, en cuanto por él se ordena, que debe procederse conjunta 
y simultáneamente, respecto de ambos, ó sea del de contraven- 
ción á las Ordenanzas y del de infracción á las leyes comunes, 
decidiéndose por un solo y mismo juicio; y no puede reputarse 
sino como pendiente y abierto aún el negocio respecto de ambos. 
Que no obsta el hecho de que los gestionantes hayan asentido ó 
podido asentir á la resolución administrativa dictada en ese pro- 
cedimiento, pues el orden de las jurisdicciones es de orden pú- 
blico y en materia penal la jurisdicción absolutamente impror- 
rogable, y nulo, en consecuencia, lo hecho por persona ó auto- 
ridad sin jurisdicción para ello, no pudiendo además, aplicarse 
en el caso en todo su rigor, las reglas que rigen la fuerza y au- 
toridad de las sentencias, por no tratarse de un procedimiento 
propiamente judicial, sino esencialmente informativo y de ad- 
ministración. 

Que por la misma razón, no obsta á la interposición de esta 
instancias] vencimiento de los términos señalados por el artícu- 
lo mil ochocientos sesenta y tres de las Ordenanzas de Aduana 
para ocurrir por la via contenciosa ante la Justicia Nacional, 
no teniendo como no tiene la resolución de foja 22 vuelta los 
caracteres de competencia y validez necesarios. 
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Qae si pudiera considerarse dicha resolución como el resal- 
tado de una transacción entre la administración y los interesa- 
dos, será del caso apreciar su oportunidad, su validez y efecto 
por el Juez de la causa. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el Señor Procurador General en su precedente vista : 
se revoca el auto apelado de foja veintidós vuelta y devuélvanse 
estos autos al Juez de Sección para que reasumiendo la juris- 
dicción de que se ha desprendido, proceda á conocer y resolver 
en ellos como corresponda. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGUREN. — C. 8. DE LA TOR- 
RE. —LOIS V. VÁRELA. —ABEL 
RAZAN. 



CAUSA CI.XY 



Don Francisco Vicente, coníra don Paníaleon Rodríguez; sobre 

entrega de un terreno vendido. 



Sumario. — El comprador de un terreno, domiciliado en la 
misma localidad donde este se halla ubicado, se reputa haberse 
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dado [or recibido de sa posesión, cuando la compra ha sido he- 
cha en remate público en el mismo lugar sin contradicción de 
nadie, el terreno se hallaba vacuo y sin cerco que impidiese el 
fácil acceso á él, tanto en la fecha del remate, como en la de su 
escrituración, y en la escritura se enuncia que ha aceptado la 
trasmisión de los derechos de propiedad, que por la misma le 
hacia el vendedor, al citado terreno. 



Caso. —En i6 de Junio de 1887 se presentó don José La- 
bandera por don Francisco Vicente, español, esponiendo que este 
había comprado por escritura pública de H de Febrero de 1884 
á don Fantaleon Bodriguez, argentino, un terreno sito en la 
calle 3 de Febrero entre Ayacucho y Colon (Rosario), de 14 
varas de frente por 19 de fondo, y que al ir á tomar posesión 
vio que el terreno se hallaba ocupado por otros que pretenden 
sobre el mismo derecho de propiedad. 

Que reclamó al señor Bodriguez la entrega del terreno 6 el 
pago de los daños y perjaicios, y que este, aunque mostró buena 
voluntad para arreglar el asunto, no quiso dar pasos extrajndi- 
ciales para no perjudicar sus derechos contra el causante don 
Bartolo Marchiano. 

Que en consecuencia, entablaba demanda ordinaria contra 
don Fantaleon Bodriguez, para que se le condenara á la entrega 
del inmueble libre de toda otra posesión, con arreglo al articulo 
1409 del Código Civil, y en caso de no ser posible la entrega, el 
pago de daños y perjuicios, con costas. 

Acompañó á la demanda la escritura de compra mencionada 
en la misma. 

Conferido traslado, el señor Bodriguez pidió se citara de evic- 
oion á don Bartolo Marchiano. 

Se le citó, y este opuso excepciones, alegando que no se le 
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podía citar de eviccíon. ni imponerle responsabilidades, y solici- 
tando que así se declarara. 

El juez, declarando que no era del caso resolver si procedía 6 
no la citación de eviccion^ ordenó que Rodríguez contestara la 
demanda. 

Contestándola, Rodríguez pidió su rechazo con costas. 

Dijo : que el señor MarcUano le vendió el terreno en major 
ostensión en remate público, verificado sobre el terreno sin 
oposición alguna, porque nadie lo ocupaba, y que después de 
tresmeses de esa compra vendió en la misma forma sobre el 
terreno desocupado y sin oposición alguna, la fracción ocupada 
por Vicente. 

Que la venta sobre el terreno importa la tradición sin oposi- 
ción de nadie, y después de dicha tradición vino la escritura, en 
la cual según se dice en ella, transfirió á Vicente los derechos 
de propiedad al terreno. 

Que aceptada así la escritura por Vicente, este se reconoció 
como propietario de la cosa, y no tenía por consiguiente derecho 
alguno para reclamarle lo que confesaba haber recibido, y ma- 
cho menos después de tres añoR cuatro meses, de eso. 

Que se imagina que se ha dejado tomar la Cosa de que se en- 
contraba gozando y disfrutando, para venir á pedírsela á él 
después de no haberla defendido contra tercero, y después de 
haberse desprendido de ella hacía más de tres años. 

El juez abrió la causa á prueba sobre los hechos alegados en 
la demanda y en la contestación. 

Pruebas del demandante 

Vicente pidió se comisionara al agrimensor Soriano para que 
en unión con el que designara la contraparte, informase si el 
terreno en cuestión está ó no or upado por otras personas, y si 
estas tienen título de propiedad. 
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El jaez así lo mandó. 

Xo resulta qne la parte de Rodríguez haya nombrado agri- 
mensor, 7 i foja 30 se presentó el informe del señor Soriano. 

Este dioe que el terreno de la esoritnra de foja 2 está com- 
prendido dentro de nn tapial qne deslinda un área de i9 varas 
de frente por 62 de fondo, formando la esquina N. E. de la 
manzana las calles 3 de Febrero y Colon, propiedad anexa á la 
conocida por de c El internado >, perteneciente á la testamenta- 
ría del doctor don José González Janer. 

Que en el juzgado civil y comercial de la 2* Sección á cargo 
del doctor García González hay un espediente promovido por don 
Octavio Selinke contra el doctor José González Janer, sobre rei- 
vindicación, en que aparece lo siguiente : 

El 7 de Octubre de i885 el doctor don José O. Machado vende 
al Dr. González Janer un terreno en el ángulo N. E. de las 
calles 3 de Febrero y Colon, compuesto de i 8 varas 46 cente- 
simos de frente por 57 varas de fondo, lindando por el E. con 
la calle Colon, por el O. con el vendedor, por el N. con la calle 3 
de Febrero y por el S. con el comprador ; cuyo terreno es parte 
del que en mayor porción adquirió don José O. Machado, padre 
del vendedor, por compra en remate judicial á doña Leonor 
Frouchet en 9 de Julio de i 870. 

Eu 21 de Marzo de 1886 el doctor don José O. Machado ven- 
de al doctor don José González Janer, en la calle 3 de Febrero, 
entre Ayacucho y Colon, nn terreno de 6 varas de frente al N. 
por 18 varas 46 centesimos de fondo ó lo más que hubiese, lin- 
dando por el N. con la calle 3 de Febrero, por el S. y el E. con 
el comprador y por el O. con terrenos que fueron de don Pedro 
Cufré ; cuyo terreno tiene el mismo origen que el anterior . 
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Pruebas del demandado 

1* Presentó un interrogatorio de ocho preguntas útiles, á 
cayo tenor declararon los testigos : 

Don Federico Lozano, rematador; don Francisco Pérez Hi- 
dalgo, rentista ; don Juan Martin, marino. 

2* Pregunta: Diga don Federico Lozano si él fué el marti- 
liero en el terreno que compró en venta pública al señor Mar- 
chiano en la esquina de las calles 3 de Febrero y Colon, ahora 
3 anos 4 meses, más 6 menos. 

Contestó que es cierto. 

3' Diga el mismo si él fué el martiliero cuando ese mismo 
terreno, hará como 3 años 2 meses más 6 menos, lo vendió frac- 
cionado en remate á los señores Selinke y Vicente. 

Contestó que es cierto. 

4' Si es cierto que en uno y otro remate estuvieron presentes 
tanto los compradores como los vendedores, y que después de 
dicho remate en uno y otro caso no hubo ninguna otra formali- 
dad más que estenderse la escritura pública que firmasen los 
interesados. 

Contestó que es cierto y el declarante había intervenido en 
las firmas de esas escrituras. 

5* Si todos esos remates se verificaron sobre el mismo ter- 
reno rematado, que en uno y otro caso estaba vacuo, sin cerco, 
sin estar ocupado por nadie y sin que nadie protestase ni preten- 
diese derecho á él. 

Contestó que es cierto. 

6* Si en las mismas condiciones y con las mismas formalida- 
des con que hizo la compra áMarchiano, hizo la venta á Selinke 
y Vicente. 

Contestó que es cierto, pues compró y vendió con los mis- 
mos títulos. 
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7" Digan los señores Pérez Hidalgo y Martin si es cierto qae 
ellos estuvieron presentes en el remate que hizo del terreno de 
la esquina Colon 7 3 de Febrero hace poco más de 3 años y 
que fué rematado por Selinke y Vicente. 

Los tres testigos absolvieron. 

S^ Digan los mismos si es cierto que los remates se verifica- 
ron sobre los terrenos vendidos, que estaban sin cerco y vacuos 
sin ser ocupados por nadie, sin que hubiese persona que protes- 
tase ó pretendiese derecho á ellos, estando presentes los com- 
pradores, sirviendo de martiliero don Federico Lozano. 

Pérez Hidalgo absuelve. 

Martin dice que es cierto, que ese terreno lo ocupaba actual- 
mente el internado del Colegio, que ha puesto allí un tapial, qae 
esa ocupación se hacía en el carácter de dominio, pues el señor 
Janer lo había comprado, ignorando los linderos actualmente. 



Fallo del Jues Federal 



Rosario, Diciembre 3 de 3888. 

Y vistos : los seguidos por don Francisco Vicente contra don 
Fantaleon Rodrigaez, solicitando de este como vendedor á aquel, 
la entrega de un terreno ubicado en la calle 3 de Febrero entre 
las de Ayacuchc y Colon, de doce metros ciento veinticuatro 
milímetros de frente, por diez y seis metros con cuatrocientos 
cincuenta y cuatro milímetros de fondo 6 en caso de que esa 
entrega no sea posible, la devolución al mismo del precio de 
ct)mpra, con los daños y perjuicios y las costas del juicio. 

Resulta : Qae la adquisición ó sea la compra-venta, la com- 
prueba el actor por la escritura de foja 2, de fecha ii de 
Febrero de i884, esponiendo que ella fué estendida en cumpli- 
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miento de la compra que hizo en remate público del terreno que 
la misma espresa. 

Que al querer el demandante tomar posesión del predio, no 
pudo efectuarlo, porque terceras personas lo poseían pretendiendo 
derechos de propiedad, razón por la cual en 16 de Junio de 1887 
deduce esta acción (escrito de foja 3) contra don Fantaleon 
Bodriguez. 

Evacuando este traslado, espone á foja 17 que la acción debía 
ser rechazada en razón de que el actor había hecho abandono 
del derecho que tenía para pedir en término hábil la entrega de 
la cosa, desde que llevando la escritura de foja 2 espresada la 
fecha 1 1 de Febrero de 1884, la demanda fué recien introducida 
en 16 de Junio del año próximo pasado, es decir, tres años y 
cuatro meses después de la compra. 

Que aparte de esta prescripción, la toma de posesión por parte 
del actor se hizo: 1® por el título mismo en el que se consigna 
que el vendedor se desprende en favor del comprador de los de- 
rechos de propiedad y dominio que á lo vendido tenía; y 2"" por 
el hecho material de que la venta se efectuó sobre el terreno, 
estando allí presente el comprador señor Vicente. 

Abierta la causa á prueba por el auto de foja 21 , el deman- 
dado produjo las de fojas 26, 27, 28 y 29 y el demandante la de 
foja 30, tendente aquella á comprobar que el terreno en cues- 
tión había sido adquirido por el señor Bodriguez en pública 
subasta y que en la misma forma lo vendió al actor, remate que 
se efectuó sobre el terreno reclamado, que estaba vacuo, sin 
cerco, ni ocupante alguno; y la citada de foja 30, á probar que 
el mismo terreno, con posterioridad á su compra y antes de la 
demanda, estaba ocnpado por el doctor José González Janer, 
quien continuaba poseyéndolo. 

Y considerando : Que toda la argumentación del demandado 
en su descargo, se limita a sostener: 1"* que la acción deducida 
está proscripta; 2^ que aunque no estuviera prescripta se ten- 
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dría siempre que el demandante se recibió del terreno en cuestión 
mediante la escritura pública de foja 2; y 3^, además de la ad- 
quisicionJe la posesión por medio de ese título, ella tavo, así 
mismo lugar, porque el comprador estuvo también sobre el mis- 
mo terreno en el momento en que él fué vendido. 

Que si bien según la ley 8, título 30, Partida 3*, el compra- 
dor de un bien raiz adquiría su posesión por el solo título sin 
necesidad de otro acto esterno, por el artículo 577 del Código 
Civil, derogatorio de aquella ley, por cuanto la venta se efectuó 
durante la vigencia del Código citado, es necesario no solo la 
existencia del título para la adquisición del derecho real, sino la 
tradición de la casa. 

Que esta tradición, no se ha probado haya tenido lugar, por- 
que el hecho de estar el comprador sobre el terreno que se vendía 
en remate, no constituye en sí, en modo alguno, un acto de en- 
trega que haga adquirir al comprador la posesión del bien 
vendido, pues que si esto se admitiera, para ser lógico, habría 
que conceder igual derecho de posesión á todas aquellas perso- 
nas que asistentes á él y en el momento de la venta, estaban 
sobre el terreno de la cuestión, incluso el mismo comprador. 

Que siendo esto así, la posesión de los bienes inmuebles según 
el artículo 2379 del Código citado, solo puede adquirirse por L"^ 
tradición hecha por actos materiales del que entrega la cosa con 
asentimiento del que la recibe ó vice-versa, ó bien desistiendo 
el poseedor de la posesión que tenía y ejerciendo el adquirente 
actos posesorios en el inmueble en presencia de él y sin oposición 
alguna (artículo 2380). 

Que en la actualidad, careciendo el demandante de derecho 
real, solo le acuerda el citado título de foja 2 una acción per- 
sonal contra su vendedor, prescriptible por diez años entre pre- 
sentes y veinte entre ausentes, como dispone el artículo 4523 
del mismo Código, prescripción que no puede alegarse por el de- 
mandado, si se tiene presente que apenas han transcurrido tres 
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añoB 7 cuatro meses desde la fecha de la demaada ; 6 sea desde 
el nacimiento de la obligación personal hasta la introducción de 
la demanda. 

Por tanto : se declara que el demandado se encuentra en la 
obligación de entregar al demandante, y entregue en término de 
diez dias» el terreno de la cuestión, y en caso de que esto no le 
sea posible, el valor recibido con los daños y perjuicios, de con- 
formidad al artículo 1423 del Código Civil. Hágase saber con 
el original y repóngase el papel en el acto de la notificación. 

6. Escalera y Zuviria. 



Bodriguez apeló y se le concedió el recurso libremente. 

Espresando agravios ante la Suprema Corte pide la revocación 
de la sentencia apelada. 

Dice que los actos ocu^rridos del remate sobre el terreno y sin 
oposición de nadie y estando desocupado el terreno, importan la 
tradición que se le exige ahora después de haberla hecho, y de 
no poderla hacer ya, puesto que perdió la posesión cuando hizo 
la venta enrómate. 

Que el mismo demandante ha considerado siempre ser posee- 
dor del terreno, y haber recibido su entrega, como lo indica su 
intención de ir á ocuparlo, que menciona en la demanda. 

Que el juez a qiu> no ha considerado bien esos actos, y el 
actor^ que por su negligencia ha hecho que otras le despojaran 
del terreno, ha caído en error al dirigirse en su contra y no 
accionar contra el despojante. 

Conferido traslado, la parte de Vicente pide la confirmación 
de la sentencia apelada, con costas. 

Dice que son dos las cuestiones que se suscitan: i^ si en el 
transcurso de 3 años y meses de la compra se pierde el derecho 
de pedir la entrega de la cosa comprada; 2® si la escritura de 
T. XI a 
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venta y los aotos qne la precedieron, importan la existencia de 
la tradición. 

Bespecto al primer punto» dice qne la acción por él entablada 
no es una acción positiva sino una acción personal de cumpli- 
miento de obligación, para cuya prescripción son necesarios i O 
y 20 años. 

Bespecto del segundo punto, dice que la escritura no basta 
por sí sola para transferir la posesión de un inmueble, citando 
para demostrarlo los artículos 577, 2378, 2379 y 2468 del Có- 
digo Civil . 

Que el haberse efectuado la venta en remate y sobre el terre- 
no, no importa tradición de él: que había debido, una vez 
efectuado el remate y perfeccionado el contrato, el vendedor 
declarar sobre el mismo terreno que lo entregaba á Vicente, y 
este recibirlo. 

Que por otra parte habría sido original que antes de hacerse la 
escritura y pagarse el precio, Bodriguez se desprendiera de la 
posesión para darla á Vicente, cuando es sabido que hasta el 
momento de la tradición los frutos pertenecen al vendedor ; y 
que mil causas pueden impedir el cumplimiento de un contrato 
de compra-venta. 



Fallo de fu SiipreiiMi €>owtm 

Buenos Aires, Octubre 14 de 1890. 

Vistos : Besultando que el terreno coya tradición se exige en 
la demanda de foja tres, se hallaba completamente vacuo y sin 
cerco que impidiese el fácil acceso á él por la calle con la cual 
colinda, cuando el actor lo compró en el remate público que se 
dio sobre el mismo terreno, mediando la circunstancia de no 
haberse presentado contradictor alguno que se opusiese al acto 



DB JUSTICIA NACIONAL 35 

según resalta de las declaraciones de fojas veintiséis á Teínti- 
nueye. 

Y considerando además : que del informe de foja treinta, del 
perito nombrado por el demandante para hacer su prueba» se 
desprende que dicho terreno se ha mantenido vacuo y abierto 
por lo menos durante veinte meses á contar desde la fecha de la 
escritura de venta de foja dos, otorgada á favor de Vicente in- 
mediatamente después del remate antes mencionado, hasta que 
entró á ocuparlo 7 cercarlo el doctor José González Jauer, en 
virtud de las escrituras de fecha posterior á que se refiere el 
mismo perito. 

Que dados estos antecedentes y ante el hecho que consta de 
la escritura de foja dos, de haber aceptado el comprador Vicente 
la trasmisión de los derechos de propiedad que por la misma le 
hacía el vendedor Rodríguez al terreno en cuestión, con la cir- 
cunstancia de estar domiciliado aquel en la misma localidad 
donde se hallaba ubicado este, debe reputarse que el demandan- 
te se dio por recibido de la posesión de dicho terreno y que la ' 
tomó en realidad, bastando como basta, con arreglo al articulo 
dos mil trescientos setenta y cuatro del Código Civil y la nota 
que le sirve de comentario, á los efectos de la posesión, hallarse 
enpresenciu de la cosa y con la posibilidad física de tomarla. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentencia apelada de 
foja cincuenta y seis declarándose improcedente la demanda de 
foja tres y á salvo las demás acciones que por derecho corres- 
pondan al demandante contra quien hubiere lugar. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN.— C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA CliXYI 



El Dr. D. J. Manuel Ahumada contra Daña Eumelia A. de 
Ocampo, por despojo ; sobre recusación 

Sumario. — Es inadmisible la recasacion interpuesta sin el 
juramento de ley, y fondada sobre opinión emitida respecto de 
derechos que no aparecen tener relación con el juicio. 



Caso. — En 26 de Jalio de 1889 se presentó ante el Juzgado 
Federal de Gatamarca Don Yictor Negri por el señor Ahumada, 
y dijo : 

Qne el 20 del mismo se había echado abajo parte de un 
cerco existente en las propiedades que su representado poseía 
en el cuartel 4^ de aquella ciudad ; 

Que dicho acto se llevó á cabo por una cuadrilla de peones 
mandados por la señora Eumelia A. de Ocampo, con el objeto de 
arrancar postes y enrollar el alambre que se había tendido en 
una estension de cinco cuadras poco más ; y á pesar de las 
protestas de su capataz, esta era la segunda vez que el hecho se 
producía; 
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Que estas cnadras eran poseídas por su mandante y tenidas 
cercadas coa ramas poco menos de dos años sin protesta alguna, 
7 qne por el hecho de cambiar este cerco por otro de alambre, 
se perjudicaban los derechos del señor Ahumada, y que con- 
sideraba un atropello el perpetrado por la señora de Ocampo; 

Que entablaba la correspondiente acción de despojo puesto 
que concurrían precisamente los dos extremos previstos por el 
articulo 327 de la ley nacional de procedimientos, y pedia la 
condenación en costas, daños y perjuicios para la deman- 
dada. 

En otrosi dijo: 

Que recusaba al Juez por haber emitido públicamente opi- 
niones adversas á la propiedad de su representado, en estas 
tierras, según el articulo 43, incisos 7 y 9 de la Ley de Proce- 
dimientos. 

Acreditada la competencia del Juzgado, por la diversa vecin- 
dad de las partes y previa vista ñscal, se abrió á prueba este 
incidente. 

La parte demandante produjo la siguiente prueba : 

Tin interrogatorio de tres preguntas útiles, ai tenor del cual 
declaran : 

£1 Sr. Dulce, Grobernador de la provincia, el Sr. Castillo, 
Ministro de gobierno y el Dr. D. Francisco de la Vega. 

!• Pregunta: 

Digan si saben y les consta que el Dr. D. Francisco C. Figue- 
roa, Juez Federal de esta provincia* ha emitido pública y pri- 
vadamente opinión adversa á la propiedad y posesión del doctor 
Ahumada, de las tierras que fueron rematadas por Negri en 
este municipio y que forman el cuartel cuarto y primero en su 
mayor parte. 

Contestaron : 

El señor Gobernador, que ignoraba el contenido de la pre- 
gunta . 
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El señor Ministro, que ifpioxaba el contenido de la pregunta. 

El señor de la Vega, qne había oido al Dr. Figaeroa conver- 
sando particularmente en el Club Social, que la Tenta de las 
tierras municipales hecha al Sr. Yictor Negri, era nula, j que 
consideraba como una falta de patriotismo decir lo contrario ; 
que no podía precisar la fecha de esto, agregando que le ha oido 
manifestar las mismas ideas en otras circunstancias, sin poder 
precisar el lugar ni la fecha. 

2* Pregunta : 

Digan si saben y les consta que en un Consejo de Gobierno j 
en el Club Social de esta ciudad, ha manifestado que el predicho 
remate ha sido nulo, que debiera ser así declarado, y que debían 
ser quitadas las tierras de la referencia. 

Contestaron : 

£1 Sr. Gobernador, que era cierto el contenido de la pregunta 
en caanto se refiere al Consejo de Gobierno; que con motivo de 
un remate de tierras municipales que debía tener efecto en 
Marzo, convocó á varios abogados, entre ellos al Juez Federal 
Dr. Figueroa« para consultarles el asunto, y en dicha reunión 
éste, como los demás, opinaron que la venta de terrenos munici- 
pales hecha al Sr. Yictor Negri, era nula, como el remate en 
que ella se efectuó. 

El Sr. Ministro, que era cierto el contenido de la pregunta 
en cuanto se refería al consejo de gobierno; que con motivo de 
un remate de tierras municipales que debía tener lugar en Mar- 
zo, el Gobernador convocó á varios abogados, entre ellos al 
Juez Federal Dr. Figueroa, para consultarles el asunto, y en 
dicha reunión, éste, como los demás, opinaron que la venta de 
terrenos municipales hecha al Sr. Víctor Negri, era nula, como 
el remate en que ella se efectuó. 

El Sr. de la Vega, que se refería á lo declarado en la ante- 
rior pregunta» y que había oido que» en consejo de Gobierno» 
había emitido igual opinión. 
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S'' Pregunta : 

Digan asiinismO} cnanto supieren al respecto. 

Contestaron : 

El Sr. Gobernador, que era todo lo espuesto lo que al respec- 
to podía informar. 

El Sr. Ministroi que era todo lo espuesto, cuanto podía in- 
formar al respecto. 

El Sr. de la Vega, que se refería á lo declarado, que era 
cuanto sabía al respecto. 

Bepreguntado á petición de parte contraria, elSr. de la Vega, 
si había oido al Juez emitir opinión sobre el interdicto de des- 
pojo 6 en el juicioposesorio.de que se trataba, contestó que no 
había oido. 



FaIIo del Jíues Wmémrml 



Catamarca, Setiembre 13 de 1889. 

Vistos: en el incidente de recusación los autos iniciados por 
el señor Victor Negri en representación del doctor don José Ma- 
nuel Ahumada, contra la señora doña Eumelia A. de Ocampo, 
sobre interdicto posesorio y do los que resulta : 

Que el demandante recusó al suscrito por un otrosí del escrito 
de demanda, por haber emitido públicamente opinión adversa á 
la propiedad y posesión de su representado en esas tierras. 
Abierta la causa á prueba se ha producido la que corre en autos 
y en la que consta por el informe del Qobernador de la Provin- 
cia Sr. D. José Dulce y del Ministro de Gobierno Dr. Rafael 
Castillo, que el suscrito en el consejo de gobierno opinó que era 
nulo el remate y venta deesas tierras y el Dr. Francisco déla 
Vega afirma que igual opinión le manifestó el suscrito en el 
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Clab Social. Como estas afirmaciones son exactas, se hace 
necesario espresar cómo han tenido logar y son como signe: 
El Gobernador de la Froyincia comandante don José S. Dasa, 
mandó Tender en pública snbasta doscientas y tantas manzanas 
del municipio, publicando el aviso correspondiente en el perió- 
dico oficial (única pnblioacion qne existía) en el cnal se fijaba 
el dia y hora en qne debía tener lugar el remate. 

El dia y hora señalados el suscrito, que dicho sea de paso, ni 
noticias tenía de ser nombrado Juez, concurrió al lugar fijado 
para el remate con intención de hacer posturas por algunas 
manzanas y supo que el remate no se verificaba, ignorándose por 
los empleados cuándo tendría lugar. 

Gomo ocho dias después supo en el Club Social que esa tarde 
habíase verificado el remate sin que concurriera más postor que 
el señor Negri, porque nadie tuvo noticia de él, pero que falta- 
ba el nuevo aviso del remate en el periódico» en el cual subsistía 
el viejo aviso del remate para el dia que no se verificó. Por esta 
circunstancia y la de haberse pagado veinte y siete pesos por 
manzana, cuando en los remates de los dias anteriores se habían 
rematado por quinientos á ochocientos pesos la manzana, todas 
las personas incluso el suscrito, que allí estaban presentes, ori- 
tican al señor Daza por este hecho. 

Posteriormente y siendo ya el suscrito Juez Federal, el go- 
bernador Dulce que reemplazó al saliente señor Daza, llamó á 
varias personas entre ellas al suscrito, para consultarles lo que 
debía hacer con el espresado remate, ó lo que es lo mismo con 
la venta hecha por el gobierno anterior, de esas tierras á mérito 
del predicho remate, y el suscrito opinó que era nula la venta 
por no haberse llenado en el remate las prescripciones de la ley 
faltando el aviso del nuevo remate y la espresion del precio en 
que estaban tasadas. 

Ahora bien, dados estos antecedentes, ¿ es prooedente la re- 
cusación del suscrito por haber emitido opinión sobre la nulidad 
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de la venta hecha por el Poder Ejecativo á don Yictor Negri, 
tratándose de an jaicio posesorio iniciado por el Dr. D. José M. 
Ahnmada, comprador á Negri de esas tierras, contra la señora 
Enmelia A. de Ocampo, por haber ésta destrnido parte de un 
cerco qne mandó tender Ahumada para cerrar sus propiedades, 
destrucción qne se hizo en nna ostensión poco más 6 menos de 
cinco cnadras? (véase escrito de demanda de foja tres á cua- 
tro), es la cuestión á resolver : 

Y considerando: 1^ Qne de autos consta, que el suscrito no 
ha emitido opinión alguna sobre la posesión de las tierras com- 
pradas por Negri al Poder Ejecutivo de la provincia y menos 
en el juicio iniciado por el Dr. Ahornada contra la señora En- 
melia A. de OcampOy del cual ni noticias ha tenido el Jaez has- 
ta el momento de leer la demanda. 

2^ Que para que la recusación sea procedente, es necesario 
se f ande en una de las causas enumeradas en la Ley de Proce- 
dimientos (art. 31, tít. 3^ de la misma) y la Suprema Corte ha 
declarado que no es permitido crear nuevas causas de recusa- 
ción por inducciones 6 analogías, pues la ley se ha propuesto 
dificultar los recusaciones, en obsequio de la buena administra- 
ción de justicia y de los litigantes (Serie 1*, t. 5, pág. 193 de los 
Fallos) y por lo tanto no les es permitido á los jueces apartarse 
del conocimiento de una causa, 6 no les es facultativo escu- 
sarse cuando no hay causa legal de recusación (S. 2*, t. 12, 
pág. 543). 

3"* Que el haber emitido opinión sobre la nulidad de la venta 
hecha á Negri, no puede constituir causal de recusación, porque 
no se trata de un juicio sobre la validez de la compra hecha al 
Poder Ejecutivo y si de un juicio posesorio entre personas dis- 
tintas y en el que el Juez hasta la fecha ignora por qué motivos 
la señora demandada ha destruido la parte de cercado á que se 
refiere la demanda, á que se agrega que la posesión es indepen- 
diente de la propiedad de la cosa y los interdictos se dan aun á 
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favor de los que no son daeños, contra de los que lu son (tít. 3"", 
De las acciones posesorias, G6d. Civil, y nota al art. 2470). 

4^ Qae la Ley Nacional de Procedimientos dice en el inciso 
7° del artículo 43: cSi siendo Juez hubiese manifestado su 
opinión sobre el pleito antes de pronunciar sentencia » , y el in- 
ciso noveno citado también por el demandante c haber sido el 
Juez defensor de alguno de los litigantes 6 emitido dictamen en 
el pleito como letrado», lo que consta de autos no ha sucedido. 

5** Que la Suprema Corte tiene resuelto que para que la opi- 
nión manifestada, pueda ser causa de recusación, es necesario 
que sea emitida con motivo del pleito en que se quiera hacer 
valer la recusación, lo que consta evidentemente no ha sucedí- 
do en el caso svbjvLdice^ en el que además no se han llenado en 
el escrito de recusación las prescripciones de los artículos 26 y 
27 de la de Procedimientos (Fallos de la S. C, serie 2«, t. i2, 
pág. 180, y t. 20, pág. 170)- 

Por las consideraciones espuestas, y de acuerdo con las con- 
tenidas en los artículos 32 y 37 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos, fallo: no haciendo lugar, con costas, á la recusación 
interpuesta. Hágase saber con el original y repónganse los 
sellos. 

f . C. Figueroa. 



Pullo de Ia Sapream Corte 



Buenos Aires, Octubre 16 de 1890. 

Vistos : teniendo en consideración que la recusación ha sido 
deducida sin la formalidad del juramento prescrito por el artí- 
culo veinte y seis de la Ley Nacional de Procedimientos ; que 
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además la emisión de la opinión en que ella se f nnda no ha sido 
hecha en relación á los der«chos que se Tentilan inmediatamente 
en este juicio, ni con referencia á las relaciones de derecho en- 
tre el demandante y la demandada, sino del causante del actor 
con el Gobierno de la Proyincia de Catamarca, cuyos derechos 
no aparece que tengan relación con este juicio ; por estos fun* 
damentos: se confirma con costas el auto apelado de foja yeinte 
y ocho. Repuestos los sellos devuélvanse. 

benjamín VICTORICA.— FEDERICO 
IBARGUREN. — G. S. DE LA 
TORRE. —ABEL BAZAN. 



CAUSA CIiXTII 



D. José Caputi contra D. Héctor Portalea y D. Manuel J. Ruda, 
por indemnúacion de perjuicios; sobre competencia 



Sumano. — La Justicia Nacional no es competente para cono- 
cer en la demanda de daños y .perjuicios procedentes de la 
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ejecacioBde sentencia de on jaez looal, entablada conjonta- 
meiite coctra este j otra persona. 



Caso. — D. Francisco Cañas se presentó ante el Juzgado 
Federal de Corrientes exponiendo: Qae eldia22de Octubre de 
1889, se presentaron en el domicilio de Capnti, D. Héctor Porta- 
lea y D. Manael J. Ruda, acompañados de oa snb-comísario j 
de dos Tijílantes; 7 sin formalidad algnna se apoderaron de la 
casa de negocio que tenía establecida 7 le arrojaron & la calle 
todos los muebles, mercaderías, alhajas j ropa particular de su 
uso, dejando la pieza completamente racía. Que después se apo- 
derarou de las llares 7 las entregaron, según tiene entendido, & 
la dueña de la casa D* Estaatslaa Molina de Maciel. Qua todos 
los objetos desaparecieron, siendo entregados libremente al 
saqueo del populacbo. 

Después de detallar el valor de los objetos que bace ascender 
d 7738 pesos con 8i oentavos, 7 de apreciar con juramento los 
perjuicios en 10.000 pesos, pidi6 que se condenara á Fortalea j 
Ruda i la indemnizaoioa de aquellos en la cantidad que el Juez 
aTalnase. 

Para establecer la competencia del Juzgado, espresó que 
Capnti era italiano 7 los demandados argentinos. Hizo mención 
además, del caso juzgado del italiano D. Francisco Benedeti 
contra D. Romualdo Gallegos, srgeatiao, comisario del distrito 
Cerrillos; en el cual, dice, no obstante haberse declarado in- 
competente el Juez de Sección 7 de haber opinado en el mismo 
sentido el señor Procurador General, la Suprema Corte, por 
fallo de 19 de Febrero de 1889, lesoMó: Que trat&ndosede ana 
acción puramente cÍtü, no podía oponerse encontrarlo la cir- 
cnnstanoia de que el demandado había procedido en desempefio 
de una comisión de carácter policial ; porqae no se trataba sin¿ 
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de la reparación debida por hechos personales del demandado 
cometidos por él en la ejecución de aquella comisión (que es lo 
que sucede en el presente caso). Que dictada esta resolución, el 
Juez debía conformarse con ella, puesto que establecía la juris- 
prudencia (Fallos, tomo 5^, pág. 257; tomo 9, pág. 53; tomo 
47, pág. 453). 

Acreditada la nacionalidad italiana del demandante y ar- 
gentina de los demandados, se confirió traslado de la demanda. 

D. Manuel J. Euda, sin contestarla, pidió que el Juez se 
declarase incompetente con costas. Dijo: Que el hecho de 
haber sido arrojados á la calle los objetos, mercaderías y útiles 
del actor y que él presenció en unión con el juez Fortalea, se 
efectuó en virtud de sentencia dictada en un juicio de desalojo, 
en que Gaputi fué debidamente citado y en que se escucharon 
sus defensas. Que así, tratándose de actos de autoridades pro- 
Tinciales y sobre todo, de jueces y de procedimientos judiciales, 
es improcedente la intromisión de las autoridades nacionales. 
Que en la generalidad de los casos, no es solo la distinta nacio- 
nalidad de las partes lo que da margen á la jurisdicción federal. 
Que en el sentido de sus pretensiones, se había pronunciado ya 
la Suprema Corte, confirmando un fallo del Juez de«k Sección 
de Buenos Aires, con fecha 29 de Mayo de 1888; en cuya reso- 
lución se estableció que el desalojo ordenado por sentencia de 
los Tribunales provinciales competentes, no puede dar logar á 
una acción de daños y perjuicios, ni & su conocimiento por la 
justicia federal, por razón de la distinta nacionalidad de las 
partes (tomo 24, pág. 415 y siguientes). 

D. Héctor Portalea pidió lo mismo que el otro demandado. 
Dijo : Que io que pretendía el demandante era iniciar una 
acción civil á consecuencia de una sentencia que él (Portalea), 
dictó como Juez de Paz« en una demanda promovida por la se- 
ñora Estanislaa M. de Maciel, contra D. José Caputi. Que por 
consiguiente, lo que se pretende es que el Juez de Sección co- 
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nozca de los procedimientos del jaez provincial, contra los 
límites fijados á la justicia federal 7 por las leyes posterior- 
mente diotadas. Qae la jarisprndencia nacional ha establecido 
ya que la justicia nacional no puede interyenir en los actos de 
los empleados públicos proñnoiales, en la esfera legítima de 
sus facultades (cansa 27, tomo 21). Que el conocimiento de noa 
causa sobre abuso de autoridad de un empleado de proTÍncia 
corresponde á los tribunales provinciales (causa i 25, tomo 4"). 
Que asimismo la jurisprudencia había establecido que cuando 
los Tribunales provinciales han conocido y resuelto el fondo de 
un pleito, deben fenecer ante ellos las incidencias, aunqoe la 
cnestion sea entre argentinos y extranjeros (causa i 18, tomo 1 9). 

Conferido traslado lo contestó el actor exponiendo: Que en 
su demanda había justificado que la S. C. ha resuelto en sentido 
favorable á sus pretensiones en cuanto á la competencia del 
juzgado. Que el caso citado por los demandados y fallado por el 
Juez de la Sección de Buenos Aires, ha sido anterior al citado 
por él para establecer la competencia. Pidió el rechazo con cos- 
tas de la excepción. 

El juez, para mejor proveer, mandó que se recabara del Juz- 
gado de Paz el expediente promovido por la señora de Maciel 
contra Caputi. 

En consecuencia el Juez de Paz, D. Héctor Portalea, remitió 
la siguiente copia, manifestando que no se formaba expediente 
con arreglo á la práctica; y que el libro en que se asientan las 
demandas no podía remitirse por ser de uso diario en el Juzga- 
do. La copia dice así: En la ciudad de Corrientes álos veinte y 
un dias del mes de Octubre del año mil ochocientos ochenta y 
nueve, ante mí el Juez de Paz de la 3* sección y testigos que al 
final firman, compareció D. Manuel J. Buda en representación 
de Doña Estanislaa M. de Uaciel, á entablar demanda por 
desalojo contra D. José Caput!, quien no se presenta por estar 
ausente de esta Capital, y se presentó el representante de la 
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casa de joego de argollas del señor Gapati el señor Agustin 
Tueld; el señor Bnda manifestó que la casa había sido pedida 
paraQD bazar, á lo que declaró el señor Tueld que ellos llama- 
ban bazar á dicha casa de juego ; el señor Ruda le propuso que 
cerrara la casa y que no le cobraría los alquileres por el tiempo 
que ocupe, hasta tanto encontrara otra, á lo que se negó el se- 
ñor Tueld; en yista de la negativa, el demandante pide el 
desalojo de la casa en el plazo de veinte y cuatro horas; al efec- 
to, se compromete remitir á este Juzgado el dinero que recibió 
como importe del alquiler por el término de tres meses que son 
ciento veinte pesos moneda nacional de curso legal, no cobran- 
do los alquileres por los dias que ha ocupado la casa. Siendo 
justo el pedido del demandante por haber faltado á su palabra 
el señor Caputi, condénase al desalojo de la casa en el plazo de 
veinte y cuatro horas, bajo pena de hacer la ejecución por me- 
dio de la fuerza pública en caso omiso.— ff. Portalea. — Manuel 
J. Ruda. — ^Habiendo declarado el señor Agustin Tueld que no 
sabía firmar lo hace á su ruego el señor Ramón Espíndola. — H. 
Portalea. — Ramón Spíndote. — Testigo : Horado Thompson. 
— Testigo: Jaime de Gordi. — Es copia: H. Portalea. 



Fallo del Jues Federal 



Corrientes, Enero 24 de 1890. 

Vistos estos autos seguidos por D. José Caputi contra los se- 
ñores Héctor Portalea y Manuel Ruda, de que resulta: I"" Que 
D. José Caputi se presenta ante este Juzgado demandando á los 
señores Portalea y Ruda por daños y perjuicios, por haber pe- 
dido y obtenido el señor Ruda ante el señor Portalea* Juez de 
Paz, el desalojo de la casa que ocupaba el demandante. 
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Que ese juicio se siguió ante dicho fancionario, en el qne faé 
condenado el señor Caputi al desalojo de la casa en el plazo de 
24 horas bajo apercibimiento de emplear la fuerza pública en 
caso necesario, como consta de la copia de la sentencia man- 
dada traer para mejor proveer. 

Que esto tuvo lugar con la intervención de dicho Juez de 
Faz y el interesado, como consta de la protesta de fojas 1 i8j 
demás antecedentes. 

Qne corrido traslado de la demanda, los demandados alegan la 
incompetencia de este Juzgado, fundándose el señor Euda en 
que el desalojo tuvo lugar en virtud de sentencia dictada por un 
Juez competente, por el Juez de Paz señor Portalea, y éste en 
que obró como funcionario público en la esfera legítima de sus 
facultades. 

Y considerando : Que efectivamente el juicio de desalojo ini- 
ciado por el señor Euda fué radicado^ sentenciado y fenecido 
ante el Juez de Paz, prorogando así la jurisdicción provincial 
el señor Caputi, quien no puede volver á la jurisdicción nacio- 
nal en el caso sub-judice por recurso alguno, desde luego porque 
no se encuentra dentro de los casos especificados por el artícu- 
lo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales. 

Que se trata, por consiguiente en el presente caso de un Ter- 
dadero juicio instaurado por el señor Buda en representación 
de Doña Estanislaa Molina de Maciel ante autoridad compe- 
tente, y la justicia nacional no tiene facultad para rever ó 
correjir esas resoluciones de autoridad provincial dentro de su 
jurisdicción. 

Que si injusticia hubiera ó pudiera haber en la sentencia dic- 
tada por dicho Juez de Paz, no podría serle imputada al deman- 
dado señor Buda, que usando de su derecho no cometía acto 
alguno ilícito qne lo sujetase á indemnización, artículo 1071 del 
Código CivU. 
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Por estas consideraciones, declárase incompetente este Juz- 
gado para entender en este juicio y ocurra él interesado donde 
corresponda si cree conyeniente, con costas. Notifíquese origi- 
nal. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 28 de 1890. 

Suprema Corte : 

De la protesta dó foja 7 y del acta de foja 32 se deduce cla- 
ramente que, demandado Gaputi por desalojo, compareció ante 
el Juzgado de Paz de Corrientes, y condenado á desocupar la 
casa interpuso apelación, que no le fué concedida ; consta ade- 
más, que el desalojo se llevó á efecto por la fuerza pública en el 
término de 24 horas. De esto se queja Caputi, y demanda al que 
pedía el desalojo y al Juez que lo ordenó, por la indemnización 
de daños y perjuicios que dice haber sufrido. 

Resulta así, de esta breve esplicacion^ que Caputi aceptó la 
jurisdicción provincial, que ante ella compareció y apeló de sus 
resoluciones. 

Por violentos que parezcan los procedimientos del Juzgado 
de Corrientes, noincumbeá Y. E. repararlos. 

Si el Juzgado de Paz no hizo lugar á la apelación debió ocu- 
rrir Caputi de hecho al superior. Ante él debió quejarse de la 
manera cómo dice haberse llevado á cabo el desalojo, y pedir la 
indemnización de daños y perjuicios ; no ante la justicia nacio- 
nal, coya misión no es traer á juicio las resoluciones y los actos 
de las autoridades de Provincia. 

T. II 4 
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Ha de servirse Y. E. confirmar la sentencia del señor Jnez de 
Sección. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Corte 



BaeDOS Aires, Octubre 16 de 1890. 

Vistos: No pudiendo ser traídos los Jueces de Provincia 
ante la Jasticia Nacional á responder de sus actos de tales, salvo 
los casos de excepción establecidos por la ley, segnn lo tiene ya 
repetidamente declarado esta Suprema Corte haciendo jarispro- 
dencia; y considerando que aún cuando esta razón no milita sino 
respecto de uno solo de los demandados, habiéndose interpuesto 
sin embargo, conjunta y solidariamente contra ambos la acción 
deducida, debe entenderse de aplicación la disposición del artícu- 
lo diez de la ley sobre jurisdicción de los Tribunales Federales 
de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y en 
consecuencia, sin jurisdicción respecto de ambos demandados á 
estos últimos tribunales. 

Por estos fundamentos, y de conformidad á lo pedido por el 
señor Procurador General en su vista de foja cincuenta y dos: 
se confirma con costas el auto apelado de foja treinta y cuatro, 
y respuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGUREN.— G. S. DE LA TORRE. 
LUIS V. VÁRELA. — ABEL RAZAN. 
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CAUSA CliXTIII 



La Municipalidad de la Capital, contra D. Constantino Grande 
sobre costas ; en juicio de expropiación 



Sumario. — El expropiante que desiste del juicio de expro- 
piación, debe pagar los gastos procedentes de la intervención 
de peritos y empleo de papel sellado, causados á la otra 
parte. 



Caso. — En 5 de Agosto de 1884, Don Adolfo Aldao, como 
procurador de la Municipalidad, se presentó ante el Juzgado 
Federal de la Capital, esponiendo: 

Que la ley de 28 de Agosto, había declarado de utilidad pú- 
blica, la expropiación de los terrenos conocidos por de Constan- 
tino Grand, y habíale ofrecido la suma de 425.000 pesos mone- 
da corriente, no siendo aceptada la oferta. 

Que á fin de adoptar las medidas necesarias para resolver la 
diferencia suscitada con el propietario, pedía se convocase á jui- 
cio verbal sumariamente, conforme ala ley de 13 de Setiembre 
de 1866. 

Que una parte de estos terrenos á expropiarse, había sido 
enajenada á Don Alejo Bagnat, domiciliado en la calle Méjico 
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número 71 , según manifestación hecha por el representante del 
referido señor Bagnat, en el acta labrada en la Manicipalidad, 
debiendo notificarse á dichos señores, para que concurriesen 
munidos de sus títulos de propiedad ; para todo lo cual y resul- 
tancias del presente juicio, adjuntaba el poder general, y fijaba 
su domicilio en la calle de liolivar, número 13. 

El Juzgado proveyó de conformidad á lo solicitado. 

En 15 de Agosto de 1884 el procurador municipal manifestó 
que el asunto sobre expropiación de los terrenos para matadero 
pertenecientes al señor Orand y el señor Bagnat había sido 
arreglado administrativamente, según acta que acompañó, que- 
dando suspendido todo procedimiento. 

Nombrados peritos, y hecha por estos la avaluación de la in- 
demnización, el Procurador Municipal, se presentó en 12 de 
Agosto de 1886, depositando la suma de 31.086 pesos 65 centa- 
vos, en que dijo haberse avaluado los terrenos á expropiarse, es- 
cepcion hecha de los de Bagnat ya escriturados, y pidió se le 
diera posesión definitiva de ellos, y se intimara á Grand para el 
otorgamiento de la escritura. 

El Juez proveyó de conformidad, y el 20 de Agosto fué puesto 
el Procurado Municipal en posesión de los terrenos. 

El procurador Bellini por Don Constantino Grand, insinuando 
que la suma depositada no era el justo valor de la indemnización, 
recusó al Juez Dr. Tedin, y alegó que el Juzgado Federal era 
incompetente para entender en este asunto, que era del resorte 
administrativo. 

El Juez no hizo lugar á la recusación, y confirió traslado de 
las escepciones. 

Bellini apeló, y se le concedióla apelación, que fué declarada 
improcedente por auto de la Suprema Corte de 25 de Agosto de 
1887. 

Devueltos los autos, y tramitándose la contestación de las 
escepciones, el Procurador Municipal se presentó en 10 de Ju- 
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nio de 1889, diciendo que por resolución del Consejo Deliberan- 
te, se dejó sin efecto la venta de estos y otros terrenos expro- 
piados para ensache de mataderos, devolviéndose los terrenos á 
sus respectivos propietarios, y pidió se pusiera á la orden del 
Intendente municipal la suma depositada de 31 .086 pesos. 

El Juez dio vista á Grand y Bellini, pero este dijo que no es- 
taba conforme con el retiro de la suma, porque la Municipalidad 
debía abonar los gastos y honorarios causados en el juicio, tan- 
to por lo dispuesto en el artículo 18 de la ley de la materia, 
como por haberse retirado la Municipalidad del juicio por acto 
propio ; y pidió se retuvieran dichos fondos, mientras se abo- 
naran dichos gastos y honorarios. 



Auto del Jiies Federal 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1889. 

Y vistos : atento lo espuesto en el escrito de foja 181 , póngase 
á la orden y disposición del Intendente Municipal el depósito á 
que se refiere el recibo de foja 150, no haciéndose lugar al em- 
bargo preventivo solicitado. 

Virgilio ¡H. Tedin. 



El procurador Bellini, con escrito anterior al auto de foja 184 
vuelta, presentó la cuenta de gastos y honorarios correspon- 
dientes á Grand, que sostenía debérsele indemnizar por la Mu- 
nicipalidad, y pidió que el Procurador Municipal manifestase 
en el acto de la notificación si estaba ó no conforme con la cuen- 
ta mencionada. 
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Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Octubre 14 de 1889. 

Autos 7 vistos: considerando qae no ha existido juicio con- 
tencioso á propósito del asunto de que se trata^ habiéndose tra- 
mitado todo él por la vía administrativa ; que, á más de esto, 
esta parte celebró un convenio con la Municipalidad, del que 
resaltó el abandono del terreno por parte de esta, á favor del 
expropiado con un carácter puramente administrativo también; 
que siendo esto así no ha habido ocasión para que el Juzgado se 
pronuncie sobre las costas, ni mucho menos para que se preten- 
da que ellas se abonen por la Municipalidad, siendo lo lógico 
7 racional que cada parte cargue con los gastos que haya tenido 
que efectuar. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á lo solicitado y 
pida esta parte lo que corresponda. 

Virgilio M. Tedin. 



Igual resolución se dictó á escrito de los Doctores Don Carlos 
7 Don Ernesto Fellegriní, abogados de Grand, que pidieron la 
conformidad del Intendente Municipal con su cuenta de hono- 
rarios. 

Bellini pidió revocatoria del auto de foja 185 vuelta, y apeló 
in subsidium. 

Dijo que aunque el Juzgado había declarado, y la Suprema 
Corte confirmado, que no podía entender más en el asunto, por 
el convenio administrativo, por el cual las partes se habían se- 
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parado del procedimiento de la ley de expropiación, sin embargo, 
en Agosto de 1886, la Municipalidad, con el depósito de 31.086 
pesos 65 centavos, había conseguido que se reabriera el juicio 
ante el Juzgado, consiguiendo que se le pusiera en posesión, j 
se obligara áOrand á escriturar. 

Que á la resolución del Juez sobre la posesión y la escritura- 
ción, opuso la escepcion de incompetencia declarada anterior- 
mente por el Juzgado, resultando así que desde Agosto de 1886 
existe ante los tribunales el juicio contencioso promovido por la 
Municipalidad con la petición y toma de posesión, de cuyo jai- 
cio ella desiste, haciéndose por consiguiente responsable de las 
costas. 

Que respecto del convenio que el Juzgado indica haberse ce- 
lebrado para la devolución del terreno, no ha existido^ ni se ha 
dicho que existiera. 

Que por esto el Juzgado debía revocar la providencia recurri- 
da, declarando á cargo de la Municipalidad todas las costas cau- 
sadas. 

El Jaez no hizo lugar á la revocatoria y concedió la apelación 
en relación. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 16 de 189Ú. 

Yistos : Resultando que el abandono de la gestión iniciada en 
estos autos por la Municipalidad déla Capital, para la expropia- 
ción de los terrenos de Don Constantino Grand, y el desisti- 
miento y cesación de los procedimientos todos, producidos con 
ocasión de tal gestión, han tenido lugar por obra solo de la Mu- 
nicipalidad expropiante, y en virtud de la Ordenanza que cam- 
bió el lugar de la ubicación de las construcciones, para que se 
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llevara á cabo la expropiación; que, por consignientey ella y solo 
ella debe reputarse responsable de los gastos causados con tales 
procedimientos: por estos fundamentos, se roToca el aato ape- 
lado de foja ciento ochenta y cinco, y se declara, que la Muni- 
cipalidad de la Capital está obligada al abono de las costas re- 
clamadas y debe precederse á su fijación con las limitaciones 
que surgen de la disposición del artículo diez y ocho de la ley 
nacional de expropiación, y de la jurisprudencia de esta Supre- 
ma Corte, á su respecto, estableciendo las costas que son de 
abono por el expropiante, eu los juicios de expropiación. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VIGTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DE LA TORRE. 
— ABEL RAZAN. 



ACLARACIÓN 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1890. 

Siendo uniforme la jurisprudencia de esta Suprema Corte en 
el sentido de que las costas que se declaran de cargo del expro 
piante, por el artículo diez y ocho de la ley nacional de expropia- 
ción, son únicamente las relativas á la tramitación necesaria en 
esa clase de juicios, ó sea las que proceden de la intervención 
de peritos y empleo de papel sellado, con expresa esclusion de 
honorarios de abogado y procuradores, que no se hallan en 
aquel caso: se declara que en este sentido deben entenderse las 
limitaciones á que se refiere el auto de foja doscientas cuatro, 
de que se pide aclaración. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 



^^ 
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CAVSA C1.XIX 



D. Rodrigo lí. Ross contra la Municipalidad del Rosario, por 
devolución de caballos y daños y perjuicios; sobre compe- 
tencia. 



Sumario. — La acción contra una municipalidad por devolu- 
ción de especies que se dicen indebidamente tomadas en virtud 
de ordenanzas j procedimientos inconstitucionales, j por repa- 
ración de perjuicios, es una acción civil ; j su conocimiento, 
siendo entablada por un extranjero, corresponde á la justicia 
Federal. 



Caso.—J). Cecilio Mallet, por D. Rodrigo M. Ross, so presen- 
tó en 4 de Febrero de 1889 ante el juzgado Federal del Rosario, 
demandando á la municipalidad del Rosario, por devolución de 
cincuenta j tantos caballos é indemnización de daños y per- 
juicios. 

Expuso que el 1® de Febrero se presentó en la administración 
de la empresa del tramway del Sr. Ross un empleado munici- 
pal acompañado de un sargento y cinco soldados pretendiendo 
sacar unos caballos para hacer efectivas las multas que se le 
habían impuesto por transgresiones en el servicio del tramway, 
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sin especificación de detalle alguno relativo á las transgresio- 
nes, fecha, artículo infringido, etc. ; 

Que á pesar de observársele que el Sr. Boss estaba ansente, 
el empleado haciendo uso de la fuerza, penetró en el local de la 
empresa y llevó cincuenta y tantos caballos, originando con 
esto la suspensión del tráfico y servicio del tramway; 

Que la Municipalidad procedía en virtud de las facultades 
que le confiere la ley provincial de Octubre 4 de 1888 autori- 
zándola á cobrar los impuestos y multas por la vía de apremio; 

Que esto era inconstitucional, pues no podía la Municipalidad 
por sí y ante sí, invita parte, hacer efectivas sus propia» orde- 
nanzas, pasando por sobre el poder judicial, exclusivamente 
encargado de la aplicación de las leyes á los casos contenciosos 
que ocurran ; 

Que además, se había allanado el domicilio sin orden escrita 
y motivada por autoridad competente. 

Acompañó una protesta que el Sr. Ross había levantado con 
motivo del hecho ante el escribano Bustos, y una nota citato- 
ria de la Municipalidad que dice 



Rosario, Diciembre 5 de 1888. 

Sr. Gerente de la empresa de tramways Anglo- Argentino. 

El dia 3 del actual, los mayorales núm. 27 del coche número 
67, y el núm. 13 del coche núm. 10 de esa empresa, han in- 
fringido el artículo 9 del reglamento de tramways en vigencia. 

Esta infracción al reglamento citado, se halla penada con 
multa que Y. hará efectiva en esta oficina, dentro de tercero 
día. 

Dios guarde áYd. 

M. R, Zúñiga. 
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En otrosí, dijo que el caso correspondía al fuero federal por 
ser extranjero el Sr. Ross. 

Acreditado este cstremo, se confirió traslado de la demanda á 
la Municipalidad. 

Esta, sin contestarla, opuso la excepción de incompetencia de 
la Justicia Federal, pidiendo que así se declarara con costas al 
demandante. 

Dijo que el reclamo del Sr. Ross se fundaba en abusos come- 
tidos por la Municipalidad, y en la inconstitucionalidad de la 
ley que autoriza el cobro de la renta Municipal en la forma que 
se ha hecho, administrativamente por la TÍa de apremio ; 

Que la justicia Nacional no era competente para conocer en 
él, pues no lo es para conocer en demandas que acusan á la 
Municipalidad de abusos en el cobro de sus rentas, y para resol- 
Ter sobre la constitucionalidad ó no de una ley que autoriza, y 
de una ordenanza y ley que reglamente el procedimiento por la 
vía de apremio para el cobro de la renta municipal ; 

Que las dos cosas habían sido ya llevadas bajo distintas for- 
mas ala Justicia Nacional, y juzgadas por la Suprema Corte 
declarándose la incompetencia de los Tribunales Federales ; 

Citó los fallos de la serie 1*, tomo 2,página 84; tomo 4, pági- 
na 402; serie 2", tomo 12, página 134; serie 1', tomo 9, página 
219; tomo 5, página 345; tomo 7, página 59, según las que se 
declaró incompetente la Justicia Nacional para conocer en causas 
en que se acusan abusos cometidos por las autoridades 6 em- 
pleados de Provincia ; y la doctrina desarrollada en los fallos de 
la serie I*", tomo 1, página 170, considerando 2; serie 2', tomo 
12, página 73, considerando 1 , y serie 2*, tomo 20, página 458, 
considerando 7, que constituye el fundamento de esa declara- 
ción; 

Citó el fallo de la serie 2^^, tomo 7, página 373 que declara la 
incompetencia de los Tribunales Nacionales para juzgar de la 
validez de las leyes provinciales y de los actos y procedimientos 
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de los funcionarios encargados de sa camplimieuto, y el fallo 
de la serie 2*, tomo 1, página 134; 

Dijo que tampoco era competente la Justicia Federal por 
acusarse á la Municipalidad de haber yiolado el domicilio, pe- 
netrando su empleado en el local de la empresa sin orden escri- 
ta, como no lo e», cuando por las autoridades locales se violan 
las garantías que la Constitución acuerda a la vida, propiedad, 
7 libertad de las personas, según lo resuelto por los fallos de la 
serie 2^, tomo 12, página 73, y tomo 20, página 458. 

Conferido traslado, la parte de Ross pidió el rechazo de la ex- 
cepción con costas, y que se contestara derechamente la de- 
manda. 

Dijo que los fallos citados por la Municipalidad respecto de la 
incompetencia de los Tribunales Nacionales para conocer en los 
abusos de las autoridades locales, ó en la constitucionalidad de 
las leyes provinciales, se refieren á casos de habeas corpus, y 
acusaciones criminales que no corrcbponden á la Justicia Fede- 
ral; y á pleitos en que se pretendía hacer surgir la jurisdicción 
federal de la simple circunstancia de alegar la inconstitucio- 
nalidad de una ley provincial, en cuyo caso solo procede el re- 
curso á la Suprema Corte de acuerdo con el artículo 14 de la 
ley de jurisdicción y competencia de 14 de Setiembre de 1863; 

Que su caso era muy distinto, pues se trataba de una acción ci- 
vil deducida contra la Municipalidad, en el cual la competencia de 
la Justicia Federal surgía ratione personce y no ratione materice; 

Que á este caso era aplicable el fallo de la serie 2*^, tomo 15, 
página 87, que la Municipalidad había omitido de citar y que 
era verdaderamente pertinente ala cuestión, habiéndose resuel- 
to en él que la Justicia ISacional es competente para conocer de 
una demanda sobre daños y perjuicios provenientes de abusos 
de autoridad cometidos por un Juez de Paz de Provincia, siem- 
pre que el caso sea de jurisdicción nacional por razón de las 
personas ; 
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Que esto era lo qae sostenía Ross, qae no había pensado tam- 
poco según lo insinuaba la Municipalidad en la última parte de 
su escrito de excepción, en considerar que la Justicia Nacional 
era competente porque se hubiesen violado los derechos garan- 
tidos por la Constitución, siendo por lo tanto inútil examinar 
los fallos que se citan con ese motivo; 

Que siendo civil la acción intentada, y correspondiendo la 
causa al fuero Nacional por razón de la distinta nacionalidad 
de las partes, no era dudosa la competencia de la Justicia Fe- 
deral, con arreglo á lo resuelto por el fallo citado de la serie 2", 
tomo 15, página 87. 



Fallo deUueB Federal 



Rosario, Junio 15 de 1889. 

T vistos: las excepciones deducidas por la parte de la Corpo- 
ración Municipal alegando no ser procedente esta jurisdicción 
en los casos de abuso cometido por esa autoridad en la percepción 
de la renta que le corresponde, ni tampoco para resolver acerca 
de la constitucionalidad ó inconstitncionalidad de las ordenan- 
zas dictadas por la misma á objeto de hacer efectiva dicha per- 
cepción; con lo alegado por las partes. 

T considerando: I'' Que si es cierto que el artículo 2<* de la 
ley sobre jurisdicción de los Tribunales Nacionales de 14 de 
Setiembre de 1863, en su inciso 2^ preceptúa ser del conoci- 
miento de los Jueces Nacionales las causas civiles, en que sea 
parte un vecino de la provincia con un extranjero como en el 
caso sub'judice sucede . 

2® Que si también lo es, quo no tratándose al presente sobre 
ninguna demanda criminal, sino meramente de una civil , por 
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daños y perjuicios, la cansa correspondería al fuero nacional, 
aún coando ella verse sobre procedimientos administrativos 6 
judiciales de una corporación ó autoridad pública provincial, 
según lo tiene resuelto la Suprema Corte en el reciente fallo de 
fecha 19 de Febrero del corriente año en la causa seguida por 
D. Trancisco Benedetti contra el Comisario D. Romualdo Ga- 
llegos (hijo) por idéntico motivo. 

3^ Que, sin embargo, los principios invocados en los números 
anteriores no tienen aplicación al presente por tratarse de la 
validez constitucional de un impuesto provincial, y el procedi- 
miento para percibirlo, desde el momento que esta cuestión, de 
la cual podría surgir la indemnización reclamada, está subor- 
dinada á la bondad constitucional que puede tener la ley pro- 
vincial originaria del impuesto municipal, que motiva este inci- 
dente, cuestión que no pertenece á la jurisdicción nacional, éinó 
á la de provincia, según lo resuelto por la Suprema Corte en los 
fallos que se registran en la serie 2*, tomo 8"^, página 207; serie 
2% tomo 8^ página 133; serie 2% tomo 8^ página 207; de los 
cuales resulta ((ue si la justicia Nacional de 1" Instancia, pudiera 
tener facultad para conocer y resolver acerca de lamateria de que 
se trata, lo sería únicamente en el caso de haber sido declarada 
inconstitucional, por la justicia provincial la ley acerca del im- 
puesto objetado, circunstancia que no concurre al presente. 

Por estos fundamentos fallo, declarándome incompetente para 
conocer en este juicio, debiendo por tanto, el actor ocurrir don- 
de corresponda, sin condenación en costas por la naturaleza de 
la cuestión debatida. —Hágase saber y repóngase. 

G. Escalera y Ziiv tría. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 22 de 1890. 
Suprema Corte: 

Vengo á entablar demanda contra la Corporación Municipal 
dice el Sr. Ross^ por la devolución de cincuenta y tantos caba- 
llos y los daños y perjuicios sufridos con motivo del atropello 
de que acaba de ser victima. 

Como se ve, trátase únicamente de una acción civil, y atenta 
la diversa nacionalidad, la competencia del Sr. Juez de Sección 
es incontestable, según la jurisprudencia establecida por Y. £. 
no ha mucho, en la causa serie 3", tomo 5, página 229. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la flHpreiiia Corte 



Buenos Aires, Octubre 16 de 1890. 

Vistos y Considerando: que la acción deducida es puramente 
civil^ teniendo por objeto la restitución de especies que se dicen 
indebidamente tomadas por la Municipalidad de la ciudad del 
Rosario, en virtud de una ordenanza y procedimientos que se 
tachan de inconstitucionales, y la reparación de daños y perjui- 
cios causados por el mismo hecho. 

Que esta demanda es deducida por un ciudadano extranjero 
contra una corporación pública local y se halla regida por la dis- 
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posición de los artículos segando inciso segando, y noveno de la 
ley sobre jarisdiccion y competencia de los Tribanales Fede- 
rales. 

Qne en consecuencia, este caso no es análogo á los que se ci- 
tan en el tercer considerando del auto apelado de foja cuarenta 
y seis vaelta. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo expaesto y 
pedido por el Sr. Procurador Oeneral en su precedente vista: se 
revoca dicho auto, y se declara que la Justicia Nacional es com- 
petente para el conocimiento y decisión de esta causa • Bepón- 
ganse los sellos y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — FEDERICO 
IBÁRGCREN. — C. 8. D£ LA 
TORRE.— LUIS V. VAUBLA. — 
ABEL RAZAN. 
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CAUSA CIaIÍX 



D. Fabio Coulinf por D, Benjamín Coulin y sus heredederos, 
contra D. Jesús Andrés Vasquez, por estafa ; sobre personería 
en recurso de resolución de la Cámara de apelaciones de la 
Capital. 

Sumario. — La resolacion délos tribunales locales sobre 
personería del apoderado del acusador en un jaicio criminal por 
estafa, no es recurrible para ante la Suprema Corte Nacional. 



Caso, — Lo esplica el siguiente escrito de recurso : 

Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

Fabio Coulin, constituyendo domicilio legal en el estadio del 
letrado que me patrocina, calle de Charcas, número 1191, res- 
petuosamente comparezco y expongo : 

Que habiendo sido estafado mi hermano Benjamín en la suma 
de setenta mil pesos curso lea^al, por su propio apoderado y 
hombre de confianza el procurador Jesús Andrés YaRquez, ocur- 
re á la magistratura de instrucción en el carácter de mandata- 
rio de la víctima, consiguiendo el enjuiciamiento y detención 
preyentiva del delincuente, á virtud de haber justificado cum- 
plidamente las circunstancias del inicuo despojo. 

T. XI 5 



\ 
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Una vez pasados los antecedentes respectiyos al señor Juez de 
Sentencia, el defensor del procesado formó artículo de préyio y 
especial pronunciamiento sobre la escepcion dilatoria de falta 
de personería en el apoderado del acusador, por haberse promo- 
TÍdo la querella con poder general. Conferido traslado, no quise 
acompañar aladyersario en semejante camino, destinado á tra- 
bar estérilmente la evolución seria del asunto, y animado del 
solo propósito de probar el delito, presenté poder especial de mi 
hermano, en cuyo instrumento, al propio tiempo que él me au- 
torizaba para continuar hasta su terminación el proceso por es- 
tafa, se confirmaban virtualmente todas las actuaciones prece- 
dentes, desde que la ratificación equivale al mandato, con efecto 
retroactivo á la fecha en que se iniciaron los procedimientos, 
según preceptos triviales de derecho, que no sería dable siquiera 
discutir, sin ofender la ilustración del más alto tribunal del 
país. Quedó pues establecido, que la persona directamente dam- 
nificada por el delito habla hecho suya la querella, y como era 
natural, habiendo desaparecido la causa, desapareció también el 
efecto, mandando el inferior que corrieran los autos según su 
estado. 

El defensor del precesado apeló, sin embargo, de esta senten- 
cia, laque fué revocada por la Excelentísima Cámara del Cri- 
men, cuyo tribunal declaró que la escepcion dilatoria de falta 
de personalidad en el apoderado del actor había sido legítima- 
mente invocada. 

Devueltos así los antecedentes á primera instancia, continué 
los procedimientos con poder especial de los derechos del acusa- 
dor, pues en el intervalo mi desgraciado hermano había fallecido 
victimado las amarguras que la estafa le produjo, pero el Juez 
desconoció mi personería, fundando su pronunciamiento en la 
resolución del superior. Recurrido este fallo, fué nuevamente 
revocado por la Excelentísima Cámara de Apelaciones, cou de- 
claración de que su auto precedente no impedía en absoluto la 
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prosecucioD del juicio, desde qne se había limitado á resolver 
una escepcion meramente dilatoria, que bajo ningún punto de 
Tista puede dar por resultado la caducidad del derecho. Tuvi- 
mos, pues, al fin, cosa juzgada, no solo sobre mi personalidad, 
sino también sobre la procedencia de la acción instaurada, des- 
de que la segunda articulación de la defensa se produjo después 
del fallecimiento de mi hermano, es decir, cuando ya sus here- 
deros habían comenzado á intervenir en el proceso. 

Parece increíble, Suprema Corte, pero lo cierto es que repro- 
ducida la acusación, el defensor del reo articuló de nuevo falta 
de personería, por tercera vez, contra la cosa juzgada y aún 
contra la seriedad de los procedimientos judiciales, que no pue- 
den ser eternos, arguyendo que las acciones personales no pasan 
á los herederos, pero el Juez de primera instancia, procediendo 
con estricta sujeción á los preceptos legales, que dominan la 
materia, desechó sobre tablas la cuestión, considerando, con ra- 
zón, ya resuelto lo contrario. 

Pero no es esto solo, Exelentísimo señor. Queda todavía algo 
que naturalmente lleva la sorpresa hasta su frontera extrema, y 
es que apelada dicha resolución, acaba de ser nuevamente revo- 
cada por la Excelentísima Cámara, cuyo tribunal nos presenta el 
caso, quizás único en su género, db tres sentencias contradicto- 
rias dictadas en el mismo asunto, entre las mismas partes y 
con intervalo de breves dias. 

Desconocido, pues, el carácter jurídico de mis instituyentes, 
contra todo derecho, interpuse recurso de apelación ante Y. E . 
de acuerdo con la disposición consignada en el artículo 22 del 
Código de Procedimientos en materia criminal, y habiéndome 
sido injustamente denegado el recurso, no me queda más cami- 
no que recurrir de hecho ante la rectitud de la Suprema Corte de 
Justicia Federal, amparádome de garantías constitucionales, 
que ninguna autoridad podría jamás desconocer sin cometer 
atentado. 



\ 
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La Excelentísima Cámara, olvidando el poder especial que me 
confirió Benjamín Coalin, y de cuya sola lectura se desprende 
de una manera intergiversable qne la querella fué promovida 
por la persona directamente damnificada por el delito, encara la 
cuestión bajo el punto de vista de que el causante no instauró 
dicha querella, y reconociendo de una manera expresa que el 
punto no se encuentra previsto por el Código de Procedimientos 
dictado en materia criminal para la Capital de la República, 
declara, sin embargo, supliendo el vacío de un punto no legis- 
lado, que las acciones personales no pasan á los herederos. 

En cuanto á la negatoria del recurso de apelación, se basa en 
que el Código de Procedimientos es ley sancionada por el Con- 
greso en su carácter de legislatura local de la Capital. 

Pero como fácilmente lo comprenderá Y. E. con su claro é 
ilustrado criterio, aún en la hipótesis de que el razonamiento 
fuera correcto, no es menos cierto que el recurso procede siem- 
pre, con arreglo al inciso !2'', artículo 22, del mismo Código, se- 
gún cuyos términos literales Y. E. es tribunal de apelación, 
cuando la validez de una ley, decreto ó autoridad de Provincia 
(y la metrópoli es constítucionalmente una Provincia municipal, 
cuya Legislatura es el Congreso) se haya puesto en cuestión 
bajo la pretensión de ser repugnante á la constitución nacional, 
á los tratados ó leyes del Congreso, y la decisión haya sido en 
favor de la validez de la ley ó autoridad de Provincia. 

El caso, pues, se encuentra doblemente comprendido en los 
incisos 2^ y 3"* de la mencionada cláusula. Para convencerse de 
ello, basta tener presente las siguientes garantías constitacio- 
nales. 

«Todos los habitantes de la l'facion, gozan, entre otros de- 
rechos el de peticionar á las autoridades (art. 14) >. 

Sin embargo se me rechaza en los dinteles de los Tribunales, 
so pretesto de una doctrina que se reconoce no legislada. 

« Es inviolable la defensa en el juicio de la persona y de los 
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derechos (art. 18)b. c Nadie puede ser privado de lo qae la ley 
no prohibe ». 

€ Los principios, garantías y derechos reconocidos en los últi- 
mos artículos, no podrán ser alterados por las leyes que regla- 
menten su ejercicio. » 

A mérito, pues, de los antecedentes y fundamentos legales 
que dejo relacionados corresponde y á Y. E. pido : 

1"* Se me tenga por presentado en forma y por constituido el 
domicilio legal en la calle y número indicados ; 

2** Se recaben del inferior los antecedentes de mi refe- 
rencia; 

3^ Se revoque oportunamente el fallo recurrido, reconocien- 
do la personería de mis instituyentes para continuar el pro- 
ceso. 

Por tanto: dígnese V. E. proveer en todo de conformidad con 
lo que dejo solicitado que será justicia, etc. 

Jorge Argerich. — Fabio Coulin. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1890. 
Suprema Corte: 

Creo que el recurso deducido en esta causa á foja 252, no es 
procedente según los términos del artículo 22 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal. 

La resolución de foja 245, dictada por la Excelentísima Cá- 
mara de Apelaciones en lo Criminal delaCapital, me parece 
por el contrario, debidamente fundada. No de todas las resolu- 
ciones definitivas délos Tribunales de provincia, aunque ellas 
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por error privasen á un litigante de derechos consagrados por la 
Constitución Nacional, son recurribles para ante V. E. que no 
es Juez de la justicia 6 injusticia de aquellas resoluciones. ' 

Es indispensable, para que proceda para ante V. E., un re- 
curso de sentencia de tribumal provincial, que haya sido cues- 
tionada la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución ó 
ley del Congreso, y la decisión del tribunal provincial sea con- 
tra la validez del titulo, derecho 6 privilegio fundado en dicha 
cláusula. 

Es necesario además según lo dispone el artículo i 5 de la ley 
sobre jarisdiccion y competencia de los tribunales nacionales, 
que el fundamento del recurso que se deduzca aparezca de los 
autos y tenga una relación directa é inmediata á las cuestiones 
de validez de los artículos de la Constitución, Leyes, Tratados 
ó comisiones en disputa ; quedando entendido que la interpreta- 
ción ó aplicación que los tribunales de provincia hiciesen de los 
Códigos Civil, Penal, Comercial y de Minería, no dará ocasión 
á este recurso por el hecho de ser leyes del Congreso, en virtud 
de lo dispuesto en el inciso 11, artículo 67 de la Constitución 
Nacional. 

El artículo citado no habla de los códigos de procedimientos, 
porque su sanción corresponde á las provincias y si el citado 
de lo criminal ha sido sancionado por el Honorable Congreso, 
es solo porque este ejerce en el territorio de la Capital y en los 
nacionales el poder de una legislación esclusiva, á falta de legis- 
laturas locales ; pero á mayoría de razón, su aplicación por los 
tribunales de provincia, no puede fundar un recurso para ante 
y. E. dada la disposición del citado articulo 15 de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los Tribunales Federales. 

Y. E. ha decidido en uno de sus fallos (t. 22, pág. 304), que 
cuando en los juicios seguidos ante los Tribunales provinciales, 
no aparece de los mismos autos que se haya puesto directamen- 
te en cuestión la validez de una ley, decreto ó autoridad pro- 
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TÍacial, bajóla pretensión de ser repugnante á la Constitución, 
tratados, leyes ó autoridad Nacional, no procede el recurso con- 
cedido por el artículo 14 de la Ley de Setiembre de 1863, para 
ante la Corte Federal. 

El artículo 22 del Código de Procedimientos, en lo criminal, 
es el mismo 14 de aquella ley, y le es entonces aplicable la dis- 
posición del artículo 15 siguiente, y la jurisprudencia fundada 
en ellos. 

Antonio E. Malaver. 



Wmíím de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Octubre 21 de 1890. 

Vistos en el acuerdo : no hallándose el presente caso compren- 
dido en ninguno de los determinados por los artículos catorce y 
quince de la ley nacional de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres, y yeinte y dos del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal, por estar él regido esclusivamente por 
las disposiciones del derecho común ; y de conformidad con lo 
pedido por el señor Procurador General en su precedente vista: 
se declara no haber lugar al recurso interpuesto, y remítase con 
sus antecedentes á la Cámara de Apelaciones en lo Criminal de 
la Capital, previa reposición de sellos. 

benjamín ViCTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. 8. DE LA TOR- 
RE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. 
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CAUSA CI4XXI 



La empresa del ferro-carril Central Argentino, contra Don 
Manuel A . Victorica ; sobre expropiación 



Sumario.— En los jaicíosde expropiación, los Jueces Fe- 
derales no están obligados á estar al precio y avaluación de per- 
juicios que se fijen por los peritos. 



Ca^o. — Don Marcelo Boscb, por la mencionada empresa, ini- 
ció el juicio manifestando que ella había sido autorizada por la 
ley núm. 2386, del 30 de Octubre de 1888 para construir una 
línea férrea en la Provincia de Buenos Aires, que partiendo del 
Pergamino empalme con el ferro-carril del Norte en San Fer- 
nando 6 cualquier otro punto de esta línea, y para expropiar los 
terrenos necesarios á la vía y estaciones, de acuerdo con la ley 
general do la materia de 1866. 

Que entre los terrenos necesarios se encuentra uno de Don 
Manuel A. Victorica, situado entre los kilómetros 124/175 y 
135/176 y del cual debe tomarse una superficie de 892.550 me- 
tros cuadrados . 

Que la empresa había ofrecido al propietario 8925 pesos con 
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50 centavos; que él no hatía aceptado, y correspondía por tanto 
se llamara á juicio verbal para nombrar peritos. 

Depositó en el Banco de la Provincia el precio ofrecidt) y pi- 
dió queso le diera la posesión. 

El Juez convocó á juicio verbal y mandó dar la posesión soli- 
citada. 

En el comparendo expuso el expropiado : 

Que con anterioridad había pedido á la empresa, el precio de 4 
centavos por vara cuadrada y entendía que eso era el que debía 
pagársele. 

Qae cuando se discutía en el Congreso el proyecto de canali- 
zación del rio Arrecifes, que hoy es ley, s6 le había ofrecido por 
todo el campo, bueno y malo, 400 pesos moneda nacional por 
cuadra, oferta que rechazó por creer que el campo valía mucho 
más. 

Que su pretensión está basada no solo en esa oferta sino tam- 
bién por la opinión de muchos hacendados, y por las ventas de 
fines de 1889 en que alcanzó la hectárea 260 pesos moheda na- 
cional, debiendo tenerse presente que la empresa solo ocupará 
una mínima parte de la propiedad y á elección, esto es, flor de 
campo, sin atender á las imperfecciones que cause en el resto. 

Que la línea divide el campo en forma irregular según lo de- 
muestra el plano que presenta, dejando una lonja inexplotable al 
norte y sobre el arroyo de Burgos, y privándolo de disponer de 
esa aguada de primer orden para las haciendas, en invierno. 

Que con el establecimiento de la estación, la empresa crea 
una servidumbre en el campo, paes es indudable qae hay que 
abrir calles ó caminos que permitan el acceso á la estación, 
mientras que levantándola sobre el callejón que hoy existe, se 
evitaría esa nueva carga que tendrá que abonar la empresa. 

Que esta no tendrá que abonar el precio de todo el terreno 
que expropie, pues le ha prometido y se lo reitera, darle á título 
gratuito el terreno para la estación, que según tiene entendido 
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no baja de 480.000 Taras, con el solo cargo de ponerle el nom* 
bredel primitivo daeño de esos campos. 

Que en el precio qae reclama, se comprende la indemniza- 
ción que la ley acuerda al propietario. 

El expropiante nombró como perito á Don Pedro Becco; y el 
expropiado á D. Tomás Salas. 

El primero de estos peritos, se expidió así: 



La PlaU, Marzo 31 de 1890. 

Sr. Juez Federal : 

Pedro Becco en el juicio de expropiación seguido por la em- 
presa del ferro-carril Central Argentino contra D. Manuel 
Victorica, á Y. S. dice: que nombrado perito por la compañía 
para estimar el valor del terreno que se trata de expropiar, y 
procurando, no solo obtener todos aquellos datos necesarios so- 
bre el valor de la ¿i^arra en las inmediaciones del que se trata, 
sino que también he tenido varias conferencias con el Sr. Salas, 
perito del Sr. Yictorica, con el fin de ponernos de acuerd'j sobre 
el valor que debía adjudicarse al campo á expropiar, y no obs- 
tante mi buena voluntad, no hemos podido arribar á nada 
práctico, en virtud de reputar como reputo, sumamente exaje- 
radas las pretensiones del perito Sr. Salas. — Para poder apre- 
ciar, Sr. Juez, con equidad y justicia el valor de la tierra que 
la compañía necesita para su vía y estación, independiente- 
mente de conocer esos campos, he tenido á la vista el plano 
presentado por la compañía y el del campo del Sr. Yictorica, en 
el cual se encuentra indicado el punto por donde pasa el ferro- 
carril y como es consiguiente la forma en que lo atraviesa. — 
He procurado también informarme de los precios obtenidos por 
cuadra, en parajes inmediatos y en iguales condiciones al que 
se trata y esos precios, Sr. Juez, varían entre 200, 300 y 350 
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pesos la cuadra cuadrada, ó sean los diez y seis mil ochocientos 
setenta y cuatro metros cuadrados. — Teniendo pues, en vista 
toda? estas razónos y la importancia inmediata que trae'al cam- 
po del Sr. Yictorica el establecimiento de una estación, dentro 
de su propiedad, lo que es fuera de toda discusión, viene á in- 
demnizarle, con usura, los perjuicios que pudiera traerle el des- 
perfeccionamiento del campo, los que el que suscribe estima 
en 300 pesos de curso legal la cuadra cuadrada lo que hace un 
total de 15.870 pesos de curso legal, por los 892.550 metros 
cuadrados, que según el plano acompañado por la empresa, la 
misma necesita para la vía y estación del ferro-carril. 

Esto es, Sr. Juez, el dictado de mi conciencia, que somete á 
la ilustrada apreciación del Juzgado. 

Pedro Becco. 
£1 perito Salas, se expidió como sigue: 

Sr. Juez: 

Nombrado arbitro por Don Manuel A. Yictorica, para 
determinar el valor del campo que debe expropiarle la em- 
presa del ferro-carril Central Argentino, conjuntamente con el 
Sr. Becco designado por parte de la empresa, vengo en tiempo 
y forma á presentar á Y. S. mi informe, por el cual fijo el valor 
real de la cosa á expropiarse, en virtud de no haber podido 
armonizar ideas al respecto con el arbitro nombrado por la re- 
cordada empresa. — ^Dicho esto, paso á precisar la ubicación del 
campo, para en seguida determinar su valor. El campo, señor 
Juez, de cuya expropiación se trata en este expediente, está 
situado en el Partido de San Pedro, uno de los Partidos más 
importantes de la Provincia, no solo por la proximidad á la ciu- 
dad. Capital de la República, sino también á otros centros que 
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no carecen de ella, como ser los pueblos de Arrecifes y San 
Pedro ; esto, Señor, sin olvidar la feracidad de sus tierras, de- 
dicadaá únicamente al solo inverné de haciendas unos, y otros 
á la agricultura ; por cuya razón y como antecedente paso á enu- 
merar las diversas ventas que se han hecho en épocas distintas 
y por fracciones, y son las siguientes : 

1^ La que efectúo el Gobierno de la Provincia en i 882 de 
Chacras en el ejido del Pueblo de San Pedro, por estas tierras 
se pagó, en la fecha que dejo indicada, la suma de 260 pesos 
moneda nacional por hectárea. 

2^ Con posterioridad á ese hecho, el Sr. Presidente de la 
República compró la Estancia denominada cLa Inyernada>, 
pagando por ella á razón de 300 pesos la cuadra, adquiriendo 
poco después otra fracción de campo, lindera al anterior, por la 
que abonó 350 pesos, esta compra la hizo á mi hermano Adolfo 
Salas. 

3® Por la reciente venta que se ha hecho de la estancia del 
€ Paraná», lindera á la de que nos ocupamos que» según se ha 
publicado en los diarios, se ha pagado por ella á razón de 600 
pesos la cuadra, pero creo que en este precio están comprendi- 
das las poblaciones. 

Todos estos antecedentes, Sr. Juez, y el conocimiento que 
tengo del mayor valor que, dia por dia, adquiere la propiedad 
raiz en ese partido, por ser vecino del lugar, así como teniendo 
presente las circunstancias que median en el presente caso, j 
que el propietario del campo ha patentizado por el acta de jui- 
cio verbal que corre á foja 13, forman mi criterio para avaluar 
como lo hago, en la suma de 800 pesos moneda nacional de curso 
legal la cuadra cuadrada de terreno. 

Los hechos, Sr. Juez, que he citado son de rigurosa exacti- 
tud, y me han servido de punto de partida para determinar el 
valor del campo, asi como he tenido presente la depreciación de 
la moneda con que la empresa hace la compra. 
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Dando por terminado mi cometido, tengo el honor de presen- 
tar mis respetos al Sr. Juez. 

Tomás Salas. 



En vista de la divergencia de los peritos, el Juez nombró á 
Don Jaan Martin Estrada para que, asociado al Secretario, 
verificase la exactitud de los informes de aquellos, y fijase el 
valor del terreno, conforme á lo dispuesto por el artículo 16 de 
la ley de expropiación. 

En consecuencia, se consignó en los términos siguientes una 
inspección practicada con asistencia de D. Manuel O. Molina, 
arrendatario de Victorica : 

Seflor Juez : 

A fin de dar cumplimiento á nuestro cometido, nos traslada- 
mos al pueblo de San Pedro eldia 12 de Junio, y de allí, acom- 
pañados del Sr. Manuel O. Molina arrendatario, según mani- 
festó, del campo del Sr. Victorica, nos constituimos sobre dicho 
campo, y de la inspección que practicamos, hemos podido cons- 
tatar lo siguiente : 

Que la Estancia del Sr. Victorica se halla dividida en dos 
grandes potreros, ocupados con novillada de invernada y hacien- 
das de cria de las especies vacunas y lanar, los cuales potreros 
están separados por un callejón, precisamente donde está mar- 
cado en el plano de foja 12, este callejón se halla alambrado en 
sus dos costados. La traza del ferro-carril es la misma que 
marca el plano agregado en autos y corta el campo en toda su 
longitud, separando á la fracción mayor de su aguada principal 
que es el arroyo de Burgos. El campo es alto y accidentado y 
de buena calidad, con pastos abundantes. 
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En el potrero del costado E. se han emprendido trabajos de 
movimiento de tierra, que comienzan más ó menos, 900 metros 
de la margen izquierda del rio de Arrecifes, en dirección de £. á 
O. j terminan en el callejón qne divide los potreros. 

El Sr. Molina nos pidió hiciéramos constar que tiene arren- 
dado el campo por 8 años, por contrato ante el E&cribano Pine- 
ro, de los que han corrido solo 2, j qae debe tenerse presente 
por los perjuicios que le ocasiona la separación de la aguada y 
los peligros que soportarán las haciendas. 

Dando así por terminada la inspección, firmando la presente 
el perito Sr. Estrada y el Sr. Jklolina. por ante mi de que doy 
fe. — Juan Martin Esírada.—M. O. Molina. — Ante mi: G. P. 
Barros. 



El perito designado por el Juez, expuso lo siguiente: 

La Plata, Junio 17 de 1890. 
Señor Juez Federal: 

Juan Martin Estrada, nombrado perito especial por auto de 
fecha 10 de Mayo del corriente año en el juicio de expropiación^ 
seguido por la empresa del ferro-carril Argentino contra Don 
Manuel Yictorica, ante Y. E. vengo á exponer el resultado déla 
diligencia, sobre el cual se basa mi opinión. 

El dia señalado metrasladé al campo del Sr. Yictorica* acom- 
pañado del Sr. D. Gerónimo P. Barros, encontrándose presente 
el señor Don Manuel Molina, como constará del acta levantada 
en aquel momento. 

Después de estudiar detenidamente las clases á que pertene- 
cen los diversos pastos que se crian en el susodicho campo, su si- 
tuación respecto á puntos poblados, los perjuicios que producirá 
el fraccionamiento y demás cosas pertenecientes al caso y qne 
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contriboirían i ilastrar mi jnicio, he arribado á sentar las si- 
gaientes bases, sobre los cuales formularé mi opinión. 

1* El campo es de primera calidad. En toda la provincia son 
famosas las cercanías del arrojo de Burgos, siendo considerados 
los terrenos comarcanos, como excelentes 7 de gran fertilidad. 

2* Los pastos están en relación con el campo, pndiendo servir 
por su abundancia 7 buena calidad, para invernada, 7 como se 
sabe, es éste uno de los más lucrativos negocios á que se dedi* 
can nuestros hacendados. 

3* Los productos agrícolas se producen admirablemente, i 
como lo he podido constatar por algunas plantaciones de maiz 7 
otros cereales que en él existen. 

4* £1 fraccionamiento del campo perjadica á su propietario 
no solamente porque todo lo parte en toda su longitud, sino 
también porque su fracción mayor lindera con Albarracin, que- 
da separada del arroyo de Burgos, que es la aguada que sirve 
para las haciendas, pues el rio de Arrecifes contiene, en ciertas 
épocas del ano, sobre todo, bastante cantidad de cloruro de so- 
dio, lo que lo inhabilita para servirse de él convenientemente. 

5* El campo se encuentra cerca á dos centros de población 
San Pedro 7 Arrecifes, lo que evidentemente contribu7e á va- 
lorizarlo. 

6*^ He tenido en cuenta los datos suministrados por el señor 
Victorica, en el juicio verbal á que fueron convocados por Y. S. 
cuya acta se encuentra en el expediente á foja 13 7 siguientes 
7 por los peritos, señores Pedro Beceo, nombrado por la empre- 
sa de ferro-carril Argentino, 7 D. Tomás Salas, nombrado pe- 
rito por elSr. Victorica. He procurado comprobar la exactitud 
de estos datos 7 adquirir otros nuevos, debo declarar con toda 
franqueza que los principales han sido los primeros, pues los 
por mi adquiridos 6 han sido oscuros ó versaban sobre transac- 
ciones de escasa importancia ó en puntos algo distantes del que 
nos ocupa. 



« 
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7° Para hacer la aralaacion, no solo he tenido en cuenta el 
Talor real del terreno á expropiarse, sino también la deprecia- 
ción de la parte no expropiada. He procedido en este caso con 
arreglo á la ley general de expropiación de 13 de Setiembre de 
1866, cuyo artículo 16, oportunamente citado por Y. S., estatuye 
con claridad el principio que rige la materia, cuando dice : la 
indemnización deberá comprender todos los gravámenes ó per- 
juicios quesean consecuencia forzosa de la expropiación, tales 
como el Talor del terreno ó edificio, plantaciones, depreciación 
-> por fraccionamiento, etc. 

8" He tenido también presente las actuales circunstancias, 
pues, es un hecho, Sr. Juez, que han disminuido los valores, 
territoriales, á causa de la crisis porque atravesamos. En este 
sentido he aplicado el principio de que para casos de expropia- 
ción debe tenerse en cuenta el valor actual y no el pasado ni el 
futuro. 

9^ He procurado, en un todo, conforme el artículo 16 de la 
ley de expropiación ya citada, proceder á fijar el justo precio 
con toda independencia, teniendo en cuenta el valor real y las 
indemnizaciones legales. 

lO'^ Respecto á la constancia que queda en el acta levantada por 
el secretario Sr. Barros, de los perjuicios que dice el Sr. Molina 
se le irrogan, debo entrar á considerarlos, en cuauto á su ava- 
luación, desde el momento que han sido sometidos á un fallo 
pericial en todo. De lo que me ocuparé en su tiempo, haciéndolo 
ahora en la parte que considero principal : el valor de la tierra. 

ll'* He hecho la avaluación por hectárea y no por cuadra 
cuadrada, como los peritos Becco y Salas, fundándome para 
ello, en que tratándose de pn asunto judicial no deben adoptar- 
se otras medidas de superficie, que las ordenadas por la ley, y 
esta solo reconoce como tales las del sistema métrico decimal. 

Es sabido, por otra parte, que la cuadra cuadrada de que se 
habla en los informes periciales tiene por unidad de medida la 
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vara española desposeída de sanción legal, despaes de la adopción 
del sistema métrico. 

En virtud de todas estas consideraciones avalúo la hectárea 
en la suma de (300 pesos moneda nacional) trescientos pesos 
moneda nacional de curso legal, á cuyo precio y teniendo en 
cuenta el área total de ochocientos noventa y dos mil quinien- 
tos cnarenta metros cuadrados (892540 m. c.) resolta para todo 
el terreno expropiado la suma de 26.776 pesos 2 ctos. m/n. 

En cuanto á losdauos y depreciación del terreno, debo consi- 
derarlo con un perjuicio de nn 50 por 100 sobre el precio por 
hectárea cuadrada, es decir en que estimo la depreciación. 

Juan Martin Estrada. 



En seguida el Juez llamó autos, y en esta oportunidad el pro- 
pietario expuso: que á fin de que se tuviera presente, venía á 
manifestar que la empresa expropiante al atravesar el rio Arre- 
cifes tenía que hacer un puente sobre el paraje indicado con línea 
punzó en el plano presentado á foja 12, y en el cual se marca 
también el triángulo formado por las líneas del campo, el rio 
de Arrecifes y la vía férrea, porción de tierra que se conceptúa 
inexplotable y que el Juzgado debe declarar comprendida entre 
la superficie á expropiarse. 



•L* 



Fallo del JueB Federal 



Vistos nuevamente estos autos seguidos por la empresa iA 
ferro-carril Argentino contra D. Manuel A. Victorica sobr» 
precio de expropiación y demás en ellos deducido, y resultando: 

1« Que la referida compañía demanda al Sr. Victorica por ex- 

T XI 6 
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propiacion de 892,550 metros cnadrados de terreno para la vía 
férrea que construye en la parte de terreno designada en ej 
plano de foja 12 y en general en otros depositado en la oficina 
actuaría. 

2® Que el terreno designado es de propiedad del demandado 7 
se encuentra ubicado en el partido de San Pedro, jurisdicción 
de esta ProTÍncia, por cuyo terreno y toda indemnización ofre- 
ce la suma de ocho mil nuevecienlos veinticinco pesos con cin- 
4' : cuenta centavos mln. 

3"^ Que citadas las partes á juicio verbal, á los efectos del ar- 
tículo 6, de la ley Nacional de expropiación, de 13 de Setiembre 
de 1866, se efectuó, según consta á foja 13. 

4*^ Que en ese acto el demandado no se conformó con el precio 
ofrecido, pidiendo al juzgado declarara, en su oportunidad, que 
el precio del terreno que se le pretende expropiar, era el de cua- 
tro centavos vara cuadrada, que él antes había pedido al expro- 
piante (v. acta de foja 13) por las razones que en ese acto alegó, 
incluyendo en ese precio, toda indemnización acordada por 
la ley. 

5° Que la parte de la empresa sostuvo, en contra, lo expuesto 
en su escrito de demanda de f • 3. 

6^ Que no habiéndose avenido las partes, procedieron de 
acuerdo con el artículo 6 citado, al nombramiento de peritos, 
cuyos nombramientos recayeran en D. Pedro Becco y D. Tomás 
Salas, el l^por la compañía y el 2® por el demandado. 

7^ Que estos se expidieron en la forma siguiente: D. Pedro 
Becco, á f • 18, estima el todo de la expropiación en la suma de 
quince mil ochocientos setenta pesos m/n. El perito del deman- 
dado á f . 20, se expide, á su vez, estimando eu la suma de ocho- 
oíentos pesos, de igual moneda, la cuadra cuadrada del espre- 
sado terreno. 

8^ Que envista de la diferenciado esas apreciaciones, el Juz- 
gado de oficio y para mejor proveer, nombró un perito especial, 
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para que, con el Secretario constatase los perjuicios, y el V 
estimara estos, y el valor del terreno, cajo informe corre á foja 
33 de este expediente, avaluándose por el terreno, en trescien- 
tos pesos m/n la hectárea, importando el total del valor del ter- 
reno á expropiar, la suma de veintiséis mil setecientos setenta 
y seis pesos dos centavos de igual moneda, y asignando el 50 por 
i 00 sobre el precio de cada hectárea por daños y depreciación. 

Y considerando: 

1*^ Que con arreglo á lo dispuesto en el artículo 15 de la ley 
recordada, el valor de los bienes debe regularse por el que hu- 
bieren tenido si la obra no hubiese sido ejecutada, ni aún auto- 
rizada. 

2^ Que con arreglo al testo del artículo 6 de la ley recordada, 
el Juzgado no está obligado á estar y pasar por el precio que 
fije tal ó cual perito, sino juzgar en su mérito, resolviendo la 
diferencia entre las apreciaciones, cuando, como el presente 
caso, no se armonizan, ni se han avaluado por separado del ter- 
reno, los perjuicios y sus indemnizaciones. 

3° Que en este caso, con relación al terreno y á falta de otros 
medios para ilustrarse el juzgado sobre el verdadero y justo 
preció del valor de la tierra, estima que debe tomarse por equi- 
dad, el precio fijado por el perito del expropiante, más la mitad 
de la diferencia en él fijado por éste y el por el perito tercero. 

4^ Que, en cuanto á los daños y perjuicios avaluados por el 
tercero, en un 50 por 100, sobre el precio de cada hectárea, no 
obstante lo espuesto por el perito tercero, el Juzgado lo consi- 
dera excesivo, y por lo tanto, reduce esa indemnización á un ^ 
por 100 sobre el precio total. 

Por todo lo expuesto fallo : que el ferro-carril Central Ar- 
gentino debe pagar y pague^ dentro de diezdias de ejecutoriada 
esta sentencia, á D. Manuel A. Yictorica, la suma de veintiséis 
mil setecientos cincuenta y un pesos con cincuenta y cuatro cen- 
tavos m/n por valor del terreno y el de todas las indemnizacio— 
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nes, con más los intereses, desde la toma de posesión provisoria 
7 las costas del juicio, reducidos á los gastos de actuación y ho- 
norarios de los peritos. Regístrese, hágase saber con el original 
y repónganse los sellos. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata á primero de Setiembre del año de mil ochocientos no- 
venta. 

Mariano 5. de Aurrecochea. 



Las dos partes apelaron y se les concedió el recurso^ 



Fall« de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 23 de 1890. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja treinta y nueve, siendo las costas causadas de cargo 
del expropiante, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO IBÁR- 
GÚREN.— C. 8. DE LA TORRE. — ABEL 
BAZAN. 
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CAUSA CI^XXII 



D. Gerónimo Costa, contra el Banco Inglés del Rio de la Plata, 
por cobro de pesos ; sabré exhibición de una libreta 



Sumario. — i^ No puede ordenarse la exhibición de un do- 
cumento que el interesado afirma no tener en su poder. 

2^ Esto no perjudica los derechos que de tal hecho pueden 
surgir á favor de la contraparte, ni la apreciación que del mis- 
mo debe hacerse por la sentencia^ según los antecedentes que 
consten en autos. 



Caso. — D. Qerónimo Costa, entabló demanda para que el 
Banco Inglés le entregara la cantidad de 2000 pesos fuertes 
oro sellado^ intereses y costas, 6 su equivalente en pesos nacio- 
nales al cambio corriente, que dijo haber depositado en su po- 
der el 30 de Junio de i883. 

Expresó: que tenía en su poder la boleta de depósito y la ha- 
bía llevado al estudio de su abogado para que iniciara este 
juicio; pero á pesar de todas las diligencias practicadas, no había 
podido hallarla, por cuya razón no entablaba acción ejecu- 
tiva. 

La parte del Banco contestó la demanda pidiendo que se de- 



t 
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clarara que el crédito del actor puede ser pagado en moneda 
nacional de curso legal por sa valor escrito; por cuanto solo se 
le adeudaban 2150 pesos 58 centavos moneda nacional oro, como 
consta de la libreta que está en poder de aquel y que se escusa 
presentar, alegando su extravío en el estudio del abogado. 

Se recibió la causa á prueba sobre los hechos alegados por las 
partes en sus respectivos escritos de demanda y contestación. 

Produciendo su prueba, la parte del Banco se presentó expo- 
niendo : que reteniéndose indebidamente por el demandante, 
so pretesto de habérsele extraviado, la libreta de depósito qoe 
le espidió el Banco, y en la que debió fundar la acción deducida 
con arreglo á lo establecido por el artículo ii93 del Código de 
Comercio, según el cual no pueden probarse por testigos y de- 
ben hacerse por escrito los contratos de mayor valor de 200 pe- 
sos; y siendo dicha libreta el mejor justificativo de las escepcio- 
ciones opuestas por el Banco; pedía se ordenase al demandante 
la presentación de aqnella dentro de cinco dias, bajo apercibi- 
miento de que, de no verificarlo, se tendría como auténtica la 
copia de dicha libreta extraída por el Banco del original exis- 
tente en poder del actor y que en pliego cerrado acompa- 
ñaba. 

El Juez confirió vista a^ demandante, quien espuso ; que des- 
de que no tenía la libreta por habérsele perdido, no podía exi- 
gírsele su presentación & menos que se crea que pueda hacer mi- 
lagros. 

Que por esteno debía el Juzgado hacer Ingar á la pretensión 
del Banco, sin perjuicio de que este probara mejor sus dere- 
chos. 
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Fallo del Jíues Fe«leriil 

Rosario, Noviembre 30 de 1889. 

T vistos: los incidentes promovidos por el demandado; el 1^ 
á foja 17, sobre exhibición de la libreta, entregada por el Ban- 
co al demandante, qae este manifiesta habérsele extraviado, al 
cambiar de domicilio sn abogado, á quien entregó aqaella, para 
la iniciación de este asnnto, y solicitando, en defecto de esa 
exhibición, sea el contrario condenado á pasar por el testimonio 
depositado en Secretaría, declarándose á este auténtico ; el 2^ 
pidiendo suspensión del término para alegar de bien probado, 
hasta tanto no fuera resuelto el anterior. 

Y considerando, previamente, respecto del último: 1® Que 
teniendo por objeto los alegatos de bien probado , hacer mérito 
de la prueba producida por ambas partes, en los juicios^ j pre- 
tendiéndose por el escrito de foja i 7, producir la que se refiere 
á la exhibición del documento que se dice extraviado, escrito 
que fué presentado dentro de término, debe considerarse justa 
la petición del demandado, dirijida á obtener la suspensión del 
término para alegar, hasta tanto no se decidiera el incidente 
que motivó la petición contenida en el escrito de la referencia, 
á objeto de poder hacer mérito de la prueba pendiente, en el 
caso de que ella fnera admitida. 

^ Y con relación al primer incidente, que el hecho del extra- 
vio de la libreta de la referencia es verosímil, no solo por la 
circunstancia, que se dice lo motivó, si que también, porque 
al demandante, más que á nadie importaba la exhibición de ese 
documento, debido á cuya pérdida, es, sin duda, que ha renun- 
ciado al juicio ejecutivo, para entablar el ordinario, más largo, 
dispendioso y difícil, como lo ha hecho. 
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3^ Que si bien la referida afirmación del extravío ha partido 
del demandante, no poede ser considerada en el número deaque- 
llas,%ujaprne1)a incumbe al actor, por cnanto ninguna impor- 
tancia acordaba este al hecho de la pérdida á(\ la enunciada libre- 
ta, de la cual no deducía consecuencia alguna, legal 6 jurídica, 
tendente á justificar sus derechos; lo que no ha sucedido respecto 
del contrario, desde el momento que este ha asegurado no haber 
sido extraviado, sino ocultado el dicho documento, insistiéo- 
dose en su exhibición, como un elemento de prueba, de sus dere- 
chos ; y que siendo esto así, debe en esta emergencia, conside- 
rarse como actor, al mismo demandado, no tan solo por el prin- 
cipio general en virtud del cual, todo aquel que afirma un hecho 
debe probarlo, ó como dice Bonnier c El que alega un hecho 
nuevo contrario á la posición que adquirió su adversario debe 
probar la verdad de este hecho» (Bonnier, Tratado de las prue- 
bas, t. i'^, pág. 30), y en el caso sub-judice, es el Banco quien 
ha alegado el hecho nuevo de la ocultación de la libreta, contra- 
rio á la posición que el demandante adquirió, al asegurar el ex- 
travío de la misma, sino también porque dicha prueba responde 
al interés esclusivo de la parte del Banco, sin cuya iniciativa 
este incidente no se habría producido, y sería entonces injusto 
declarar aquella prueba, á cargo de la contraria, á parte de no 
corresponderle á esta, finalmente, en razón de entrañar, á su 
respecto, ni carácter de una prueba negativa, y respecto del de- 
mandado el de una prueba afirmativa, como que es a/{rma/it;¿> 
el hecho de la ocultación, y negativo el del extravío, y por tanto 
más posible de probar el primero que el segundo, razón por la 
cual, todos los autores convienen en imponer la prueba al autor 
del hecho afirmativo. 

4° Que en este concepto, y no habiendo el Banco constatado 
la verdad de la ocultación denunciada, débese, de acuerdo con el 
principio enunciado, rechazar tal afirmación. 

5"^ Que, por otra parte, queda al demandado el derecho de 
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procurar la constatación de los hechos que trata de justificar, 
mediante la libreta, por los demás medios que la lev pone en 
manos de los litigantes, en obsequio de la defensa de sus respec- 
tivos derechos, j que serían aún procedentes en el estado actual 
del juicio : 7 si en resultado, no fueran estos medios, tan efi- 
caces como aquel, no sería esto suficiente para justificar una 
sanción, que, como la que solicita la misma parte, debe esencial- 
mente reconocer por fundamento la prueba del proceder fraudu- 
lento atribuido á la contraria y la cual no ha sido producida. 

6® Qae la resolución de este incidente lleva implícitamente 
la resolacioa del considerado primeramente. 

Por tanto se resuelve no hacer lugar á lo solicitado en la par- 
te petitoria del escrito de foja i 7, debiendo comenzar el término 
para alegar, desde el dia siguiente al de la ejecutoria del presen- 
te auto. 

Notifíquese y repónganse. 

G. Escalera y Zuvirla. 

Fallo de la 0apreiiia Corte 

Buenos Aires, Octubre 23 de 1890. 

Vistos : atenta la afirmación del demandante, de no obrar en 
su poder la libreta, cuya exhibición se solicita, y sin perjuicio 
délos derechos que de tal hecho puedan surjir en favor del de- 
mandado, y de la apreciación que del mismo debe hacerse por la 
sentencia, según los antecedentes que consten de autos : se con- 
firma, con costas, el auto apelado de foja ciento cuarenta y dos, 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA CX\XIII 



Leudesdorf Martin y C" contra la empresa de muelles de Don 
Ignacio Comas, por daños y perjuicios; sobre incompetencia 



Sumario. — Interpuesta una demanda por averías sneedidas 
en los muelles considerados nacionales, contra la empresa de 
dichos muelles y no contra la Administración pública, la em- 
presa demandada no puede pretender que el reclamo se ventile 
en 1* Instancia ante la Administración de Aduana. 



Caso. — Los Sres. Leudesdorf Martin y €• expusieron: que 
por el vapor Tishe recibieron de Liverpool como agentes de la 
sociedad minera cGran Oeste Argentino», una máquina que 
debía desembarcarse por los muellesde carga, explotación parti- 
cular de que es empresario D. Ignacio Comas. 

Que una de las piezas esenciales de esa máquina, fué des- 
truida, haciendo imposible el utilizarla, con cuyo motivo protes- 
taron al Sr. Comas los daños y perjuicios. 

Que Comas obtuvo del Gobierno Nacional autorización para 
que los muelles de su propiedad sirvieran para la carga y des- 
carga de mercaderías considerándoseles como Nacionales en lo 
relativo á la intervención de la Aduana del Rosario; — y su em- 
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presa está subrogada en la respoasabilidaJ qae en los casos 
procedentes por las Ordenanzas^ tiene la administración de 
Adnana. 

Que tratándose de mercaderías que se han debido descargar 
por caenta de la empresa de Comas, que es la que cobra los de- 
rechos, es ella la que debe pagar las roturas, deterioros ó averías 
que tengan lugar antes de entregarse la carga á los comer- 
ciantes. 

Que las Aduanas responden en estos casos, según el artículo 
i94 de las Ordenanzas; y existen disposiciones del Gobierno^ por 
las cuales tanto la empresa de Comas como la de los muelles del 
Gas quedan responsables en los mismos términos que las Adua- 
nas. Pidió que se condenara á Comas al pago de los perjuicios 
con más las costas del juicio. Agregó: que el caso correspondía 
ala jurisdicción del Juzgado por razón de la materia, de acuerdo 
con el artículo 2® inciso 10 de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Federales. 

Corrido traslado, D. Ignacio Comas sin contestar la deman- 
da, pidió que el Juez le declarara incompetente, con costas. — 
Dijo: que como lo reconocen los demandantes, existen disposi- 
ciones según las cuales su empresa, como la de los muelles del 
Gas quedan bajo las responsabilidades de la Aduana Nacional 
á quien subrogan. 

Que siendo esto así, son de aplicación al caso las mismas dis - 
posiciones porque se rigen las Aduanas, quedando bajo la mis- 
ma jurisdicción y régimen que las disposiciones Nacionales pres- 
criben. 

Que la legislación de Aduana ha determinado el procedimien- 
to á seguirse en los casos de averías ó pérdidas de efectos en 
depósitos y ha determinado la autoridad que en primer término 
debe conocer, y en esta virtud la demanda interpuesta no 
corresponde al Juzgado sino en el grado y forma que la ley pres- 
cribe. 
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Qae el decreto de 1*^ de Junio de 1885, que autorizó la empre- 
sa, dispuso que ella debía sujetarse á la misma tarifa j condi- 
ciones impuestas á la empresa del Gas, por iguales construc- 
ciones. 

Que la disposición referente á la empresa del Gras establece 
en su artículo 4® que tanto el muelle como los depósitos serán 
considerados para los objetos de Aduana, como los edificios pú- 
blicos en que la misma tiene completa jurisdicción en cuanto se 
refiere al servicio. 

Que el reglamento de la Dirección General de Bentas, de Ene- 
ro de 1887 expedido por las empresas de Muelles j depósitos par- 
ticulares, establece en su artículo 6, respecto de la del gas, que 
«para los efectos de las leyes aduaneras y disposiciones fiscales, 
dichos depósitos serán considerados como dependencia de la 
aduana del Rosario, la que ejercerá jurisdicción plena sobre 
ellos en todo lo relativo á operaciones aduaneras, lasque son re- 
gidas por las disposiciones pertinentes de las Ordenanzas de 
Aduana, como en los depósitos fiscales ». 

Que el artículo 290 de estas Ordenanzas, dan plena jurisdicción 
ásus administradores para entender y decidir délas reclamacio- 
nes que por pérdidas ó detenciones de las mercaderías que han 
entrado á sus depósitos, se hiciesen por los consignatarios; y 
desde que los depósitos do empresas particulares sor. considera- 
dos como dependencia de la Aduana, y están sujetos á su mismo 
régimen, son los administradores de Aduana de la respectiya ju- 
risdicción los que deben conocer en primera Instancia, de los 
reclamos que se hagan á sus empresarios. 

Que aunque la ley de i4 de Setiembre sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Federales atribuye al conoci- 
miento de los Jueces de Sección tales reclamaciones, debe te- 
nerse en cuenta que las Ordenanzas de Aduana son una ley del 
Congreso, posterior á la de jurisdicción (Octubre 5 de 1876). 

Conferido traslalo de la excepción, el demandante pidió que 
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no se hiciera lugar á ella con costas. Dijo: que el decreto que 
equipara la empresa de Comas en sus operaciones de comercio 
marítimo con las de la Aduana, emana del Poder Ejecutivo 
Nacional, j no ha podido tener otra mente que sujetar á la em- 
presa particular en sus operaciones de carga y descarga á las 
mismas disposiciones á que se halla sujeta una repartición Na- 
cional, pero únicamente en lo que atañe á taparte administrati- 
va, de régimen interno, jno en lo que respecta á las relaciones 
de los particulares con la empresa j modo de hacerlas efectivas. 

Que de no ser así, el decreto tendría el alcance de derogar las 
lejes del país. 

Que las Ordenanzas de Aduana, ni sujetan las reclamaciones 
como la entablada en este caso, á la jurisdicción del Administra- 
dor, ni establecen lo que el demandado pretende ; pues en su 
artículo 290 no disponen que los administradors de Aduana de- 
ben entender en las reclamaciones de perjuicios que se hagan 
contra la Aduana por rotura de una pieza de maquinaria que la 
inutilice para funcionar; sino que habla de deterioros ó ar- 
tículos robados, reñriéndose así á falta de cumplimiento de sus 
obligaciones de depositarla, no de roturas y perjuicios ocasio- 
nados por falta de diligencia que son legislados por las leyes 
de fondo. 

Que aunque el hecho que ha dado lugar á la demanda, hubie- 
ra sucedido en la misma Aduana, su discusión no habría podido 
someterse al administrador de Aduana, porque no se trata de 
relaciones del régimen interior. 

Que si la pretensión del demandado fuera procedente, resul- 
taría que la reclamación en los casos de dirigirse ella contra la 
Aduana, sería sometida á la decisión del mismo interesado. 
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Fallo del Jíuem Federal 



Rosario, Febrero 14 de 1890. 

Y vistos: el incidente sobre incompetencia del Tribunal para 
entender en esta causa promovida por D. Ignacio Comas á foja... 
fundado en que tratándose de detención de mercaderías desem- 
barcadas en los muelles de dicho señor que, por disposiciones 
legales se encuentran equiparados á los muelles y depósitos de 
la Aduana Nacional, debiéndose en este caso ocurrir directamen- 
te reclamando ese deterioro ó pérdida al Administrador de Adua- 
na j no al Juzgado de Sección contestada á foja... por los acto- 
res señores Leudesdorf Martin y C*. 

Y Considerando: P Que si bien es cierto que el artículo 290 
de las Ordenanzas de Aduana disponen corresponder al Admi- 
nistrador do Rentas entender en los reclamos que por pérdida 6 
deterioro de mercaderías en los depósitos fiscales se haga por los 
propietarios de las mismas, esta disposición, como se des- 
prende de los mismos términos en que se encuentra concebido 
el citado artículo, se refiere al reclamo administrativo por esa 
pérdida ó deterioro cuando por los mismos empleados de Aduana 
que en el orden interno de sus oficinas dependen inmediata- 
ente del Gefe de ella. 

2^ Que el caso actual, no es por cierto el enunciado en el 
considerando anterior, sino por el contrario, versa este sobre 
una acción civil por daños y perjuicios como bien claramente 
se espresa en el escrito de demanda, y por tanto^ sale ya del 
urden administrativo, para entrar en el orden judicial, y por lo 
mismo, se encuentra dentro de la esfera de la atribución de los 
jueces. 
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3^ Que el hecho de equiparar los muelles y depósitos parti- 
culares del demandado y de la empresa del Gas á los de la 
Aduana Nacional, tieneu por único fin el establecer una unifor- 
midad general respecto al modo, objeto y forma en que deba 
hacerse el servicio público, no pudiendo, empero, el decreto ad- 
ministrativo que se invoca y á que acaba de hacersp referencia 
destruir las leyes generales sobre jurisdicción, acordadas por el 
Congreso y establecidos por la legislación civil, y no otra cosa 
que esto último es lo que importa la acción deducida por daños 
y perjuicios, establecidas por aquellos principios generales y su- 
jetos á la jurisdicción esclnsiva del orden judicial. 

Por tanto : se declara competente este tribunal para el cono- 
cimiento de esta causa, debiéndose evacuar el traslado de la de- 
manda dentro del término de ley. Notifíquese y repóngase. 

G. Escalera y Zuviria, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 12 de 1890. 
Suprema Corte : 

Los señores Lendesdorf y C" demandan al Sr. Comas por la 
indemnización délos daños y perjuicios que, dicen, les ha origi- 
nado la ruptura del volante de una máquina que desembarcaban 
por el muelle de que dicho señor Comas es propietario, y que 
esplota por sn cuenta, con autorización del Gobierno de la Na- 
ción. 

Como se ve, la demanda no pnede ser más civil. 

El señor Comas declina de la jurisdicción del Juzgado Fede- 
ral, baju el fundamento de que sn muelle está equiparado á los 
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muelles Nacionales, y sujeto como tal, á la jurisdicción del ad- 
ministrador de la Aduana Nacional, ante el que dice deben los 
señores Leudesdorf hacer valer sus derechos. 

El señor Juez de Sección analiza con todo acierto el decreto 
que equipara el muelle del señor Comas con los muelles de la 
Nación, y establece que su alcance no puede ir más allá délo que 
se refiere al orden aaministrativo, pues lo contrario sería invadir 
las atribuciones que la Constitución ha depositado en el Poder 
Judicial. 

Y en efecto, aunque la rotura hubiera tenido lugar en un 
muelle de la Nación, y bajo la administración de sus emplea- 
dos, siempre habría estado en su derecho el que recibió el 
daño para pedir su reparación ante la justicia Nacional. ¿Con 
cuánta mas razón no lo estará, cuando es un particular el que 
hace la descarga por su cuenta y en su propio muelle? 

Sírease V. E. confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Octubre 33 de 1890. 

Yistos: No siendo interpuesta la demanda contra la adminis- 
tración pública, sino contra la empresa de muelles de Don Igna- 
cio Comas, y de conformidad con lo pedido por el Señor Procu- 
rador General en su precedente vista : se confirma con costas el 
auto apelado de foja treinta y seis; y repuestos los sellos de- 
Tuélvanse. 

BENJAMÍN YICTORICA. — FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — G. S. DÉLA TORRE. — ABEL 
BAZAN. 
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CAUSA CJLXXIT 



El curador de Dona Clara García Zúñiga de Zuviria, contra 
Don Ramón Luaces, sobre rescisión de contrato y pago de per- 
juicios. 



Sumario. — Ea los juicios en que es parte cna persona inca- 
paz^ es nulo todo lo actuado sin la intervención del ministerio 
público. 



Caso. — Don Agustín Armestoy, por el Curador de la señora 
de Zuñiría, se presentó ante el Juzgado Federal de Entre Bios 
esponiendo: que en 15 de Mayode i884, dicha señora celebró con 
Don Ramón Luaces un contrato sobre esplotacion de montes. 

Que Luaces, desde la fecha de este contrato hace cortes de 
monte sin interrupción alguna durante todos los meses del año, 
faltando así á lo espresamente estipulado en la base 9* del 
mismo. 

Que á causa de cortarse los árboles en todas las épocas del 
año, j fuera de la estación oportuna y única en que el contrato 
y la ley lo permiten, los montes se destruyen y se secan. 

Que de acuerdo con el artículo li97 del Código Civil, Luaces 
ha debido sujetarse á lo estipulado en el contrato; y habiéndose 
convenido que él esplotaría los montes de conformidad á los 

T. XI 7 
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USOS 7 leyes vigentes en el país, ha faltado áesto, pues hace la 
esplotaoion durante todo el año, cuando solo es permitida por el 
arículo 41 4 del Código Rural de £ntre-Rios, en los meses de 
Abril á Agosto inclusive. 

Que la infracción del contrato¡por Luaces, autoriza á su parte 
para pedir la rescisión de él y la indemnización de perjuicios, 
conforme á lo establecido en la cláusula 7*, y á lo dispueto por 
los artículos 519 y 1204 del Código Civil. 

Que aún cuando no se hubiera espresado en el contrato, la 
obligación de esplotar los montes, ella debería considerarse in- 
corporada á él, de acuerdo con el artículo 1198 del Código Rq- 
ral. 

Pidió que se hiciera lugar á su demanda por rescisión del 
contrato y pago de perjuicios y las costas. 

Presentó el demandante el contrato de su referencia otorgado 
por escritura pública en esta ciudad el 15 de Mayo de 1884, 
entre Doña Clara García Zúñiga, con la debida autorización^ y 
Don Ramón Luaces, vecino de Gualeguaychú. 

Los términos del contrato son los siguientes : 

1<» Doña Clara García Zúñiga, cede en favor de Don Ramea 
Luaces por el término de cinco años que empezarán á correr y 
contarse desde el día quince del entrante mes de Junio, y que 
vencerán por consiguiente, en igual fecha Je mil ochocientos 
ochenta y nueve, todos los derechos que tiene al corte de los 
montes que existen en parte de un terreno de su exclusiva pro- 
piedad que posee en dicha provincia de Entre Rios, Departa- 
mento de Gualeguaychú, denominado c Campo Florido », en las 
fracciones que ocupan en arrendamiento el señor Becker sobre la 
costa del arroyo del c Gato » , Don Juan CoU en Santa Bárbara 
y el señor Garbino sobre la costa del arroyo Gualeguaychú. 

2® El precio estipulado por esta cesión de derechos, es el de 
veinte mil pesos moneda nacional oro, que se integran de la 
manera siguiente : siete mil pesos que el señor Luaces abona en 
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el aoto por ante mi á la señora García Zúñiga, en dinero efecti- 
To á sa satisfacción ; nueve mil pesos que deberá abonar á la 
misma el dia quince de Mayo del año próximo venidero mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, y cuatro mil pesos que también le sa- 
tisfará en igual fecha del mes de Diciembre de dicho año mil 
ochocientos ochenta y cinco en esta ciudad ó en la de Montevi- 
deo, sin interés alguno. 

S^ Durante el plazo estipulado en la cláusula primera, el señor 
LuHces podrá esplotar dichos montes con sujeccion á lo que en 
este contrato se menciona y de acuerdo con los usos y leyes vi- 
jentes en el paÍH ; debiendo verificar el corte de la manera más 
conveniente, á fin de que los retoños se produzcan lo más pronto 
posible. 

4" Don Ramón Luaces podrá tener dentro de los espresados 
montes, el número de animales necesarios para la conducción 
de la madera y carbón, como asimismo, si fuese indispensable 
para facilitar el transporte y acortar las distancias abrir una 
puerta en cada alambrado, colocando las tranqueras respecti- 
vas. Queda también facultado dicho señor para cortar la canti- 
dad de paja ó carrizos que se requiera para la elaboración del 
carbón. 

5® Se establece espresamente, que durante todo el término 
de este contrato, no podrá el señor Luaces, bajo protesto alguno, 
volver á cortar 6 podar los montes que reaparezcan 6 retoñen, 
pues la totalidad de ellos solo deberá sufrir un solo corte. 

6'^ Tampoco podrá el señor Luaces, cortar los montes que 
existen en las islas cercanas á las poblaciones que se encuentran 
en dichas tres fracciones de campo, como la de Santa Bárbara y 
otras ; debiendo conservar las plantas y árboles que se hallen en 
los cercos, corrales y puestos, y respetar los derechos que los 
arrendatarios de esas tierras tienen al corte de la leña necesaria 
para su consumo. 

7^ Si el referido señor Luaces infringiese 6 dejase de cum- 
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plir el presante contrato en cualesquiera de sus partes, la seño- 
ra García Zúñiga, podrá exigirle indemnización de daños j per- 
juicios 7 obligarlo á su cumplimiento ú optar por sa resci- 
sión. 

8^ Una vez vencido el plazo de cinco años estipulado en la 
cláusula primera, el señor Luaces gozará de un nuevo término 
de seis meses contado desde esa fecha, dentro de cuyo tiempo de* 
berá retirar toda la leña, madera y carbón que hubiesen prodn- 
cido dichos montes, previniéndose que durante ese nuevo plazo 
de seis meses no podrá dicho señor practicar corte alguno, aun- 
que sea de montea que se hallasen sin esplotar. 

9^ Para garantir el pago de las sumas que según la base se* 
gjunda qmda adeudando, Don Ramón Luaces ofrece como fiador 
solidario al señor Juan Bautista Chichísola, vecino de la ciudad 
de Gualeguaychú, quien deberá ratificar la fianza á garantía por 
ante escribano público, bajo la condición espresa de que si así 
no se verifica, este contrato quedará sin valor ni efecto al- 
guno. 

10® La señora Doña Clara Oarcía Zúñiga, se reserva el dere- 
cho á exigir del señor Luaces, en cualquier tiempo, la sustitu- 
ción del fiador señor Chichisola, por otra ú otras personas que 
considere de más crédito y responsabilidad. 

T ratificado nuevamente en todos y en cada uno de los diez 
artículos que anteceden, dan por establecido este convenio en 
la más solemne forma, obligándose á su exacto cumplimiento y 
observancia con arreglo á derecho. En su testimonio así lo otor- 
gan y firman previa lectura, siendo testigos, Don Sebastian 
C. Bodriguez y DonLuis Sabastié, vecinos, mayores de edad, de 
que doy fé. — Clara Garda Zúñiga. — Ramón Luaces. — 
Testigo: Sebastian C. Rodrigiiez. — Testigo: Luis Sabastié.— 
Hay un sello. — Ante mí: Enrique M. Raymond, Escribano 
Público. 

Es conforme con la escritura matriz de su referencia, que 
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pasó ante mí, bajo el número setenta y dos en el registro que 
fué de mí finado señor padre el escribano Don Carlos Raymond, 
señalarlo con el número Yeinte y dos, hoy á mi cargo y á que me 
remito. Enfé de ello y á solicitud de la señora Doña Clara Gar- 
cía Zúñiga, doy esta segunda copia que seHo y firmo en el lugar 
de su otorgamiento, hoy veinte y seis de Julio de mil ochocien- 
tos ochenta y seis. — Enrique M. Raymond. 

Por la referencia de la escritura, en que se espresa el domici- 
lio de la señora Zúñiga en esta ciudad y que Don Bamon Lúa- 
ees es vecino de Gualeguaychú, se corrió traslado de la demanda. 

Contestó esta, Don Gerónimo Terradas por Luaces, pidiendo 
que fuera ella rechazada con costas. 

Dijo : que por el artículo 7^ del contrato, se establece que si 
Luaces infringiese ó dejase de cumplir el contrato, la señora 
García Zúñiga, podría exigirle indemnización de perjuicios y 
obligarlo á su cumplimiento ú optar por su rescisión. 

Que según esto, la indemnización se estipuló para el caso de 
continuación de contrato y de infracción de él por parte de Lua- 
ces ; pero no se estipuló indemnización alguna para el caso de 
rescisión, porque Luaces no podría reclamar los 20.000 pesos 
oro que pagó casi al contado . 

Que así, demandándose la rescisión y los perjuicios, se piden 
dos cosas que se esduyen por el contrato. 

Que en consecuencia^ la demanda es defectuosa y correspon- 
de obligar al actor á que pida una ú otra cosa. 

Que por otra parte la demanda es injusta é inadmisible, pues 
Luaces se ha sometido á las leyes y usos del país y no ha produ- 
cido perjuicio alguno. 

Que hecho el contrato, Luaces entró á ocupar el campo el 15 
de Junio de 1884, sin saber que en la época en que la ley rural 
permite el corte de montes, se inundaba con las lluvias y con 
las crecientes de los arroyos Gualeguaychú y Gato, á punto de 
imposibilitar 6 entorpecer los cortes. 
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Que esto se vio desde el principio, j las crecientes arrebata- 
ron grandes pilas de carbón y madera y aán los ranchos que 
servían de albergue á los trabajadores. 

Qae Luaces comprendió qae había hecho an desastroso nego- 
cio si no encontraba protección en la misma ley invocada por el 
demandante. 

Que es cierto qae el Código Rural de la provincia determina 
la época en que se puede hacer el corte de árboles en grande 
escala ; pero también lo es que permite hacer grandes esplota- 
ciones de montes á los propietarios fuera de los meses de Abril 
á Agosto, cuando una necesidad premiosa lo requiera. 

Que según el cpntrato de sociedad por escritura pública, que 
acompaña, celebrado en 18 de Julio de 1884, Don Ramón Lna- 
oes declaró (art. 1*") que el derecho á la esplotacion de montes 
escriturado únicamente 4 su favor por la señora Zúñiga, era 
adquirido por sus socios Don Ángel Rivas y los señores Chi- 
chisola y Anselmo, conviniéndose entre los socios (art. 3°) que 
Don Ángel Rivas dirigiría la esplotacion de los montes. 

Que así, era á Rivas á quien le correspondía evitar los perjui- 
cios contraía sociedad, y para ello, pidió ala gef atura deGua- 
leguaychú autorización para hacer el corte de los montes fuera 
de la época que la ley lo permite ; y la gefatura le acordó dicha 
autorización de acuerdo con la facultad propia y esclusiva que 
la ley rural le confiere. 

Que á Luaces le bastaría probar la existencia de esta autoriza- 
ción desde que se la confirióla autoridad esclusivamente encar- 
gada por la ley de apreciar la necesidad de permitir el corte 
de montes fuera de la época legal ; pero para demostrar que do 
se ha apartado de la ley y que no ha dado motivo para rescindir 
el contrato, ha de probar: 1** que las lluvias del invierno y las 
crecientes del Gualeguaychú y del Gato imposibilitaban el tra- 
bajo del carbón y corte de madera ; 

S'' Que esas crecientes han arrebatado gran cantidad de car- 
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bon y leña, tanto i Loaoes como i otras personas que trabajan 
montes inmediatos; 

3^ Qae hay graneles ratónales en la parte del monte cortados; 

4^ Qne nn Año después del contrato, Luaoes arrendó en el 
mismo € Campo Florido» déla señora Zúñiga, una legua más y 
prorogó el contrato por nn año más, por la cantidad de 500 pe- 
sos oro que recibió adelantados el curador de la propietaria se- 
ñor Mongrell ; 

5^ Que no se han secado los montes cortados. 

Presentó el demandado: 

1^ La escritura de sociedad á que hace referencia. 

2^ Copia simple de la solicitud presentada al Gefe Político en 
44e Julio de 1884, por Don Ángel Rivas, pidiendo autorización 
para esplotar los montes sin interrupción durante )a época del 
contrato. 

Al pié de la solicitud hay un decreto de fecha 7 de Jolio dól 
mismo año, sin firma alguna y que dice : « Estiéndase el permi- 
so que se solicita y archívese »• 

Hay después ana nota que espresa haberse estendido el per- 
miso en la misma fecha. 



Pallo del Jíaea Vederiii 



Paraná, Octubre 32 de 1887. 

T vistos: resulta que en 15 de Mayo de i 884, Doña Clara 
García Zúñiga de Zuviría, competentemente autorizada por su 
esposo, celebró un contrato con Don Bamon Lnaces, por el cual 
la primera cedió al segundo por el término de cinco años todos 
los derechos que le pertenecen al corte de los montes existentes 
en una parte del campo de propiedad de esta, situado en el De- 
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psztamento de Gaalegoayohú, denominado «Campo Florido», 
en las fracciones que tenía arrendadas á Becker» sobre la costa 
del arroyo Gato, á Don Juan Coll en Santa Bárbara j á Don 
Domingo Garbino, sobre la costa del arroyo Gnalegnaychú, por 
la cantidad de veinte mil nacionales oro, pagaderos 7000 pesos 
en el acto de firmar el contrato, 9000 pesos el día 15 de Mayo 
de 1885, y los iOOO pesos restantes en 15 de Diciembre del mis- 
mo año 1885, sin interés alguno. 

En el contrato se estableoe qne dorante el plazo convenido, 
Lnaces podrá esplotar los montes con sujeción alas leyes j 
usos del país, debiendo hacer los cortes de la manera más con- 
veniente para obtener la pronta producción de los retoños, no 
pudiendo dar un segundo corte al monte ya esplotado por él, 
ni cortar las isletas que se encuentren inmediatas á las pobla- 
ciones. 

Se establece dsí mismo que si Luaces infringiese ó dejase de 
cumplir el contrato en cualquiera de sus partes, la señora García 
Zúñiga, podrá exigir la indemnización de los perjuicios y obli- 
garlo á su cumplimiento ú optar por so rescisión. 

Don Luis Mongrell , por la señora García y Zúñiga, con fecha 
25 djB Marzo del corriente año, demanda á Luaces para qne se 
declare rescindido el precedente contrato y se le condene á pa- 
gar daños y derjuicios, fundándose en que Luaces ha cortado 
los montes en todos los meses del año, aún en aquellos que la 
ley rural lo prohibe, sin interrupción, lo que trae como conse- 
cuencia la destrucción de los montes. 

Luaces contesta oponiendo ante todo la escepcion de defecto 
legal en el modo de proponer la demanda por cuanto el contrato 
solo le acuerda á la señora García Zúñiga, el derecho de cobrar 
daños y perjuicios en el caso que optase por la ejecución del con- 
trato y no se prefiera la rescisión, mientras que ella pide esto 
último y además los daños y perjuicios. 

Entrando al fondo de la cuestión dice que en los parajes en qne 



í 
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se ha hecho el corte de los montes haj grandes retoñales, siendo 
por lo tanto inexaeto que se hayan cansado perjuicios á la de- 
mandaate por el trabajo hecho f aera de estación. 

Que por otra parte la lej, artículo... del Código Rural, pres* 
cribe que en caso de grande necesida 1 los propietarios podrán 
solicitair permiso del Oefe Político para hacer esplotaciones en 
otros meses que los permitidos, y que en tal caso el permiso no 
podrá serle negado ; que en uso de este derecho y en considera- 
ción á que los desbordes de los arroyos Gato y Gualeguayohú 
producen inundaciones en la estación del invierno, que impide 
el trabajo al extremo de arrebatarse el carbón y leña elaborados, 
como ha sucedido, sn socio en este negocio Don Ángel Bivas, 
solicitó y obtuvo el permiso necesario para hacer la esplotacion 
en los meses que siguen al de Agosto : que por consiguiente, de 
acuerdo con el contrato, se ha sometido á las leyes del pais y no 
hay lugar á la rescisión. 

Abierta la causa á prueba, las partes produjeron la que corre 
de foja... áfoja... 

Y considerando por lo que respecta á la escepcion de defecto 
legal en la forma de la demanda, articulada en la contestación á 
lo principal : que la circunstancia de demandarse á la vez que la 
rescisión del contratolos daños y perjuicios, aunque solo debie- 
ra pedirse lo primero, no afecta á la forma sino al fondo déla 
demanda ; y habiéndose llenado en la de foja. .., los requisitos 
' exigidos por el artículo 57 de la ley Nacional de Procedimien- 
tos, se declara improcedente. 



II 



Considerando : en la cuestión principal: 1^ Que la parte de- 
mandante afirma (f...) que Don Ramón Luaces ha cortado los 
montes sin interrupción alguna desde la fecha en que se firmó el 
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contrato (15 de Majo de i874), afírmacion conseatida por este 
7 comprobada además por los testimonios de foja... 

i"* Qae el único hecho en que se f anda la demanda de resci- 
sión del contrato, consiste en qae Lnaces lo ha infriogido traba- 
jando el monte en otra estación que la permitida por la ley raral 
incorporada al contrato, lo qae hace comprender qae, por lo de- 
más^ Lnaces cumplió el contrato, entregando ámás de los aíete- 
mil pesos croque di6 de contado, los noeve mil qae debió abonar 
eldiaiSdeMayo de 1885 y los cuatro mil en Diciembre del 
mismo ano, según fué convenido, lo que también reconoce el de- 
mandante en su alegato sobre la prueba á foja 310. 

3** Que además, la señora Zúñiga por medio de su carador reci- 
bió en i3 de Junio de 1886, los quinientos pesos oro, precia 
convenido por la próroga de un año, del contrato de cesión del 
derecho de cortar los montes como consta del documento de 
foja..., dado por reconocido en rebeldía de MongrelL 

4^ Que, dando como probado el hecho de la infracción por 
parte de Lnaces de la cláusula 3' del contrato en que se funda 
la demanda, la recepción por parte de la señora García Zúñiga 
del precio íntegro del contrato, después de 18 meses de estarlo 
infringiendo Luaces con la esplotacion del monte sin interrup- 
ción ; y la admisión seis meses después de los 500 pesos oro 
convenidos por la próroga del contrato, son hechos que prueban 
el consentimiento tácito de dicha señora de continuar en la eje- 
cusion de él por todo el tiempo convenido, no obstante la infrac- 
ción : porque el consentimiento se presume si una de las partes 
hiciese lo que no habría hecho si su intención fuese contraria 
(art. 1146, Cód. Civ.) ; y seguramente que la señora García Zú- 
ñiga, no habría recibido estas sumas sin reservas ni protesta si 
su propósito hubiese sido disolver el contrato. 

5^ Que estimando la opción entre la ejecución con el pago de 
daños y perjuicios 6 la rescisión del contrato, en caso de faltar 
Luaces á su cumplimiento, como una obligación alternativa y 
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condicional estipulada á favor de la señora García Zúñíga, rea- 
lizada la condición con las infracciones producidas y una vez 
hecha por parte de la acreedora la elección de contiooar en la 
ejecución del contrato, no ha podido después arrepentirse j 
exigir su disolución, sin que hubiere sobrevenido una causa dis- 
tinta (Escriche, Obligación^ alíemativas^ nota al art. 637, 
C6d. Civ. yelH53). 

6® Que la misma doctrina se contiene en el artículo 1375, in- 
ciso 3"^ del Código citado, que declara caduco el derecho del 
vendedor á pedir la rescisión de la venta, cuando cumplida la 
condición resolutoria bajo la cual se hizo, aquel exije ó recibe 
el precio que es igual, disposición aplicable al presente caso por 
la perfecta analogía de los hechos. 

7^ Que considerando la cuestión del punto de vista de la re- 
nuncia de derechos, se obtiene también la misma conclusión. 
Pues si bien deben interpretarse estrictamente los hechos que 
induzcan á probarla tácitamente como en la novación; en esta, 
si los actos ejecutados por las partes son incompatibles con la 
subsistencia de la primera obligación, la novación se presume 
de derecho (art. 812, Cód. cit.); y por igualdad de razón debe 
presumirse renunciado el derecho de pedir la rescisión cuando 
como en el presente caso, la aceptación del precio convenido por 
los cinco años del contrato y su próroga, después de producidos 
los hechos de infracción previstos, es incompatible con su diso- 
lución. 

Considerando en cuanto á los daños y perjuicios : que resuel- 
to como queda qae el contrato no debe rescindirse, solo serían 
debidos por Luaces los que se hubiesen originado á la demandan- 
te como consecuencia directa y necesaria de la falta de cumplí* 
miento (art... C). 

Que si bien está probado por confesión del mismo Luaces que 
él trabajó los montes en todas las estaciones del año, faltando 
así á lo convenido en la cláusula 3* del contrato, según la cual 



^ 
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el corte debía hacerse con sojecoion i las leyes del país, y el 
Código Baral prohibe hacerlos desde Agosto i Marzo, sin qoe 
Lnaces haya probado la existencia de inundaciones en los in- 
Yieruos de 1884 y 1886 que le impidiesen el trabajo en la esta- 
ción hábil, pues la prueba rendida solo constata qne hubo 
inundación de los montes en el inTierno de 1885; con todo, no 
habiéndose justificado por el actor cuál sea la parte de monte 
esplotado en el tiempo prohibido por la ley, no hay base para 
liquidarlos por lo que debe reservarse para otro juicio, de con- 
formidad al artículo 15 de la ley Nacional de Procedimientos. 

Por estas consideraciones: no se hace Ingar á la demanda de 
rescisión del contrato de f. . ., qnedando absuelto de ella el de- 
mandado Don Ramón Luaces ; y en reserva á la señora Clara 
García Zúniga de Zuviría el derecho de hacer valer sus acciones 
sobre los daños y perjuicios que hubiese recibido, como mejor 
le convenga. 

Notifíquese en el original y repónganse los sellos. 

M. de T. Pinto. 



Las dos partes apelaron y á las dos se les concedió libremente 
el recurso. 

Elevados los autos, la parte del demandado mejoró el recurso 
y se le mandó espresar agravios. 

No habiéndolo mejorado el demandante, la contraria le acusó 
rebeldía y desistió de la apelación que á su vez había inter- 
puesto. 

La Suprema Corte, oido el defensor de incapaces, resolvió no 
hacer lugar á la rebeldía, por cuanto no había podido correr el 
término para la mejora, por cuanto la sentencia no fué notificada 
al Defensor de Menores . 

Posteriormente mejoró el recurso el demandante y espresó 
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agraYios por él, el Doctor Don Enrique Santos Quintana, quien 
pidió que se revoque en todas sus partes la sentencia apelada y 
se resuelva de acuerdo con lo solicitado en la demanda. 

Dijo : que consta de una manera indudable que Luaces cortó 
montes fuera de la época permitida por la lej rural y esto se 
quiere cubrir con el hecho de haber recibido más tarde la seño- 
ra Zúñiga el precio, lo que importa, se dice, que lo ha consen- 
tido tácitamente ; pero se olvida que bien pudo dicha señora 
ignorar hasta el momento de la demanda, el abuso de Luaces y 
que la próroga misma nunca signiñcaría el abandono de accio- 
nes subsistentes mientras no se opera la prescripción. 

Que el consentimiento tácito, por otra parte, no tiene impor- 
tancia en este juicio desde que ha mediado un acto público y 
escrito, es decir, el consentimiento espreso, en cuya presencia 
no se presume el tácito (art. H45, Cód. Civ.). 

Que si se tratara de una obligación alternativa, tendrían apli- 
cación el artículo 637 del Código Civil, su nota y la cita de Es- 
criche que la sentencia invoca, como la tendría el artículo 1375 
si se tratara de una venta con pacfo comisorio ; pero cuando el 
único punto en debate no es una obligación que haya dejado in- 
determinada la prestación, ni es una venta de condición resolu- 
toria, y cuando ese punto es simplemente el cumplimiento de 
un contrato, las únicas disposiciones aplicables, son las que for- 
man de las cláusulas del contrato una regla que obliga como la 
ley misma y estiendeu sus efectos á todas las consecuencias 
virtuales (articulos il97 y i198). 

Que establecida la falta de Luaces al artículo 3^ del contrato, 
no se esplica que la sentencia prescinda de los daños y perjui- 
cios fundada en que no se halla acreditada t la parte de monte 
esplotado en el tiempo prohibido por la ley » . 

El artículo 15 de la ley de procedimientos, autorízala fijación 
de las bases para liquidar los daños y solo cuando no hay méri- 
to para ello, es que viene la reserva de otro juicio; los daños 
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causados sin derecho deben indemoizarse y el medio más adecua- 
do para aYeriguar su importe, es la fijación por peritos jadicia- 
les según lo ha resuelto la S. G. en distintas ocasiones, j corres- 
ponde al prudente arbitrio del Juez estimarlos cuando no pue- 
den calcularse exactamente (t. 15, pág, 29, Fallos). 

Corrido traslado» lo evacuó la parte de Luaces pidiendo que se 
confirme la sentencia en la parte que rechaza la rescisión del 
contrato y se revoque en la parte que reserva 4 la señora de Zú- 
ñiga, acciones por daños y perjuicios procedentes del mismo 
contrato. 

Dijo: que reconocido por Luaces que cortó montes dentro y 
fuera de la estación permitida por el Código Rural de Entre 
Ríos, la cuestión consiste en averiguar si los cortes así hechos 
por Luaces importan ó no una infracción del contrato, para deci- 
dir en consecuencia, si dan ó no lugar á una acción cualquiera, 
cuál sea ella y en qué forma debe ventilarse. 

Que consta de autos que el Oefe Político autorizó el corte 
fuera de la estación ordinaria de Abril á Agosto ; y por más 
desprovisto de razón que ese permiso fuera, bastaría para que 
Luaces quedara excluido de responsabilidad ulterior por los cor- 
tes que hiciera, pues ese permiso es un acto de la autoridad ad- 
ministrativa cuyo acierto no puede ser controvertido ante los 
tribunales de justicia. 

Que siendo esto así, Luaces ha cumplido el artículo 3® del 
contrato y la demandante no tiene acción alguna, sea para res- 
cindirlo, sea para e::igír su cumplimiento con daños y perjuicios. 

Que en el supuesto de que el corte fuera de la estación ordi- 
naria infringiera el contrato, la sentencia habría desestimado 
justamente la acción rescisoria deducida, sin que baste para 
contestar esta solución que la señora de Zúñiga pudo ignorar el 
abuso imputado á Luaces, hasta después de recibir el saldo del 
precio, de haber prorogado el contrato y de instaurar la de- 
manda. 
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Que el recibo del precio y la próroga, demnestraii el consenti- 
miento tácito no menos eficaz qae el espreso, de acuerdo con lo 
dispuesto por el articulo 1145 del Código Civil. 

Que habiendo la señora de Zúñiga optado por la ejecución del 
contrato antes de presentarse judicialmente, no puede hoy pe- 
dir su rescisión en el juicio. 

Que admitiendo hipotéticamente que Luaces haya infringido 
el contrato y haya causado daños, la sentencia habría procedido 
justamente al referir esos daños para otro juicio, desde que no 
existe el antecedente de cuáles fueron los montes explotados 
fuera de estación, y atenta la disposición del artículo 15 de la 
ley de procedimientos así como la misma jurisprudencia de 
la S. C. citada por la parte actora ; y si esta parte de la sentencia 
perjudica á alguien, no es á la señora Zúñiga, sino á Luacest 
quien por eso ha pedido su revocación. 

Corrido traslado, lo contestó el apoderado de la demandante» 
reproduciendo su espresion de agravios y pidiendo que se refor- 
me la sentencia en cuanto no ha establecido el monto de los da- 
ños ó al menos bases para su liquidación. 

Conferida vista al defensor de incapaces, espuso : que no 
habiéndose dado intervención en 1* Instancia al Defensor de 
Menores, todo lo obrado era nulo conforme á lo dispuesto por el 
artículo 59 del Código Civil, y corresponde declararlo así de 
acuerdo con la disposición del artículo 1047 del mismo Có- 
digo. 

Que respecto al fondo, estando demostrado que Luaces infrin- 
gió el artículo 3® del contrato, es indudable que procedía su 
rescisión con los daños y perjuicios, aunque esto último no se 
hubiera consignado en el contrato, puesto que emana de la ley, 
y el contrato no exime á Luaces de su pago en caso de infrac- 
ción. 

Que la admisión del precio y de la próroga no demuestran el 
consentimiento tácito déla infracción y en todo caso, debió Lúa- 
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ees probar que la señora Zúñiga conocía esa infracción y que no 
obstante, optó por su rescisión. 

Que por esto, en caso de que la Suprema Corte no declare 
nulo todo lo obrado, piensa que debe roTocarse la sentencia 
7 resolverse como se pide en la demanda. 



Fallo de la Sapreata Corte 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1890. 

Vistos 7 considerando: Que aunque por el vencimiento de he- 
cho del término asignado en el contrato de foja tres, no tiene ya 
razón de ser ni es necesaria la decisión del punto relativo á la 
rescisión de dicho contrato, queda sin embargo aún por resolver 
el referente á la indemnización de los daños y perjuicios recla- 
mados en la demanda, respecto del cual no ha podido esta tra- 
mitarse ni decidirse sin la debida intervención del Ministerio 
Público, con arreglo á lo dispuesto por los artículos cincuenta 
y nueve y cuatrocientos noventa y cuatro del Código Civil . 

Por estos fundamentos, y atenta la petición de nulidad dedu- 
cida por el Defensor de Incapaces á foja cuatrocientas diez y 
seis vuelta de estos autos : se declara nulo todo lo actuado en 
ellos con posterioridad á la contestación de la demanda á cuyo 
estado debe ser repuesta, tramitándose y resolviéndose con la 
intervención dicha del Ministerio pupilar. 

Repónganse los sellos y devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÜREN. — G. S. DE LA TORRE. 
— LUIS V. VÁRELA. — ABEL RA- 
ZAN. 
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CAVSA €I<XX¥ 



D. Pedro Aníúmni, contra el Presidente de la Municipalidad 
del Paraná, por despojo; sobre competencia. 



Sumario. — £1 Presidente de una Mnnicipalidad demandado 
por despojo por haber invadido la propiedad poseida por an es- 
tranjero, no paede declinar la jarisdiccion del Jaez Federal 
invocando las órdenes de la Municipalidad^ y el derecho que esta 
tiene para mandar la apertura de calles. 



Caso. — D. José Yillardell, por D. Pedro Antonini, se pre- 
sentó al Juzgado Federal de Entre Bios exponiendo : que la Mu- 
nicipalidad del Paraná venía abriendo de Este á Oeste la calle 
denominada Rosario Tala y antes de llegar al punto en que esa 
calle cruza la de San Luis (vieja), el encargado de la obra Don 
Francisco Mezzorana recabó varias veces de Antonini su con- 
sentimiento para realizar la obra dentro del terreno que posee 
y que lo limita en todo su costado Ente la calle San Luis, á lo 
que se había negado Antonini si no se le indemnizaba previa- 
mente« 

T. XI 8 
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Que entretanto, avanzaba la apertara y el dia 19 de Febrero 
de 1890 llegaba al límite del terreno de Antoníni. 

Qae el dia 20 fué este avisado de qaelos trabajadores rompían 
el cerco de su terreno y comenzaban su desmonte en toda la es- 
tensión de la calle, estando en el terreno el comisario municipal 
Sestiniy on comisario de policía y dos soldados^ y contestando 
el primero qae la destrnccion se había hecho por orden del pre- 
sidente de la Municipalidad. 

Que hace muchos años Antonini posee el terreno á título de 
dominio, teniéndolo cercado y cultivado. 

Que los hechos referidos constituyen un despojo evidente ; se 
ha dejado abierta á todos lados la propiedad. 

Fundado en lo expuesto, dedujo contra D. Enrique Berdac, 
Presidente de la Municipalidad, acción de despojo 61a posesoria 
que fuese mis procedente, para que se le condene á Antonini á 
devoher la porción de terreno de que lo ha despojado, al pago 
de los daños y perjuicios y al de las costas del juicio. 

Recibidas las declaraciones de dos testigos que afirmaron ser 
italiano el actor y argentino el demandado, se confirió vista al 
Procurador Fiscal. Este se espidió manifestando que el conoci- 
miento de la causa correspondía al Juzgado, de acuerdo con el 
artículo 2^ inciso 2® déla ley sobre jurisdicción y competencia. 
En consecuencia se convocó á juicio verbal, teniéndose por 
acreditado el fuero. 
En el juicio verbal el actor reprodujo su demanda. 
El demandado dijo: que no la contestaba directamente limi* 
tándose á articular por la falta de competencia del Juzgado, 
porque se trata de hechos practicados por el Presidente de la 
Municipalidad en su carácter de empleado público, para coya 
calificación sería necesario pronunciarse sobre el procedimiento 
observado en el ejercicio de disposiciones administrativas, cuya 
resolución corresponde al poder administrador, que en este caso 
es el Consejo Deliberante. 
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Que no puede haber duda de que los hechos en que se funda 
la demanda corresponden á la jurisdicción contencioso-admi- 
nistrativa, desde que hay un acto de autoridad, agresión al de* 
reoho de un particular y la colisión entre el interés público y el 
particular, que en este caso reviste un doble carácter, porque 
además de las conyeaiencias generales que ofrece la apertura de 
calles, responde á un plan general de nivelación calculado para 
el desagüe, que sería interrumpido por cualquiera de esas calles 
que dejara de abrirse. 

Que casos como el presente han sido ya resueltos por la jus* 
ticia dd la Capital de la República en varias resoluciones^ entre 
ellas la pronunciada por el Juez Dr. Basualdo en 12 de Febrero 
de 1886. 

Pidió que el Juez se declarase incompetente, rechazando la 
demanda, con costas. 

El demandante replicó : Que no debía hacerse lugar con costas 
á la excepción opuesta, porque la acción deducida tiene como 
causa un delito del cual es responsable personalmente el repre* 
sentante de la Municipalidad, y nunca esta aún cuando ella lo 
confirmara. 

Que ni la Constitución ni las leyes han atribuido á los pode- 
res administradores la jurisdicción privativa para decidir pre- 
viamente sobre la existencia de los delitos en que incurren sus 
representantes, ni subordinado tampoco el ejercicio de las accio- 
nes que tengan los particulares por razón de aquellos delitos 
contra sus autores á la declaración previa que hiciera el poder 
administrador. 

Que en el presente caso el Presidente de la Municipalidad 
D. Enrique Berduc, al despojar á Antonini, no ha procedido 
como representante de un poder público, porque lo haría sin fa- 
cultad de este. 

Que tampoco la apropiación del terreno puede considerarse 
comprendida en la función pública de la apertura de una calle. 
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porque está fuera de las fanoiones propias del poder municipal, 
el que tiene jurisdicción absoluta en todo lo relativo al trazado 
de las calles, sus niveles y desagües, pero no para realizar des- 
pojos. 

Que siempre que la posesión es vulnerada por un delito, la 
reparación civil corresponde exclusivamente á la justicia 7 en es- 
ta al Juez que sea competente, como lo comprueba la jurispru- 
dencia constante de los Tribunales. 



Fttll» del Jues Federal 



ParaDá, Marzo 7 de 1890. 

Y vistos: En la excepción de incompetencia del Tribunal pro- 
puesta como artículo previo por el apoderado del demandado, 
en el juicio posesorio promovido por D. Pedro Antonini contra 
el Presidento de la Municipalidad D. Enrique Berduc. 

Y considerando : 

1 ^ Que el interdicto posesorio se funda en que por orden del 
demandado se ha continuado abriendo la calle Rosario Tala en 
terrenos de propiedad del demandante, de que estaba en pacífica 
posesión, sin que mediase expropiación ni permiso de él, el que 
siéndole requerido por el encargado de los trabajos le fué repe- 
tidas veces negado. 

2^ Que la apertura de calles, por su naturaleza, corresponde 
á las reparticiones administrativas, y el artículo 43 inciso i3 
de la ley orgánica de 25 de Junio de 1884 la atribuye expresa- 
mente alas municipalidades de la Provincia. 

3^ Que si al ejercer esta facultad el Presidente de la de esta 
ciudad ha violado los derechos de posesión y propiedad de Anto- 
nini, como lo dice en la demanda, es evidente que se trata de un 
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caso contenoioso-administrativo; porque tienen este carácter 
todas las reclamaciones contra un acto administrativo que se 
funden en agresiones llevadas contra derechos adquiridos (Pra- 
dier Federé, Droit administratif, p. 676; Battre y Golmeiro en 
sus tratados sobre la misma materia). 

Que si bien dichos actos pueden dar origen á acciones civiles 
cuyo conocimiento competa á ios tribunales ordinarios, la dis- 
cusión del juicio civil no debe preceder al contencioso-adminis- 
trativo sino seguirle para perseguir en él las reparaciones que 
no pudiese obtenerse en la misma administración en que se cau- 
só el agravio: lo contrario sería trabar la marcha administrati- 
va, que debe ser siempre fácil para que pueda llenar su misión: 
sería suprimir la jurisdicción contencioso-administrativa 
considerada como indispensable por todas las legislaciones para 
la defensa de los intereses públicos y la mejor interpretación de 
las disposiciones que reglan la administración (Pradier-Foderé, 
p. 675). 

Que por lo tanto, Antonini ha debido hacer su gestión ante el 
Consejo Deliberante, investido por la ley orgánica, artículo 43 
atribución 9*, con la jnrisdiccion contenciosa, pues antes que 
este apruebe la conducta del Consejo Ejecutivo no puede decirse 
definitivamente consumada la agresión á su derecho de tal ma- 
nera que deba ocurrir á los tribunales ordinarios. 

Forestas consideraciones: declaro que este Juzgado es in- 
competente para entender en la presente causa, sin especial 
condenación en costas. 

T. Pinto. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 30 de 1890. 
Suprema Corle : 

En virtud de haber sido abierto para la apertura de una 
calle, un terreno de su propiedad, Don Pedro Antonini demanda 
al Presidente de la Municipalidad del Paraná, pidiendo la de- 
volución de la fracción de que ha sido despojado, y la indemni- 
zación de daños y perjuicios, que dice haber sufrido. No se 
queja de que la calle haya sido abierta, sino de la manera cómo 
lo ha sido, y de que no se le haya pagado. 

El Presidente de la Municipalidad declina de la competencia 
del Juzgado do Sección, fundándose en que la apertura de calles 
es atribución exclusiva de la Municipalidad que la ha ordenado 
en este caso, y á la que, entiende, debe ocurrir el propietario . 

La demanda como se ve, es esencialmente civil. 

No se trata de investigar si la Municipalidad tiene 6 no dere- 
cho de ordenar la apertura do calles, sino de si el presidente 
demandado ha incurrido en responsabilidad, por el hecho de 
posesionarse de un terreno contra la voluntad de su dueño, y 
sin indemnización previa. 

El Presidente se defiende con la orden del Superior. Quedará 
empero á resolver si la Municipalidad puede dar órdenes para 
la apertura de calles en la propiedad agena sin indemnización 
previa y si no incurre en responsabilidad el que la ejecuta. 

Ahora bien: traer á consideración cuestiones de este género, 
es entrar al examen de lo que constituye el fondo de la demanda, 
no resolver excepciones dilatorias de jurisdicción y compe- 
tencia. 
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Atento la diversa nacionalidad, y de acaerdo con lo resaelto 
por Y. E. en la causa serie 2, tomo 15, página 87, el conoci- 
miento de este caso corresponde, á mi jaioio al Juzgado de 
Sección. 

Eduardo Costa. 



WmUm de im Snpreina Certe 



Cueuos Aires, Octubre 25 de 1890. 

Vistos: De conformidad con lo espuesto y pedido por el Señor 
Procurador en su precedente vista y á la doctrina uniforme- 
mente establecida por esta Suprema Corfce, según puede verse 
entre otros, en el caso que so registra en el tomo catorce, página 
ciento sesenta y ocho de sus fallos, que es la de verdadera apli- 
cación al caso: se revoca el auto apelado de foja once vuelta, 
y se declara que la Justicia Nacional es competente para el 
conocimiento y decisión de la presente causa, y que en con- 
secuencia, el Juez de Sección debe reasumir la jurisdicción de 
que se ha desprendido. Repónganse los sellos y devuélvanse. 



BEI9JAM1N VIGTORIGA. — FEDERICO 
IBARGUREN.— G. S. DE LA TOR- 
RE.— LUIS y. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 



120 FALLOS DE LA SWBBMA CORTE 



CAUSA CliXXTI 



Contra D, Meyer B. Lamm;por contrabando. 



Sumario. — i^ Las mercaderías que tienen un destino esen- 
cialmente comercial y de especulación, no pueden introducirse 
entre los objetos de equipaje, ni desembarcarse sin permiso de 
la Aduana j mediante declaración por escrito hecha ante ella, 
máxime cuando no se hallan mencionadas en el manifiesto con- 
sular. 

2^ El que las introduce sin esas formalidades en un baúl de 
doble fondo, conteniendo artículos de equipaje, comete delito de 
contrabando, sin que baste á eximirle de responsabilidad la 
declaración hecha en el Resguardo en el acto de la verifica- 
ción. 

3^ El artículo 218 de las Ordenanzas de Aduana no es apli- 
cable al caso en que las mercaderías se introduzcan en el mis- 
mo baúl de las ropas de uso del introductor. 

4^ La acción pública es inalienable, j el desistimiento que de 
ella crea deber hacer el Ministerio Público, no impide que, si el 
interés de la justicíalo exije, el Tribunal continúe conociendo 
en la causa. 
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Caso. — Lo esplican las siguientes piezas : 



PARTE DEL RESGUARDO 



Muelle de Pasajeros, Febrero II de .1890. 

Al señor Oficial del Resguardo, D. Pedro U. Rivera. 

Comanico á Y. que ayer á las cinco y media p. m. me fué 
presentado para sa revisacion un baúl equipaje, perteneciente 
al pasajero del vapor alemán c Stuttgart >, procedente de Bro- 
men, D. Meyer Lamm, quien declaró previamente al que sus- 
cribe, ante el agente del Expreso Yülalonga Germán Enorr, que 
solo contenía ropas de uso; procediendo á la verificación de este, 
encontré un doble fondo perfectamente disimulado^ el cual con- 
tenía los siguientes objetos: 

(10) Diez pulseras al parecer de oro con piedras al parecer 
finas. 

(23) Veintitrés prendedores id. id. id. 

(6) Seis relojes de señora, al parecer de oro. 

(12) Doce pares rosetas, al parecer de oro con piedras al pa- 
recer finas. 

(21) Veinte y un anillos id. id. id. 

(8) Ocho alfileres para corbatas id. id. id. 

Este caso, señor Oficial, se encuentra previsto y penado por 
los artículos 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 

Dios guarde á V. 

Felipe Vallejos- 
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* 

Señor Gef e : Paso á su conocimiento el presente parte del 
gaarda D. Felipe Yallejos, haciéndole saber qae el baal con las 
alhajas de qne en él se da oaenta, se halla detenido en este des- 
tacamento, el qae no dispone de nn local aparente para conser- 
var depositado dicho bnlto con entera segarídad, por lo que, 
dada la especie y valor de su contenido, me permito pedir al se- 
ñor Gefe, se sirva adoptar las medidas del caso para qne él sea 
depositado donde corresponda. 

P. M. Rivera. 



Señor Administrador: Elevo á sa conocimiento el precedente 
parte pidiéndole se sirva ordenar se reciban en depósito en la 
Tesorería de Aduana, las alhajas que se mencionan. 

Igarzabal. 

DECRETO 

Febrero, 11 de 1840. 

Fase al Señor Gefe de Vistas para qne proceda en el dia de 
la fecha á verificar el contenido del baal de que se trata, deter- 
minando el aforo respectivo de las mercaderías, y fecho pase a] 
Besgaardo á objeto de qae remita á la Tesorería de esta Aduana 
dichas mercaderías para ser allí tenidas en depósito. 

J. Granel. 

AFORO 

Revisadas las alhajas de que trata este expediente considero 
su valor en diez mil pesos y le corresponde el 5 por i 00. 

M. del Sar. 



n 
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SEGUNDO PARTE DEL RESGUARDO 



Muelle de Pasajeros, Febrero 12 de 1890. 

Al señor Oficial del Muelle de Pasajeros, don Pedro M. Rivera. 

Después de mi parte feoha de ayer en que daba cuenta de 
haber encontrado en el equipaje del pasajero del vapor cStutt- 
gart> Don Meyer Lamm un doble fondo conteniendo un con- 
trabandu de alhajas, cuyo detalle lo establezco en el referido 
parte, hoy me he apercibido que el agente de ese vapor señor 
E. Yon Emster, al presentar los manifiestos de entrada de dicho 
vapor al destacamento de ia Bahia, con fecha 11 del corriente 
á las 5 p. m. incluye como carga á la conHÍgnacion del mismo 
Sr. Meyer el baúl en cuestión, declarando contener efectos de 
pasajeros y mercaderías. 

He examinado prolijamente los manifiestos consulares y co- 
nocimientos de la carga general que conduce este vapor, y en 
ninguno de dichos documentos se encuentra incluido en forma 
alguna, el baúl referido, lo que demuestra claramente que di- 
cho baúl 1)0 fué recibido como carga sino como equipaje y que 
en esas condiciones ha sido traido por el vapor hasta el momen- 
to en que la Aduana se apercibió del fraude que contenía. 

Dado este antecedente, debo llamar seriamente la atención 
del Superior, sobre la presentación de los manifiestos de en- 
trada .practicada por el Sr. E. Yon Emster. La detención eje- 
cutada por mi fué el dia iO á las cinco y media p. m. y los 
manifiestos se presentaron á la Aduana el 11 á las cinco p. m. 
es decir, un dia después de haberse descubierto el contrabando 
que se intentaba ejecutar. 

Durante el tiempo transcurrido entre una y otra cosa, el inte- 
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Tesado daeñodel baol, ba tenido tiempo suficiente para obtener 
del agente el permiso necesario para manifestarlo en la forma 
que lo ha becbo, incurriendo tal Tez en un error mayor, quizá 
sin intención por parte del agente, al manifestar un baúl como 
carga, cuando en realidad se ba probado con el baúl mismo con- 
teniendo doble fondo bastante bien disimulado, la intención 
premeditada de burlar la vigilancia aduanera, eludiendo los 
derechos fiscales. 

He creido entrar en estas consideraciones, para abundar en 
mayores datos al respecto, y solicito que esta nota sea agregada 
al sumario que se instruye por la causa enunciada. 

Dios guarde á Y. 

Felipe Vallejos. 

INFORME DEL VISTA 



Muelle de Pasajeros, Febrero 15 de 1890. 



Señor Jefe de Vistas: 



Examinado el baol en que ban Tenido las alhajas, resulta 
efectiyamente con doble fondo, tan bien preparado, que muy 
bien han podido pasar dícbas alhajas desapercibidas para el 
empleado, con perjuicio del fisco. 

Del Sar. 



INFORME DE LA CONTADURÍA 

Muelle de Pasajeros, Febrero 19 de 1890. 

Señor Administrador: 

En el manifiesto general consta manifestado un baúl sin 
marca ni número, con efectos de pasajeros y mercaderías sin 
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declarar que tenga doble fondo 7 en los conocimientos 7 mani- 
fiestos consulares no consta manifestado. 

Lo que viene á justificar la denuncia que hace el empleado 
aprohensor á fojas 4 7 5, de que el mencionado baúl ha sido 
agregado al manifiesto general por los señores agentes, después 
de haberse sorprendido el contrabando que se pretendió introdu- 
cir burlando la vigilancia del Resguardo, 7 con ello los legítimos 
derechos fiscales. 

A juicio de esta Contaduría, lejos de favorecer esto al intere- 
sado lees doblemente per judical, puesto que burlado en su pri- 
mera intentona, pretende más tarde legitimar una operación, 
prevista 7 penada por los artículos 1025, 1026 7 1037 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

L V. Rodríguez. 



DECLARACIÓN DE DON MEYER LAMM BRANDER 



Muelle de Pasajeros, Febrero 23 de 1890. 

En esta fecha compareció el Sr. Me7er Lamm Brander, domi- 
ciliado calle Lavalle núm. 558 7 su intérprete el Sr. Dr. L. A. 
Pe7ret, domiciliado calle Paraná números 158 7 970 7 manifestó 
que era dueño del baúl que ha motivado el parte de foja 1. 

Interrogado si tiene los conocimientos que lo acredite dueño 
de las mercaderías de que se trata, contestó que no tiene el co« 
nocímiento respectivo, por cuanto ha bajado el bulto menciona- 
do en calidad de equipaje. 

Interrogado por qué motivo ha conducido en calidad de equi- 
paje un bulto conteniendo mercaderías, contestó que para ma7or 
seguridad 7 por no conocer las le7es de este pais, que hace 
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presente qne dentro del término legal hizo declaración al agente 
del vapor que se encontraba á bordo, de qne oondncía en nn baal 
nn paqnete conteniendo alhajas y que cree que el agente haya 
agregado al manifiesto ese bnlto, qne hace también presente qae 
al empleado qae practicó la revisacion del balto en el muelle le 
dijo en idioma francés que traia un paquete que pagaba dere- 
chos ; que hace también presente qne antes de que se diera trá- 
mite á los documentos que para el despacho de la mercadería 
presentó en su nombre el despachante don Gabriel Lapuyole, 
solicitó por separado rectificación del valor declarado en los 
documentos de despacho mencionado é ignora el trámite qae 
se le haya dado; que quiere también hacer presente que es la 
primera vez que viene al pais y que no conoce el idioma nacio- 
nal, qae hace también presente que no es cierto de que el baal 
de que se trata contnvieía un doble fondo como se espresa 
en el parte de foja i qoe le fuéleido en este neto, como tampoco 
es cierto lo aseverado por el guarda Sr. Yallejos en lo qne se 
refiere á la declaración hecha ante el agente del Expreso Yilla- 
longa D. Oerman Enorr. 

Interrogado si la manifestación que dice haber hecho al agen- 
te del vapor ha sido designando que el baúl en cuestión conte- 
nía un doble fondOy contestó que no. 

Preguntando si tiene algo que agregar, contestó que no. 

Leida que le fué y no teniendo más que agregar se ratificó en 
su contenido y firmó ante mí:— Solomayor. — Jf. Lamm. — L. 
A. Peyret, 

INFORME DEL RESGUARDO 

Muelle de Pasajeros, Febrero 25 de 1890. 
Señor Administrador : 

De los antecedentes de este sumario se desprende qne el pa- 
sajero D. Meyer Lamm condujo como equipaje un baúl qae se 
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le desoabrió contener nn doble fondo bien disinialado, en 
donde se le encontró las alhajas denunciadas en el parte de 
foja i. 

El hecho en sí queda á juicio del suscrito perfectamente de- 
mostrado por las actuaciones que corren hasta foja 8; y la pre- 
meditación con que se ha llevado á cabo la intentona de defrau- 
dación, la prueba la confesión del referido señor Meyer, respec- 
to á no poder exhibir el conocimiento que lo acredite dueño de 
esas mercancías y la ausencia de manifestación en el manifiesto 
consular. 

En nada puede atenuar la falta cometida el que en el ma- 
nifiesto presentado á la Aduana por el agente de este va- 
por haya sido incluida su manifestación, desde que también 
se ha demostrado que esta doclaracion ha sido hecha des- 
pués de descubierto el contrabando y el baúl descargado en 
tierra. 

He llamado á mi despacho al guarda Sr. Yallejos á fin de in- 
terrogarlo sobre la manifestación que el Sr. Meyer dice haberlo 
hecho sobre la existencia de esa mercadería, y he podido con- 
vencerme plenamente que es incierta la aseveración que en tal 
sentido hace el mismo señor en su defensa. 

La negativa por parte del Sr. Meyer sobre el doble fondo 
existente en el referido baúl, queda destruida con el informe 
del vista Sr. del Sar^ corriente á foja 6 de este sumario. 

Todo esto viene á probar concluyeotemente que si en la revi- 
sacion no se descubre el cuerpo del delito (el doble fondo) se 
hubiera fácilmente burlado la vigilancia de la Aduana y perju- 
dicado los derechos fiscales. 

Y es tanto más censurable este proceder por parte de quien 
lo ejecuta, cuanto que la ley previendo las facilidades que ofrece 
la introducción clandestina de las alhajas y piedas preciosas solo 
las ha gravado con un derecho ínfimo. 

Por estas breves consideraciones soy de opinión que debe 
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aplioarse el máximun de la pena qae establece las Ordenanzas 
de Aduana para los casos de contrabando. 

Febrero 35 de 1890. 

B. Igarzabal. 



ESCRITO DE LAMH 



Buenos Aires, Febrero 28 de 1890. 

Señor Administrador de las Rentas Nacionales, Dr. D. Joaquín 
Granel. 

Meyer 6. Lamm recientemente llegado á este país expone: 
Qae habiendo presentado á la Adnana j tramitado por Conta- 
duría el manifiesto de despacho de nn baúl de mi propiedad 
conteniendo ropas de mi uso y una partida muestra de alhajas 
Talor declarado de 15000 francos oro sellado ó su equivalente en 
moneda nacional, he sido sorprendido por la noticia de que ha 
sido interrumpido el curso de dicho despacho como asimismo 
de una solicitud presentada á esa administración pidiendo en 
tiempo salvar el error de cálculo cometido por mi despachante 
en la declaración de valor, dándosele por causa de la interrupción 
del despacho á que hago referencia, el que la partida de alhajas 
que en dicho manifiesto se declaran, se encuentra detenida por 
un parte del Resguardo. 

Posteriormente he sido llamado á declarar y acompañado de 
mi abogado he hecho una exposición, pero por las preguntas que 
se me han dirigido tengo la convicción de que el sumario es in- 
completo, ó que por lo menos se funda en declaraciones falsas y 
de complacencia. 
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Los hechos han pasado de la manera siguiente : 

El dia 14 de Enero me embarqué en Amberes, en el vapor ale- 
mán cStuttgart» con destino á Buenos Aires, siendo mi primer 
cuidado al instalarme á bordo prevenirle al capitán que en uno 
úe los baúles de mi equipaje traía un paquete conj;eniendo una 
partida de alhajas como muestra comercial de mi industria per-* 
sonal. El capitán me contestó que le advirtiera cuando llegara 
al punto de destino. 

En consecuencia, así que llegó el buque al puerto y luego 
que las respectivas autoridades le dieron la libre plática y pude 
acercarme al capitán le repetí mi anterior manifestación, á lo 
cual contestó que encontrándose á bordo los representantes del 
agente del vapor á quienes me indicó me dírijiera y les hiciera 
la declaración de la mercadería que conducía con mis equipa- 
jes á fin de que cumplieran con las formalidades aduaneras del 
caso. 

Así lo hice inmediatamente. Contestáronme los agentes que 
la visita de Aduana ya se había retirado de á bordo para hacer 
ante ella la declaración, pero que podía desembarcar tranquilo 
presentando y declarando á los primeros empleados del Bes- 
guardo que viera á mi desembarque con mis equipajes, el baúl 
conteniendo el paquete de alhajas, y que la agencia anotaría 
KÜcho bulto en el manifiesto general, conforme á lo establecido 
por las Ordenanzas de Aduana. 

El dia H entre 5 y 6 de la tarde desembarqué con mis 
equipajes é inmediatamente de ser conducidos á la casilla de 
revisacion me presenté al empleado encargado de esa operación, 
é indicándole el baúl donde estaba el paquete con las alhajas, 
le declaré su contenido como ya lo había hecho á bordo. El 
empleado aparentó no comprender el idioma francés y me 
mandó abrir el baúl , lo que hice en el acto y sacando por 
mis propias manos el paquete de alhajas, lo puse en las del 
empleado, pidiéndole lo c^nservaraen calidad de depósito hasta 

T. XI 9 
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que llegara la oportunidad de proceder á sa despaclio según 
me indicaron los agentes. 

£n seguida el empleado citado, que resalta ser el mismo que 
firma el parte que motiva esta exposición, comenzó á revisar 
el baúl, roTolviéndome todas las ropas hasta que al llegar auna 
división que este tiene en el fondo, levantó la tapa y me mandó 
sacar fuera toda la ropa de encima j una cantidad de camisas 
planchadas que en esa división traia colocadas. 

Acto continuo el empleado desenvolvió el paquete que se ha- 
llaba cubierto por ramas de algodón j colocando las alhajas 
en el fondo de la división indicada, llamó á otro empleado, 
asociado al cual condujeron el baúl á otra oficina y en presen- 
cia de un nuevo empleado que parecía ser el Gefe y que según 
informes se llama Bibero ó Rivera, quien me interrogó en idio- 
ma francés acerca del valor de las alhajas. Le declaré ser el 
vahr de fábrica quince mil francos. 

Quise darle mayores esplicaciones y se negó & oírme contes- 
tándome en tono severo, que solo le merecía fe la palabra de 
su empleado, á quien ordenó hiciera un inventario de las al- 
hajas, hecho lo cual las hizo colocar en el baúl, formando un 
pequeño atado. Me ordenó le echara llave, diciéndome que 
allí quedaban seguras y depositadas, obligándome á llevar suel- 
tas las ropas de mi equipaje. 

En seguida me dijo que podía retirarme. 

En cuanto al testimonio del agente del «Expreso Yillalonga» 
que con singular aplomo cita en el parte que se me ha leído en 
la oficina de sumarios, observo, señor Administrador, que es 
completamente falso. Lo compruebo con la declaración escrita 
que acompaño de ese agente, donde consta que se le ha arranca- 
do una deposición que no ha hecho. 

Estoy seguro que si este señor fuera llamado á declarar, no 
se ratificaría en el parte de Yallejos. 

Por lo demás, la declaración del agente del vapor, que acom- 
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paño juntamente con el recibo por pago del flete del banl, po- 
drán convencerá Y. qne he estado muy lejos de intentar intro- 
ducir de contrabando esas mercaderías. 

Observo también, que si hubiera tenido interés en ocultar 
las mercaderías no las hubiera hecho declarar en el maniñesto del 
vapor. La operación hubiera sido fácil y tratándose de un bulto 
tan pequeño me hubiera servido de mis bolsillos y no lo hubie- 
ra declarado al capitán del buque, al agente, al empleado de 
Villalonga, al mismo guarda Yallejos. 

Haré notar también que hasta ridículo me parece que se me 
acuse del delito de contrabandista de alhajas, cuando el derecho 
de cinco por ciento es tan insignificante que verdaderamente no 
merece la pena introducir las mercaderías en la forma citada. 

Resulta, pues, de todo lo expuesto y de mi declaración del su- 
mario, que el empleado Yallejos pretende hacerme víctima de 
un abuso inicuo, inventando al efecto un baúl de supuestos do- 
bles fondos, donde solo existe una división sin disimulo ni arti- 
ficio de ningún género, como fácil le será comprobarlo al señor 
Administrador por la simple inspección ocular. 

Por todo lo expuesto, vengo á solicitar del Señor Administra- 
dor se sirva mandar sobreseer el parte del empleado Yallejos y 
decretar á la brevedad posible el despacho de mis mercaderías, 
previo pago de derechos y asimismo solicito se dé cl curso que 
corresponda á la solicitud de enmienda de declaración de valor 
á que antes he hecho referencia, en virtud de que las mercade- 
rías detenidas se hallan debidamente manifestadas, como lo de- 
terminan las Ordenanzas en el artículo 838. Es justicia etc. 

Jf. Latntn. 
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DECLARACIÓN DE KNORR 



Bueoos Aires, Febrero 30 de 1890. 

I"* Declaro por la presente que el día que bajó del vapor «Stnlt- 
gart> el pasajero Meyer Brander Lamm le serví de intérprete en 
el maelle de pasajeros, por cnanto no sabía hablar castellano; 
que habiéndole hecho varias preguntas en alemán, dolante del 
empleado Yallejos, este me contestó en holandés, por lo que no 
pude comprender claramente lo que me respondió y supongo 
que este á su vez no me comprendió. 

2^ Que cuando vine á servir de intérprete á Lamm esle ya ha- 
bía abierto el baúl y presentado las mercaderías al empleado, 
por lo cual no me es posible declarar si tuvo la intención de in- 
troducirlas clandestinamente. 

3<^ Declaró también que el guarda Yailejos me hizo firmar 
una declaración que no conozco, porque no la leí ni me fué leida. 

H. Knorr. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Muelle de Pasajeros, Marzo 3 de 1890. 

Yistos y resultando : 

Que con fecha 5 de Febrero último el Kesguardo dio cuenta 
que habiéndose presentado á la revisacion un baúl que su con- 
ductor manifestó contener equipajes, resultó tener aquel un do- 
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ble fondo j dentro de este diez pulseras, veintitrés prendedores, 
seis relojes, doce pares rosetas, veinte j un anillos y ocho alfile- 
res para corbata, que por el examen practicado anteriormente 
resaltó ser todo de oro. 

Que llamado á declarar el que se presentó como dueño de dicho 
banl, D. Meyer Lamm, ha expuesto en presencia de su abogado 
el Dr. D. L. A. Peyret que le sirvió de intérprete, que dicho baúl 
lo bajó de á bordo en calidad de equipaje y que por consiguiente 
no tenía el conocimiento respectivo que lo acreditara dueño de 
la mercadería. Interrogado por qué motivo ha conducido en 
calidad de equipaje un bulto conteniendo mercaderías, contestó 
que para mayor seguridad y por no conocer las leyes del país. 

Que no obstante de la clara y categórica declaración del inte- 
resado de que dicho baúl lo ha conducido en calidad de equipaje 
aparece este manifestado en el manifiesto general pero no así 
en el consular con que se formalizó la entrada del vapor con- 
ductor. 

Que según lo expuesto á foja... dicho bullo ha sido agrega- 
do al manifiesto después que el Resguardo aprehendió las men- 
cionadas alhajas. Que esto mismo so desprende de la declara- 
ción de foja... y de lo expuesto en el escrito de foja... 

Que por el examen que se ha hecho de dicho baúl resulta que 
este tiene dolle fondo como se espresa en el informe pericial de 
foja... que dice: c Examinado el baúl en que han venido las 
« alhajas, resulta efectivamente con doble fondo, tan bien prepa- 
€ rado, que muy bien han podido pasar dichas alhajas desaperci- 
«bidas para el empleado, con perjuicio del fisco». 

T considerando : 

Que el bulto ha sido conducido á este puerto y desembarcado 
en calidad de equipaje y sin la observancia correspondiente para 
mercaderías, y que si bien figura en el manifiesto general^ 
resulta también comprobado que ha sido agregado después de 
conocida la infracción por el Resguardo. 
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Que segan la constacte jurisprudencia establecida por la Sa- 
prema Corte en la interpretación del artículo 846 de las Orde- 
nanzas de Aduana, no se puede hacer alteración en el manifiesto 
después que la Aduana se haya apercibido de la infracción co- 
metida, aún en los casos de que la mercadería permanezca i bor- 
do 7 mucho menos ouando ella ha sido puesta en tierra como en 
el presente caso, pues al final del citado artículo se establece que 
« Tenida la carga á tierra, las mercaderías mal manifestadas 
€ quedarán sujetas alas penas establecidas para los excesos 6 
€ faltas sobre los manifiestos generales de los buques de vela». 

Que está comprobado q^ue la mercadería ha Tenido en doble 
fondo, perfectamente arreglada para disimular su existencia en 
el acto de la roTisacion. 

Que todo lo expuesto en los escritos presentados por el inte- 
resado ó dueño de la mercadería, carece de importancia como 
justifícatiYO de su proceder obserTado, por cuanto aquellos han 
sido hechos con posterioridad al descubrimiento de la infracción 
cometida y en consecuencia no tiene valor probatorio. 

Por estos fundamentos resuelvo, con arreglo á los artículos 
i025, 1026 y 1037 de las Ordenanzas de Aduana, declarar caídas 
en comiso las mencionadas alhajas. Hágase saber, pase á Conta- 
duría á sus efectos y repóngase los sellos. 

J. Granel. 

VISTA FISCAL 

Señor Juez : 

El hecho que ha originado esta causa es el haberse pretendido 
pasar como equipaje un baúl de doble fondo, según los empleados 
de la Aduana, con división según el recurrente, el que contenía 
en la parte superior ó Tisible ropas y en la otra alhajas. 

La regla general es que cuando se presentan á despacho como 
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equipajes, mercaderías que no puedan considerarse como tales, 
debe obligarse á los interesados á que las descarguen y despa- 
chen como mercaderías (artículos 214 y 228 de las Ordenanzas 
de Adnana) . 

Pero este caso no ha podido ni debido resolverse á mi jaicio 
con sujeción á este precepto, sino á los inTocados en la resola- 
cion administrativa cuya reposición se pide. 

La intención, más aun, lá resolución de defraudar la renta 
fiscal eludiendo el pago de los derechos aduaneros y el hecho 
mismo que constituye la defraudación aparecen comprobados, 
y ciertamente las disposiciones que he recordado no han sido 
establecidas para que á su amparo puedan escapar á la sanción 
prescripta por las Ordenanzas los infractores tomados precisa- 
mente en el momento de llevar á cabo la infracción. 

Si no hubiera como hay, una serie de circunstancias reunidas 
y ligadas entre sí que constan del sumario y que no las enume- 
ro por estar mencionadas en la resolución administrativa cuya 
importancia jurídica no es posible desconocer, bastaría la forma 
nada común del baúl con doble fondo ó con división, el valor de 
las alhajas, y el no haberse hecho una declaración esplícita de su 
contenido que no autorizara á dudar cuando menos de la buena 
fé del que la hacía, para pensar en el sentido que dejo espuesto. 

Si esas circunstancias pueden considerarse simplemente como 
presunciones según se desea y sostiene en el escrito de foja 32, 
esto no sería motivo suficiente para que la resolución condena- 
toria careciera de base legal, en razón de que puede condenarse 
en materia penal por presunciones ó indicios (artículos 357 y 
358 del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

En mérito de estas consideraciones soy de dictamen que 
V. S. debe confirmar la resolución recurrida. 

Mayo 14 de 1889. 

J. A. Viale» 
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Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Julio 5 de 1890. 

Autos y vistos: el presente recurso interpuesto por Don Me- 
yer Lamm, recurriendo de una resolución del Administrador de 
Bentas Nacionales, y resultando que la infracción motÍYO de 
esta apelación consiste en haber presentado á despacho por el 
muelle de pasajeros como si fuera equipaje, un baúl en el cual 
se encontraban alhajas, lo que dio origen á que el Resguardo de 
dicho punto pasara el parte de foja 1 , y á la resolución del Ad- 
ministrador, corriente á foja i2, declarando caida en comiso 
dicha mercadería. 

Y considerando: 1® Que de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 218 de las Ordenanzas de Aduana, cuando se presenta 
á despacho como muestras, encomiendas ó equipajes, bultos de 
mercaderías que no deban considerarse como tales por las Orde- 
nanzas, se anularán los permisos y se obligará á los interesados 
á descargarlos con sujeción á las formalidades y penas estable- 
cidas para esta clase de operaciones. 

2^* Que las formalidades á que este artículo se refiere no pue- 
den ser otras que las determinadas anteriormente en el artículo 
214 de las mismas Ordenanzas, es decir, obligar á los interesa- 
dos á presentarse á la oficina de Registro, con un manifiesto de 
despacho en papel sellado y dos copias en papel común deta- 
llando ó no el contenido según está determinado para los despa- 
chos en general, según que se conozca ó se ignore su contenido, 
y las penas en que debe incurrirse serán las que correspondan 
según resulte de este despacho en debida forma á que se obliga 
al solicitante. 



DE JUSTICIA NACIONAL 137 

3^ Que de acuerdo con estas disposiciones y no padiendo con- 
siderarse como una infracción, la simple manifestación de mer- 
caderías como muestras ó equipajes en la forma en que aparece 
en este caso, lo que corresponde es anular los permisos concedi- 
dos para despacho como muestras 6 equipajes y exigir el cum- 
plimiento de las formalidades á que se refiere el artículo 218 de 
las Ordenanzas, de las cuales resultará ó no lugar á la aplicación 
de pena según el caso. 

Por estos fundamentos: fallo revocando la resolución del 
Administrador de Aduana, corriente á foja..., y en consecuen- 
cia, devuélvase este espediente á efecto de qne se resuelva, pre- 
vias las formalidades establecidas por las Ordenanzas, otor- 
gándose las apelaciones en los casos en que procedan. 

Hágaise saber, repónganselas fojas, pásese con oficio al señor 
Administrador de Aduana para su cumplimiento y notifíqueso 
con el original. 

Andrés Ugarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 3 de 1890. 



Suprema Corte de Justicia : 



He estudiado detenidamente el sumario que la Aduana ha 
levantado al señor Meyer B. Lamm, con motivo de unas alha- 
jas que traía en un baúl que fué presentado para su revisacion 
en el muello de Pasajeros; y he adquirido la convicción de que 
no hay motivo para continuar este juicio y de que debo desistir, 
en consecuencia, de la apelación deducida á foja 48. 
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El señor Lamm afirma en sas escritos de fojas 16 y 32, qae 
manifestó al Capitán del vapor y al agente, que el baol de qae 
se trata contenía nn paquete de alhajas; y el certificado de 
foja 20 y el recibo de foja 21, demuestran conclnyentemente, 
á mi juicio, que tal hecho es cierto. 

Se dice por el guarda Yalléjos, que el señor Lamm, trató de 
ocultar las alhajas (parte de f. 1), y cita en su apoyo la decla- 
ración del agente del señor Yillalonga Don Germán Enorr, pero 
tal aseveración está desvirtuada por los documentos que acabo 
de citar (fojas 20 y 21), que revelan que no ha habido intención 
de defraudar las rentas fiscales, y por la declaración del señor 
Knorr (f . 22), que niega el hecho que se le imputa. 

A la palabra del señor Vallejos, que afirma que el señor 
Lamm, declaró que el baúl en cuestión solo contenía ropa de 
uso, se opone la del señor Lamm, que el mismo presentó las 
alhajas, y la declaración del mencionado señor Enorr, donde 
dice : c que cuando vino á servir de intérprete á Lamm, este ya 
había abierto el baúl, y presentado las mercaderías al em- 
pleado » . 

No son aplicables, á mi juicio, las disposiciones que se citan 
en la resolución de foja 12, del señor Administrador de Rentas, 
y sí, lo que dispone el artículo 218 délas Ordenanzas de Adua- 
na que cita en su sentencia el Juez a quo. 

Pido por lo tanto á Y. E. que estas actuaciones sean devuel* 
tas al Juzgado Federal, para que proceda como corresponde. 

Antonio E. Molaver. 
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Fallo de la Suprenia Corte 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1890. 

Vistos: Resulta de estos autos que con fecha ouce del mes 
de Febrero último, el Guarda de Aduana Don Felipe Yallejos, 
dio cuenta al oficial respectivo del Resguardo de la Capital, que 
habiéndosele presentado el dia anterior para su revisacion un 
baúl de equipaje perteneciente al pasajero del vapor alemán 
StuUgart, procedente de Bromen, Don Mejer Lamm, indicán- 
dosele por este en pr'^sencia de un empleado del « Expreso Na- 
cional», no contener sino ropas de uso, hecha yerifícaciqn, 
encontró que dicho baúl contenía un doble fondo perfectamente 
disimulado, y dentro de él, las joyas y mercaderías de este 
ramo, que se detallan en el parte de foja una, y que venidas á 
tierra irregularmente en la forma indicada, se hallaban en el 
caso previsto y penado por los artículos mil veinte y cinco y 
mil veinte y seis de las Ordenanzas de Aduana. 

Qué este parte fué ampliado al dia siguiente por el empleado 
denunciante, manifestando haberse apercibido que el agente del 
vapor StuUgárt, señor K. YonEmster, al presentar al Resguar- 
do los manifiestos de entrada de dicho vapor, hecho que tuvo 
lugar el dia anterior á las cinco pasado meridiano, incluía como 
carga á la consignación del espresado señor Lamm, el baúl en 
cuestiun, declarando tener efectos de pasajeros y mercaderías; 
que examinados sin embargo prolijamente los manifiestos con- 
sulares y conocimiento de la carga general de dicho vapor, no 
se encontraba incluido en forma alguna en ellos, el baúl refe- 
rido, lo que demostraba claramente que dicho baúl no había sido 
recibido en el vapor como carga sino como equidaje, y que en 
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esas condiciones había sido trasportado y mantenido hasta el 
momento en que la Aduana se había apercibido del fraude ; que 
este, en efecto, se había descubierto y denunciado, deteniéndose 
y embargándose los objetos materia de la denuncia^ el dia diez ¿ 
las cinco y media pasado meridiano, y los manifiestos se habían 
presentado á la Aduana el dia once á las cinco pasado meridiano ^ 
es decir, un dia después de descubierto el contrabando, y que 
en este intervalo de tiempo había podido muy bien el interesado 
dai los pasos necesarios para obtener del agente del vapor el 
permiso de manifestar el baúl en la forma en que aparecía he- 
chOy y que dicho agente había quizá concedido procediendo de 
buena fé en el caso. 

Que ordenada la formación del correspondiente sumario, y 
pasado el espediente á informe do la Contaduría de la Aduana 
y gefe de Vistas, á fin de averiguar si en los conocimientos res- 
pectivos y en el manifiesto general y consular de la carga del 
vapor StuUgart, aparecía ó no manifestado el baúl denunciado, 
y comprobar la existencia del doble fondo atribuido al mismo, 
se produjeron los informes de fojas seis y ocho^ del primero de 
los cuales aparece que el baúl contiene efectivamente un doble 
fondo bien preparado y posible de pasar desapercibido, y del 
segundo, que solo se hallaba él indicado en el manifiesto gene- 
ral y no en los conocimientos ni en el manifiesto consular del 
buque, lo que, á juicio del empleado informante, demostraba 
que dicho bulto se había incluido en aquel documento solo 
después de descubierto el fraude y para salvar únicamente las 
responsabilidades inherentes al mismo. 

Que llamado en seguida á dar esplicaciones al respecto Don 
Meyer Lamm, se escuso de los cargos que se le imputaban, negan- 
do la existencia del doble fondo atribuido al baúl en cuestión, 
negando igualmente haber declarado que él contuviera solo ro- 
pas de uso en el momento de su presentación al Resguardo, y 
afirmando por último, que oportunamente hizo declaración al 
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agente del vapor, á la sazón á bordo, de las alhajas deque era 
portador ; que declaró igualmente esto, al empleado que hizo la 
leTisaciondel bulto en el muelle de Pasajeros, espresándole en 
idioma francés que traía mercaderías por las que debía abonar 
derechos ; que si condujo estas en calidad de equipaje y no 
«orno mercaderías, fué solo para mayor seguridad y por no cono- 
eer las leyes del país ; y, por último, que no podía presentar ni 
tenía conocimiento alguno en su poder, por la razón espuesta de 

haberlas conducido como equipaje. 
Qoe estos descargos fueron posteriormente reproducidos y 

ampliados por el interesado á foja diez y seis, insistiendo en 
su afirmación de haber declarado ante el Besguardo, las mer- 
caderías en cuestión, y acompañando en (comprobación de sus 
asertos los documentos simples que corren á fojas veinte y 
veinte y dos, el primero délos cuales es un certificado que apa- 
rece espedido por poder de Don E. Yon Emster y fechado en 
doce de Febrero último, es decir, dos dias después del hecho á 
que se refiere el parte de foja una, haciendo constar que á bordo 
del vapor SluUgarl^ el señor Meyer declaró tener un baúl con 
alhajas, el cual quería se manifestara como carga para su debido 
despacho, contestándosele que se manifestaría; el segundo, un 
recibo por flete de dicho baúl, que se espresa no tener marca ni 
número y contener ropas de uso y mercancías, fechado en la 
rada de Buenos Aires á diez del mismo mes de Febrero ; y el 
tercero, una declaración suscrita por Don H. Enorr, manifes- 
tando: primero, que el diaque desembarcó el pasajero Don Meyer 
Lamm^ concurrió á servirle de intérprete en el muelle de Pasa- 
jeros, por cuanto no sabía aquel hablar idioma español, y que 
habiéndole hecho varias preguntas en uleman dolante del em- 
pleado Yallejos, le contestó dicho Lamm en holandés, por lo 
-cual no pudo comprender claramente lo que le respondía, y su- 
pone que tampoco fué comprendido de aquel ; segundo, que 
<;uando se acercó á prestar aquel servicio, Lamm había ya 
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abierto el baal y presentado las mercaderías al empleado, por 
lo cnal no puede decir si tuyo ó no él la intención de introdu- 
cirlas clandestinamente ; y tercero, que el guarda Yallejos, le 
hizo firmar una declaración cuyo contenido no conoce, porque 
no la leyó ni le fué leida. 

Que con estos antecedentes se dictó la resolución administra- 
tiva que corre á foja doce, por U cual se condena al espresado 
Lnmm, á la pena de comise délas mereaderías enunciadas, ha- 
ciéndose mérito para ello de la disposición de los artículos 
ochocientos cuarenta y seis, mil veinte y cinco, mil veinte y seis 
y mil treinta y siete de las Ordenanzas de Aduana. 

Que recurrida en seguida esta resolución ante la justicia fe- 
deral, fué ella revocada por la del Juez de Sección que corre 
á foja cuarenta y seis, que apelad» á su vez por el Procurador 
Fiscal, ha sido traida ante esta Suprema Corte, en virtud de 
tal recurso de que ha desistido posteriormente el señor Procu- 
rador General. 

Y considerando: Que aún admitiendo como cierto el hecho 
afirmado por el demandado de haber declarado verbalmente ante 
el Resguardo en el momento de su visita y de la verificación y 
revisacion de su equipaje las mercaderías que dan lugar á este 
proceso, tal hecho no lo escusa sin embargo de responsabilidad 
ni lo exime de pena del punto de vista de las leyes fiscales apli- 
cables al caso. 

Que la declaración hecha en tal forma y en tal oportunidad, 
si puede, en efecto, reputarse bastante por vía de tolerancia con 
arreg'o á los artículos doscientos cinco y doscientos diez y 
ocho de las Ordenanzas de Aduana, tratándose de objetos que 
pueden encontrarse y que se encuentran comunmente en el 
equipaje de un viajero, sin ser sin embargo de los de uso pro- 
piamente dicho, no es suficiente ni puede considerarse tal, 
tratándose de mercaderías, que tienen un valor y un destino 
esencialmente comerciales y son evidentemente un objeto de 
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especulación, las que no se hallan en el caso de las disposiciones 
escepcionales de los artícnlos ciento noTenta y nneve y siguien- 
tes de las Ordenanzas de Aduana, y no es permitido^ por lo mis- 
mo, introducir en calidad ni entre los artículos y dentro de un 
bulto de equipaje, ni desembarcar sino con el permiso y con 
sujeción á las formalidades proscriptas por las Ordenanzas 
para las de su clase, es decir, mediante una declaración por 
escrito ante la Aduana y no Terbalmente ni en el momento solo 
de la veriñcacion. 

Que no consta ni aparece de hecho alguno, por otra parte, la 
verdad de la manifestación alegada por el recurrente, no exis- 
tiendo otro antecedente á tal respecto que el de su palabra sola, 
sostenida en contraposición á la del empleado que denunció el 
hecho porque se le ha penado. 

Que los documentos simples de fojas veinte y veinte y una, 
no bastan á suplir el requisito omitido, porque ellos no demues- 
tran otra cosa que el hecho de haberse incluido á última hora 
por pedido del interesado las mercaderías en cuestión en el ma- 
nifiesto general del buque, y ello ya sea que se verificase antes 
ó después de la revisacion de dichas mercaderías y de compro- 
bado el hecho que da lugar á la causa, lo que no consta clara- 
mente de autos, no dispensaba ni podía dispensar al interesado 
de hacer la debida manifestación de aquellas ante la Aduana^ 
tanto más cuanto que no venían ellas acompañadas de conoci- 
miento alguno ni se hallaban incluidas en el manifiesto consu- 
lar que sirvió al buque para formalizar su entrada á este puerto, 
y en el cual y no puramente en la relación general de los bultos 
ó pacotilla de marinería^ pasajeros, etc., debieron ser anotadas 
con arreglo á los artículos treinta y uno, ochocientos treinta y 
siete y ochocientos treinta y ocho de las Ordenanzas de 
Aduana. 

Que la disposición del artículo doscientos diez y ocho de dichas 
Ordenanzas, en cuanto ordena que cenando se presenten á des- 
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pacho como maestras, encomieadas ó equipajes, bultoá de mer- 
cancías que no deban considerarse como tales por estas Ordenan- 
zas, se anularán los permisos j se obligará á los interesados 
á descargarlos y despacharlos como mercaderías, con sujeción 
alas formalidades y penas establecidas para estas operaciones », 
no es de aplicación en el presente caso, pomo tratarse de bultos 
sueltos y distintos, presentados á la verificación, que nunca 
pueden escapar á la inspección fiscal y que por su sola forma ó 
esterioridad pueden servir á los efectos que en dicho artículo se 
indica, sino de mercaderías venidas dentro de las ropas de uso 
propio y privado del introductor y en el baúl mismo de estas, 
hecho que sin el examen é inspección fiscal pudo en el caso y 
puede en general hacer imposible el conocimiento de su existen- 
cia é impracticable las medidas prescriptas por la disposición 
de dicho artículo. 

Que en las Aduanas de la República, según el artículo mil 
veinte y cinco de las Ordenanzas citadas, es considerado como 
fraude y por consiguiente materia de pena, toda falta de requi- 
sito, toda falsa declaración ó todo hecho que despachado en 
confianza por ellas, ó que pudiendo pasar desapercibido, sea 
susceptible de producir menos renta de la que legítimamente 
se adeude, cualquiera que sea la buena fé del autor, y. habida 
CQuaideracion solo á la existencia material del hecho de la con- 
travención. 

Que no se opone finalmente á la aplicación de la penalidad 
que surge de estas disposiciones, el hecho del desistimiento en 
esta segunda instancia, por el señor Procurador General, de 
la apelación interpuesta por el Procurador Fiscal en la primera, 
porque siendo la acción pública esencialmente inalienable, si el 
Ministerio público puede y debe concluir en el sentido de la 
absolución del procesado, toda vez que entienda que así corres- 
ponde en justicia, no puede sin embargo, desapoderar á los tri- 
bunales por su solo hecho, del conocimiento y prosecución 
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de dicha acción, una toz intentada, ni están aquellos obligados 
en consecncncia, á aceptar sa renuncia ó desistimiento, si el 
interés déla justicia les exige, ásu juicio, continuar conociendo 
en la causa. 

Por estos fundamentos y de conformidad además, á la disposi- 
ción de los artículos mil treinta y siete, mil cincuenta y siete y 
mil cincuenta y ocho de las Ordenanzas de Aduana : se reyoca 
la sentencia apelada de foja cuarenta y cinco^ y se confirma la 
resolución administrativa de foja doce. Bepónganse los sellos 
y dcTuélvase este espediente para su ejecución. Notifíquese con 
el original. 

benjamín VIGTORICA. — FEDERICO 
IBARGUREN. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 



T. XI 10 
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CAUSA CliXXTII 



Don Nicolás Rodríguez contra el Dr. D. Práxedes Miguez, por 
cobro de pesos; sobre recurso de apelación. 



Sumario. — £1 auto citando alas partes á audiencia Yerbal á 
los efectos del artículo 102 de la ley de procedimientos, y para 
tratar previamente sobre un arreglo amistoso, no es apelable. 



Caso. — El Dr. D. Eleodoro Lobos, por el Dr, D. Práxedes 
Miguez, presentó á la Suprema Corte, el siguiente escrito de 
recurso: 

Exma. Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

Eleodoro Lobos, por el Dr. Práxedes Miguez, en recurso de 
queja de un auto dictado el 20 de Agosto último por el Juez de 
Sección ad-hoc de San Luis, en un juicio que por cobro de pesos 
ha entablado á mi representado D. Nicolás Rodríguez, de esa 
Capital, en virtud de la adjunta escritura de mandato, y consti- 
tuyendo domítilio en la calle Moreno 535, á Y. E. en la mejor 
forma, digo: 

Que mi representado, Juez Federal de San Luis, ha sido de- 
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mandado en juicio ordinario por cobro de pesos, como he dicho, 
ante el Juez Federal especial designado con tal motivo en dicha 
Sección, Dr. Cristóbal Pereyra, y habiendo opuesto oportu- 
namente las escepciones de incompetencia de jurisdicción y de 
falta de personalidad en el demandante, el Juez especial men- 
cionado, sin declararlo de una manera espresa y apartándose 
del trámite de ley, resolvió no hacer lugar á ellas, con lo que in- 
currió en injusticia y causó á mi mandante gravamen irrepara- 
ble. Apeló en esta virtud y dijo de nulidad el Dr. Miguez. del 
auto que importaba ejercer jurisdicción y reconocer personali- 
dad al actor, y fueron denegados esos recursos. 

El auto objeto de la apelación y nulidad deducidas, es de fe- 
cha 20 de Agosto último, como también lo dije en el exordio. 

Por todo esto : 

A y. £. respetuosamente pido, de acuerdo con el artículo 229 
de la Ley de Procedimientos, concordante con el artículo 6^ 
inciso 2 de la Ley de Jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales Nacionales, se sirva : 

I"" Tenerme por representante del Dr. Práxedes Miguez, con 
el domicilio constituido ; 

2^ Haber por deducido en tiempo y forma el recurso de queja 
ante V. E. del auto mencionado del Juez especial de Sección de 
San Luis, denegatorio de los recursos; y 

3^ Ordenar á dicho Juez especial remita los autos originales 
y suspenda todo procedimiento hasta que V. E. resuelva, como 
lo pido de nuevo, que otorgue los recursos de apelación y nulidad 
denegados. 

Interpuestas escepciones dilatorias y pendiente la resolución 
de última instancia, el juicio no anda y nada puede obstar á la 
remisión de los autos originales, que dejo solicitados. 

Pido costas. Todo por ser de estricta justicia, etc. 

Eleodoro Lobos. 
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INFORME DEL JUEZ FEDERAL (ad hoc) 

Exma. Suprema Corte Nacional: 

Don Sinivaldo Vidal, por D. Nicolás Rodrigaez, con poder 
bastante^ se presenta al Juzgado Seccional de San Luís, en de- 
manda contra el Dr. D. Práxedes Migaez, por la cantidad de 
ochocientos veinte pesos y un centavo nacionales y los intereses 
que se devenguen, fundado en que no obstante requisiciones 
amistosas, no ha podido conseguir el pago de dicha cantidad, 
procedente de mercaderías tomadas por Miguez y su familia en 
diversas épocas, de su casa de negocio, que tiene el Sr. Rodrí- 
guez establecida en esta ciudad. 

Por un € otrosí > ofrece información sumaria de testigos en 
los señores Procurador D. Lúeas Olguin y Escribano Público 
D. Emiliano Luque, para acreditar que el caso es de jurisdicción 
nacional. Después de un trámite especial para que entre á cono- 
cer un Con juez, el segundo de la lista de abogados de ésta, por 
inhibición del titular Dr. Miguez, por ser él el demandado, y 
escusacion del primer Conjuez Dr. Juan A. Barbeito, por tener 
amistad íntima con el demandante, el suscrito provee lo si- 
guiente : 

San Luis, Julio 4 de 1890. 

Por recibida con el espediente de su referencia, agregúese 
Proveyendo á la demanda, téngasele por presentado y por parte 
del demandante D. Nicolás Rodríguez, en mérito del poder 
acompañado, que se admite en cuanto ha lugar en derecho. Alo 
principal, á su tiempo ; al otrosí, admítese la información ofre- 
cida de testigos, y desígnase la audiencia del dia siete del co- 
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Tríente á horas de despacho, para la declaración de aquellos. — 
Pereira. 



A foja 10 corre un escrito del Sr. Vidal, en que pide: qaese 
señale otro dia para la audiencia, en que han de declarar los 
testigos 7 se le mande notificación á estos para que concurran, 
por no haber podido él conseguir un comparendo al Tribunal, 
bajo apercibimiento. 

£n el mismo dia se provee por el suscrito lo siguiente : 

San Luis, Jalío 12 de 1890. 

Señálase para el dia quince, alas 3 p. m., la audiencia, debién- 
dose notificar por el actuario, como se pide, á los testigos, bajo 
apercibimiento legal á aquellos. — Pereira. 

Notificáronse los testigos y taparte en forma, por el actuario. 

El dia designado (15 de Julio) comparecieron los testigos 7 
fueron examinados por el Juez en forma de derecho. En seguida, 
se proveyó el auto siguiente : 

Saa Luis, Julio 19 de 1890. 

Atento el mérito de la precedente información de testigos, 
en que consta ser extranjero el demandante D. Nicolás Rodrí- 
guez, representado por D. Sinivaldo Vidal, 7 ciudadano argen- 
tino el demandado Dr. D. Práxedes Mignez, 7 que el caso está 
comprendido en el articulo 8 de la Le7 de Justicia Nacional de 
14 de Octubre de 1863 ; declárase el presente caso de la juris- 
dicción nacional de esta Sección. En su consecuencia, córrasele 
traslado conforme á la 107 7 por su término al demandado, de 
la demanda de fojas 676, que se admite en cuanto por derecho 
hubiere lugar. — C. Pereira. 
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Notificado el demandante, se corrió traslado al demandado el 
veinte y dos de Julio corriente. 

El veintinueve del propio Julio, de fojas 14 á 17, el deman- 
dado Dr. Miguez por sí, se espide, consignando en el exordio 
estas palabras:... cQue haciendo oso de la facnltad que me 
acuerdad artículo 72 de la Ley de Procedimientos, propongo las 
escepciones de falta de personalidad en el demandante y de in- 
competencia de jurisdicción, sobre la que formo artículo de pre- 
vio y especial pronunciamiento.» 

Funda el Dr. Miguez su primera escepcion en varias conside- 
raciones^ las principales : en que las cuentas que cobra Nicolás 
Bodriguez no son de éste, sino de la razón social de Rodríguez, 
Tereso y C", y funda, sogun la ley de comercio en largas expo- 
siciones, citas y verificaciones de fallos diversos de la Suprema 
Corte, el caso, para negarle á Bodriguez el derecho de demandar 
cuentas de otra casa, y pedir en consecuencia que se le rechace 
con costas. Exposiciones que no son pertinentes al informe actual. 

Funda la segunda escepcion en las palabras siguientes: 

c Por lo que respecta á la escepcion de incompetencia, Y. S. 
sabe que por la Ley de Procedimientos, la jurisdicción do los 
Tribunales y Juzgados Nacionales, no es prorogable sobre per- 
sonas y cosas ajenas de ella, y que enlos casos del artículo2^ de 
la misma, el demandante deberá presentar con la demanda, do- 
cumentos 6 informaciones que acrediten qiie el ocurrente entra 
en la jurisdicción nacional. > 

cBien, pues, en ausencia de documentos, el demandante ha 
producido la prueba supletoria que se vé de foja... á foja... va- 
liéndose para el efecto de dos testigos. El primero de ellos afirma 
que por ser público y notorio sabe que el señor Bodriguez es 
español y argentino el demandado. Sobre ser ambigua esta 
declaración, pues no se contrae á hechos ciertos y determinados, 
refiriéndose solo á una notoriedad que tampoco esplica, el ca- 
pónente no da razón de su dicho individual. » 
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Fanda esta aseveración en varias citas, que no es del caso 
transcribir. 

Dice en seguida c el segundo testigo de oídas, lo mismo que 
el anterior, esto es, que es español el demandante y argentino el 
demandado, aseverando enseguida, haciendo suya la referencia, 
agrega que por su parte no duda que ello sea cierto » . 

Con oitas de leyes y casos sigue el Dr. Miguez argumentan- 
do, para probar que las declaraciones de los testigos son irre- 
gulares y por consiguiente, de ningún valor legal, pidiendo en 
conclusión que el señor Juez ad hoc se sirva deferir á su solici- 
tud, con costas. 

Se proveyó á este escrito, lo siguiente : 

San Luis, Julio 30 de 1890. 

De las excepciones propuestas, traslado por el término de la 
ley, y autos. — Pereira. 

Notificadas las partes, se corrió traslado en la misma fecha á 
la parte de Bodriguez. 

El dos de Agosto se espidió éste, del modo siguiente : 

Se queja con estrañeza del procedimiento del Dr. Miguez, 
después de haberle guardado multiplicadas consideraciones, es- 
perándolo para el pago de la deuda, y esponiendo que siempre 
66 ha conducido así, escepcionándose en todos los jnicios de 
igual naturaleza, que se le siguen por varias otras personas en 
los Tribunales de la Provincia, en lugar de ir al fondo de la 
cuestión, cuando no niega sus deudas, ni las paga, presentándo- 
se con dilaciones. 

Bechaza el cargo de que debiendo ser la demanda á nombre 
de Bodriguez, Teresoy C*, se presenta al de Nicolás Bodriguez, 
j dice : que no hay mérito para la escepcion de falta de persone- 
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ría de éste, porque si bien es cierto que después de c Nicolás 
Bodriguez > la misma casa tomó el nombre de Bodriguez, Tere- 
so y C% fué solo por un acto privado, que no llenó ninguna de 
las formalidades de una verdadera sociedad, ámás de que se di- 
solvió esta sociedad privada, privadamente también, cargando 
Nicolás Bodriguez con los créditos activos y pasivos de la casa 
Bodriguez, Tereso y €^, como lo probaría á su tiempo; y pide 
no se le admita tal escepcion. 

Bcspecto de la segunda escepcion, la de incompetencia de ju- 
risdicción, dice : 

Que el cargo sobre que las declaraciones de los testigos no 
constatan la nacionalidad del demandante y del demandado, es 
completamente inexacto^ no solo por ser público y notorio lo ase- 
verado por los testigos, sino porque la resolución de 19 de Julio 
del año corriente declara el caso de jurisdicción federal, por 
constar así de las declaraciones de los testigos señores D. Emi- 
liano Luque y D. Lúeas Olguin. 

Galiñca además á esta escepcion de ridicula é improcedente, 
porque de un auto, decreto ó resolución de un Juez, jamás se ha 
visto ni oido decir que se le oponga una escepcion, como lo ha- 
ce en el presente el Dr. Miguez, y espresa que lo pertinente ha- 
bría sido, si el demandado creyó realmente que no se había acre- 
ditado el fuero federal, que hubiera entablado el recurso de 
apelación, reposición ú otro que hubiera sido procedente, y que 
siendo esto elemental, se sirva no hacerle lugar, con costas. 

(Según cargo del escribano actuario, este escrito fué presen- 
tado el cuatro de Agosto. Pero no lo presentó el Juez, sino á 
requisición verbal de la parte de Bodriguez y mandato del sus- 
crito, sino pasadas dos semanas). 

Becayóla siguiente providencia: 
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San Luis, Agosto 20 de 1890. 

Sin perjuicio de autos, para mejor proveer, á los efectos del 
artículo 102; y bajo lus apercibimientos del 110 de la Ley de Pro- 
cedimientos de la justicia federal, de 14 de Setiembre de 1863, 
con la preyencion de tratarse previamente sobre un arreglo 
amistoso, comparezcan el Dr. D. Práxedes Miguez y D. Nicolás 
Kodriguez á una audiencia yerbal al Tribunal, fijándose el dia 
23 del corriente, á las tres p. m. Cíteseles con cédula, confor- 
me al artículo 110 recordado, sí no estuviesen conforme con la 
sola notificación con el original (hay un proveido á un c otrosí » 
sobre papel sellado). — Pereira, 

Notificada la parte de Rodríguez, espresó estar enfermo éste. 

La diligencia de la notificación de la del Dr. Miguez, es la si- 
guiente : 

c En veintidós del mismo mes y año, á las dos p. m., notifiqué 
en la oficina al Dr. Miguez, y dijo: que no tendría inconvenien- 
te en que se defiera á la solicitud de D. Nicolás Rodríguez, pero 
que no siendo este el trámite fijado por la ley, se reserva hacer 
aso del derecho que le corresponde. — Miguez . 

El 23 de Agosto se presenta el Dr. Miguez, y dice... cQue 
siendo contrario á la ley y nulo el auto del Juzgado de fecha 20 
del corriente, cuya notificación se me ha hecho el dia de ayer, 
por el que se ordena que bajo apercibimiento comparezcan 
D. Nicolás Rodríguez y el esponente á una audiencia verbal, 
para tratar previamente de un arreglo amistoso, vengo en 
tiempo y forma á interponer de él el recurso de reposición, y 
subsidiariamente el de apelación y nulidad para ante la Suprema 
Corte, por causarme perjuicio irreparable, artículo 206 de la 
Ley de Procedimientos, según paso á demostrarlo : 
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c 



Pendiente la escepcion de falta de personalidad en el actor, 
no paedo consentir el mencionado auto del 20, porque ello im- 
portaría aceptar lo mismo que es objeto de aquella, punto que 
debe V. S. previamente resolver. Esto irroga á mi legítima 
defensa, gravamen irreparable, entrañando á la vez el vicio de 
nulidad absoluta. 

fOtro tanto debo decir de la escepcion de incompetencia. V. S. 
no ha podido, sin cometer atentado, dictar auto alguno de la 
naturaleza del indicado, de fecha 20, sin estar antes acreditada 
su jurisdicción, que he desconocido y está en tela de juicio. » 

Funda estas doctrinas y pide se señale una audiencia para 
informar in voce. 

Después de retener el actuario en su poder esta solicitud por 
tres dias, la presentó al suscrito, y se proveyó : 

San Luis, Agosto 28 de 1890. 

De la precedente articulación, traslado por tres dias, y autos. 
— Per eirá. 

Notificada la parte del Dr. Miguez, el dos de Setiembre se 
corrió traslado á la parte de Rodríguez. 

Esta se espidió así: c Que por las consideraciones que paso á 
esponer, Y. S. no debe hacer lugar con costas al recurso de repo- 
sición y sucesivamente al de apelación y nulidad interpuestos 
por el demandado.» 

Se funda en que no se ha infrinjido disposición al ordenarse 
la audiencia yerbal, para un arreglo amistoso ó para que las par- 
tes contesten preguntas que el Juez hará, que le son facultativas 
en virtad del artículo 102 de la Ley de Procedimientos. Ni qué 
perjuicio puede causarle tal providencia, que en su parte dispo- 
sitiva, solo lleva por objeto aclarar algún punto de los en cues- 
tión, á lo que la ley faculta al Juez espresamente. 
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Después de varios incidentes de próroga ó solicitudes de las 
partes, y después del informe in voce, qué solicitó la del Dr. 
Miguez, se dictó el siguiente auto: 

San Luis, Octubre 3 de 1890. 

Y vistos: En el incidente promovido por la parte delDr. Mi» 
guez, reclamando de la providencia de 20 de Agosto último, y 
atendiendo : 

i"* A que por el artículo 2"" de la Ley Nacional de Justicia de 
16 de Octubre de 1862, en el presente caso, á instancia de la 
parte del Dr. Miguez, el Juez procede legalmente ; 

2"^ A que la providencia de 20 de Agosto citada, en su parte 
previa no atribuye ni quita jurisdicción al Juez, porque no cau- 
sa estado; tanto más cuanto las escepciones dilatorias, alegadas 
por esta parte, inclusive la de competencia ó jurisdicción, des- 
pués del auto de 19 de Julio último, tendría por lo menos esta 
que -ser resuelta haciendo ó no lugar, mediante la observación 
que le ha hecho por vía de escepcion previa, por el mismo 
Juez, atentos los artículos 2°, S"" y 83 de la Ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863 sobre Justicia Nacional ; 

3^ A que, no habiéndose articulado prueba, es atributivo del 
Juez ordenarla de oficio, para los objetos de la misma ley, 
artículo 102, tanto más legal cuanto la información de testigos, 
para acreditar que el caso entra en la jurisdicción nacional fede- 
ral, se ha residido sin la participación del demandado (véase 
de fojas 9 á 13) queda en su obsequio, para su mayor amplitud 
én su defensa, cumpliendo y ejerciendo la facultad que confiere 
al Juez el artículo 16 inciso 2"* déla ley citada de 14 de Setiem- 
bre de 1863, facultad consignada en la ley antes de entrar al 
juicio ordinario, como lo demuestra su colocación, y sin que 
por lo mismo sea aplicable la cita al caso de la parte del Dr. 
Miguez. 
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Por estás razones, y siendo la providencia recurrida, de 20 
de Agosto último, meramente ínter locutoria, de conformidad á 
los artículos 203 á 205 de la citada ley precedente, no ha lugar 
con costas á la reposición y demás recursos interpuestos de la 
providencia de 20 de Agosto de 1890 ; en su consecuencia, esté- 
se á ella, y fíjese la audiencia del dia seis de este, á las 3 p. m. 
— C. Pereira. 



En la misma fecha fueron notificadas las partes, diciendo la 
del Dr Miguez que recurría directamente á la Corte. 

Es cuanto cree el suscrito deber informar, atenta la orden 
del Superior á este efecto. 

San Luis, Octubre 33 de 1890. 

C. Pereira. 



Fallo de 1» Suprem* Corte 



Buenos Aires, Octabre 38 de 1890. 

Vistos en el acuerdo : No siendo recurrible el auto de que se 
trata, según lo que resulta del precedente informe, no ha lugar 
al recurso de hecho interpuesto, y remítanse estas actuaciones 
al Juez especial de Sección, para que las mande agregar á sus 
antecedentes. 

BENJAMÍN VIGTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN . — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA CXXXTIII 



Criminal contra Bernabé Bej araño; por homicidio. 



Sumario. — El homicidio cometido dos horas después de ha- 
berse producido un altercado entre el homicida y la víctima, se 
castiga como homicidio simple, con seis años de presidio, des- 
contando el tiempo de prisión sufrida. 



Caso. — Lo esplica la siguiente 



ACUSACIÓN FISCAL 



Señor Juez: 

Del sumario levantado en esta causa y que core á foja... re- 
sulta fuera de duda la muerte de Manuel Olechare y que el ma- 
tador fué Bernabé Bej araño. . 

Lo primero se comprueba con las declaraciones de fojas !¿9, 
30, 47, y 48, debiendo la diferencia de este nombre, del de la 
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partida de defunción^ tener por origen la mala pronunciación, 
pero juzgo fuera de duda que es Olechare. 

Sin embargo, de cualquier modo que sea, se vé claramente que 
la partida de defunción j las declaraciones citadas se refieren á 
un mismo individuo, pues coinciden las fechas de la primera 
con lo que sé afirma en las segundas, y cenias de las otras de- 
claraciones. £1 muerto es, pues Manuel Olechare, no hay duda. 

Bespecto al matador, tampoco puede haber la menor duda, 
pues á más de las declaraciones de Zacarías Gaitan, fojas 2 á 3 
7 27 á 28, y de Agustin Cano, fojas 3 y 28 vuelta á30, el mismo 
Bernabé Bejarano confiesa el hecho diciendo que lo mató de un 
balazo que le tiró con su fusil. 

Está, pues, plenamente probado que Bejarano es el matador. 

Respecto á las circunstancias que concurrieren al hecho, es- 
tas acusan completamente d Bejarano, colocándolo en el carác- 
ter de homicida alevoso. En efecto ; de las declaraciones de Zaca- 
rías Gaitan, de Agustin Cano y del mismo Bejarano, resulta 
que él vino donde estaba Olechare durmiendo y lo empezó á 
insultar, como también á Francisco Ibañez, quien declara esto 
mismo á foja... y que al quererse levantar Olechare, Bejarano le 
tiró un balazo, con su fusil, y le pegó, volteándolo y del que 
murió instantáneamente. 

Por estas leves consideraciones, que son las que resultan bien 
probadas de autos, pido á Y. S. declare al procesado Bernabé 
Bejarano reo de homicidio alevoso en la persona de Manuel 
Olechare, condenándolo á sufrir la pena de presidio por tiem- 
po indeterminado, por concurrir la circunstancia atenuante de 
la duración de este proceso por más de dos años, artículo 95, 
inciso S"", Código Penal. 



Estudio, Agosto de 1888. 



Manuel Á. Crespo, 
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DEFENSA 



Paraná, Abril de 1889. 



Señor Juez de Sección : 



Cristóbal E. Gallino, defensor del procesado Bernabé Bejara- 
no, en los autos criminales que se le siguen por supuesto homici- 
dio en la persona de Manuel Olechare, ante Y. S., evacuando el 
traslado que se me ha conferido de 1:í acusación fiscal, como 
más haya lugar, digo : 

Que los hechos que sirven de fundamento á la acusación del 
Procurador Fiscal no están comprobados de un modo conclu- 
yente é indobitable en los autos procesales, ni tampoco se han 
tomado en consideración circunstancias y detalles que pueden 
influir en la apreciación jurídica de los mismos, modificando en 
puntos sustanciales las conclusiones de la acusación . 

En materia tan delicada como la que se trata, no puedo aceptar 
como regia de procedimiento dar por comprobado un hecho, 
cuando su demostración es dudosa, equívoca y snjeta á que nue- 
vas investigaciones puedan evidenciar su existencia, eu el sen- 
tido de la acusación^ oque por el contrario, sirvan para determi- 
nar nuevos rumbos patentizando el error cometido. 

Bajo este punto de vista, la acusación del Procurador Fiscal se 
resiente de deficiencias notorias, que ha procurado salvar con 
una argumentación inaceptable en el caso sub judice, porque 
la omisión de justificativos tan sustanciales, comprometen el 
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conjunto de elementos que constituyen la base indispensable de 
toda condenación. 

Los mismos términos de la acusación, son la mejor demos- 
tración de la incertidumbre que arrojan los antecedentes del 
proceso, y que el Procurador Fiscal no ha podido menos de 
confesar ; aunque sosteniendo que las constancias contradicto- 
rias en este punto fundamental, no podían debilitar la prueba 
que existía al respecto. 

Me refiero á la comprobación del cuerpo del delito, que no 
está claramente justificado, en los autos procesales, en la es- 
tension y alcance que lo afirma el Procurador Fiscal, ni existen 
en los mismos otros antecedentes que puedan suplirlo legal- 
mente. 

Los reiterados esfuerzos del Tribunal para constatar este 
detalle importante del proceso, se han esterilizado ante la inefica- 
cia manifiesta de los funcionarios que han sido agentes en «La 
Paz », quienes solo han conseguido con sus deficientes informa- 
ciones producir una verdadera confusión, acentuando la duda que 
surge de afirmaciones contradictorias. 

El cuerpo del delito en el sentido jurídico del concepto, no 
está comprobado en el proceso, porque no está establecido con 
claridad y precisión la identidad de la víctima, que aparece con 
tan diversos y variados apellidos, como el número de los testi- 
gos que declaran y los documentos producidos al respecto. 

La confesión atribuida por el Procurador Fiscal al procesado 
Bejarano, de haber dado muerte á persona determinada, es com- 
pletamente inexacta, puesto que de las declaraciones prestadas 
en la Policía de « La Paz » y en el Tribunal de Y. S., no consta 
este hecho, sino pura y simplemente que hirió con un tiro de 
fusil á Manuel Olechare, según referencias que le han hecho sus 
compañeros, pero que él no recuerda, porque se encontraba en 
completo estado de ebriedad. 

De esta declaración no se desprende la confesión de haber dado 
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muerte á Olecbare, porque se dice olara y esplícitamente que 
solo le infirió una herida en riña, en la que también recibió una 
lesión en el brazo izquierdo, que Y* S. ha verificado, según 
consta en la declaración de foja... 

£1 fallecimiento posterior de éste individuo, tampoco se ha 
comprobado en autos, ni menos que la herida faé la causa efi- 
-ciente de su muerte, porque los documentos que se han incor- 
porado al proceso, para justificar estos hechos se refieren á una 
persona que lleva diverso apellido. 

Así, en la partida de defunción, que está agregada á foja 42, 
se consigna que la persona muerta es D. Manuel Echare, mien- 
tras que el certificado médico de foja 35 se refiere á Manuel 
Halechart, apellidos completamente distintos, sin ninguna ana- 
logia, y con la especialidad que este documento lleva la fecha de 
Setiembre de 1886, certificando un hecho que ocurrió el año 
anterior. 

La información que para determinar el verdadero apellido se 
ordenó por el Juzgado, y que corre de fojas 47 á 48, tampoco 
ha dado un resultado satisfactorio, porque los testigos que de- 
claran son de referencias é ignoran las circunstancias más im- 
portantes que comprende el interrogatorio. 

Según estos testigos no vieron el cadáver de la persona por 
cuyo nombre se les pregunta, pero manifiestan que saben que 
se llamaba Manuel Olechare, porque lo conocen desde hace mu- 
chos años. 

Con estas declaraciones queda subsistente la dificultad para 
comprobar la identidad de la víctima, porque no solamente no 
vieron el cadáver á que se refiere la pregunta del interrogatorio 
de foja 45, sino que tampoco dicen una palabra de que Beja- 
rano fuera el matador de la persona de cuyo cadáver se les in- 
terroga. 

Resulta de esta diverjencia en los antecedentes del proceso, 
que como lo había manifestado ya, el cuerpo del delito no está 

T. XI Jl 
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Lien constatado, como se pretende por la acnsacion, puesto que 
el procesado solo ha confesado que hirió á Olechare, sin qae se 
haya justificado en forma auténtica el fallecimiento ocasionado 
por la herida. 



II 



Demostrado, como lo acabo de hacer, que la acusación del Pro- 
curador Fiscal reposa en hechos que no están acreditados en los 
autos, la tarea de impugnar las consideraciones legales qae 
aplica al caso sub judice, se simplifica á sus términos más 
sencillos. 

Hay en esta parte de la acusación fiscal un doble error jurí- 
dico que reconoce también un doble origen, la falsa apreciación 
del hecho culminante del proceso, y las circunstancias que lo 
rodean que imprimen fisonomía propia al suceso ; pero que el 
Procurador Fiscalías omite voluntaria y deliberadamente. 

Este funcionario toma como punto de partida la muerte com- 
probada de Sectare y que el autor responsable de ella es el pro- 
cesado Bejarano, en condiciones que caracteriza la alevosía, 
solicitando la pena de prisión por tiempo indeterminado. 

£1 primer punto que envuelve la acusación* se ha eliminado 
de la discusión judicial, porque ha quedado evidenciado por los 
antecedentes del proceso, que era imposible comprobar el cuer- 
po del delito, desde que faltaban elementos para determinar la 
identidad entre la persona herida por Bejarano y la que, cuya 
partida de defunción aparece en los autos . 

Nos queda entonces por examinar el hecho de la herida que 
Bejarano confiesa le infirió á Sectare, con las circunstancias es- 
presadas en su declaración y confirmadas en parte por un testi- 
go ocular . 

La alevosía que se atribuye al procesado es una afirmación 
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inmotivada y gratuita de parte del Procurador Fiscal, puesto 
que de las constancias de autos, no resulta que el hecho 
se haya ejecutado en condiciones que caracterizen esta califi- 
cación . 

El procesado Bejarano ha confesado que encontrándose en 
completo estado de ebriedad, disputando con Sectare, fué agre- 
dido por éste con puñal en mano, siendo entonces que le hizo un 
disparo de fusil con que lo hirió. 

El testigo Francisco Ibañez confirma en ciertos detalles la 
declaración del procesado, manifestando que al regresar éste al 
rancho en que se encontraba él y Sectare acostados, empezó á 
interrogar al segundo sobre las causas del disgusto de la tarde 
de ese dia, pero Sectare no le hizo caso porque estaba borracho; 
que entonces Bejarano los empezó á insultar á los dos y que 
Tiendo que Sectare se levantó, le hizo un tiro. 

Esta declaración, del único testigo ocular, coincide en un pun- 
to importante con la del procesado, ó sea la embriaguez de Be- 
jaranOy cuando ejecutó el hecho; también en la circunstancia de 
haberse levantado Sectare saliendo á encontrar á Bejarano con 
la intención indudable de pelearlo : que es verosímil fuera arma- 
do, aunque nada se dice al repecto. 

A pesar de lo deficiente de la declaración, no lo es tanto que 
no permita apreciar si el acto ejecutado por Bejarano fué con 
alevosía como se pretende, ó si, por el contarlo, tuvo lugar en 
condiciones que no permiten esta calificación. 

La alevosía, según la define el Código Penal en el artículo 84 
inciso 2, existe cuando se obra á traición ó sin peligro para el 
agresor; lo que importa que para caracterizar la alevosía en el 
primer caso, es indispensable que el agente haya procedido con 
maniobras hipócritas ó maquinaciones dolosas, sorprendiendo 
la buena fé de la víctima por una finjida amistad^ sin peligro 
real ó imaginario para el agresor. 

En el caso que nos ocupa no existen los caracteres requerí- 
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dos por la ley para calificar de alevoso el acto de Bejarano, por- 
que la disputa comprobada escluye la idea de la traición, con 
mayor motivo si se tiene presente que la provocación era contra 
Sectare é Ibañez, que podían luchar con verdadero éxito con el 
procesado. 

La falta de peligro para el agresor tampoco puede sostenerse, 
porque, como se ha dicho, la disputa fué con las dos personas 
nombradas, que indudablemente les temía el procesado, porque 
al hecho de incorporarse Sectare, lo tomó por un ataque ; si es 
que en realidad no lo hubo, como él lo sostiene ; punto este que 
no está bien comprobado en el proceso. 

Su mismo estado de embriaguez ha podido hacerle ver en este 
acto un peligro para su vida, real 6 imaginario; pero perfecta- 
mente esplicable por el estado de sus facultades. 

Las circunstancias que caracterizan la alevosía en el sentido 
previsto y legislado en el Código Penal, no han concurrido en el 
acto ejecutado por Bejarano, por lo que no puede invocarse con 
fundamento para la pena que se solicita. 



III 



En la acusación del Procurador Fiscal, resáltala tendencia de 
prescindir de todo lo que pueda ser favorable al procesado, in- 
sistiendo sobre cualquier detalle que pueda acentuar su delin- 
cuencia, aún falseando los hechos, como he tenido oportunidad 
de hacerlo notar. 

Todo lo ha allanado coa una facilidad asombrosa cuando se 
trata de algo que pueda perjudicar al reo, sin señalar una sola 
deficiencia al proceso, ni nada que pueda tomarse como una 
circunstancia atenuante, que modifique un tanto la severidad 
déla pena que solicita. 
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Y sin embargo de los cargos abramadores qae acumula la 
acusación, producto del falso mirage que presenta á Bejarano 
como un ser predispuesto al crimen, existen en el proceso moti- 
vos de atenuación legal, que pueden llegar á constituir una 
causa que lo exima de toda pena. 

En los autos procesales está perfectamente comprobadu que 
Bejarano, cuando hirió á Sectare, estaba en completo estado de 
ebriedad, circunstancia esta que no se ha mencionado por la 
acusación, cuando ella ejerce una influencia inmediata, en el or- 
den de la responsabilidad criminal. 

La embriaguez, como causa pertubadora de las facultades, 
coloca al agente en condiciones de irresponsabilidad, porque los 
actos ejecutados bajo su imperio presentan una faz puramente 
material, sin el complemento déla voluntad culpable, que no 
puede existir adonde no hay el juego regular do la razón. 

Este estado de la inteligencia, que tiene sus puntos de con- 
tacto 7 marcadísimas analogías con la demencia, se ha conside- 
rado por la legislación penal como causa de justificación ó cir- 
cunstancia atenuante, según los casos. 

Nuestro Código Penal vigente conságrala misma doctrina, es- 
tableciendo en su artículo 81 inciso 1^ que están exentos de pe- 
nas los hechos ejecutados en estado de beodez completa é invo- 
luntaria; y el artículo 83 inciso 1® reputa circunstancia atenuan- 
te la espresada en el artículo citado, cuando no concurren todos 
los requisitos necesarios para eximir de responsabilidad cri- 
minal. 

Quiere decir entonces, que para que la embriagez constituya 
cansa de justificación, desligando al agente de toda responsabi- 
lidad criminal, es indispensable que sea completa y no impu- 
table al mismo, puesto que siendo voluntaria serviría solamen- 
te como atenuación legal. En nuestro caso la embriaguez del 
procesado Bejarano^ es un hecho comprobado en autos, sin que 
por el momento, se pueda determinar si han concurrido las cir- 
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cunstancias que eximen de toda pena segaa la disposición legal 
del artículo citado, 6 si solo puede servir como simple ate- 
nuación. 



IV 



De las consideraciones que dejo espresadas en el decurso de 
este memorial, resalta que no está bien comprobado el cuerpo del 
delito, por la falta de identificación de la víctima, puesto que no 
hay elementos probatorios para determinar con presicion que la 
persona herida por Bejarano sea la misma á que se refiere la 
partida de defunción y certificado médico agregados á los autos. 

En cuanto á la herida que el procesado ha confesado le infirió 
á Sectare, queda sujeta á investigaciones de hecho que pueden 
eximirlo de toda pena, si la perturbación de las facultades, bajo 
cuya influencia efectuó el acto, hubiera sido iuvoluntaria, ó 
por cualquier circuntancia no le fuera imputable. 

La acusación fiscal, entonces, carece de fundamento legal, en 
el sentido formulado, desde que sus conclusiones son el resulta- 
do de una arbitraria apreciación de los antecedentes del proceso, 
que según se ha demostrado adolece de notorias deficiencias. 

Procede, en consecuencia, que Y. S. no haga lugar á las pre- 
tensiones del Procurador Fiscal, debiendo ordenar la inmediata 
libertad del procesado Bejarano por no aparecer en los autos 
fundamento para continuar en prisión, porque suponiendo que 
mereciera una pena por la herida que infirió á Sectare en las 
condiciones que aparecen en el proceso, estaría ya compurgada 
con el tiempo de prisión sufrida. 

Por lo tanto : á Y. S. suplico que teniendo por evacuado el 
traslado que se me ha conferido, se sirva proteer como lo dejo 
solicitado. 

Será justicia. 

Cristóbal E. Gallin o. 



DE JUSTICIi NACIONAL 167 



Fallo del Juem Federal 



Paraná , Setiembre 12 de 1889. 

Vistos : esta causa criminal seguida á instancia ñscal contra 
Bernabé Bejarano, de edad de veinte y seis años hoy, argentino, 
trabajador en ]as Islas y domiciliado en el puerto de «La Faz », 
por haber dado muerte á Manuel Olechar el dia veinte y uno de 
Diciembre de 1885, en la isla que se encuentra frente á la ciu- 
dad de La Paz; y resultando: 

Que en el lugar y dia espresados, como á las seis de la tarde, 
Bejarano y Olechar entraron en discusión acerca de la impor- 
tancia del trabajo que cada uno había hecho, pues eran socios 
en el negocio de cortar leña y trataban de entregar á un buque 
la que hasta entonces tenían reunida; que cortada la disputa, 
Bejarano se retiró á una ranchada que se encontraba á poca 
distancia de allí y momentos depues se acostaron á dormir 
Olechar y su compañero Francisco Ibañez. Mas tarde, á las 
ocho de la noche, mas 6 meaos, regresó Bejarano de la ranchada 
á donde fué, trayendo un fusil, y dirijiéndose á Olechar que se 
encontraba acostado ronovó la disputa anterior sobre el trabajo; 
y en momentos que éste se disponía á levantarse, Bejarano le 
disparó un tiro hiriéndolo en el pecho y causándole la muerte 
casi instantáneamente. Que acto continuo huyó Bejarano tra« 
tando de apoderarse de la canoa que se encontraba en la orilla 
del agua y entonces el patrón del pailebot, «Sociedad» de Zaca- 
rías Gaitan, con las demás personas que allí se encontraban, lo 
aprehendieron conduciéndolo, á disposición de las autoridades 
de La Faz (declaraciones de Gaitan, f. 27 y 2 v.; del mismo pro- 
cesado f..., robuste.cidas por la de f. 4; informe médico de f... y 
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declaración de Agustín Cano, quien solamente ignora la verda- 
dera situación de la herida deOlechar). 

Que pasada la causa al Procurador Fiscal, éste acusa á 
Bernabé Bejarano como homicida aleyoso de Manuel Olechar y 
pide se le aplique la pena de presidio por tiempo indeterminado, 
moderando así el castigo de conformidad á lo que dispone el 
artículo 95 inciso 2° Código Penal, por mediar la circunstancia 
atenuante de la durucio.i del proceso por más de dos años. 

Que el defensor del procesado pide la absolución de éste: i^ 
por no estar constatado el cuerpo del delito, desde que no apare- 
ce claramente si el muerto es Sectare á quien Bejarano confiesa 
haber herido; 2^ porque tratándose de la herida, único hecho 
comprobado, ella no fué inferida con alevosía, y sí, estando 
el agente en estado de ebriedad completa é involuntaria, en 
cuyo caso procede la absolución, según el artículo... del Código 
Penal. 

Y considerando: 1^ Que los hechos espuestos y legalmente 
comprobados constituyen un homicidio voluntario, siendo inexac- 
ta la afirmación de la defensa de no estar constatado el cuerpo 
del delito, pues el error al escribir en la partida de defunción 
Lechare por Olechar y el del médico que escribe Holehar supri- 
miendo la c del ch y principiando con h, carees de importancia 
desde que está probado que hubo un hombre muerto por un ti- 
ro de fusil, que es lo que constituye el cuerpo del delito, artícu- 
lo 205 Código de Procedimientos, cualquiera que sea el nombre 
de la víctima. 

2^ Que el único autor responsable de ese homicidio es Berna- 
bé Bejarano, según él mismo lo confiesa y lo declaran además 
los testigos presenciales Gaitan y Cano. 

Que el hecho constante en el proceso, de que Bejarano pro- 
movió una disputa con Olechar antes de disparar sobre él su fusil 
demuestra que no procedió á traición. 

Ki puede decirse tampoco que infirió la herida mortal sobre 
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seguro^ tanto porqae Oleohar estaba acompañado de Ibañez, 
cuanto porque él se encontraba en sitnacion de poder defender- 
se y aún de tomar la ofensiva si la casualidad no hubiese hecho 
que el primer disparo del agresor le cansare la muerte. 

Que no está probado que la embriaguez de Bejarano en el 
acto de la comisión del delito fuese completa, al estremo de 
privarlo del conocimiento : él mismo en su primera declaración 
dice que se encontraba algo ebrio y la circunstancia de correr 
precipitadamente en busca de la canoa para fugar« después de 
derribar á 01 echar, demuestra que la beodez no era completa : así, 
pues, solo debe considerársela como un motivo do atenuación 
de la pena (artículo 83^ inciso 1^, Cod. Penal) y no de absolu- 
ción, como se pretende. 

Que tampoco está probado que Olechar arremetiese á Bejara- 
no, armado de un cuchillo. 

Todos los testigos están contestes en que este fué á provocar 
á la víctima, que se encontraba durmiendo, y ninguno hace 
mención de una actitud agresiva de parte de este. Pero aun 
admitiendo como verdadera esta circuntancia espuesta por el 
procesado, para que ella pudiera eximirlo de pena sería nece- 
sario haber probado que la agresión fué de tal naturaleza que 
solo matando á Olechar pudo evadirse de ella ; y que además 
la provocación no partió del matador, y las contancias de autos 

r 

demuestran todo lo contrario. 

Que por lo tanto, este delito es de los previstos por el artícu- 
lo 96 inciso 3"" del Código Penal, en razón de no haber mediado 
alevosía ni circunstincias agravantes y sí una atenuante. 

Por estas consideraciones: declaro á Bernabé Bejarano autor 
de la muerte de Manuel Olechar, y de conformidad á lo dispues- 
to por el artículo noventa y seis citado del Código Penal, lo con* 
deno á sufrir la penado seis años de presidio, debiendo descon- 
tarse de esta el tiempo que ha permanecido en prisión preventi- 
Ta, computado en la forma que dispone el artículo cuarenta y 
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nueve del Código Penal, con costas; notifíqaese original, y pre- 
via repo9icion de sellos, archívese. 

M. de T. Pinto. 



EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 



Buenos Aires, Marzo 5 de 1890. 

Suprema Corte de Justicia Federal : 

El Defensor de pobres, por Bernabé Bejarano, en la causa que 
se le sigue de oficio por homicidio en la persona de Manuel 
Olechar, expresando agravios contra la-sentencia del Sr. Juez 
de Sección de la Provincia de Entre Bios, dictada con fecha do- 
ce de Setiembre del año pasado, digo : 

1^ Que délos antecedentes que ofrece el proceso, resulta, co- 
mo lo declara la sentencia recurrida, que Bejarano fué el autor 
de la muerte de Olechar; y acepto como justa la clasificación 
que el Inferior hace de su delito, considerándolo como reo de ho- 
micidio simple . 

2'' Después de esto, es de sentir que el Inferior haya sido po- 
co justo en la aplicación de la pena, por un olvido iuvoluatario 
sin duda alguna. 

Al graduarla solo ha tenido presente una circunstancia ate- 
nuante : la de la embriaguez, y no ha recordado que mi defendi- 
do fué agredido y herido por Olechar. 

Este hecho se encuentra debidamente comprobado en autos, 
por el reconocimiento que el mismo Sr. Juez hiciera de la heri- 
da que Bejarano presentaba en el brazo. 

En presencia de este antecedente, me inclino á creer que el 
procesado obró en defensa propia, y es de lamentar que la de- 
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fensa no haya insistido oportunamente sobre esta circunstan- 
cia, porque todo tiende á demostrar que no es errada mi supo- 
sición. 

Si Olechar fué muerto del primer tiro, forzosamente tenemos 
que convenir que antes agredió é hirió á Bejarano, y que éste 
solo hizo uso de su arma cuando creyó que sn vida corría pe- 
ligro. 

Pero como no se han justificado, en la oportuna estación del 
juicio, las circunstancias que el Código Penal enumera en el 
artícnlo 81 inciso 8® para que se pueda considerar el caso como 
de legítima defensa, por lo menos, el Sr. Juez ha debido con- 
siderar este hecho como una circunstancia atenuante, y nunca 
ha debido olvidarlo, artículo 83, inciso I"", Código citado. 

Estas consideraciones me inducen á pedir á Y. E. que se sir- 
va reformar la sentencia apelada, en cuanto á la pena que fija, 
dando por compurgado el delito cometido por mi defendido con 
la prisión sufrida. 

Será justicia. 

Gervasio t\ Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 19 de 1890. 
Suprema Corte : 

Desde su primera declaración, ha reconocido el procesado que, 
á consecuencia de palabras que tuvo con el finado, que estaba 
acostado, y al verlo levantarse le tiró un balazo pegándole en 
el cuerpo , foja 2. 

Hay pues, un finado al que Bejarano declara haber dado un 
balazo. Poco importa que este finado se llame Olechar, Lechare 
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ú Holchar. Siempre resultará que hay de por medio un hombre 
al que el procesado confiesa haber dado un balazo. 

Que este hombre falleció del balazo, consta de las declara- 
cienes délos testigos Gaitan y Gano, que presenciaron el hecho, 
y el mismo procesado lo reconece al referirse al finado. 

El argumento que se pretende deducir de la diversa manera 
cómo ha sido escrito el nombre del hombre muerto, solo prueba 
las dificultades en que se ha encontrado la defensa. 

Y cuando no se dice que haya otro hombre muerto, llamado 
Lechare ú Holchar, es hasta cierto modo pueril pretender quo 
el que recibió el balazo, no fué Olechar, el verdadero hombre 
muerto . 

La otra escepcion, la defensa propia, no es menos destituida 
de todo fundamento. 

El mismo Bejarano declara que disparó el tiro al levantarse 
Olechar de la cama. El había ido con un fusil cargado. 

No se dice que Olechar tuviera arma alguna, ni que se levan- 
tara en actitud agresiva ¿ni qué podría él hacer contra el qae 
tenía en sus manos el arma con que podía darle una muerte 
instantánea, como la dio en efecto ? 

La circunstancia de que Bejarano tenga una cicatriz en el bra- 
zo, nada prueba. 

Ni él en sus primeras declaraciones, ni los testigos presencia- 
les, hacen la más ligera referencia á tal herida, ni siquiera á 
que Olechar hubiese intentado en manera alguna atacar ó de- 
fenderse. 

Es esta herida, que pudo recibir Bejarano antes ó después, 
visiblemente una invención de última hora, á falta de otra 
cosa. 

Lo único que queda en pié es la excepción de ebriedad y no 
es ya poco que exima al procesado de la última pena ó siquiera 
sea del presidio por tiempo indeterminado, que de otra manera 
con toda justicia mereciera. 
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Paréceme si, que el Señor Juez ha dado exagerada importan- 
cia á la excepción « 

Las circunstancias de haber ido Bejaraao á una ranchada in- 
mediata en la que siguió tomando; el hecho de venir con un 
fusil cargado á provocar nuevamente á Olechar, su huida á to- 
mar la canoa ; el disparo del balazo sin provocación de ningún 
género : todo esto« digo, induce la fundada presunción de que 
el hecho brutal é inmotivado fué inspirado, más por la pasión 

rencorosa del procesado, que por la ofuscación de la em- 
briaguez. 

Pienso por esto, que la pena debe agravarse con dos años más 

de presidio, reformándose en esta parte la sentencia recurrida. 

Eduardo Cosía, 



Fallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Octubre 28 de 1890. 

Vistos 7 considerando : 

Primero. Que se encuentra suficientemente comprobado el ho- 
micidio, perpetrado por Bernabé Bejarano en la persona de Ma- 
nuel Olecbar por su propia confesión y declaraciones de los tes- 
tigos presenciales, como lo relaciona la sentencia apelada. 

Segundo. Que la clasificación de homicidio simple con suje- 
ción al artículo ciento noventa j seis del Código Penal vigente 
& la época de la comisión del delito y que hace la sentencia, 
es la que corresponde por las circunstancias de haberse produ- 
cido un altercado dos horas antes entre el homicida y la víc- 
tima, renovado por aquel al perpetrar el hecho, según lo de- 
claran los mismos testigos. 

Tercero. Que la excitación de ánimo producida por el alter- 
cado ó riña y uso de bebidas alcohólicas en qne se hallaba el 
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reo, como lo alega al escnsarse 7 lo confirma el testigo Ibañez, 
presente al acto, se opone á las presunciones de premeditación 
y alevosía. 

Por estos fundamentos y las demás circunstancias del caso 
relacionadas en la sentencia: se confirma esta en cnanto d la im- 
posición de la pena de seis años de presidio determinada por el 
artículo ciento noventa y seis citado, descontándose el tiempo 
de prisión sufrida, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 
ciento setenta y uno del mismo Código; y devuélvanse. 



benjamín YICTORICA. — FEDERICO 
IBARGUREN.— C. S. DE LA TORRE. 
LUIS V. VÁRELA.— ABEL RAZAN. 



ISA CXXXIX 



D. Enrique Winíer, capitán del vapor « Ohio » contra II. Hol- 
mann y Ca., por cobro de fletes y gastos de desembarco; sobre 
competencia. 



Sumario, — La jurisdicción federal en las causas de comercio 
marítimo, es excluyente délos juzgados de Provincia, y debe 
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conocer en ellas aanquo se haya entablado j contestado la de* 
manda ante la justicia local. 



Caso. — D. Conrado Yon Emster, agente de Lloyd Norte Ale- 
mán, demandó contra el concurso abierto á los Sres. Hollmann 
7 Ca., la suma de 5076 pesos 59 centaTos m/n., por fletes de 
512 fardos de lana embarcados en el vapor < Ohio > y gastos de 
desembarque hecho por orden judicial. 

Aceptada por el Juez de Comercio la excepción de falts2 de 
personería opuesta al actor, por el síndico del concurso, el Sr. 
Yon Emster se presentó con poder del Capitán del « Ohio > D. 
Enriquo Winter, y reprodujo la demanda en nombre de este. 

El síndico opuso la excepción de falta de personería, que fué 
rechazada por auto del Juez de Comercio, confirmado por la 
Cámara de Apelaciones. 

Con motivo de haber pedido el Sr. Yon Emster un embargo 
preventivo sobre el producto de los fardos de lana, se dictó en 
11 de Marzo de 1887 un auto por el cual se mencionó que el 
concurso de Hollmann y Ca. había concluido por el concordato, 
y los fondos denunciados habían sido entregados á los Sres. 
Hollmann. 

En 14 del mismo mes, después de notificado ese auto, Yon 
Emster pidió que el traslado pendiente á la demanda se enten- 
diera con los deudores H. Hollmann y Ca. 

Así se proveyó, y Hollmann y Ca., contestaron la demanda 
pidiendo su rechazo. 

El Juez de Comercio llamó autos, se declaró competente y 
abrió la causa á prueba. 

No se produjeron pruebas, pero corrió todo el término pro- 
batorio, y se pusieron los autos á disposición de las partes para 
alegar. 
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En este estado, el actor, fundándose en que el asunto corres- 
pondía á la Justicia Federal por razón de la materia, por tra- 
tarse de fletes y gastos de desembarco, y que, una vez concluido 
el concurso, debió pasar al Juez Federal, pidió que así se hi- 
ciera, declarándose sin efecto todas las actuaciones desde la 
contestación de la demanda. 

Conferido traslado, y evacuado^ el Juez de Comerio, dictó el 
siguiente : 



AUTO 



Baenos Aires, Junio 18 de 1887. 

¥ vistos : Teniendo en consideración que el artículo 87 del Có- 
digo de Procedimientos dispone que la excepción de incompeten- 
cia solo podrá oponerse en el tiempo y forma que las demás 
dilatorias. Que recibida la causa á prueba y consentido dicho 
auto, no pueden las partes deducir la incompetencia. Por esto, 
y estando consentido el auto de foja 38 vuelta, no ha lugar á 
lo pedido por D. Conrado Yon Emster en su escrito de foja 
cuarenta. 

Gabriel Lársen del Castaño. 



Apelado el auto, fué revocada por el siguiente de la Cámara 
de Apelaciones : 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1887. 

Y vistos: Considerando:!^ Que la falta de jurisdicción del 
Juez de Comercio de la Capital, después de terminado el juicio 
de concurso seguido contra el demandado, se funda en que, por 
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razón de la materia, el conooimiento del asunto corresponde á la 
justicia federal, de acuerda oon lo establecido en los artículos 
dos 7 doce de la Ley de catorce de Setiembre de 1863, lo mis- 
mo que en el ciento once de la Ley Orgánica de los Tribu- 
nales. 

2^ Que siendo privativa de dichos Tribunales federales la ju-* 
risdiccion que se les confiere, y no pudiendo prorogarse por vo- 
luntad de partes, siuó en los casos que ella naciera por razón 
de las personas, resulta evidente la incompetencia de los Tribu- 
nales locales, como son los de la Capital de la República. 

Por estas consideraciones : se revoca el auto apelado de foja 
cuarenta y cinco y devuélvanse. Repóngase el sello. 

Aguirre, — Jofre. — Ortiz. 



El Juez de Comercio en cumplimiento del auto de la Cámara, 
pasólos autos al Juez Federal de la Capital Dr. Tedin, quien 
espidió el siguiente : 



Fulla del Jaea Federal 



Buenos Aires, Hayo 9 de 1888. 

Autos y vistos: Considerando : 1^ Que el presente juicio fné 
iniciado ante los tribunales ordinarios de la capital, no obstan- 
te su naturaleza, en virtud de lo dispuesto en el artículo 1536 
del Código de Comercio, y excepciones establecidas en el inciso 
2^artículo 12 de la Ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, por tratarse de una acción contra un con- 

T. XI 12 
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curso y consecutiva á actos practicados ante los mismos Tribu- 
nales por el Síndico deesa concurso. 

2^ Que el juicio quedó radicado ante ellos, no solamente por 
\x contestación á la demanda, sino por el auto del Jaez de Co- 
mercio corriente á foja 34, revestido de la autoridad y fnerza 
de la cosa juzgada, con el concenso de la Ley Nacional citada, 
que permite á los Tribunales de Provincia conocer de las cau- 
sas de fuero federal en los casos enumerados en los incisos i"" á 
4^ del citado artículo 12. 

3"* Que segnn el artículo 14 de la misma ley, una vez radi- 
cado nn juicio ante los Tribunales de Provincia ( á los cuales 
están equiparados los ordinarios de la capital en cuanto al orden 
de las jurisdicciones ) será sentenciado y fenecido en la juris- 
dicción Provincial, pudiendo solo apelarse á la Corte Suprema 
en los casos que el mismo artículo determina. 

4® Que la disposición del artículo V de la Ley de procedimien- 
tos para los Tribunales Nacionales, estableciendo que la jurisdic- 
ción de estos, determinada por la Constitución, no es prorogable 
sobre personas 6 cosas agenas á ellas, aunque las partes liti- 
gantes convengan en la prorogacion^ no importa otra cosa que 
prohibir de una manera absoluta á dichos tribunales el conocer 
de otras causas que no sean las determinadas por el artículo 200 
de la Constitución, pero no que en estas mismas causas no pue- 
dan conocer y continuar conociendo, una vez radicado el juicio, 
los Tribunales Provinciales, en los casos en que lo permita la 
ley. 

5® Que radicado el juicio, pendiente ó en tramitación todavía 
el de concurso, ante los Tribunales de Comercio de la Capital, 
en la forma exigida por la ley y la jurisptudenóia, el hecho 
del concordato no ha podido hacer surgir de nuevo el fuero fede- 
ral, con anulación de los procedimientos obrados, en virtud de 
las misiñas 6 análogas razones que determinaron al legislador á 
establecer en el artículo 22 de la Ley citada, que las causas pen- 
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dientes ante los Tribunales FroTinciales á la época de su pro- 
mulgación, serían terminadas en ellos aunque por su materia 
pudieran pertenecer al fuero federal. 

&* Que en los casos resueltos por la Corte Suprema, de los 
tripulantes del vapor c Cisne > , contra Matti y Fiera j del Ban- 
co Mercantil contra la Compañía Argentina de Navegación á 
vapor 7 D. David Bruce no obstante el concurso, debe obser- 
varse que eran juicios radicados originariamente ante los Tri- 
bunales Federales, j atraidos transitoriamente por el Concurso 
á los Tribunales de la Frovincia, de modo que es claro, que 
por la clausura de aquel, las partes recobraban la libertad de 
ejercer 6 continuar individualmente sus acciones en la jurisdic- 
ción primitiva. 

7^ Que conforme lo ha resuelto en varios casos la Corte Su- 
prema, las resoluciones de los Tribunales de Frovincia, decli- 
nando ó aceptando la jurisdicción de una causa, no autoriza & 
los nacionales para conocer, porque la jurisdicción solo la pue- 
den recibir de la ley y de la Constitución, ni los exime de fun- 
dar su competencia. 

For estos fundamentos : el Juzgado resuelve no aceptar el co- 
nocimiento detesta causa. Bepónganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin. 



Fiillo úm Mm Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 30 de 1890. 

Y vistos, resulta : 

Que la demanda por cobro de fletes del vapor < Ohio », de que 

• 

se dice deudora la casa HoUmann y Compañía, fué deducida por 



180 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

el Capitán Winter contra el concurso de acreedores formado á 
dicha casa. 

Que pendientes las excepciones dilatorias sobre falta de per- 
sonería opuestas por el Síndico, se celebró sin intervención del 
demandante, un concordato entre los acreedores y la casa falli- 
da, quedando esta restablecida en el ejercicio de sus derechos; 
con cuyo motivo pidió aquel al Juez de Comercio que conoció 
del concursO; que el traslado de la demanda, que aun no había 
sido contestado por el Síndico, se entendiera directamente con 
los señores Hollmanu y Compañía. 

Que habiéndose proveído de conformidad, estos la contestaron 
en efecto, y después de vencido el término señalado para la 
prueba, se presentó por el demandante el escrito de foja cuaren* 
ta declinando de jurisdicción para ante la justicia federal. 

Que no habiéndose hecho lugar en primera instancia á la de- 
clinatoria, apeló á la Cámara de Comercio, la cual revocó la re- 
solución del inferior, declarando que correspondía á la justicia 
federal el conocimiento de la causa. 

Que llevada esta ante el Juez de Sección^ se excusa este de 
entender en ella, fundado principalmente en que el juicio se halla 
radicado ante la justicia local. 

Y considerando : Primero. Que con arreglo á lo dispuesto en 
el inciso diez, artículo segundo de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales, el conocimiento y 
decisión de la presente demanda, interpuesta ante el Juez de 
Comercio contra los señores Hollmanu y Compañía, corresponde 
por razón de la materia á la justicia federal. 

Segundo. Qu^ según el artículo doce de la ley citada, la ju- 
risdicción de los Tribunales Nacionales en todas las causas es- 
pecificadas en los artículos primero, segundo y tercero, es pri- 
vativa y escluyente de lo.i Juzgados de Provincia, con excep- 
ción de los casos que en dicho artículo se determinan. 

Tercero. Que no hallándose comprendidoen ninguno de ellos, 
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el caso sub judice, dicha jurisdicción so ha podido prorogarse 
á un juez local por voluntad de las partes. 

Cuarto. Que sí bien por el artículo catorce de la ley precitada, 
una Tez radicado un juicio ante los Tribunales de Provincia 
será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial, ello 
debe entendenderse en los casos de jurisdicción concurrente, 
mas no cuando, como en el presente, la jurisdicción es improro- 
gable, por razón de la materia. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el señor Procurador General en su precedente vista: 
se revoca el auto apelado de foja setenta y cuatro, y se declara 
que el conocimiento y decisión de esta causa, corresponde á la 
justicia federal. Devuélvanse, en su consecuencia los autos al 
Juez a quo, para qaereasamiendo el conocimiento de ella pro- 
ceda con arreglo á derecho. Repónganse los sellos. Notifique-^ 
se con el original. 

benjamín YICTORICA. — FEDERICa 
IBARGUREN.— C. S. DE LA TORRE. 
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CAVSA CIa\%X 



Don Domingo 5. Castellanos, contra D. Agustín Cervelti,por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre competencia. 



Sumario. — 1^ Los pagarés y letras de cambio deben ser co- 
brados en el lugar designado en ellos, máxime si este es el del 
domicilio del deador, aunqne hayan sido otorgados en otro lu- 
gar. 

2^ Las causas comerciales ante la justicia federal de la Capi- 
tal corresponden al conocimiento en i*" Instancia del Juez Fe- 
deral en lo Comercial. 



Caso. — Don Domingo S. Castellanos se presentó ante el Juez 
de Comercio de la Capital, con un pagaré que dice así : 

€ Moneda nacional, pesos 33.000. — La Plata, 31 Enero de 
1890. — A los noventa dias de la fecha pagaré á D. Domingo S. 
Castellanos, ó á su orden, la cantidad de treinta y tres mil pesos 
moneda nacional de curso legal, por igual yalor recibido á mi 
entera satisfacción. —Ágmtin Ceroetti, San Martin 123. — 
Mercedes E. Frías i . 

Y pidió que se citara á D. Agustín Cervetti para que recono- 
ciera sn firma. 
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Citado Ccrvetti declinó la jaxisdiccion del Juez de Comercio 
alegando que era oriental j que Castellanos era argentino. Co- 
rrido traslado á éste/se conformó con que el Juez de Comercio 
se declarara incompetente, y así se hizo remitiéndose los autos 
al Juez Federal Dr. ügarriza. 

El Juez Federal mandó hacer saber qu^ él iba á conocer, y 
notificado Cervetti, se presentó exponiendo: que la obligación 
que se menciona en el pagaré presentado, fué contraída en la 
ciudad de La Plata. Que con arreglo á lo dispuesto por el artículo 
618 del C. C, toda obligación de dar una suma de dinero debe 
cumplirse en el lugar en que se ha contraido si no se ha desig- 
nado otro, como no lo ha sido en el caso. Que correspondía así 
que el Juez Federal de la Capital se declarara incompetente y 
remitiera los autos al Juez déla Sección de Buenos Aires. Pidió 
que así se resolviera, con costas. 

Conferido traslado. Castellanos lo contestó pidiendo que no 
se hiciera lugar con costas á la excepción opuesta. Dijo: que se 
trata de una acción personal que tiene por objeto el cobro de un 
crédito y tiene necesariamente que producirse ante el Juez del 
domicilio del demandado. Que Cervetti vive en esta Capital, sin 
duda alguna, y él no lo desconoce, fundándose solo en que la 
obligación se contrajo en La Plata. Que esto nada significa des- 
de que el autor de la obligación no está domiciliado ni reside en 
el lugar en que se obligó. Que en el mismo pagaré espresó el 
deudor su domicilio, es decir, el lugar en que debía cumplir la 
obligación y requirírsele el pago, estando este domicilio en 
la jurisdicción del Juez Federal de la Capital. Que tratándose 
de una acción personal, hay que seguir el fuero del reo. Pidió 
además, que se señalara dia para el reconocimiento de la firma. 
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Fiilto del Jaea Federal 



Buenos Aires, Julio 10 de 1890. 

Y vistos : por la^ consideraciones del precedente escrito que 
el Juzgado las considera arregladas á derecho, no ha lugar á la 
excepción opuesta por el demandado en su escrito de foja once, 
7 en consecnencia intímesele comparezca al Juzgado el dia 
quince del corriente á la una de la tarde, para practicar el reco- 
nocimiento solicitado. 

Andrés Ugarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Setiembre 5 de 1890. 

Suprema Corte : 
Creo que debe ser confirmada la resolución apelada de foja 15. 

Antonio E. Malaver, 



Fallo de lii Suprema Corte 



Buenos Aires, Octabre 30 de 1890. 

Yistos : Siendo de ley (artículo seiscientos cincnenta y naeve 
y sns correlativos del Coligo de Comercio) qne las letras de 
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cambio & las cuales se halla equiparado por sa forma el docu- 
mento de foja primera, deben ser presentadas para su acepta- 
ción y pago j protestadas en su defecto, en el domicilio desig- 
nado en ellas, lo que implica que en el mismo lugar deben 
hacerse las diligencias necesarias para su cobro; y no habién- 
dose desconocido por el demandado, que la indicación contenida 
al pié de su firma en dicho documento se refiere á su residencia 
ó habitación en esta ciudad, donde se afirma igualmente sin 
contradicción, tiene también su domicilio real : se declara que 
la justicia federal de la Capital es competente para el conoci- 
miento de esta causa ; pero, atento á que siendo la obligación 
comercial, la ejecución no ha podido iniciarse ante el Juez Fe- 
deral de lo Civil y Criminal : se revoca á este respecto el auto 
apelado de foja quince, y se declara que este espediente debe 
pasar para su conocimiento al Juez Federal de lo Comercial. 
Repónganse las fojas y devuélvanse. 



BENJAMÍN VICTORICA.— FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. 8. DE LA TO- 
RRE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA CI.XXXI 



Contra el cartero Luis Verdagtier, por violación de correspon- 
dencia pública. 



Sumario.— El delito de violación de correspondencia pública 
está sujeto ála pena establecida por la ley nacional penal, y no 
por el Código Criminal común. 



Caso. — Lo esplica la siguiente 



Señor Juez: 



VISTA FISCAL 

Mayo 11 de 1889. 



Poco tengo que argumentar, para demostrar ampliamente, 
los delitos perpetrados por Luis Verdaguer: la indagación su- 
maria y su confesión con cargos, demuestra que está confeso y 
convicto de ser el único autor de los delitos de sustracción y 
violación de correspondencia pública, de que fué acusado por 
la nota de foja 2. 
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Estando al texto del artículo 53 (y. I. n, de Octubre 16 de 1863) 
corresponde se le imponga á dicho reo Luis Yerdagaer, como 
pido la pena de cinco años de trabajos forzados, pues las car- 
tas detenidas y abiertas, contenían valores; más: quedará inha- 
bilitado para obtener cargo público alguno, abonará las costas 
7 costos del juicio, daños y perjuicios y demás accesorios que 
trae consigo la pena solicitada. 

Y en cuanto al giro contra el Banco de la Provincia, que lle- 
va el núm. 9.916 á la orden de D. Pedro Tronga, por la suma 
de 125 pesos moneda nacional y demás correspondencia violada, 
una vez que no sea necesario, como cuerpo del delito^ correspon- 
de se remita todo ello sellado y rubricado por el secretario del 
Juzgado, al señor Administrador de Correos de esta Capital^ 
para que le dé dirección á la dicha correspondencia. 

Mariano S. Aurrecochea. 



DEFENSA 



La Plata, Junio 22 de 1889. 
Señor Juez Federal: 

El letrado que suscribe defensor del procesado Luis Yerda- 
guer, como mejor proceda, digo : 

Será demasiada lacónica la respuesta que dé á la acusación 
fiscal. 

La aplicación del artículo 53 dala ley 14 de Setiembre de 
1863, no es procedente en el caso actual. Si bien es cierto que 
Yerdaguer confiesa haber abierto una carta conteniendo un giro 
á favor de Pedro Trongé (foja 1 vuelta) no es menos cierto, que 
no se lo apropió, pues fuéle á aquel entregado. 
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Lo que la ley pena es la sastraccion y aquí no la ha habido. 
Solicito en conseouenoía que, dándose por compurgado el delito, 
con la prisión sufrida, se sirva Y. E. decretar su inmediata li- 
bertad. 

Narciso Sosa. 



Fallo del Juea Federal (supleiite) 



La Plata, Abril 16 de 1890. 

Vistos: Con fecha 8 de Agosto de 1888 el Administrador de 
Correos de esta ciudad comunicó al Juzgado que el dia anterior 
ha remitido detenido al Departamento de Policía al cartero Luis 
Yerdaguer, por habérsele encontrado en su poder la correspon- 
dencia que se menciona en la foja 1*^ casi toda ella violada, y en- 
tre la que se halló también un giro contra el Banco de la Pro- 
vincia por ciento veinticinco pesos moneda nacional. 

Que en la indagatoria tomada al procesado á fojas 4 vuelta y 5, 
este conñesa ser el autor de la violación de la correspondencia 
mencionada, como asimismo el haber retenido en su poder el gi- 
ro en ella contenido, lo que también han corroborado los testi- 
gos Matias Sotuyo y Juan Pomases (fojas 9 y 10), que fueron los 
que encontraron la correspondencia en poder de Yerdaguer, co- 
mo empleados también del Correo. 

Y considerando : 

1"^ Que Luís Yerdaguer está convicto y confeso del delito de 
sustracción y violación de correspondencia; 

2° Que si bien el procesado retuvo en su poder el giro contra 
el Banco, no está en manera alguna probado que haya tratado de 
apoderarse la suma que ese documento representa, como lo de- 
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muestra también el hecho mismo de que ese giro no contenga 
ninguna adulteración ó falsificación en la firma de Trongé á fa- 
vor de quien está librado, siendo esa firma indispensable para el 
cobro ; 

3"^ Que el presente caso está regido por el Código Penal, ar- 
tículo 258 ; 

4^ Que el delito perpetrado por Yerdaguer, importa una per- 
turbación en la marcha de la Administración de Correos y un 
grave daño en el hecho mismo de la falta de confianza y descré- 
dito que arroja sobre una rama tan importante de la Adminis- 
tración pública; así como los perjuicios que á los particulares 
acarrea la falta de entrega de su correspondencia, lo que puede 
dar lugar á serios cargos contra la Dirección de Correos y la 
honradez y diligencia de las personas que tienen L% responsabili- 
dad de la buena marcha de la institución. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á Luis Yerdaguer á 
la pena de tres años de prisión á contar del once de Mayo de 
1889, y además inhabilitación por seis años para ejercer cargos 
públicos, y multa de doscientos pesos moneda nacional, costos 
y costas del juicio. Notifíquese con el original y transcríbase en 
el libro de sentencias en la forma ordenada. Repónganse las 
fojas. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado por el infrascrito co- 
mo Juez suplente, en la Ciudad La Plata, álos diez y seis dias 
del mes de Abril del año mil ochocientos noventa. 



Alberto Oteiza. 
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ESPOSICION DE AGRAVIOS 



Buenos Aires, Junio 12 de 1890. 

Suprema Corte : 

El letrado qae suscribe, defensor del procesado Luis Verda- 
guer en los autos criminales seguidos contra él, por violación de 
correspondencia, como mejor proceda digo: 

La sentencia de que he recurrido y que corre áfoja. . . en punto 
alguno destruye las aseveraciones hechas en mi defensa de fo- 
ja... Doile pues por reproducida, por cuanto tengo para mí, que el 
fallo del inferior, es por demás equivocado . Soy lacónico esta 
vez, por encontrarme enfermo, y espero que Y. E. trayendo á 
cuenta las constancias de autos, se servirá revocar la sentencia 
apelada. Será justicia. 

Otro sí digo : que fijo mi domicilio legal en la calle Victoria 
núm. 430. Será justicia 

Narciso Sosa. 



VISTA DEL SEROK PROCURADOR GENERAL 



Junio 36 de 1890. 

Suprema Corte: 

Convicto y confeso el procesado, la única duda que surge es 
acerca de la medida de la pena que haya de serle aplicada. 

Está esta determinada, á mi juicio, por el artículo 53 de la ley 
que designa los crímenes cuyos juzgamiento compete á los Tri- 
bunales Nacionales, y no por el 258 del Código Penal ; pues que 
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á más de ser la ley del 63 de aplicación preferente, tratándose 
de delitos de carácter esencialmente nacional, el artícalo citado 
determina con toda precisión el hecho que motiva este proceso, 
mientras que la disposición del Código Penal, en qne funda su 
sentencia el Sr. Juez, se refiere á empleados públicos que sus- 
traigan ó inutilicen documentos públicos confiados á su custo- 
dia, cosa del todo distinta de la violación de correspondencia. 

Se hace valer, además, como circunstancia atenuante, que el 
infiel no se apropió el giro que contenía una de las cartas abier- 
tas. Obsérvase en primer lugar, que el artículo en cuestión solo 
tiene en cuenta que la carta abierta contenga billetes de Banco, 
letras 6 giros; no requiere como condición indispensable, la 
apropiación del dinero. . . 

Obsérvase además, que, si Yerdaguer no utilizó el giro, no 
dependió de su voluntad, por no estar ala orden. 

Pido por lo expuesto, la revocación de la sentencia apelada, y 
en sostitucion, la pena del ya citado artículo 53 de la ley del 63. 

Eduardo Costa. 



PaIIo de to Suprem» Corte 



Buenos Aires, Ocubre 30 de 1890. 

Vistos : T considerando : Que el delito de que es acusado 
Luis Yerdaguer consistente en haber violado la corresponden- 
cia, con la circunstancia de encontrarse en ella un giro postal 
contra el Banco de la Provincia á favor de Pedro Trongé por el 
valor de ciento veinte y cinco pesos, se halla comprobado por 
las declaraciones de fojas nueve y diez, y por la confesión del 
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mismo acasado de foja trece. Que este delito se halla previs- 
to 7 penado por el artículo cincuenta y tres de la ley de catorce 
de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, designando los 
crímenes cuyo juzgamiento compete á los Tribunales Naciona- 
les, y no por las disposiciones del Código Penal común, según 
lo tiene así ya declarado esta Suprema Corte en el caso que se 
registra en el tomo treinta y seis, página doscientas veinte y 
seis de sus fallos. 

Por estos fundamentos, y de conformidad al artículo citado 
y á lo espuesto y pedido por el señor Procurador General en su 
precedente vista : se revoca la sentencia apelada de foja veinte 
y una y se condena al acusado Luis Yerdaguer á la pena de tra- 
bajos forzados por cinco años, computándose en ellos el tiempo 
de prisión preventiva que hubiese sufrido, con arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo cuarenta y tres del Código Penal, 6 sea 
de tres dias de prisión por cada uno délos de la pena impuesta, 
quedando además inhabilitado para obtener cargos públicos. 
Notifíquese con el original y devuélvanse. 



benjamín VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — G. S. DE hk 10- 
RRE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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'''5/IGA f\?>^>^ CAUSA CJ.XXXII 



>»^ • 



•..,or'cr.oEO^tU« 



Don Amaro Bambill contra Paats y Ca.; 
sobre cobro de honorarios 



Sumario. — La acción que los procuradores tienen para co- 
brar honorarios, se prescribe á los dos años determinado por 
sentencia definitiva, el pleito en qne se devengaron. 



Coso.— En Enero de 1878, los Sres. ?aats y Ga. entablaron 
demanda contra los Sres. Moore y Tudor por falsificación de 
una marca de fábrica. 

En dos de Junio de 1882, se presentó en el juicio D. Amaro 
Bambill por los Sres. Paats y Ca., con poder general para to- 
dos los asuntos judiciales pendientes y que ocurran referentes 
á marcas de fábrica y de comercio. En virtud de este poder, 
conferido en 29 de Mayo de 1882, D. Amaro Bambill fué tenido 
por parte, como representante de Paats y Ga. 

En 6 de Marzo de 1884, el Juez Federal dictó sentencia re- 
chazando con costas la demanda de aquellos señores. 

Apelada la sentencia por Bambill, intervino él por sus man- 
dantes en toda la segunda instancia, y con fecha 22 de Julio de 

T. XI 13 
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i 886, la Suprema Corte se pronunció revocando la sentencia 
del Juez Federal y declarando que Moore y Tudor debían eli- 
minar de sus etiquetas las palabras que habían dado lugar al 
juicio. 

Devueltos los autos, Bambill intervino en varios incidentes 
sobre pago de honorarios y otros ; y en i 9 de Julio de 1889, se 
presentó D. José Lebrero, como apoderado de aquel, y pidió qne 
Paats y Ca. manifestaran si estaban conformes en pagarles 
3000 pesos m/n. 

Ordenada la manifestación, no se hizo, por haberse contestado 
al Secretario del Juzgado en el domicilio de Paats y Ca., que 
estos se hallaban en Europa. 

En consecuencia y á pedido del interesado^ se ordenó la re- 
gulación de los honorarios por el Dr. D. José I. Albarracin, 
debiendo ella entenderse con D. Teodoro Van Houten, represen- 
tante de la casa Paats y Ca. 

D. Benjamín Qigena, por estos señores, se presentó entonces 
esponiendo: que era inoficioso regularlos honorarios de Bam- 
bill, porque cuando intervino en el asunto con Moore y Tudor, 
era dependiente de la casa de Paats y en tal carácter hizo las 
gestiones que pretende se le paguen. Que el tiempo empleado 
por Bambill en ellas, lo debía á la casa como empleado, reci- 
biendo en cambio un tanto por ciento de las utilidades. Que 
por esto, Bambill no insinuó nunca la idea de exigir una retri- 
bución extraordinaria y lejos de eso se reconoció deudor por 
3000 y pico de pesos cuando salió de la casa, según documento 
que obra en un juicio seguido por él mismo ante el Juez de Co- 
mercio de la Capital, y se mostró conforme con los balances de 
la casa, en los que no figuró partida alguna do honorarios á su 
favor. Que prescindiendo de lo expuesto, la acción para el co- 
bro de honorarios estaría prescrita con arreglo á lo dispuesto 
en el artículo 4032 del Código Civil, desde que hace más de 
dos años que terminó el pleito en que se pretenden ganados los 
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honorarios. Que en conclusión, oponía la excepción de pago y 
subsidiariamente la de prescripción. 

Conferido traslado, lo contestó el representante de Bambill 
pidiendo que se rechazaran con costas las excepciones opues- 
tas. 

Dijo: que el empleo de Bambill era de simple dependiente 
de escritorio y despachaute de aduana y otros servicios del 
comercio; no era procurador judicial á sueldo mensual. Que 
era el representante obligado de Paats y Ca. como lo es un 
factor ó gerente. Que por esto la casa le confirió el poder 
general que presentó (f. 253). Que Bambill ejercía la pro- 
curación sin desatender los deberes de su empleo como de- 
pendiente de escritorio y de aduana, los que siempre cum- 
plió fielmente. Que los balances á que alude la parte de 
Paats nunca los tío Bambill y por eso y para que le rindan 
cuentas, ha promovido juicio á aquellos señores; de todos mo- 
dos, en los balances no podían figurar los honorarios que aún 
no habían sido abonados. Que el documento de que la misma 
parte habla, no es sino un crédito en contra de Bambill, no 
vencido aún, y que venía de tiempo atrás amortizándose poco 
á poco firmando renovaciones. Que cuando se confirió el poder 
á Bambill, este no era interesado de la casa de Paats, pues re- 
cien lo fué próximamente cuatro anos después, en 1^ de Enero 
de i886. Que en cuanto á la prescripción opuesta debe notarse 
que la segunda parte del inciso I*" del artículo 4032 del Código 
Civil^ establece que el tiempo de la prescripción corre desde la 
cesación de los poderes del procurador. Que el poder de Bam- 
bill ha subsistido hasta el 4 de Julio de 1888, fecha en que 
Paats y Ca. confirieron poder general á Gigena ; y recien desde 
esta fecha le empieza á correr el término de la prescripción. 
Que nada importa que el juicio haya concluido hace más de dos 
años, pues Bambill no era apoderado especial sino general. Que 
el poder de Bambill no feneció con el pleito de Moore y Tudor 
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sino caando se le revocó^ segan el inciso 1° del artícalo 1963 Có- 
digo Civil. Qae suponiendo que el término de la prescripcioa 
hubiese empezado desde la última diligencia ejecutada por 
Bambill en uso del poder, su acción no estaría prescrita, porqae 
tuTO intervención en el juicio que seguían Paats y Ca. contra 
Peters hnos. por ante el Juzgado del Dr, Tedin, en cuyo juicio 
intervino hasta el 6 de Agosto de 1887. 



Fallo del JTaes Federal 



Buenos Aires, Diciembre 4 de 1889. 

T vistos: para resolver primeramente por su carácter previo 
la excepción de prescripción opuesta por D. Benjamín Gigena 
en representación de los Sres. William Faats y Ca. contra la 
demanda entablada contra estos por D. José Lebrero en re- 
presentación de D. Amaro M. Bambill por cobro de honorarios 
y considerando : 

I"" Que según lo dispuesto por el artículo 4032 del Código Ci- 
vil la acción que los procuradores tienen para cobrar honora- 
rios se prescribe á los dos años de terminado por sentencia de- 
finitiva el pleito en que aquellos han desempeñado sus fun- 
ciones. 

S"" Que por lo tanto, la acción deducida por Lebrero está pres- 
crita desde el momento que el pleito entre William Faats y 
Ca. y Moore y Tudor fué terminado por sentencia definitiva de 
la Suprema Corte, mandada cumplir por este Juzgado el dia 
veinte y ocho de Julio del año de mil ochocientos ochenta y 
seis, habiéndose entablado la presente recien en diez y nueve 
de Julio del corriente año, es decir, después de trascurridos los 
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dos años á que se refiere el antes mencionado artículo del Có* 
digo Civil. 

3^ Que si bien el demandante alega que esta acción se pres- 
cribe recien á los dos años de terminado el poder, los cuales 
dos años no han corrido en el presente caso por tratarse de una 
procuración general ejercida hasta hace menos de dos años, esta 
interpretación es inadmisible, desde el momento que las tres 
condiciones impuestas para la prescripción en el mencionado 
artículo no lo están conjunta sino disyuntivamente, lo que quie- 
re decir, sin que otra interpretación sea admisible, que basta la 
realización de cualquiera de ellas para que la prescripción que- 
de cumplida. 

Por estos fundamentos, el Juzgado declara absueltos á loa 
Sres. Wiiliam Paats y Ga. de la demanda entablada contra 
ellos por D. José Lebrero, sin especial condenación en costas. 
Notifíquese original. 

Andrés Ugarriza. 



Fallo de ln Suprema Corte 



Buenos Aires» Noviembre 6 de 1890. 

Vistos : Por sus fundamentos, y no habiendo mérito para la 
condenación en costas reclamada por el demandado: se confir- 
ma con costas al auto apelado de foja doscientos sesenta; y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DÉ 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA CXIVXXIII 



Contra Charles Hermanos y Ca.; sobre comiso 



Sumario. — Es nala la sentencia sobre comiso pronanciada 
sin audiencia del interesado . 



Caso. — Lo esplica el siguiente 



PARTE 

Buenos Aires, Junio 3 de 1889. 

Ál Señor Intendente del Resguardo Don Ramón Igarzabal . 

Gomanico á Yd. que en este momento procedo á la detención 
dedos cajones mercaderías marca B. M. números 85 y 88, que 
se han desembarcado del vapor cOlimpo procedente de Mon- 
tevideo, los cuales no constan manifestados. 

Este caso se halla comprendido en los artículos 51 y 905 de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Acompaño la papeleta del lanchero. 

Dios guarde á Yd. 

Avelino G. Soto. 
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Otrosí digo : que esta detención la he efectuado por orden 
del Sr Administrador de Rentas Nacionales Dr. Granel. — Soto, 



INFORME 

Buenos Aires, Julio 1' de 1889. 

Señar Administrador de Rentas Nacionales, 

Evacuando la vista que se sirve conferirme, diré á Yd. qae 
los dos cajones que motivan este sumario fueron recibidos á bor- 
do del vapor cOlimpo» en el Puerto de Montevideo el dia l'^ de 
Junio, dómanos del señor E. Fraga, quien pagó á bordo de dicho 
vapor el flete dej^ 12 moneda oriental oro, otorgándosele re- 
cibo por la Comisaría del espresado vapor, cuyo documento lleva 
impreso el número 465. 

El Señor Eraga manifestó al Comisario del c Olimpo» que 
esos cajones eran de encomiendas y que como tal deseaba fue- 
sen manifestados en esta, debiendo ser consignados á las inicia^ 
lesB. M., á lo que se dio extrioto cumplimiento. 

Llegado el vapor cOlimpo á este puerto el dia 2 de Junio, se 
procedió al desembarque dé las encomiendas despachándose por 
el Resguardo de la Aduana nueva los pequeños bultos y en cuan- 
to á esos dos cajones fueron desembarcados en una lancha del 
señor Comartíno, cuya papeleta le fué entregada al patrón, 
firmada por el guardado custodia en el cOlimpo» señor Pueblas. 

El hecho de no bajar esos dos cajones con las demás enco- 
miendas, fué debido á que su tamaño era demasiado voluminoso 
y como ese dia era Domingo, no era posible despacharse la pa- 
peleta para introducirlo á depósito lo que debía hacer al si- 
guiente dia Lunes, el lanchero señor Comartino. 

Esto es todo lo que sabemos al respecto. — Buse. 
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hesolucion del administrador de aduana 



Buenos Aires, Julio 12 de 1889. 

Yisto lo actuado, de lo qne resulta comprobado que los dos 
cajones mercaderías de que trata el parte de foja... no han si- 
do manifestados en contraTencion á lo dispuesto en el artículo 
838 de las Ordenanzas de Aduana, y atento lo espuesto por la 
Contaduría en su informe de foja... con arreglo á los artículos 
905 7 1025 de las mismas : declaro caídos en comiso los es- 
presados dos cajones. Hágase saber, pase á la Contaduría á sus 
efectos 7 repónganse los sellos. 

E. Anido. 



Charles hermanos 7 C", ocurrieron ante el Juez Federal, 
quien pidió informe al administrador de Aduana. 



INFORME DEL ADHL^ISTRADOR DE ADUANA 



Con fecha 3 de Junio último se recibió en esta oficina un 
parte del Quarda Don Avelino G. Soto en el que daba cuenta de 
haber detenido dos cajones mercaderías marca B. M. herma- 
nos, 86 7 87^ por no figurar en el manifiesto general del vapor 
cOlimpo» que los condujo á este puerto con procedencia de Mcn- 
tevideo. 

Habiéndose ordenado se levantara el sumario correspondien- 
te como es de práctica en estos casos, se llamó al agente del es- 
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presado vapor, habiendo concurrido en representación de este 
Don Tomás Perugorria, quien sin oposición alguna asumió la 
personería que le correspondía en el asunto, sosteniendo en su 
defensa que los espresados cajones constaban manifestados, lo 
que dio motivo para solicitar que informara la Contaduría, la 
cual se espidió en los términos que reproduzco á continuación 
para el mejor conocimiento de lo ocurrido : 

Señor Administrador : 

€ £n el manifiesto general del vapor cOlimpo», procedente 
de Montevideo, entrado al puerto en Junio 3 del corriente año, 
no constan manifestados los cajones mercaderías á que se refie- 
re el parte del Señor Oñcial del Resguardo Don Avelino Soto á 
foja 1. 

€ Consta manifestada una partida en la siguiente forma : 

«Rotulado número 486, 2 cajones encomiendas, consigna- 
dos B. M. 

« El interesado pretende en su declaración de foja % que 
estos dos bultos encomiendas, son los mismos de que dá cuenta 
el oficial Soto. 

« Tal afirmación no se puede aceptar. 

«1^ Porque los cajones de que dá cuenta el oficial del Res- 
guardo tienen la marca B. M. número 86 y 87, mientras que 
los que menciona el declarante son rotulados con el número 
468; 

« 2"" Porque la manifestación hecha en los términos que se 
encuentran en el manifiesto general, no se pueden tomar en 
cuenta por no haber sido ajustada á lo que determinan las Or- 
denanzas de Aduana (artículo 838), por lo que el Resguardo ha 
debido rechazar ese manifiesto ; 

« 3^ Porque en el manifiesto se relacionan dos cajones, 
mientras que se hace figurar un solo número, el que no con- 



202 FALLOS DE LA SUPREMA CORIE 

cuerda con ninguno de los que tienen los cajones detenidos ; 

€ 4^ Que la manifestación hecha es capciosa, por cuanto se 
pone á la cont^ignacion de 6. M. sin determinar persona, for- 
ma incorrecta por demás, pues la consignación tiene que ser á 
la orden ó persona determinada ; 

« S"" Que el telegrama y carta adjunta, del Cónsul General 
de esta República en Montevideo, viene á confirmar una vez más 
que las mercaderías en cuestión han sido embarcadas en el puer- 
to de Montevideo con el propósito preconcebido de pasarlas 
clandestinamente en este puerto ; 

€ 6^ Que la manifestación en la forma que se ha hecho ; solo 
responde para el caso de ser descubiertos en el fraude, como ha 
sucedido, poder sostener que las mercaderías constan manifes- 
tadaSy y en el caso contrario, es decir, si se hubiera llevado á 
cabo el fraude, sostener que los bultos manifestados no habían 
venido, lo que se hubiera podido probar fácilmente, puesto qae 
los cajones detenidos no están conformes con los manifestados ; 
por eso he dicho antes, que la manifestación es capciosa, y 
aquello responde á ponerse á salvo en todos los casos ; 

€ 7"* Por estas consideraciones esta Contaduría es de opinión, 
que este caso es de los que preveen los artículos 1025^ 1026 y 
i037 de las Ordenanzas de Aduana.» 

J. Rodríguez. 

El telegrama del encargado del Consulado Argentino á qae 
se hace referencia en el informe que antecede y que consta 
agregado á foja... en el espediente que ha originado el hecho de 
que se trata dice así : 

€ Administrador de Renías Nacionales. 

« Oficial : Se ha presentado en esta Cancillería un indivi- 
duo denunciando lo siguiente: El vapor cOlimpo» que sale hoy 
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para esa, lleva dos cajones mercaderías marca B. M. números 
86 7 87 qne Tan á ser introducidos como encomienda según 
consta por el boleto espedido por la Agencia. Los cajones van 
en la bolega de proa y miden el número 86, un metro cuadrado, 
7 el 87 dos de largo por uno de ancho. El cuadrado lleva la 
marca B. M.en azul. 

€ Conviene, salvo la mejor opinión del Señor Administrador, 
esperar al desembarque de los bultos para apresarlos. 

€ Saludo á Vd. » 

Guido (hijo). 

Encargado del Consulado 
General Argentiao. 



En fecha i O de Junio ultimóse presentó una solicitud por 
los señores Charles hermanos 7 C'* reclamando la entrega de 
los espresados dos cajones 7 la cual fué agregada á foja... del 
espediente de su referencia. 

Posteriormente se dio vista del espediente al Agente del va- 
por «Olimpo Señor D. Pedro Risso, quien se expidió con fe- 
cha I"" de Julio espresando con ma7or amplitud lo mismo que 
7a había manifestado anteriormente el representante de la 
Compañía de «La Platense> Don Tomás Perugorria, lo cual, 
como queda dicho, motivó el informe de Contaduría que queda 
transcrito. 

En vista de todos estos antecedentes, se falló declarando caldos 
en comiso los mencionados dos cajones mercaderías, de lo cual 
se notificó al representante de la Platense Don Tomás Peru- 
gorria, habiéndose rehusado este á firmar la notificación como 
consta i foja 6 del espediente. 

Catorce dias después de la fecha de la notificación, 26 de 
Julio, de la sentencia, 7 cuando esta había sido consentida tá- 
citamente por no haberse interpuesto reclamación alguna den- 



n 
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tro del término prescrito por los artículos 1063 y 1064 de las 
Ordenanzas de Aduana, las mercaderías fueron euTÍadas á re- 
mate el que se efectuó el dia siete de Agosto ppdo. habiéndose 
suspendido la entrega de ellas en cumplimiento á lo ordenado 
por el Señor Juez Federal, con excepción de doce chalones que 
fueron entregados al comprador antes de ser conocida dicha 
orden, todo lo cual consta en los informes precedentes. Es 
cuanto tengo que informar. 

C. Sotoinayor. 

VISTA FISCAL 

Mayo 12 de 1890. 

Señor Juez : 

Sírvase dar vista á Charles para que en presencia del espe- 
diente agregado, el que no conoce, haga su defensa. 

J. A, Víale. 



Fallo del Jues Federnl 



Buenos Aires, Julio 10 de 1890. 

Autos y vistos : por las constancias de autos y teniendo en 
vista lo resuelto por la Aduana de la Capital de foja 5 vuelta, del 
ecipediente agregado y por los fundamentos de dicha resolución 
se confirma esta, y en consecuencia, previa reposición de sellos 
vuelva este espediente á la Aduana para su cumplimiento. 

Andrés Ugarriza. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1890. 
Suprema Corte : 

Según el artículo 1059 délas Ordenanzas de Aduana, la re- 
solución de los Administradores de Rentas debe ser notificada 
á los interesados teniéndose por tales á los dueños ó consignata- 
rios de las mercaderías y á los demás enunciados en el mismo 
artículo . 

Según el artículo 1070 de las mismas Ordenanzas, el Juez de 
Sección sentenciará la causa con audiencia del reclamante j 
del Procurador Fiscal. 

Ninguno de estos artículos ha sido cumplido en el presente 
caso, á pesar de haberlo solicitado el Procurador Fiscal en su 
vista de foja 38 vuelta. 

En las actuaciones administrativas, solo consta que la reso- 
lución de foja 5 vuelta, fué notificada al representante de la 
cPlatense», peroneal dueño ó consignatario de los dos bultos 
declarados en comiso, violándose así la disposición del artículo 
1059 citado de las Ordenanzas. En el procedimiento seguido 
ante el inferior, tampoco han sido oidos los reclamantes sobre 
el fondo de la cuestión como lo prescribe imperativamente el 
artículo 1070 también citado. 

Creo por lo tanto nula la sentencia recurrida, desde que la 
parte contra quien se ha dictado no ha sido oida ni ha podido 
defenderse, como es de regla en todo juicio. 

Sírvase Y. E. resolver así, mandando devolver los autos para 
que el procedimiento se ajuste á lo resuelto en los mencionados 
artículos de las Ordenanzas de Aduana. 

Antonio E. Malaver. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 6 de 1890. 

Vistos : Habiéndose pronunciado la sentencia de foja treinta 
y nueTB sin la audiencia prescrita por el artículo mil setenta de 
las Orlenanzas de Aduana; de conformidad á lo pedido por el 
Señor Procurador General en su precedente vista: declárase nula 
dicha sentencia y vuelvan en consecuencia los autos al Juzga- 
do de su procedencia á fin de que se proceda á tramitar y re- 
solver esta causa como corresponda. Repónganse los sellos . 



benjamín victorica. — c. s. 

DE LA TORRE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA CXXXXII^ 



D. Salvador Tállala conlra D. Andrés Pastorc, 
por cobro de pesos; sobre incompelencia. 



Sumario. — Las causas entre dos estrangeros, aunque sean 
Tecinos de di&tintas proAincias, no corresponden al fuero 
federal. 



Caso. — Don José Alejo de Caminos, por Don Salvador Tallata, 
entabló la demanda contra Doo Andrés Fastore^ espresando que 
aquel había transferido á este, un contrato de locación de un 
campo que tenia celebrado con Don Francisco Barbosa ; y que á 
consecuencia de que Fastore no había cumplido con las obliga- 
ciones que ese contrato imponía al locatario, Barbosa le siguió 
ante el Juzgado Federal dos juicios, á consecuencia de los cuales 
tuvo que indemnizarlo en la cantidad do 4891 ^ 90 centaTos 
moneda nacional, que son el objeto de la demanda. 

Fara demostrar la competencia del Juez Federal^ espuso que 
esta demanda no era sino un desprendimiento ó incidente de las 
causas seguidas ante el mismo Juzgado por Barbosa contra 
Tallata. 
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El Jnez mandó que la parte espresara la nacionalidad del 
demandante y del demandado; y el actor presentó dos testigos 
que declararon que Tallata era vecino de San Joan desde hacía 
mas dQ un año y que Fastore lo era de San Luís. 

El Juez mandó que se acreditaran los estremos indicados en el 
artículo 11 déla ley sobre Jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Federales, y en consecuencia, los mismos testigos 
declararon: 1° que sabían por circulares de Tallata, que este 
tenía un negocio de carpintería establecido en San Juan ; y 2^ 
que el mismo Tallata al irse á San Juan, les dijo que se iba con 
el ánimo de avecindarse allí y trabajar en su oficio de 
carpintero. 

Con estos antecedentes, se declaró el caso de competencia del 
Juzgado, y se corrió traslado de la demanda. 

Don Lucas Olguin, por Fastore, declinó la jurisdicción del 
Juez, esponiendo: 1^ que no era cierto que este juicio fuera 
una dependencia ó un incidente de los mencionados por el actor, 
sino completamente nuevo, aunque tiene antecedentes con 
aquellos; 2° que así, no hay motivo para alterar la jurisdicción 
que las leyes han determinado para los casos en que litiguen dos 
estrangeros, mucho más cuando no esté interesada la Consti- 
tución ni ley alguna nacional. Fidió que el Juez se declarara 
incompetente con costas al actor. 

Corrido traslado, lo evacuó la parte de Tallata pidiendo que 
no se hiciera lugar con costas ala excepción. Dijo: que el Juez no 
se había declarado competente porque se tratara de un incidente 
de los juicios mencionados en la demanda, sino atenta la dis- 
tinta vecindad de los litigantes. Que el acatamiento, por su 
parte, del auto que mandaba acreditar la vecindad, importaba 
una renuncia del motivo que primeramente invocó para demos- 
trar la competencia del Juez. 
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I*allo del Jíuem Federal 



SaD Luis, Noviembre 33 de 1889. 

Autos y vistos : la excepción de ÍDCompetencia, y considerando : 
Que de las informaciones corrientes de fojas veinte y cinco á 
treinta, consta que D. Salvador Tallata, demandante, desde 
hace más de un año ha fijado su residencia en la ciudad de 
San Juan, con ánimo de permanecer allí, en cuyo punto tiene 
un establecimiento industrial, y que el demandado D. Andrés 
Pastore es vecino del Departamento de esta Capital. T que las 
circunstancias señaladas colocan á las partes litigantes en el caso 
del artículo 2% inciso 2% y artículo 11 de la ley sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Nacionales. Por esto, y de 
acuerdo con lo solicitado en el escrito precedente, el Juzgado no 
hace lugar, con costas, á la excepción deducida, y manda se con- 
teste derechamente á la demanda. 

P. E. Miguez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOa GENERAL 



Buenos Aires, Mayo II de 1890. 
Suprema Corte: 

El Señor Juez parte en este caso del supuesto equivocado de 
que la diversa vecindad produce en los estrangeros, con respecto 
al fuero, el mismo resultado que en los naturales. Y. E. tiene 

T. XI u 
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declarado lo contrario en más de una ocasión, y ha de servirse 
reTocar en consecuencia la sentencia recurrida. 



Eduardo Costa 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, NoTÍembre 8 de 1890. 

Vistos: Resultando de las añrmaciones no contradichas» 
hechas en el escrito de foja treinta y cuatro, que demandante y 
demandado son estrangeros; y de conformidad con lo espuestoy 
pedido por el Señor Procurador Generaren su precedente vista: 
se revoca el auto apelado de foja treinta y ocho vuelta, y se 
declara que el conocimiento de esta causa no corresponde á la 
justicia nacional. Repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DR LA 
TORRE. —ABEL BAZAN. 
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CAUSA €JL\X\r 



D. Rodolfo Alurralde, contra D. Emilio Datreaux,por nulidad 
de una boleta de venta; sobre inhibición de enagenar. 



Sumario. — La inhibición general de enagenar ó gravar, no 
es autorizada por las leyes que rigen los procedimientos ante 
los Tribunales Federales. 



Caso. — En 23 de Mayo de 1887 D. Rodolfo Alurralde se 
presentó ante el Juez Federal de la Capital pidiendo se decla- 
rase la nulidad de un boleto de compra-yenta, que invocando 
poder conferido por él, había firmado D. Salustiano Galup 
Agüero, obligándose á vender á D. E. Daireaux veinte y cinco 
leguas españolas, en el territorio Nacional de Misiones, propie- 
dad del demandante. 

Acompañó : 

I'' La copia del boleto indicado ; 

2^ TTn croquis del plano del terreno ; 

3° una copia auténtica del poder conferido por él á D. Sa- 
lustiano Galup Agüero, agregando que aunque ese poder fuera 
general para vender, sin embargo, en el momento que se firmó 
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el boleto, sus títulos de propiedad se hallaban en el Ministerio 
del Interior, de modo que el boleto fué firmado sin facultad, 
dándose además á sus terrenos una ubicación diversa de la 
que tienen consignada en los títulos de propiedad. 

Acreditada la competencia del Juzgado y conferido traslado, 
se presentó á contestarlo D. Godofredo Daireaux, en represen- 
tación de su hermano, D. Emilio Daireaux. 

Después de un incidente sobre falta de personería, que la 
Suprema Corte falló en 5 de Abril de 1888, confirmando el 
auto del Juez que mandaba tenerse como parte á D. Grodofredo 
Daireaux^ este último pidió la inscripción preventiva del boleto 
presentado, que le fué concedida. 

La parte de Alurralde apeló j la Suprema Corte confirmó la 
resolución del Juez por fallo de 6 de Diciembre de 1888. 

Devueltos los autos y mandada cumplir la resolución» la ofi- 
cina de Registro de la Propiedad se negó á inscribir el mencio- 
nado boleto, porque la ley de 1886 manda registrar los autos 
por los que se constituyan, transmitan, modifican, reconocen 
ó extinguen derechos reales, y el boleto de venta solo crea obli- 
gaciones y derechos personales, y porque D. Rodolfo Alurralde, 
á cuyo nombre se hallaba inscrita la propiedad del campo á 
que el boleto se refiere, la había vendido en Noviembre de 1887 
á D. Pedro Agote, D. Domingo B. y D. Adolfo E. Dávila, á 
cuyo nombre se hallaba inscrita actualmente en el Registro. 

En consecuencia de esto D. Godofredo Daireaux por D. Emi- 
lio Daireaux, diciendo que Alurralde había vendido lo que tenía 
ya enagenado á su representante, sin esperar la resolución de 
esta cuestión, y que para garantir sus derechos que con tales 
medios se querían eludir, era necesaria la inhibición general 
de vender ó gravar sus bienes contra D. Rodolfo Alurralde, 
pidió que se decretara esta. 
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Fallo del Jíiies Federal 



Buenos Aires, Noviembre 9 de 1889. 



Como se pide bajo la responsabilidad de esta parte. 



Ugarriza. 



Fallo de la Supreaia Corte 



Buenos Aires, Mayo 13 de 1890. 

Vistos: No estando autorizada la inhibición general que 
como medida preventiya se solicita en este caso, por las lejes 
que rigen los procedimientos ante los Tribunales Federales : se 
revoca el auto apelado de foja ciento ocho y se declara no haber 
lugar á dicha medida. Bepnestos los sellos deyuélvanse. 



benjamín VICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGUREN.— C. S. DE LA TORRE. 
— LUIS V. VÁRELA. — ABEL. 
RAZAN. 
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CAUSA CI.XXXTI 



Don Juan Coudanne contra la Empresa del Ferro Carril de 
Buenos Aires y Rosario, po¡: levantamiento de un puente y 
daños y perjuicios; sobre competencia. 



Sumario, — La demanda sobre levantamiento de un puente, j 
resarcimiento de daños, fundada en que la construcción de aquel 
ha sido llevada á cabo con violación de disposiciones legislativas 
7 de derechos particulares del demandante, corresponde al co- 
nocimiento de los Tribunales de Justicia, aunque se suponga 
que la citada construcción fué autorizada por la administra- 
ción. 



Caso. — Donjuán Coudanne, propietario de un molino situa- 
do sobre el arrojo Kamallo, entabló demanda contra la Empresa 
del Ferro Carril de Buenos Aires y Bosario, fundado en que un 
puente que ella había construido sobre dicho arroyo, le impedía 
la explotación de su molino, haciendo imposible la navegación. 
Sostuvo, además, que el puente había sido construido contra- 
riando lo dispuesto por el artículo 2^ inciso 6^ de la ley nacio- 
nal de ferro carriles y por el artículo 2641 del Código Civil ; y 
pidió que se condenara á la Empresa: i° A levantar el obstácu- 
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lo qne oonstitaye para la nayegacion del Bamallo hasta su mo- 
lino^ el puente qne tenía actualmente, haciendo sus construc- 
ciones con arreglo á lo que prescribe el artículo 2° inciso 6"* de 
la ley general de ferro carriles; 2^ A indemnizarle los daños j 
perjaicios que le ha originado y que le siga originando hasta que 
haga las obras necesarias para establecer la libre navegación 
del Bamallo, los que estima en la sama de mil pesos nacionales, 
con más los gastos que le origina para hacer cuidar el estable- 
cimiento, inclusos los deterioros que por estar sin trabajar, pue- 
de sufrir; S'' A pagar las costas del juicio. 

Corrido traslado de esta demanda, el representante de la Em- 
presa, sin contestarla, pidió que el Juzgado se declarase incom- 
petente, imponiendo las costas al actor. Dijo : que la misma 
demanda demuestra que se trata de una cuestión que tiene el 
carácter de administativa y que debe, en consecuencia, ser 
solucionada por el poder administrador, cuya competencia es 
escluyente en razón de la materia ; y por otra parte, la jurisdic- 
ción de los tribunales nacionales no es tampoco prorogable so- 
bre personas ó cosas ajenas á ella, aun cuando las partes con- 
vinieran en la prorogacion. Que no existe rio navegable obs- 
truido por el puente á que la demanda alude, ni este origina 
perjuicio alguno. Qne ese puente es parte de una obra auto- 
rizada por una ley y debidamente aprobada por la administra- 
ción en ejercicio de atribuciones que le son propias. Que se 
trata de una verdadera .obra pública, pues que la empresa está 
sostitoyendo á la administración, y los casos de perjuicios cau- 
sados por esta, en la ejecución de los trabajos públicos, á la pro- 
piedad particular, sin que haya incorporación al dominio público 
de ninguna parte de ella, son restricciones impuestas al dominio 
privado solo en el interés público y están regidas por el dere- 
cho administrativo según lo dispuesto por el artículo 2611 del 
C. C, debiendo, por tanto, las acciones á que ellas puedan dar 
lugar, deducirse ante la autoridad administrativa qne, con sus 
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hechos 6 los de sus agentes, los haya cansado. Qne la cnestion 
de los puentes sobre el Eiachaelo de Barracas, fué resuelta 
administratíTamente por el P, E. ante el cual faé llevada por 
la Sociedad General Pobladora y algunos yecinos qne se dijeron 
lastimados en sus intereses. Que no basta como lo enseña Col- 
meiro, que la reclamación se funde en un agravio cansado al 
derecho particular con ocasión de un acto administrativo ; pues 
lo contencioso administrativo supone siempre la lesión de an 
derecho de aquellos que la administración está obligada á respetar 
(Colmeiro, Derecho administrativo, t. S"", lib. 5, cap. 3®); de donde 
se deduce que aunque haya reclamos y resistencias del interés 
particular para cumplir los actos y decretos administrativos, 
los asuntos no adquieren un carácter contencioso judicial, sino 
cuando se hiere una ley 6 un derecho perfecto : y qne no siendo 
así, hay una contención puramente administrativa que se deci- 
de por la misma administración (Ferreira, Derecho administra^ 
tivo general y argentino, pág. 281). 

Conferido traslado de la escepcion, la contestó el demandan- 
te, pidiendo que se la rechace con costas. Dijo : qne toda la es- 
cepcion se funda en que el Ferro Carril del Bosario se supone 
subrogado al Estado, para deducir de esto que las cuestiones de 
carácter contencioso administrativo quedan escluidas do la jus- 
ticia ordinaria. Que no espresa el demandado cuál es la ley que 
constituye al Ferro Carril del Bosario en representante del Es- 
tado, porque esa ley no existe. Que este Ferro Carril es una 
persona jurídica que, como cualquiera otra, puede ser deman- 
dada ante la justicia ordinaria, Cjmo lo establece el artículo 42 
del C. C. diciendo; que las personas jurídicas pueden ser de- 
mandadas por acciones civiles y puede hacerse ejecución en sus 
bienes. Que la deducida contra la Empresa, es una acción de 
carácter civil y no hay ley que establezca á favor de aquella 
una escepcion á la disposición general citada. Que no ha de- 
mandado simplemente por la remoción del puente, sino además. 
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los daños y perjuicios; y no se comprende cómo elF. E. N. 
podría sostitairse á la jopticia ordinaria para la resolución de 
esta Cuestión de carácter puramente privado. Que aún cuando 
el Ferro Carril fuese como se pretende, el continuador del Es- 
tado, por una delegación que no existe, basta ver que la deman- 
da sostiene que en la construcción del puente, causa del litigio, 
86 ha violado la ley de ferro-carriles en su articulo 2"", inciso 6^ y 
la Constitución Nacional en cnanto garante la Ubre navegación 
délos rios, para convencerse de que la cuestión aún c jntra el Es- 
tado, serla de carácter contencioso judicial ; pues como lo en- 
seña Ferreira, los asuntos adquieren un carácter contencioso 
judicial, si hieren una ley ó un derecho perfecto. Que la de- 
manda sostiene que la construcción del puente hiere la ley ge- 
neral de ferro-carriles en la parte ya citada, y el perfecto de- 
recho del actor á no ser privado de la navegación de un rio nave- 
gable. Que por lo demás, si el caso no estuviera completamen- 
te sometido á la justicia nacional, con arreglo al artículo 2^ 
inciso 6® de la ley de 18 de Setiembre de 1872, habría invocado 
su carácter de ciudadano francés para justificar la procedencia 
del fuero federal. 



Fallo del Jíues Federal 

Baenos Aires, Marzo 37 de 1890. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, que el Juzgado encuentra perfectamente arreglados, y 
considerando además: 

1^ Que la acción deducida es una acción puramente civil, ten- 
dente á hacer desaparecer la lesión qne se dice sufren los dere- 
chos del demandante por actos realizados por la parte deman- 
dada en beneficio de sus particulares intereses ; 
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S"" Que las restricciones impuestas al dominio privado que 
son regidas por el derecho administrativo, son las impuestas 
únicamente en él interés público, según lo establece el artículo 
2614 del Código Civil; 

3^ Que en el caso actual, si bien una línea férrea está desti- 
nada á servir al público, no por eso deja de ser persona jurídica 
la compañía propietaria 6 explotadora, cuyo interés particular 
está comprendido en la construcción y explotación, de modo 
que no es el caso del artículo citado ; 

4"^ Que este cae bajo la jurisdicción de los Tribunales Fede- 
rales en virtud de lo dispuesto en el artículo 2, inciso 1® de la lev 
de 14 Setiembre de i 863, confirmada especialmente en cuanto 
atañe á los ferro-carriles declarados nacionales por la ley de 18 
de Setiembre de 1872. 

Por esto : no ba lugar á la escepcion opuesta, y contéstese de- 
rechamente el traslado de la demanda, declarándose á cargo de 
la parte que opuso la escepcion las costas del incidente. Repón- 
gase el sello. 

Virgilio SI. Tedin. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 16 de 1890. 

Suprema Corte : 

Soy de opinión que la sentencia apelada de foja 31 debe ser 
confirmada. 

A sus fundamentos, que encuentro arreglados, podrían agre- 
garse los siguientes : 

1"" Que según el contrato de 17 de Enero de 1884, aprobado 
en la misma fecha (Registro Nacional, pág. 30), celebrado entre 
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el señor Ministro del laterior en representación del Excmo. Go- 
bierno Nacional y D. Juan Coghlan en representación de la 
Compañía del Ferro Carril de Buenos Aires á Campana, para la 
prolongación de éste hasta la ciudad del Bosario, quedó esta 
Compañía obligada (art. 17) c al estricto cumplimiento de lo que 
prescriben las leyes, decretos y reglamentos de obras públicas, 
de contabilidad y de ferro-carriles en vigencia ó que en adelante 
se dicten». 

i^ Que la Ley Nacional de Ferro Carriles de 18 de Setiembre 
de 1872, anterior á dicho contrato, y por lo tanto obligatoria 
para la Empresa, establece en su artículo 6^ que : c Cuando un 
Ferro-carril atraviese ríos navegables, deberá ser construido de 
una manera que no embarazo ni entorpezca la navegación, y si 
atravesase otra clase de rios, esteros 6 canales de riego, las 
obras se ejecutarán de manera que no perjudiquen el uso de las 
aguas >• 

S"" Que ésta ley general de ferro-carriles es obligatoria no 
solo para las empresas que hayan recibido una prima cualquie- 
ra del Gobierno Nacional para la construcción de sus ferro-ca- 
rriles; sino también para los que se construyen por cuenta y 
con el Tesoro del Gobierno de la Nación, según las disposiciones 
de su artículo 1® y artículo 2'' incisos 2"^ y A"". 

A"" Que alegándose por el demand&nte, en la presente causa, 
que se trata de un rio navegable, cuya navegabilidad ha queda- 
do interrumpida á causa del puente que se menciona, con lo que 
se infiere agravio al derecho perfecto de los vecinos ribereños 
que tienen en mi opinión, un derecho perfecto á servirse de di- 
cho rio para el transporte de mercaderías y productos. 

5^ Que en igualdad de condiciones se hallaría el caso si el 
rio no fuera navegable; pues según el artículo 6^ de la ley 
citada de ferrocarriles, estos deben ser construidos de mane- 
ra que no perjudiquen el uso de las aguas, sin duda porque 
es un derecho perfecto de los vecinos ribereños servirse de 
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ellas á los distintos objetos para qae paeden ser utilizadas. 
Tratándose, pues, del conflicto de derechos paramente priva- 
dos, respecto de los que la Administración Pública no puede 
hallarse interesada ; pues si consintió 6 autorizó la construc- 
ción del puente de que se trata, no puede entenderse que lo 
hizo en otras condiciones que en las establecidas expresamente 
en el contrato que celebró para la construcción del Ferro-carril 
á Rosario y en las leyes correlativas que menciona y le sirvie- 
ron de fundamento, repito á Y. E. que es mi opinión que este 
asunto es de la competencia de los Tribunales Federales. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema €)orte 



Buenos Aires, Noviembre 13 de 1890. 

Vistos: T considerando: 

Que la acción deducida se funda en que la construcción del 
puente de *su referencia se ha llevado á cabo con violación de 
diversas disposiciones de carácter legislativo y de derechos par- 
ticulares que el declarante pretende tener en el caso, al man- 
tenimiento de un puerto ó embarcadero, dentro de los lími- 
tes de la propiedad y libre acceso al mismo. 

Que, así fundada, la reclamación interpuesta reviste todos 
los caracteres de lo contencioso, y entra evidentemente en las 
atribuciones del poder judicial, aún cuando se suponga que la 
obra reclamada haya sido llevada á cabo con autorización ó 
aprobación de la administración, pues no hay creados en el 
orden nacional, tribunales distintos para su decisión. 
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Por estos f andamentos y los concordantes del auto apelado 
de fojas treinta y uno y de la precedente vista del señor Pro- 
carador General : se confirma con costas dicho auto, y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — FEDEíaCO 
IBARGtSRBN.— G. S. DE LA TORRE. 
— ABEL BAZAN . 



CAUSA CliXXXTII 



Contra Clark y Cía; sobre comiso 



Sumario» — Cae en comiso el contenido de un bulto indebida- 
damente declarado en la guia con miteriales distintos de los 
traídos en él. 



Caso, — Lo esplica el siguiente 
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SUMARIO LEVANTADO POR LA ADMINISTRACIÓN DE ADUA^A 

Resguardo del Muelle del Ferro-Carril. 

Diciembre 20 de 1889. 

Al Señor Gefe del Resguardo, Don Martin Almada. 

Comunico al Sr. Gefeqne hallándome á cargo de la opera- 
ción de delegado N'' 39 correspondiente al pailebot nacional 
c Donato Aballangelo > Registro N^ 729, procedente de Baenos 
Aires, entrado á este puerto eHO del corriente mes con mate- 
riales férreos para la empresa del ferro-carril Nord-Este 
Argentino de los Sres. Clark j Cia, según guia de tránsito N^ 
404, he notado la demasía de un bulto venido fuera de mani- 
fiesto, conteniendo un piano; demasía ([ue se encuentra penada 
según las prescripciones de los artículos 68, 916 y 905 de las 
Ordenanzas de Aduana, con la pena de comiso. 

Lo que pongo en conocimiento del Sr. Gefe para que se sirva 
elevar á la Superioridad para la resolución á que tuviese lugar 
en justicia. Dios guarde á Yd. 

Lindor L Valenzuela. 

En la Administración de Bentas Nacionales de Concordia á 
los veinte y un dia del mes de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y nueve, compareció previa citación, el capitán del 
pailebot nacional «Donato Aballangelo», el cual, enterado del 
objeto para que ha sido llamado, ofreció bajo formal promesa 
decir verdad en cuanto supiese y fuese preguntado; contestando 
al tenor del siguiente interrogatorio. 

Preguntado: Diga su nombre, edad, profesión, estado y na- 
cionalidad. — Contestó: llamarse José De Feo, de treinta y siete 
años de edad, ser su profesión capitán de buque y estar al mando 
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del pailebot nacional c Juan Aballangelo > digo c Donato Aba- 
Uangelo > ; de estado casado y de nacionalidad Italiano. 

Preguntado : Con qué fecha dio entrada á este puerto y qué 
clase de mercaderías conducía en su buque. Contestó : Que dio 
entrada con fecha diez del presento mes en la oficina principal 
del Resguardo, pasando en seguida al Muelle del ferro-carril á 
descargar materiales férreos para la empresa del ferro-carril 
Kord-Este Argentino. 

Preguntado: Qué cantidad de bultos traia y á quien venía 
consignado. Contestó: Que traia la cantidad de sesenta y 
nueve bultos materiales férreos y seiscientos sesenta y ocho 
rails, y consignado al agente D.Manuel Marenco. 

Preguntado : Dónde cargó los bultos férreos y rails que con- 
dujo para el ferro-curril Nor-Este y de qué buque de ultramar. 
Contestó: Que los bultos que se le mencionan y rails los 
cargó en Buenos Aires de tránsito, según guía número cuatro- 
cientos cuatro y del vapDr inglés c Newton >, de Liverpool. - 

Preguntado: Si de la descarga practicada por el buque de su 
mando ha resultado un cajón detenido por el Guarda de servicio 
D. Lindor I. Yalenzuela. Contestó : Que si. 

Preguntado: Si sabe la causa de la detención de ese bulto. 
Contestó: Que el Guarda de servicio al notar la forma del cajón 
le preguntó al declarante qué contenía^ á lo que este le mani- 
festó que la forma parecía un piano, pero que no lo podía 
asegurar. 

Preguntado: si el mencionado cajón detenido lo cargó como 
si fuera un bulto de materiales férreos. Contesto: Que si, que lo 
cargó del vapor Newton, como si fuera un cajón de materiales 
férreos, pues viene á más con la marca F C N E A ; que ahora 
sabe que su verdadero contenido es un piano usado por habérselo 
dicho al declarante el Inspector de la Platease. 

Preguntado: Si no tiene algo más que agregar ó quitar á su 
declaración. Contestó: Que no y dándose esta declaración por 
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terminada la leyó y ratificándose en sa contenido la firmó con 
el Sr. Contador Interventor D. Carlos Grünnaldt y actuario 
que suscribe. — José De Feo. — C. Grünnaldt. — Á, D. Castella- 
nos, 



ACTA 



En la Administración de Rentas Nacionales de Concordia i 
los treinta y nn dias del mes de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y nuere compareció el Guarda segundo D. Lindor I. 
Yalcnzuela, firmante del parte que encabeza este espediente y 
manifestó: Que venia á hacer constar por medio de esta decla- 
ración, que equivocadamente hizo constar en el parte que elevó 
á la Aduana con fecha veinte del presente mes, con motivo da 
un bulto conteniendo un piano y que se había manifestado como 
bulto férreo por el Capitán del pailebot nacional < Donato 
Aballangelo», que el mencionado bulto conteniendo un piano 
había resultado como demasía; pero que hoy reconoce la 
equivocación sufrila, pues al desprenderse dos ruedas que 
venían ligadas y como un solo bulto, el declarante las contó 
como si fueran dos, resultando de aquí el error cometido. Que 
declara, pues, que no existe tal demasía y si, solo diferencia de 
especie en el bulto que ha resultado contener un piauo en vez 
de materiales férreos como se había manifestado, y ratificándose 
en su esposicion después de leer esta la firmó con el Sr. Conta- 
dor Interventor D. Carlos Grünnaldt y actuario que suscribe 
— Lindor L Valenzuela, — C. Grünnaldt. — i. D. Castellanos. 



ACTA 



En la Administración de Rentas Nacionales de Concordia á los 
cuatro dias del mes de Enero de mil ochocientos nóvenla, 
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compareció previa citación y como representante del señor D. 
Jorge M. Serd, su dependiente D. Juan Iglesias, quien ente- 
rado del objeto para que h» sido llamado ofreció bajo formal 
promesa decir verdad en cuanto supiese y fuese preguntado, con- 
testando al tenor del siguiente interrogatorio: 

Preguntado : Si tiene conocimiento que de la descarga del 
pailebot nacional « Donato Aballangelo » entrado á este puerto 
€on fecha diez del próximo pasado mes de Diciembre, ha resul- 
tado un bulto conteniendo un piano en vez de lo declarado, 
materiales férreos, y que conjuntamente con el total de la carga 
conducida venía destinado á la empresa del ferro-carril Nord- 
Este Argentino de la cual es agente el declarante. Contestó: 
Que 8i, que tiene conocimiento haber resultado en la descarga 
del pailebot c Donato Aballangelo » un bulto conteniendo un 
piano, pero que debe agregar es usado y contiene ropa usada 
también en su interior; que tiene conocimiento por correspon- 
dencia desde Inglaterra, que se hacía la remesa de este piano 
para un empleado de Clark y compañía: sabiendo el nombre del 
buque de ultramar que lo conducía, pero ignoraba á qué buque 
de cabotaje había sido trasbordado, razón por la cual ha resul- 
tado que se hiciera la operación de importación de acuerdo con 
la guía de tránsito espedida por la Aduana de Buenos Aires en 
la que manifiesta sesenta y nueve materiales, digo bultos mate- 
riales, donde venía incluido el bulto conteniendo el piano. 

Preguntado: Si tiene algo más que agregar ó quitar á su 
declaración. Contestó: Que habiendo sido descargado el bulto 
conteniendo un piano en puerto habilitado y siendo por su 
envase conocido su contenido y teniendo á más esto bulto un 
letrero que dice instrumento músico, viene á probar la ninguna 
intención que hubo de defraudar al Fisco; siendo solo un error 
que las Ordenanzas lo clasifican como es, evidente é imposible de 
pasar desapercibido. — Dándose por terminadas esta declara- 
ción la dejó y ratificándose en su contenido la firmó con el 

f. XI 15 
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señor Contador Interventor D. Carlos Grünnaldt y actuario que 
suscribe.— pp. Clark y Cia., p. Jorgt M. Serd, — J. D. Iglesias 
— C. Grünnaldt. — Á. D. Castellanos. 



Concordia, Enero 8 de 1890. 

Pase al Sr. Vista D. Dario Irigoyen este espediente para que 
83 sirva ordenar á la Alcaldía se practique la verificación del 
cajón conteniendo un piano y que se halla en el depósito de esta 
Aduana remitido de la estación del ferro-carril Argentino del 
Este por el Guarda D. Lindor I. Yalenzuela á objeto de que 
quede constatado si el piano en cuestión es procedente de fábri- 
ca ó usado. Esta verificación se practicará en presencia del re- 
presentante del ferro-carril Nord-Este Argentino, D. Jorge 
Me. Leor y del Guarda denunciante D. Lindor I. Yalenzuela. 
— Lorenzo Fateme. 

Concordia, Enero 8 de 1390. 

A la Alcaldía á los efectos del decreto que antecedo. — D, 
Irigoyen. 

Concordia, Enero 8 de 1890. 

Con asistencia de los señores D. Juan Iglesias por D. Jorge 
Mac Leor, representante del ferro-carril Nord-Este Argentino^ 
y el Guarda D. Lindor I. Yalenzuela se procedió á la verifica- 
ción del cajón áque se refiere el Sr. Administrador contenien- 
do lo siguiente : 

Un piano, seis camisas algodón para hombre, una capa de 
goma impermeable, un cuadrito hecho á pluma, cuatro caader- 
nitos música, un aparato para pierna de un enfermo, una mu- 
ñequita vestida. No habiendo más que lo declarado, devuelvo el 
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presente al Sr. Vista á los fines qae estime convenientes. — S. 
Sánchez . 

Concordia, 17 de Enero 1890. 
Sr. Administrador: 

Cumpliendo con el decrete de Yd. de fecha 8 del corriente, 
el Alcalde ha verificado en un todo el cajón del piano mencio- 
nado en este espediente, menos la clasificación, de si es 6 no 
procedente de fábrica ó usado; por igual cansa, no creyéndome 
competente he recurrido á que el perito D. Ju:in Cerezoni ins- 
peccionase dicho piano y su envase en este depósito en presencia 
de Yd.ymia, declarando el maestro Cerconique el piano es in- 
glés ordinario, con uso, y su envasé no es de fábrica, por ser el 
interior y exterior brusco, como á mas lo' prueba el contenido 
que interiormente trae 6 contiene el cajón según verificación 
hecha por el señor Alcalde y los demás interesados que han es- 
tado presentes. Es cuanto tengo que comunicar á Vd. — D. 
Irigoyen, 



RESOLUCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE ADUANA 



Resultando en vista de las declaraciones contenidas en este su- 
mario: 1® Que no hay exceso de carga de la chata nacional cDona- 
to Aballangelo» si bien así lo declaró el capitán de dicho buque 
á foja 3 vuelta, por haber quedado destruido por la declara- 
ción del Guarda Valenzuela á foja 4 vuelta, quedando así salvo 
de la pena el mencionado Capitán ; 

2® Siendo los importadores Clark y Cia. empresarios del fe- 
rro-carril Argentino del Nord Este representados por su apo- 
derado D. Jorge Mac Leor, quienes solicitaron el despacho á 
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plaza á que se refiere el parte del Guarda Valenzuela, spgnn 
consta del permiso de despacho aplaza, Registro N^ 729, Permi- 
so N^ 639, y habiendo sido remitido á la Aduana el cajún que 
aparecía como exceso de carga, por tener un letrero que dice : 
Instrumento músico, y en Tísta de no estarse seguro de su ver- 
dadero contenido, fué inspeccionado por el Sr. Vista D. Darío 
Irigoyen, según consta de su informe de foja 6 vuelta, resultan- 
do contener : un piano con uso según lo añrma el perito 
Gerezoni, seis camisas de algodón para hombre, una caja con 
un aparato para la pierna de un enfermo, cuatro cuadernitos de 
música, un cuadrito hecho á pluma y una muüequita ves- 
tida; 

3"^ Si bien alega en su declaración el apoderado de Glark y 
Gia. representado por D. Jorge MacLeor, ser imposible haber- 
se podido pasar inapercibido de la diferencia del mencionado 
cajón en cuanto á su contenido por llevar escrito Instrumento 
músico, no se puede admitir esto alegato por estar terminante- 
mente espresado en el artículo 1025 de las Ordenanzas de Aduana: 
c Son considerados como fraude y de consiguiente materia de 
pena, toda falta de requisito, toda falsa declaración ó todo he- 
ch3 que despachado en confianza por ellas ó que se pasara des- 
apercibido produjera menos renta de la que legítimameute se 
adeuda >• 

Por estas consideraciones y en vista de las facultades que 
me confiere el artículo 1035 de las Ordenanzds, fallo : 

1^ Caido en comiso el contenido del bulto á que se refiere es- 
te sumario y que contiene un piano con uso, seis camisas de 
algodón, un aparato para la pierna de un enfermo, una capa 
de goma impermeable, cuatro cuadernos de música, un cuadril 
to hecho á pluma y una muñequita vestida. 

2^ Adjudico el producido de esta pena al Guarda D. Lindor 
I. Valenzuela, quien abonará en Contaduría los derechos que 
corresponden al Fisco. 
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S"" Pase al Sr. Yista D. Darío Irigoyen este sumario para el 
aforo correspondiente. 

4° Notifíqnese á los interesados esta resolución y repóngan- 
se los sellos, hecho lo cual se remitirá este espediente á la 
Dirección General de Rentas de la Nación con las cuentas del 
mes á que corresponde. — Lorenzo Faíerne. 



VISTA FISCAL 



Concordia, 23 de Enero de 1890. 
Señor Juez : 

El Procurador Fiscal evacuando el traslado conferido á Y. S» 
dice : Que V. S, debe confirmar con costas la resolución apelada 
por sus fundamentos y las razones que paso á exponer. 

En autos está plenamente probada la diversidad de especie 
de uno de los 69 bultos de materiales férreos resultando ser un 
piano usado y alguna ropa usada también, esto lo aceptan los 
mismos interesados y por lo tanto sobre ello no puede haber 
cuestión alguna. Ahora bien : el Señor Administrador, en vista 
de esa falsa manifestación, declara caido en comiso ese bulto, fun- 
dado en el artículo 1025 de las Ordenanzas de Aduana. La parte 
perjudicada con esa resolución, apela de ella y pide á Y. S. la 
derogue de acuerdo con el artículo 1057 de las mismas Ordenan- 
zas por ser un error evidente é imposible de pasar desapercibido. 
Y o creo Señor Juez y por eso pido la confirmación de la senten* 
cia, que si bien ha habido error, desde que el Administrador no lo 
ha considerado evidente é incapaz de pasar desapercibido, no ha 
podido apelarse de esa resolución para ante Y. S. desde el mo- 
mento que Y. S. aún cuando así fuese, no podría revocar esa re- 
s elución, pues la disposición legal sobre el error evidente, no es 
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imperativa sino facultativa del AdmiiLstrador; por esto es que 
dice que los Administradores podrán absolver de toda pena etc.; 
no se dice, habiendo error evidente se hará así, sino se podrá 
hacer así. En consecuencia Y. S. no puede revocar esa resolu- 
ción fundado en el error evidente; debiendo por lo tanto como lo 
solicito de V. S. confirmarla con costas, de acuerdo con ios ar- 
tículos 1025 7 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 
Es justicia etc. 

Manuel A. Crespo. 



Fallo d^l Jíuex Federal 



Paraná, Octubre 21 de 1890. 

Autos 7 vistos : y considerando que el solo hecho de que 
á ser inspeccionado un artículo por el Vista no pudiese pasar 
desapercibido un error de manifestación, no da aplicación á la 
disposición del artículo 1057 de las Ordenanzas de Aduana ; pues 
si así fuese no habría error punible por no haber uno solo que 
pudiese pasar desapercibido; que por el contrario, es punible 
todo error de manifestación de una mercadería de tal naturale- 
za que, si se despachase en confianza pudiese pasar desapercibi- 
do, artículo 1025, como habría sucedido evidentemente en el 
presente caso si el cajón no hubiese sido abierto é inspeccionado 
su contenido. Por estas consideraciones y especialmente por lo 
aducido por el Procurador Fiscal deque la facultad de absolver 
de error evidente, es de esclusiva atribución de los administra- 
dores de Aduana, según el mismo artículo 1057 citado. Por es- 
tos fundamentos se confirma con costas la resolución adminis- 
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trativa de foja siete vuelta; devuélvase para su ejecuoion de- 
jando constancia, previa reposición de sellos. 

M. de T.Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 



BucDOs Aires, Noviembre 18 de 1890. 

Vistos: Habiéndose solitsitado según lo demuestra el docu- 
mento de foja nueve, la guia del bulto á que esta cansa se refiere, 
indebidamente como conteniendo materiales férreos ; y de con- 
formidad con lo dispuesto por el artículo mil veinte y cinco de 
las Ordenanzas de Aduana: se'T^onfirma con costas la resolución 
apelada de foja veinte y nueve; y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

benjamín VICTOMCA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. —ABEL 
BAZAN. 
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CAVSA CliXXXVIII 



El Juez letrado del Territorio Nacional del Rio Negro en queja 
contra las autoridades administrativas de dicho territorio. 



Sumario. — La Supreaia Corte no puede dictar resoluciones 
en quejas j reclamacioues que se le sometan sin conocimiento 
de causa. 



Caso. — Lo esplica la siguiente notí á la Suprema Corte de 
Justicia Nacional. 

« 

Buenos Aires, Noviembre 7 de 1890. 

Al Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia Nacional. 

Aprovechando la licencia que Y. E. me ha concedido me he 
trasladado á esta Capital, con el solo objeto de reclamar la in- 
tervención déla Suprema Corte, para que el] Juzgado á mi car- 
go pueda gozar de las garantías necesarias en el ejercicio de 
sus funciones, por cuanto su acción se halla deprimida y su 
autoridrd desacatada por los mismos funcionarios encargados 
de hacerla respetar y cumplir. 

Primero : En la visita de cárcel y ante el Tribunal pleno, el 
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Gefe de Policía D. Absalon Berreante, hermano del Goberna- 
dor, ultrajóla dignidad del Juzgado públicamente yá gritos 
disolviendo Tiolentamente la visita y agrediendo amano arma- 
da al suscrito Juez por haber atendido la queja que un .preso 
interponía por malos tratos recibidos en su prisión. Organizando 
el sumario correspondiente, me he dirijido al Ministerio de 
Justicia solicitándola gestión correspondiente para que el sin- 
dicado Gefe sea suspendido del cargo, para su juzgamiento. 
Pero debo advertir que el Gobernador Coronel Berreante es 
hermano del procesado y por consiguiente no ofrece garantía 
alguna y aún lo ha manifestado al suscrito que ejercería hos- 
tilidades contra el Juzgado si daba curso á esta causa contra 
su hermano. 

Segundo : Las repetidas quejas de los presos por obligárseles 
á trabajar y por malos tratamientos recibidos del mismo Gefe 
de Policía, dieron lugar á formación de cansas contra éste, 
siendo el proceder del Juzgado al respecto, motivo para que 
tanto el Gobernador como el dicho Gef J deprimieran la acción 
de la justicia. 

Tercero : A consecuencia de haberse publicado un auto en el 
que no se hacía lugar á lo que solicitaba el visitador de las 
oficinas del matrimonio civil, Secretario de la Gobernación 
D. Rómulo Sarmiento; el que pretendía que el Juzgado obliga- 
se al Cura Párroco á la administración de un sacramento de la 
Iglesia, dicho visitador injurió y ame::azó en el despacho al 
suscrito Juez en términos los más altaneros y descomedidos, 
intimando con la Policía al suscrito Juez, sin duda porque 
cuenta con el apoyo del Gobernador por las íntimas afinidades 
que los ligan. 

Formando la causa respectiva, he solicitado por órgano del 
Ministerio de Justicia la suspensión del ejipleo del inxiicado; 
y además que se dicten las medidas opartunas para que el Juz« 
gado no sea víctima de mayores atropellos. 
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Cuarto : Providencialmente fui atacado de una enfermedad 
el 22 j por cuya razón no pude emprender viaje el 23 de Octu- 
bre último, librándome así de ser asesinado en el camino por 
Ernesto Vera, contratado y pagado por el mismo Gefe de Policía 
Absalon Berreante, según ol mismo Vera habiéndose embria- 
gado, lo manifestó públicamente, sin haber podido instruir el 
sumario y hacer las investigaciones del caso, porque el mismo 
sindicado, como autor del hecho fustrado era el mismo Gefe de 
Policía y que á la vez ejercía las funciones de Gobernador in- 
terino, quedando completamente coartada la acción de la jus- 
ticia. 

Un hecho semejante, Exmo. SeSor, creo que no debe quedar 
impune y para proceder se hace necesario, indispensable, que 
el Gobierno Federal adopte medidas enérgicas para que el 
Juzgado á mi cargo pueda proceder con entera garantía en el 
ejercicio <l6 la acción que la ley establece : teniendo presente 
que el Gobernador titular Coronel Berreaute es una amenaza 
continua en estas causas á las inmunidades de que debe gozar 
elJuzgado Letrado en el desempeño de su misión. 

Quinto: Desobedecimiento á lo mandado por el Juzgado en el 
recurso de habeas corpus interpuesto por la prisión é incomuni- 
cación decretada por el Gobernador interino y Gefe de Policía 
Don Absalon Berreaute, contra D. Lorenzo Lazarte, cuya pri- 
sión continúa aún prolongándose desde el 14 de Octubre ppdo. 
sin haberse podido definir dicho recurso por no haberse dado 
cumplimiento á los decretos del Juzgado, como instruirá á Y. E. 
el dictamen Fiscal y auto recaído que á continuación me per- 
mito transcribir, c Señor Juez Letrado : El Fiscal ad hoc 
que suscribe en el recurso de habeas corpus interpuesto por 
Dona Xicasia Torres, á favor de D. Lorenzo Lazarte, usando de 
la vista conferida, á Y. S. dice : que la falta cometida por el 
Señor Gefe de Policía interino y Comisario Martinez es tan 
grave y de tal magnitud, que este ministerio en vista del des- 
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conocimiento completo i la autoridad de V. S. y de las leyes, 
cree que el Señor Juez debe proceder con arreglo al artículo 634 
del Código de procedimientos j dirijíéndose por telégrafo i la 
Superioridad á fin de que cese este estado de cosas que dañan 
por completo la administración de justicia y haciendo ilusorio 
el más sagrado principio de nuestra Constitución, pidiendo al 
mismo tiempo la suspensión de dichos funcionarios sin perjui- 
cio de seguírseles causa por desacato : salvo como siempre el 
mejor parecer de V. S. — Viedma, Octubre 26 de 1890. — 
Miguel E. Vidal. 

«Viedma, Octubre 31 de 1890, — Autos y vistos: y con- 
siderando que el autor de la prisión é incomunicación de 
Lazarte es el Gobernador interino ; que la autoridad del 
Juzgado ha sido desacatada por el Gefe de Policía interino 
señor Milher, desobedeciendo lo mandado en el auto de habeas 
Corpus, en cuyo caso procede solicitar del poder público nacio- 
nal el auxilio de la fuerza, como lo previene la ley, para 
hacer cumplir lo decretado en el presente recurso, sin perjuicio 
de instruir el sumario correspondiente contra el mencionado 
Gefe de Policía por su desobediencia ; considerando que este 
Juzgado nacional se halla deprimido en el ejercicio de sus fun- 
ciones por la autoridad política gubernativa, cohartada su ac- 
ción, y que además se ha atentado i mano armada centra el sus- 
crito Juez, y que se ha revelado públicamente por el mismo que 
se dice haber sido contratado por el Gobernador interino Absa- 
lon Berreante y otros para que asesinara al suscrito Juez en su 
Tiajeá la Capital, sin poder hacer las investigaciones del caso 
por no gozar el Juzgado de las garantías necesarias consiguien- 
tes, en cuyo caso corresponde llevar al conocimiento de la 
Suprema Corte de Justicia Nacional, que es la salvaguardia 
de la Administración de Justicia de la Nación, solicitan- 
do se digne dirijirse al Gobierno Federal, reclamando las 
medidas oportunas para que se garantice la acción de la justi- 
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cia 7 que la ley pueda ser complimentada. Por ello y lo dicta- 
minado por el Ministerio Fiscal, solicítese del Poder Ejecutivo 
de la Nación el auxilio de la fuerza pública para hacer cum- 
plir el auto de habeos corpus antes mencionado, oficiándose á 
sus efectos, al Exmo. Señor Ministro de Justicia Culto é Ins- 
trucción Pública con transcripción del precedente dictamen 
fiscal y de este auto. Y sin perjuicio, diríjase oficio á la £xma. 
Corte Suprema de Justicia Nacionul haciéndose preséntelos 
atentados y desacatos de que ha sido víctima el suscrito Jnez 
Letrado y con inserción del anterior dictamen fiscal y del presen- 
te auto, pidiéndose que i sus efectos, tenga á bien reclamar del 
Gobierno Federal las medidas antes indicadas.— AóraAam Ar- 
ce, — Ante mi: Silvano Olárola^ Escribano Secreterio. » 

Lo brevemente espuesto llevará al conocimiento de T. E. 
el justo motivo que me asiste para reclamar de la Suprema 
Corte Nacional, el amparo de su alta jerarquía y como que es 
la guardiana de la ley y la columna poderosa de la Adminis- 
tración de Justicia Nacional contra los avances del poder y los 
abusos de la fuerza, á fin de que, en atención ,á mis reclamos 
se digne dir i j irse al Poder Ejecutivo de la Nación en los tér- 
minos que creyese oportunos para restablecer el órdea y se pres- 
ten al Juzgado las garantías que necesita para ejercer sus fun- 
ciones en la esfera que las leyes establecen. 

Con este motivo, tengo el honor de saludar á Y • E> con la 
espresion de mis respetos. 

Ábraham Arce. 
Silvano Otárola, 

Escribano Secretario. 
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VISTA DEL PHOCURADOR GENERAL 



Bueoos Aires, Noviembre 21 de 1890. 

Suprema Corte : 

El Jaez Letrado del Territorio del Rio Negro dirijió á S. £. 
el Sr« Ministro de Jasticia Culto é Instrucción Pública una 
comanicacion semejante á la que precede, quejándose de no ha- 
ber sido obedecidas las providencias dictadas por él en un re* 
curso de habeas corpas interpuesto á nombre deD. Lorenzo La- 
zarte y de desacatos j desmanes contra su autoridad y su per- 
sona, cometidaspor autoridades 7 funcionarios administrativos 
de aquel Territorio. 

Pasada dicha comanicacion á mi dictamen lo espedí en los 
términos siguientes : 4 El Juez Letrado de la Gobernación del 
Bio Negro, solicita do Y. E. el auxilio de la fuerza pública, 
para hacer cumplir las providencias dictadas por el Juzgado á 
su cargo, en el recurso de habeas corpus interpuesto por D* 
Xícasia Torres d nombre de D. Lorenzo Lazarte, privado de su 
libertad é incomunicado desde el 14 de Octubre último, por or- 
den del Gefe de Policía y Gobernador interino del Terrritorio 
D. Absalon Berreante, y cuyo recurso no ha podido ser definido 
por haberse desobedecido por el comisario encargado de la pri- 
sión de Lazarte al prestar el informe referido, y haberse negado 
el Gefe de Policía interino, señor Milher á prestar el auxilio de 
la fuerza para hacer cumplir lo decretado. Agrega el Señor Juez 
que, como el Gobernador interino es el sindicado como autor de 
la prisión de Lazarte, según los términos de la ley, se vé en la 
necesidad de recurrir al Poder Público Nacional, conforme á lo 
pedido por el Ministerio Fiscal y lo resuelto por el Juzgado en el 
dictamen y auto que transcribe. 
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< Y termina sn comunicación manifestando á Y. E. haberse 
librado providencialmente, á causa de nna enfermedad que le 
impidió emprender viaje, de ser asesinado en el camino por Er- 
nesto Vera, contratado y pagado á tal objeto por el Gefe da Po- 
licía j Gobernador interino Don Absalon Berreante, según el 
mismo Vera, quien, embriagado un dia^ después lo reveló pú- 
blicamente, ostentando el dinero recibido y documentos firma- 
dos; sin haber podido el juez proceder á la averiguación del he- 
cho por hallarse enfermo, y porque la autoridad política guber- 
nativa que era la sindicada, ejercía hostilidades contra el juzgado 
y desacataba sus órdenes ; que noticioso el Gobernador interino 
de lo revelado por Vera, lo hizo constituir en prisión y nombró 
un comisionado para que le instruyese un sumario por calumnia, 
sin tratar de averiguar el hecho principal ; y que en tal situa- 
ción ha podido trasladarse á esta Capital para imponer i Y. E. 
de lo que ocurre, y reclamar su protección en garantía de sn 
propia existencia y de la investigación de los hechos revelados 
por Vera. 

« Termina el señor Juez diciendo que un hecho de la natura- 
leza del que denuncia, no debe quedar en el silencio ; porque 
afecta al honor mismo de la Nadlon y sienta un precedente fu- 
nesto para la recta y cumplida administración de justicia. 

c Ocupándome del contenido de esta comunicación según lo 
dejo estractadp, debo manifestar á Y. E. que por lo que hace á 
su primera parte, esto es, al recurso de habeas corpus inter- 
puesto á nombre de Don Lorenzo Lazarte, no cabe duda de que, 
según los términos del artículo 618 del Código de procedimien- 
tos en lo criminal, el Juez Letrado de la gobernación del Rio 
Negro, es competente para conocer del mencionado recurso ; que 
según el artículo GlOsiguiente, debía solicitar inmediatamente 
del funcionario autor de la orden de detención, el informe sobre 
los motivos de que esta procedía, para resolver en su vista; que 
por disposición del artículo 620, el auto de habeas corpus debió 
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ser obedecido inmediatamente, siempre que de sas términos cons- 
tara claramente coal era el funcionario autor de la orden de de- 
tención, 7 la persona objeto de dicha orden ; pudiendo la deso- 
bediencia del autor de dicha orden de detención al autu de 
habeos corpus ser castigada, según los casos, con arresto ó mul- 
ta; 7 que según el artículo 631 de dicho Código, si el funciona- 
rio á quien ha ¿ido dirigido 7 notificado un auto de habeos 
Corpus, rehui^ase ó descuidase cumplirlo presentando la persona 
nombrada en él é informando plena 7 espUcitamente al devol- 
Terlo, sobre todos los puntos á que tal informe debe contraerse 
dentro del término requerido, 7 no alegase escusa suficiente 
para dicha desobediencia 7 descuido, el tribunal 6 juez á quien 
debiere devolverse, desde que se justifique que el auto fué diri- 
gido 7 notificado debidamente, tiene el deber de dar orden, di- 
rigida á cualquier Comisorio ó Agente de Policía, ú Oficial de 
Justicia, para que aprehenda inmediatamente al funcionario 
culpable de la desobediencia ó descuido, y sea detenido hasta 
que devuelva el auto con el informe debido 7 obedezca á las 
órdenes que se le ha7an dado con respecto á la persona para 
CU70 socorro so pide el auto. 

c En caso de depender el funcionario desobediente, dispone 
también el mismo artículo 63i, de una autoridad superior de 
las que no han sido directamente responsables de su mala con- 
ducta ante los jueces, se solicitará de esta el concurso necesario 
para que la orden mencionada se cumpla, sin perjuicio de la 
responsabilidad en que el funcionario hubiese incurrido por su 
desobediencia. 

€ Creo que en las disposiciones legales que dejo indicadas, se 
baila fundada la petición que dirige á Y. E. el Juez Letrado del 
Eio Xegro. Las autoridades de aquel territorio que disponen de 
la fuerza pública, ni el funcionario desobediente que él mencip- 
na dependen de su Juzgado, sino de Y. E. : se hulla pues en el 
caso de solicitar de Y. E. el concurso necesario pnra que la 
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Orden que ha dictado sea cumplida, como lo dispone en su 2* 
inciso el citado artículo 631 del Código de Procedimientos. 

c Soy en consecuencia de opinión, se digne Y, E. resolTer que 
la fuerza pública nacional existente en el territorio del RioNe- 
gro^ sea puesta á disposición del Juez Letrado recurrente» en 
cuanto sea necesaria, para que haga cumplir el auto de habeos 
Corpus que manifiesta haber dictado. 

cEn cuanto á la segunda parte de la nota objeto del presente 
dictamen ella viene á confirmar la grave desínteligencia enqne 
se oncnentra la autoridad gubernativa con la autoridad judicial 
en aquel territorio nacional. 

«En 18 de Octubre próximo pasado dictaminé á V. E. en una 
nota del Gobernador del territorio del Rio Negro Don Napoleón 
Berreante, en que pedía la destitución del mismo Juez Letrado 
autor de la comunicación que precede, por vicios y faltas en el 
desempeño de sus funciones. Estas desinteligencias, llevadas 
al grado en que aparece de ambas comunicac oues á V. E., afec- 
tan en realidad hondamente á la buena administración pública, 
y al crédito de que debe gozar ante propios y estrauos. 

« V. E. no debe tolerar que tal situación se prolongue, por- 
que de ella solo resultarán inconvenientes y perjuicios páralos 
habitantes de aquella parte del territorio nacional ; y ya que no 
esté en sus manos, como lo dije en el citado dictamen de 18 de 
Octubre, inquirirla verdad y poner «i remedio oportuno en cuan- 
to se refiere al Juez Federal, no sucede lo mismo respecto de los 
demiis funcionarios administrativos que dependen de Y. E. y 
cuya conducta V. E. puede investigar y traer ajuicio. 

« Convendría tal vez por tanto que V. E. se sirviera dar cono- 
cimiento de lo que ocurre en aquel territorio al Excelentísimo 
señor Ministro del Interior.» 

La referencia que hago en lo que precede á la petición ante* 
rior del señor Gobernador del Rio Negro en que solicitaba la se- 
paración del Juez Letrado, y las comunicaciones de este, de- 
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muestran de una manera concluyente que, la coexistencia de 
ambas autoridades no podrá producir en adelante ventaja algu- 
na para la administración de justicia, ni para la administración 
política 7 económica de aquel territorio. 

Ningún antecedente tengo que me permita abrigar siquiera 
una sospecha respecto de qué parte esté la razón. Y no siendo 
posible la separación del Juez Letrado sino en virtud de acusa- 
ción de la Honorable Cámara de Diputados y fallo del Honora- 
ble Senado, creo que el único medio de hacer cesar estos es- 
cándalos, que en realidad comprometen al país, es el que he 
indicado ya á S. E. el señor Ministro de Justicia, esto es, que 
se de conocimiento de estos hechos á S. E. el señor Ministro del 
Interior, á fin de que investigando y llamando á juicio los he- 
chos ocurridos, pueda aloptar las medidas conducentes á evitar 
su repetición. 

La Justicia Nacional, debe ser acatada, respetada y obedeci- 
da por todos ; debiendo las autoridades políticas y administrati- 
vas ser las primeras en dar al pueblo el saludable ejemplo de 
ese acatamiento y de esa obediencia. 

Nada puede escusar el cumplimiento de este deber. Sí el 
Juez, por su conducta, se hiciera indigno de la alta función que 
desempeña, aquellas autoridades del orden político y adminis- 
trativo podrían dar los pasos necesarios para que fuera acusado 
y separado de su empleo : pero no ir más allá. A su vez si la au- 
toridad del señor Juez Letrado ha sido desacatada ; si su vida 
ha podido peligrar; y si las demás autoridades del territorio en 
que ejerce su jurisdicción le niegan toda obediencia y toda 
cooperación para cumplir sus órdenes, él ha debido dirigirse, 
como lo ha hecho ya al P. E. Nacional ; puesto que las autori- 
dades dependientes de este tienen el deber de prestar todo auxi- 
lio para la ejecución de las sentencias del poder judicial, como 
espresamente lo dispone el artículo 13 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 

T. XI 16 
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tre ella j e\ rio, más terreno de propiedad de Claverie, sino el 
lecho mismo del Salado, y la plaja del dominio público. Que 
esto no obstante, Claverie ha sorprendido á la empresa con la 
pretensión de que tiene y el puente le ocupa, entre el rio j el 
terreno vendido, una ostensión de 350 á 400 metros lineales, 
mostrándose dispuesto á procurar la suspensión de las obras del 
puente como lo revelan las dos cartas sujas que exhibe. 

Que fundado en estos antecedentes, y siendo el Juzgado el 
único competente para conocer de los reclamos y cuestiones que 
puedan afectar la constrnccion de los ferro-carriles nacionales 
autorizados por los poderes federales y que tienen por objeto 
obras de utilidad pública nacional ; lo dispuesto por el artículo 
21 de la Ley general de espropiacion y la jurisprudencia esta- 
blecida, pedía: 1^ Se intime á Claverie, se abstenga de todo 
acto ó procedimiento tendente á suspender ó diñcultar las obras, 
bajo conminación de daños y perjuicios ; 2^ Se le intime la obli- 
gación en que se encuentra de deducir ante el Juzgado, dentro 
de 30 dias, las acciones y derechos que le correspondan sobre 
cualqniera fracción de terreno ocupado por las obras de la em- 
presa en las inmediaciones del rio Salado. 

El Juez proveyó lo siguiente : 



Rosario, Octubre 11 de 1890. 

Por interpuesta esta demanda en cuanto por derecho hubiera 
lugar, háganse al demandado las intimaciones que se solicitan 
con el traslado de la acción deducida, para que se abstenga de 
dificultar las obras del ferro carril demandante y deduzca ante 
este Tribunal dentro del plazo de treinta dias, contados desde el 
de su notificación, las acciones que pudieran corresponderle so- 
bre cualquiera fracción ocupada por el referido ferro carril en 
la zona que se indica, á cuyo efecto deberá librarle el correspon- 
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diente oficio. Al último otrosi como se pide, dejándose copia en 
autos. Repóngase. 

Escalera. 



D. Bernardino Clayerie fué notificado de este auto, por el Se- 
cretario del Juzgado de 1* Instancia de Santa Fé, ellS de Oc- 
tubre de 1890. 

En 24 del mismo mes, se presentó el apoderado de la Empre- 
sa esponiendo : que cnando esperaba que fuera deligenciado el 
exhorto librado, para la notificación de Clayerie, había sido sor- 
prendida la empresa por una orden del Juez de Provincia, qui- 
zás el mismo exhortado, intimándole la suspensión de los traba- 
jos del puente, espedida en un juicio promoyido por Clayerie, 
titulándose dueño del terreno limítrofe con el rio Salado. Qae 
se han realizado así, los temores que indujeron á la Empresa á 
dedacir la demanda de jactancia y de amparo en las obras que 
se ejecutan sobre terrenos comprados al mismo Clayerie. Que 
no obstante las órdenes impartidas, por el Juzgado j notifica- 
das á Claverie, estaba entablada demanda ante el Juez de Pro- 
vincia desobedeciendo esas órdenes y desconociendo la jurisdic- 
ción privativa que atribuye al Juzgado el inciso 1"^, artículo i"" 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863 y la nacional de expropia- 
ción, demanda á que el Juez provincial ha dado curso, faltando 
á los respetos debidos al Juez Federal. Que de esta suerte, se 
perjudica gravemente á la empresa, que tiene aglomerada una 
gran cantidad de trabajadores y de materiales en el punto en 
que las obras se ejecutan, trabándose la construcción de un fer- 
ro-carril nacional autorizado por la ley n"" 2432 y cuyas obras 
se encuentran amparadas por el artículo 21 de la Ley de 13 de 
Setiembre de i866. Que en consecuencia, pedía al Juzgado li- 
brara oficio al Juez de Santa Fé para que se inhiba de conocer 
en la demanda promovida por Claverie, remitiendo los auto» 
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despaes de impartir las órdenes necesarias para que continúen 
los trabajos del puente, dejando as( sin efecto la orden espedi- 
da por él para su suspensión ; todo ello con emplazamiento para 
que se espida dentro de tres dias de recibido del despacho. 
Agregó: que si para proveer de conformidad á lo solicitado, se 
creyese conveniente que la empresa deposite en el Banco Na- 
cional una suma de dinero que garanta el valor del terreno re- 
clamado por Claverie, determinará el Juzgado su monto para 
hacer el depósito en seguida. 

El Juez mandó para mejor proveer, y de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo 4^ de la Ley nacional de Expropiación, que 
la empresa consignara el valoren que aprecia la zona de terreno 
materia del litigio. 

En consecuencia, la empresa depositó en el Banco Nacional 
á la orden del Juez, 3000 pesos m/n, tomando por base el 
precio de 50 centavos el metro cuadrado que se le abonó á Cía- 
verie por el terreno lindero con el rio Salado. 



Fallo del Juem Federal 



Rosario, Octubre 25 de 1890. 

Por hecha la consignación del valor apreciativo del área de 
terreno á que se reñeren estos obrados; en su consecuencia y 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 4'' y 21 de la Ley 
nacional de Expropiación, dése á la empresa espropiante la po- 
sesión del bien raiz materia del litigio, debiendo el expropiado, 
si no estuviese conforme, concurrir á la audiencia que tendrá 
lugar el tercer dia hábil posterior á los treinta que se le han 
señalado para.su comparencia en este juicio. A sus efectos, li- 



DE JUSTICIA NACIONAL 247 

brese el exhorto solicitado ea el anterior escrito al Sr. Jaez de 
Provincia respectivo de la ciudad de Santa Fé con las copias 
pedidas y trascripción de los decretos recaídos. Repóngase. 

Escalera. 



£1 representante de la empresa apeló de este auto manifes- 
tando que no estaba en las facultades del Juzgado cambiar por 
las de expropiación 'las acciones deducidas y proveídas, ni era 
potestativo el cumplimiento del deber en que está de sostener 
los fueros de su invadida jurisdicción privativa, la que le ha 
sido dada por las leyes para el amparo de los derechos coloca- 
dos bajo su protección. 



Auto del ^uem Federal 



RosariQ, Octubre 29 de 1890. 

A lo principal, concédese en relación y en ambos efectos el 
recurso de apelación interpuesto. En consecuencia, remítanse 
los autos al superior con noticia de partes y emplazamiento le- 
gal; y el hecho de fundar esta parte el recurso de apelación 
que deduce, autoriza al Juzgado para dejar i su vez establecido 
que por bu parte no ha efectuado cambio alguno de acción, limi- 
tándose á conceder lo pedido por el recurrente en el párrafo 
primero de la página 18 de su escrito de demanda, con la cir- 
cunstancia muy digna de tenerse en cuenta, de que la disposi- 
ción legal en que se fundaba la mencionada solicitud contenida 
en el párrafo y foja citada, es la misma que apoya la providen- 
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cia recurrida, la misma que demuestra por los mismos términos 
en que está concebida, no tener por objeto modificar la primi- 
tiva acción, por cuanto mantiene el plazo acordado al deman- 
dado para dedncir la demanda que pudiera corresponderle y le 
fué acordado por el decreto de foja 19. Repóngase. 

G. Escalera y Zuviría. 



J^Elevados los autos, la Suprema Corte los mandó pasar al 
Relator. 

En este estado, el representante de la empresa, haciendo 
presente los perjuicios que ocasiona la suspensión de las obras 
en las cuales se hallaban empleados 1500 hombres, y acompa- 
ñando una constancia del Juez de Paz de Santo Tomé en que 
espresa que por orden superior ha intimado la suspensión, pidió 
se sirviera la Suprema Corte ordenar que esa suspensión cese 
autorizando la continuación de las obras, á cuyo efecto se diri- 
giría telegrama al Juez de Santa Eé. Agregó que si la Suprema 
Corte lo reputaba prudente ó necesario, la empresa estaba dis- 
puerta á ampliar la garantía que ya había hecho efectiva. 



Fallo de 1« Suprema Corte 



Buenos Aires, Noviembre 27 de 1890. 

Vistes : Manifestando el apelante que la acción deducida por 
su parte en estos, autos no es la de expropiación que el Jaez de 
Sección ha creido ver en el escrito de foja veinte y cinco y con- 
siderando : que contal antecedente no ha podido legalmente 



DE JUSTICIA NAaONAL 249 

imprimirse á esle juicio el procedimiento inhereate al de ex- 
propiación determinado por la ley de trece de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y seis : se revoca el auto apelado de fo- 
ja treinta y una vuelta, y devuélvanse estas actuaciones al 
Juez de Sección, á fin de que, procediendo á examinar si el 
presente caso es ó no de su jurisdicción, resuelva lo que cor- 
responda en la inhibitoria deducida y demás pedido en el 
citado escrito de foja veinte y cinco. 

En cuanto á lo pedido en el escrito de foja cincuenta y 
cuatro, ocurra al Juez de la causa, y repóngase el papel. 



benjamín VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — mis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. 
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CAUSA CXC 



La Municipalidad de Corrientes^ contra D.Domingo Arisii por 
reivindicación; sobre personería para solicitar la deser- 
ción del recurso. 



Sumario. — La muerte del mandante no hace cesar la procu- 
ración judicial y no impide que el mandatario solicite la deser- 
ción del recurso por rebeldía del apelante. 



Caso. — En la causa de la Municipalidad de Corrientes con- 
tra D. Domingo Aristi, venida á la Suprema Corte por apelación 
interpuesta por la Municipalidad j concedida libremente, el 
procurador de D. Domingo Aristi acusó rebeldía y pidió la de- 
serción del recurso. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 7 de 1890. 



Por lo que resulta del certificado que precede, atenta la re 
beldía acusada, y de conformidad con lo dispuesto por el artícu< 
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lo doscientos catorce de la Ley de Procedimientos, declárase 
desierto el recurso de apelación interpuesto y deruélvanse. 



BBNJAMIN VICTORICA. — FEDERICO 
IBARGGREN. — C. S. DE LA TORRE. 
— LUIS Y. VÁRELA.— ABEL BAZAIf. 



Notificado el apoderado de la Muaicipálidad, Dr. Méndez, 
presentó el siguiente escrito : 

Suprema Corte: 

Miguel G. Méndez, por la Municipalidad de Corrientes, en 
los autos seguidos con D. Domingo Aristi, sobre reivindicación , 
á V. E. digo: 

Qae se me ha notificado el auto dictado por V. E., en el 
cual no se hace lugar á la mejora del recurso que me presenté 
haciendo en estos autos venidos en grado de apelación del Juz- 
gado Federal de Corrientes. 

Revisando los autos observé que en virtud de la rebeldía 
acusada por el representante del señor Aristi se había dado por 
desierto á mi parte el recurso de apelaciout por no haberse pre- 
sentado á mejorarlo en el término del emplazamiento. 

Pero es el caso que la rebeldía no puede ser acusada sino 
por parte legítima ó por un representante legal. 

Mientras tanto el señor Amaya cuando se presentó á ser teni- 
do por parte, y cuando acusó posteriormente rebeldía á mi parte 
ya no era representante del señor Aristi, porque este había 
muerto. 

Don Domingo Aristi falleció en Corrientes el 4 de Setiem- 
bre del corriente año, y desde esa fecha había caducado el man- 
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dato del señor Amaya, como lo prescribe el artícnlo 1963 
inciso 3^ del Código CítíI. 

Y como, además, en materia civil no puede precederse de 
oficio^ es claro que la rebeldía no ha podido decretarse por el 
mero vencimiento del término del emplazamiento, hasta qne no 
lo pidiera qaien tuviera una representación legal. 

Para acreditar el hecho alegado del fallecimiento de don Do- 
mingo Aristi, pido á V. £. se sirva librar oficio al señor Juez 
Federal de Corrientes, para que éste ordene al Gefe del Regis- 
tro Civil espida la partida de defunción del señor Aristi j fecho 
se la remita á Y. E. 

En mérito del hecho alegado, cuya prueba ofrezco, pido £ 
Y. E. se sirva reponer el auto en que no se hace lugar á la 
mejora del recurso. Será justicia. 

Jf. G. Méndez. 



FAlto úm lii Saprenuí Cmrte 

Buenos Aires, Noviembre S9 de 1890. 

Yistos en el acuerdo : No terminando la procuración judicial 
por la muerte del mandante, con arreglo á lo dispuesto por la 
ley veinte y tres, título tercero, partida tercera, cuyo precepto 
es de aplicación en los Procedimientos ante los Tribunales 
Federales, con arreglo á la disposición de los artículos tres 
cientos setenta y cuatro de la Ley Nacional de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y mil ochocientos 
setenta, inciso sesto, del Código Civil. 

Y considerando, además, que aunque la regla citada no de- 
biese entenderse, por cualquier causa, de aplicación al presente 
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caso, el Procurador, Don Enrique Amaya había estado siem- 
pre autorizado para acosar la rebeldía de foja doscientos veinte 
y dos, y solicitar la deserción del recurso por la falta de mejora 
del apelante, con arreglo al articulo mil novecientos sesenta y 
nueve del Código Civil, por tratarse de una medida urgente, 
cuya omisión habría puesto en peligro y perjudicado evidente- 
mente los derechos de sa parte. 

Qae, con arreglo igualmente al artículo mil novecientos se- 
senta y cuatro de dicho Código, para que cese el mandato en 
relación al mandatario y á los terceros con quienes haya con- 
tratado, es necesario que ellos hayan sabido ó podido saber la 
cesación del mandato, y en este caso no aparece que se haya 
tenido conocimiento del fallecimiento de Don Domingo Aristi, 
antes de la acusación de rebeldía de foja doscientas veinte y 
dos. 

Por estos fundamentos y de conformidad, además, á la doc- 
trina del articulo mil novecientos diez y siete del Códigb Civil: 
no ha lugar á lo pedido á foja doscientos treinta, y estése alo 
dispuesto en el auto de foja doscientos veinte y tres. 



benjamín YICTORICA.— C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VAREU. — 
ABEL RAZAN. 
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CAL'SA C 



D. José Lorenzo contra Logan Beatíy y C% sobre daños 

y perjuicios 



Sumario. — 1^ Es iaadmisible la prueba de un hecho no 
alegado en {''instancia. 

^** El propietario de una marca de fábrica tiene derecho para 
pedir al espendedor d^l producto con marca falsificada los da- 
tos relativos á la persona de quien loa hubo, y en caso de re- 
sistencia, compelerlo judicialmente á suministrarlos. 



Caso. — En 5 de Setiembre de 1888 se presentó ante el Juz- 
gado Federal de la Capital D. José Lorenzo ospoaiendo: 

Que en el juicio que le promovieron los señores Logan 
Beatty y C", sobre pretendida falsificación, habiéndosele dejaJo 
á salvo por el Juzgado sus derechos para pedir la indemniza- 
ción de daños y perjuicios, deducía acción contra la menciona- 
da casa, por la cual habían sido causados los daños; consistiendo 
en los honorarios del Dr. Castro, abogado del demandante^ los 
cuales pedía se hicieran justipreciar oportunamente á menos 
que los demandados estuviesen conformes con abonar quinientos 
pesos moneda uacional, cobrados por el Dr. Castro, y además. 
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en las costas del actaario y en los gastos de papel sellado. 

Conferido traslado el señor Juan J. Diaz, en nombre de los 
señores Logan Beatty y C", contestó pidiendo el rechazo, con 
costas, de la demanda. 

Dijo que D. José Lorenzo había recibido los perjuicios por 
oulpa sa3*a, porque había podido demostrar su inocencia en la 
Tenta de té falsificado, sin hacerse requerir judicialmente por 
los señores Logan Beatty y C*, los cuales no promovieron de- 
manda sino después de haber él rechazado las proposiciones 
amistosas que los mismos le hicieron para que les demostrara 
su irresponsabilidad en la venta de las mercaderías con marca 
falsificada . 

Que dichos señores una vez que resaltó probado haber sido 
hecha la venta ignorando la falsificación, desistieron de la de- 
manda, de acuerdo con la ley de Marcas de Fábrica y de Comer- 
cio^ que por el artículo 34 autoriza el desistimiento de la ac- 
ción promovida hasta el momento de dictarse la sentencia. Este 
artículo tiene valor legal ptí cuanto se ha querido dar á los 
perjudicados el medio seguro de averiguar, valiéndose de los 
circnladores de la mercadería falsificada, el paradero del ver- 
dadero falsificador, y la concedida facultad de desistir sería 
monstruosa y ridicula, dando la ley una prerogativa y casti- 
gando después el uso de ella. 



Fnllo del Jíues l*e4criil 



Buenos Aires, Noviembre 24 de 1888. 

Y vista la presente demanda entablada por Don José Lorenzo 
contra los señores Logan Beatty y Compañía por indemniza- 
ción de daños y perjuicios. 
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Y considerando : i^ Qoe esta demanda se funda en el hecho 
de haber los señores Logan Beatty 7 Compañía, deducido ac- 
ción contra el demandante por haber espendido cierta cantidad 
de té con la marca cMagnolia» perteneciente á los últimos, 
falsificada, 7 en que en vista de las pruebas presentadas por 
parte de Lorenzo, de las cuales aparece que este obtuvo el es* 
presado té de la casa de remate de G-owIand 7 Compañía; los 
demandantes desistieron de su acción primitiva entablándola 
contra Gowland, ocasionando así á aquel los daños 7 perjuicios 
demandados, que consisten según él en los honorarios del abo- 
gado patrocinante,^ las costas del actuario 7 gastos de papel se- 
llado. 

2° Que el artículo 31 de la Lc7 de Marcas de Pábrica, esta- 
blece que es obligación del espendedor de un producto cu7a mar- 
ca aparezca falsificada, suministrar al dueño de la misma á 
su requisición, datos completos respecto al nombre 7 domicilio 
de la persona de quien los obtuvo, pudiendo en caso de resis- 
tencia ser compelido judicialmente á ella, que es precisamente 
lo que han hecho los señores Logan Beatt7, no habiéndose ma- 
nifestado ni alegado por parte de Lorenzp que estuviera dis- 
puesto á suministrar privadamente dichos informes. 

3^ Que por otra parte, Lorenzo no ha negado que el té mar- 
ca cMagnolia» vendido por él, fuera falsificado, 7 por lo tanto, 
no podría decirse que ha7 temeridad en los propietarios de di- 
cha marca al demandarle por razón de esa misma falsificación. 

A"" Que el artículo 34 de la Le7 de Marcas de Fábrica auto- 
riza también al demandante á desistir de la demanda en cual- 
quier estado del juicio antes de pronunciarse sentencia, de modo 
que el desistimiento de Logan Beatt7, significa simplemente el 
uso de un derecho del cual no puede resultarles responsabili- 
dad, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1071 del Código 
Civil, 7 según el conocido aforismo del derecho : nullus videtur 
dolo faceré qui jnresuo utilur. 
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Por estos fundamentos, fallo: absolviendo á los señores Logan 
Beatty 7 Compañía de la acción entablada contra ellos j noti- 
fíquese con el original. 

Andrés Ügarriza. 

La parte de D. José Lorenzo apeló de este auto, y el recurso 
le fué concedido libremente. 

Espresando agravios dice : 

Que la sentencia no tiene fundamentos legales en absolver 
al actor de toda responsabilidad, habiéndose faltado* á uno de 
los más esenciales requisitos del juicio, cual es la prueba. 

Que existe un hecho de suma importancia, 7 es que el señor 
D. José Lorenzo manifestó á la casa Logan Beatty y C*; su 
inocencia en la venta del té, cuya marca se sostenía estar fal- 
sificada, y la exactitud del hecho de que él había comprado 
el mismo té en la casa de remate de Gowland y G'; 7 que sin 
embargo procedieron á demandarle causándole por consiguiente 
enormes perjuicios. 

Que no niega ni podría negar la facultad establecida por el 
artícenlo 34 de la Ley de Marcas, de que podrá el demandante 
desistir de su acción hasta el momento de dictarse sentencia, 
pero que esto no lo exonera de toda responsabilidad, cuando la 
acción fué intentada sin razón, habiéndosele antes demostrado, 
como en el presente caso, su honradez y buena fé. 

Que cuando se lleva á un comerciante ante un Juez del Crimen 
acusándole de falsificación, se debe contar con antecedentes 
suficientes; pero que cuando se ha demostrado antes que seme- 
jante acusación sería una calumnia el hecho de esta misma acusa- 
ción, intentada por mero capricho, sin la meditación necesaria, 
ó con dolo y mala fé, es un hecho libre y responsable según la 
terminante disposición de la ley (art. 902 á 903 Código 
Civil ). 

T. XI 17 
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Qae por esto, es injusto qae el Sr. Lorenzo soporte los gastos 
del pleito temerario que le promovieron los señores Logan 
Beatty y C, y es justo al contrario revocar la sentencia, re- 
cibiéndose la causa á prueba para justificar los hechos es- 
puestos. 

Couferido traslado^ los señores Logan Beatty y C, dijeron ; 

Que para confirmar la sentencia del Juez a quo, no se nece- 
sita sino conocer los antecedentes de los autos caratulados «Lo- 
gan Beatty contra Bonorino por venta de té falsificado » qne 
corren por el Juzgado del Juez Dr. TJgarriza, secretaría del 
Dr. Tedin. 

Que en ellos se verá que los señores Logan Beatty, procediendo 
progresivamente, primero contra el señor Bonorino, después con- 
tra el señor D. José Lorenzo y después contra la casa de remate 
Gowland y C', se valieron, para descubrir al verdadero culpable, 
de las varias demandas centrales circuladores de la mercadería 
adulterada, y desistiendo de ellas con la plena autorización del 
artículo 31 de la ley de Marcas de Fábrica y de Comercio. 

Que la demanda intentada contra D. José Lorenzo, fué jus- 
tificada por los cargos que pesaban contra él, y que los gastos 
de abogado y del papel sellado fueron justamente soportados 
por el mismo D. José Lorenzo, para csplicar sus procederes, 
vendiendo una mercadería con marca falsificada. 

Que la facultad de desistir de la demanda, debe librar al de- 
mandante de las consecuencias de ella, pues de otra manera esa 
autorización sería trivial é irrisoria. 

Que en juicios de otra índole, cualquiera demandante, desis- 
tiendo de su acción, puede quedar sometido á las consecuencias 
de su temeridad y mala fé ; pero que lo mismo no puede suce- 
der en el caso presente, por la justificada razón de la demanda, 
y por la autorización de la ley de Marcas, que libra á los de- 
mandantes de toda responsabilidad. 
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Fallo de la Suprema Certe 



Buenos Aires, Diciembre 3 de 1890. 

Yistos : No habiéndose alegado oportanamente por el deman- 
dante ni en los autos principales promovidos por Logan Beatty 
7 Compañía, de que derivan los presentes, ni posteriormente al 
deducir la demanda de foja una, el hecho afirmado por primera 
vez en la expresión de agravios de haber manifestado á aquellos 
con anterioridad á la interposición de la querella criminal, la 
procedencia de las mercaderías con marca falsificada encontra- 
das en su poder ó expendidas por su orden, que dieron lugar á 
dicha demanda; y resultando por el contrario contradicha la 
verdad de tal hecho por las afirmaciones del propio demandante 
contenidas á fojas setenta vuelta 7 setenta 7 una de los autos 
agregados, todo lo cual hace inadmisible con arreglo á derecho 
la prueba ofrecida á tal respecto en esta segunda instancia; 7 
por los fundamentos contenidos en los considerandos primero, 
segundo 7 tercero del auto apelado de foja siete : se confirma 
con costas dicho auto y repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE.— LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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CAUSA CXCII (1) 



D. Nazario Casas, contra la Empresa del ferro-carril Central 
Argentino, por daños y perjuicios; sobre competencia. 



Sumario. — £1 conocimiento de demandas contraías empre- 
sas de ferro carriles Nacionales, por daños y perjaícios proce- 
dentes de incendio causado por el fuego de sus locomotoras, cor- 
responde á la Justicia Federal. 



Caso. — D. Nazario Casas demanda á la empresa del ferro- 
carril Central Argentino ante el Juez de 1*^ Instancia en lo 
Civil de Córdoba por danos 7 perjuicios sufridos en campo de 
su propiedad sito cerca de la estación aGeneral Boca», por 
incendio causado por el fuego de la locomotora núm. i7 de 
dicha empresa, citando el artículo 53, capítulo 6 de la ley de 
ferro-carriles vecinales que responsabiliza á las Empresas 
por los perjuicios causados por culpa ó negligencia de sus em- 
pleados en el ejercicio desús funciones, y los artículos 1058, 
1069 y otros del Código Civil. 



(1) Por haber sido modificado el personal de la Suprema Corte, esta 
Causa fué vista DuevaoieDle el 2 de Diciembre de 1890. 
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Conferido traslado, la empresa del ferro-carril, opuso la ex- 
cepción de incompetencia, sosteniendo que el asunto pertenecía 
al Juez Federal. 

1^ Porque el demandante era ciudadano vecino de la provincia 
de Córdoba, 7 la empresa demandada era vecina del Rosario 
de Santa Fé, donde tenía su administración principal á cargo 
del gerente Sr. Fisher que residía alK, sin que el tener la em- 
presa estaciones en la provincia de Córdoba puede alterar el 
lugar de su residencia ó vecindad á los efectos del fuero fe- 
deral. 

2^ Porque el caso es regido por la lej Nacional de ferro-car- 
riles de 18 de Febrero de 1872 en sus artículos 19 7 67, inciso 2, 
7 81. 

Conferido traslado de la excepción, el demandante contestó 
pidiendo su rechazo con costas. 

Dijo : que la Empresa del Ferro Carril Central Argentino tie- 
ne domicilio en el Rosario 7 en Córdoba, pues en las dos provin- 
cias hace sus negocios, como dice el artículo 9 le7 de 14 de Se- 
tiembre de 1863 sobre jurisdicción de los Tribunales Naciona* 
les, 7 es vecina de las dos provincias, por lo que no le corres- 
ponde el fuero federal por razón de las personas. 

Quo tampoco le corresponde por razón de la materia, pues los 
artículos de la le7 que cita se refieren á los casos de disconfor- 
midad entre la empresa 7 el Qobierno Nacional, 7 de infracción 
á la 107 por parte de la Empresa 7 de los particulares. 

Que en el presente caso se trata de perjuicios causados por 
empleados de la empresa, ó sea por este, á un particular, 7 el 
caso es regido por la 107 civil en sus artículos 901, 109i 7 
1095. 

El Juez de 1* Instancia dictó el siguiente 



n 
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AUTO 



Autos y Vistos : la excepción sobre incompetencia de ja- 
risdiccion promovida por el doctor Grerónimo Gronzalez, apo- 
derado de la empresa del ferro-carril Central Argentino en el 
presente juicio. Resultando que dicha excepción se funda en que 
siendo demandante y demandado dos individualidades que tie- 
nen sos domicilios en provincias distintas, sus cuestiones caen 
bajo el fuero Federal (art. 2®, inc. 2°, Ley Nacional de compe- 
tencia de los tribunales). 

Considerando: V Que las corporaciones anónimas creadas j 
haciendo sus negocios en una provincia deben ser reputadas á 
los efectos del fuero como ciudadanos vecinos de la provincia 
en que están establecidas (art. 9, Ley Nacional sobre competen- 
cia de los tribunales); 

i^ Que la mencionada empresa del ferrro-carril Central Ar- 
gentinOy si es verdad que tiene uno de sus asientos principales 
en la ciudad del Rosario, provincia de Santa Fé; hace sus nego- 
cios tanto en esa ciudad como en esta (Córdoba) sin que por 
esto se pueda decir que tiene dos domilios á la vez; 

3® Que en el presente caso se trata de hacer efectivas respon- 
sabilidades nacidas de actos de agentes ó empleados locales de 
la sociedad, perteneciente á uno de los establecimientos ó repar- 
ticiones que tiene la empresa en esta ciudad (artículo 90, inc. 
4% C. C); 

4/^ Que la vecindad dada á la dicha empresa por el artículo 
citado en el anterior considerando, está apoyada ó corroborada 
por el artículo 11 Ley Nacional ya citada. Omitidas otras con- 
sideraciones fallo y declaro: no haber lagar á la excepción 
opuesta con costas, las que no se regulan por no ser el Doctor 
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del Viso abogado de la Matrícula (art. 120, Ley Orgánica). 
Hágase saber y repóngase. 

P. N. Garzón. 



Apelado este auto, el Superior Tribunal de Justicia lo con* 
firmó. 



Auto del Superior Tribunal de JíusIIcIa 
de la provínola de Cérdoba 



Autos y vistos: El incidente promovido por el representante 
de la sociedad anónima dueña del ferro-carril Central Argenti- 
no sobre declinatoria de jurisdicción. 

Considerando: 1^ Que la demanda interpuesta contra la enun- 
ciada sociedad por el representante del Señor D. Nazario Casas 
tersa sobre la indemnización de daños y perjuicios irrogados sin 
derecho, cuya materia no está regida por una ley especial del 
Congreso, sino por el derecho común (artículo 52, L. N. de ferro- 
carriles del año 1892). Por consiguiente, el presente caso no cae 
bajo la jurisdicción de los Tribunales Federales por razón de la 
materia ; 

2® Que siendo el ferro-carril Central Argentino, Nacional, al 
solo efecto prescripto por los artículos 17 y 2'', ino. 3"^, de la Ley 
Nacional citada, tampoco cae bajo la jurisdicción Federal por ra- 
zon délas personas; 

3^ Qne dados estos hechcH, con arreglo á lo dispuesto en el 
inciso 4® artículo 30 del C. C. la sociedad demandada tiene su 
domicilio legal en esta provincia, para el efecto de responder alas 
reclamaciones porque ha sido demandada. Por estas considera- 
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cienes: se confirma con costas la sentencia apelada de fecha dies 
y ocho de Marzo de mil ochocientos ochentay seis, regulándose 
en treinta pesos los honorarios del abogado Dr. Alfonso. Hágase 
saber y devuélvase. 

Vasquez de Novoa» 



£1 representante de la Empresa apeló para ante la Suprema 
Corte, concediéndosele el recnrso en relación. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 25 de 1887. 
Suprema Corte: 

La responsabilidad del ferro-carril Central Argentino de- 
penderá de la manera cómo se entienda haberse ajustado la em-* 
presa á las prescripciones de la ley reglamentaria de los ferro- 
carriles Nacionales en el accidente que originó los daños y per- 
juicios, cuya indemnización se reclama. 

Está, pues, este caso regido por una ley especial del Congre- 
so, y su conocimiento corresponde á la justicia federal, por 
razón de la materia. 

Pido se sirva así declararlo Y. E., revocando la sentencia 
apelada. 

Eduardo Costa. 
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Fallo úe la Suprema Corto 



Buenos Aires, Diciembre 2 de 1890. 

Vistos y Considerando: Que la acción deducida en esta causa 
tiene su fundamento y se basa inmediatamente en hechos de 
culpa que se atribuyen por el demandante á empleados 6 agen- 
tes de la empresa demandada^ y en la disposición del artículo 
cincuenta y tres de la ley de policia de ferro-carriles Nacionales, 
por la cual se responsabiliza directamente á las empresas de este 
género por los perjuicios ocasionados por culpa ó negligencia de 
sus empleados en el desempeño de sus funciones. 

Que por la naturaleza de los hechos alegados en la demanda, 
la responsabilidad de la empresa demandada tiene además que 
juzgarse necesariamente y en primer lugar en el presente caso, 
del punto de vista de las disposiciones esplicitas ó implícitas 
conferidas en la ley citada, que rige en general las relaciones de 
las empresas de vias férreas ya con la administración pública , 
ya con los particulares en todo lo que se refiere á la policía de 
las respectivas líneas. 

Que el caso, en conseucencia, debe entenderse regido por una 
ley especial, no comprendida en la reserva del artículo sesenta 
y siete inciso once de la Constitución, y sometido por lo mismo, 
á la jurisdicción nacional, de acuerdo con lo establecido por el 
artículo segundo inciso primero de la ley de catorce de Setiem- 
bre de mil ochocientos sesenta y tres. 

Que no obsta que él entrañe 6 pueda suscitar cuestiones que 
deban regirse puramente por los principios del derecho común , 
pues siendo estos supletorios, únicamente, en materia de res- 
ponsabilidad de las empresas de ferrocarril, cuando no se 
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trata de acciones resultantes del contrato de trasporte, y apli- 
cables, solo, en defecto de disposición particular en la ley es- 
pecial de la materia, tales cuestiones, si s& suscitan, deben re- 
solverse como incidentales por la jurisdicción que determina la 
naturaleza de la causa, siendo de notar que pudiendo apenas 
presentarse un caso emanado de la Constitución 6 leyes Nacio- 
nales que no envuelva cuestiones de derecho común, si esto solo 
bastara para privar de su conocimiento á los Tribunales Fede- 
rales, fácilmente podría llegarse al resultado de hacer imposible 
el ejercicio de la jurisdicción de dichos tribunales, aun en los 
casos más caracterizados por la ley. 

Finalmente, que por el artículo sesenta y siete inciso tres de 
la ley especial citada, se establece como una obligación para los 
empleados encargados de la inspección de las vías férreas nacio- 
nales, denunciar ante el Juez Federal respectivo los casos de 
infracción de dicha ley con todos los antecedentes del hecho á 
los efectos ya civiles, ya criminales del caso, y ello determina 
también que no es otra que la jurisdicción federal la encargada 
de conocer de este género de causas. 

Por estos fundamentos y de conformidad además con la vista 
del Señor Procurador Gineral, corriente á foja cincuenta 7 
una: se revoca el auto apelado de foja treinta y dos, y se declara 
que el conocimiento y decisión de esta causa corresponde á la 
justicia federal, ante la cual, en consecuencia, debe el interesado 
ocurrir á hacer uso de su derecho. Repóngase el papel, y devuél- 
vanse estos autos con oficio al Superior Tribunal de Justicia 
de la Provincia de Córdoba, notificándose cm el original. 



BENJAMÍN YICTORICA. — G. S. DE U 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAN. 
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«?AVSA CXCIII 



Doña Juana Mirabelli de Biglia, contra la empresa Lucas 
González y C, constructora del ferro-carril Central Entre- 
riano, por daños y perjuicios; sobre competencia. 



Sumario, — El conocimiento de demandas contra ferro- 
carriles nacionales por daños 7 perjacios, por muerte ocurrida 
á consecuencia de infracciones de la lej nacional de ferro- 
carriles, corresponde á la justicia federal. 



Caso. — Don Manuel Carazú entabló demanda contra la em- 
presa de Lucas González 7 C", constructores del ferro-carril 
Central Entreriano, cobrando 30.000 pesos moneda nacional, 
como indemnización de los daños causados á sus representados 
por la muerte del esposo 7 padre de ella respectivamente, Don 
Jnan Biglia, ocurrida en un tren de la misma empresa á conse- 
cuencia de infracciones déla le7 de ferro-carriles nacionales. 

Fundó el actor la competencia del Juzgado, espresando : que 
según el contrato de la sociedad demandada 7 que consta en el 
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Registro de Gobierno y en el del escribano Calderón, el domi- 
cilio de ella es en la ciudad del Paraná. 

Que los hechos que motiyan la demanda, se produjeron en la 
estación 1^ de Mayo, en la provincia de Entre Rios, sobre cayo 
territorio el Juez de Sección ejerce jurisdicción. 

Que en Octubre de 1884 se dictó la ley nacional en virtud de 
la cual la Kacion garantió la mitad del interés del capital em- 
pleado, que antes había garantido solo la provincia ; y según 
los artículos 1° y 2®, incisos 3** y b"" de la ley nacional de ferro- 
carriles, el Central Entreriano es nacional, estando sometido á 
la legislación y jurisdicción nacional. 

Que además los artículos 81 y 67, inciso S'', someten á los 
tribunales nacionales las infracciones de la ley de la materia, 
siendo por tanto competente el Juez de Sección para conocer en 
el caso. 

El Juez proveyó confiriendo vista al Procurador Fiscal. 

Notificado de este proveído el demandante, presentó otro es- 
crito insistiendo en la competencia del Juzgado. 

En este nuevo escrito, dijo entre otras cosas: que desde que el 
Gobierno Nacional, de acuerdo con la ley de Octubre de 1884, 
invirtió fondos para la adquisición del terreno que ha ido es- 
propiando á los particulares y que ocupa la vía, para construir 
estaciones y demás accesorios, es indudable que la empresa está 
sometida á la autoridad y jurisdicción nacional, siendo los Jue- 
ces nacionales los que deben conocer de las responsabilidades en 
que ella incurra. 

Que la jurisprudencia de la Suprema Corte ha establecido 
repetidamente, que corresponde al Juez Federal el conoci- 
miento de las demandas que se fundan especialmente en el 
hecho de haberse infringido la ley nacional de 1872 (t. 19, 
pág. 160, serie 2«; serie 2% 1. 18, pág. 449; serie 2% t. 21, 
pág. 47 ; Ídem, idem, pág. 326 ; idem, idem, pág. 565) y en 
esta ley se establecen las responsabilidades de las empresas 
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por las infracciones de sns disposiciones en que puedan incurrir. 

Que combinando los artículos 67, inciso S"". y 81 de la ley de 
ferro-carriles, se ve que los Jueces Federales entienden raíione 
matericB^ en todas las infracciones á esa ley, ya se trate de efec- 
tos civiles ó criminales. 

Que por otra parte, esta causa está virtualmente comprendi- 
da en el articulo 2**, inciso 6^ de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia, porque la Nación es parte interesada en ella, en razón 
déla garantía que acuerda á la empresa. 

£1 Procurador Fiscal, se espidió esponiendo lo siguiente: 

Señor Juez Federal : 

En la causa iniciada por Doña María Bianchi de Spezioli y 
sus hijos, contra la empresa constructora del ferro-caril Central 
Entreriano^ por daños y perjuicios, al tratarse de la competen- 
cia del Juzgado para conocer en esta causa, opiné que Y. S. era 
competente para conocer en ella^ y me fundaba en que el ferro- 
carril Central Entreriano á la apoca del suceso estaba ya bajo 
la designación de ferro-carril nacional y por lo tanto sujeto á 
la inspección y vijilancia de las autoridades de la Nación, y suje- 
to en an todo ala ley sobre ferro-carriles nacionales, porque en 
esa fe&ha el Gobierno nacional había tomado sobre sí la mitad 
de la garantía que le había dado el Gobierno de la provincia (ley 
de Octubre de 1884) y según las disposiciones de los artículos 
1^ y 2^, inciso 3^, son ferro-carriles nacionales á objeto de es- 
tar sujetos á la ley sobre la materia, los que tuviesen garantido 
por parte del Gobierno Nacional un interés mínimum sobre el 
capital empleado. 

El artículo 67, inciso 3^, y el artículo 81 , dejan ver claramente 
que todas las cuestiones que se susciten con las empresas de los 
ferro-carriles nacionales, por infracciones ala ley de la materia, 
sonde competencia de la justicia nacional, y en elcaso5u6- 
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judice el orífi^en de la causa es ana infracción deesa ley y por 
lo mismo, debe conocer en ella el Juez nacional. 

Por estas consideraciones y los fundamentos del demandante, 
opino ahora también que Y. S. debe conocer en esta causa que 
está también comprendida en la disposición del artículo 2% in- 
ciso 1^ de la ley de jurisdicción y competencia, pues tiene por 
origen la infracción de la ley nacional sobre ferro-carriles. 

Salvo el mejor parecer de Y. S. 

Manuel Á, Crespo. 



FaIIo del Juex Fetleriil 



Paraná, Junio 36 de 1889. 

Considerando: Que la ley nacional de 14 de Setiembre de 
48tí3, solo atribuye á los Jueces Federales la jurisdicción crimi- 
nal y no la civil en aquellos lugares en que la nación tiene abso- 
luta y esclusiva jurisdicción. 

Que siendo de escepcion la jurisdicción de los jaeces federa- 
les, deben interpretarse estricta y no estensamente las disposi- 
ciones que la reglamentan. 

Que en el presente caso, aún suponiendo que el ferro-carril 
Central Entreriano, estuviese sujeto á la esclusiva jurisdicción 
del Gobierno Nacional, los jueces federales solo serían competen- 
tes para conocer de las acciones penales por crímenes y faltas 
punibles cometidas en él y nunca en las causas puramente civi- 
les, á menos que la Nación tuviese un interés directo en ellas y 
entonces no lo serían por razón del lugar sino de la naturaleza 
de la causa. 

Que esto mismo lo confirma el texto del artículo 81 de la ley 
de ferro-carriles nacionales, tal como ha sido citado por la parte 
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ocorrente; paes él solo atribuye jarisdiccion á los jueces de 
Sección para el castigo por violación de los reglamentos fiscales 
j otras infracciones punibles, pero no en los casos de carácter 
paramente civil. 

Qne deduciéndose en la presente demanda una acción civil 
contra Don Lucas González y C", empresarios constructores del 
Ferro-carril Central Entreriano, para obtener la indemnización 
de los perjuicios ocasionados á Doña Juana Mirabelli y sus hijos, 
por descuidos culpables en el manejo de dicho ferro*carril, y no 
una acción penal, este Juzgado carece de jurisdicción para en- 
tender en ella, según los principios sentados. 

Por estas consideraciones : declaro que este Juzgado es incom- 
petente para entender en esta causa. 

T, Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

El señor Juez de Sección ha considerado, á mi entender^ este 
caso bajo un falso punto de vista. 

Funda él su incompetencia en el hecho de que la Nación no 
tiene, á su juicio» jurisdicción esclusiva sobre el terreno que 
ocupa la vía. No es esta, empero, la cuestión. 

El ferro-carril Central Entreriano, tiene un interés garan- 
tido por ley del Congreso ; es entonces enteramente ferro-carril 
nacional y como tal está regido por la ley general de la mate* 
ria. 

Al considerar el accidente que dá lugar á la demanda, la ma- 
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nera como el demandado se haya ajustado ó haya prescindido 
de las disposiciones de aquella ley, determinará su responsabi- 
lidad. 

El caso está así, regido por una ley especial del Congreso, j 
cae por consiguiente bajo la jurisdicción federal. 

Sírvase V. E. revocar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa.. 



Fallo de I» Suprema €orte 



Buenos Aires, Diciembre 2 de 1890. 

Vistos y considerando : Primero. Que la demanda de foja 
once, si bien es puramente civil , y encaminada á cobrar daños 
y perjuicios que los demandantes dicen haber sufrido por culpa 
de empleados de la empresa constructora del ferro-carril Cen- 
tral Entreriano, ella se apoya en la ley nacional de diez y ocho 
de Setiembre de mil ochocientos setenta y dos, como se com- 
prueba á fojas veinte, veinte y una y otras de la demanda, y su 
ampliación de foja treinta en que se pretende fundar el derecho 
para prodacirla, en el texto espreso de la mencionada ley. 

Segundo. Que corresponde á la justicia federal el conocimien- 
to de todo asunto regido por una ley nacional, y por tanto, en 
el caso ocurrente, en que el demandante invoca el derecho que 
nace de la ley nacional djd ferro-carriles, el Juzgado no ha po- 
dido desechar de plano la demanda, por no ser este el caso pro- 
vist.o por el artículo dos de la ley de catorce de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres. 

Por estos fundamentos , los de la sentencia dictada en esta 
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misma fecha en el caso de Don Nazario Casas, contra la empre- 
sa del ferro-carril Central Argentino^ qae se agregará en copia^ 
7 de acuerdo con lo pedido por ol señor Frocnrador General: se 
revoca el auto apelado de foja cuarenta y tres, y se declara que 
el Jaez Federal de Entre Rios es competente para entender en 
-esta causa. 

BENJAHIN YICTORIGA. — LOIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAIf . 



CAV8A CXCIT 



D. Axel Hogstrom capitán del vapor c Wilhelm » cantra Don 
Agustín Bozzoli, por fletes y estadios : sobre estabilidad de 
Un auto. 



Sumario, — Es apelable el auto por el cual en juicio sobre 
^obro de fletes y estadías, se manda entregar al demandado el 
precio de las mercaderías porteadas, aunque se haya hecho 
bajo fianza. 

T. XI 18 
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Caso. — Lo esplica el sígaiente escrito : 



Suprema Corte de Justicia. 

Migael G. Méndez, con los derechos de D. Axel Hogstrom 
como lo acredita el testimonio de sustitución de poder debi- 
damente autenticado que acompaño, domiciliado á los efectos 
legales en la calle Beconquista núm. 212, como más haya hgar 
en derecho á Y. E. digo : 

Que por ante el Juzgado Federal de Corrientes el señor Axel 
Hogstrom, representado por D. Emiliano Montiel, signe un 
juicio sobre cobro de fletes y sobre-estadías contra D. Agastin 
Bozzoli, según se anuncia en la misma escritura acompa- 
ñada. 

En el mes de Mayo del corriente año el Tapor c Wilhelm », de 
que es capitán el señor Hogstrom condujo al puerto deCorriea- 
tes un cargamento de maiz, que iba consignado al señor Agustín 
Bozzoli. 

La carga llegó averiada á su destino, y el porteador conTino 
con el consignatario en precederse á su venta en pública subas- 
ta, debiendo su producido depositarse en el Banco Nacional i 
la orden del señor Juez de Sección, que entendía en el asunto 
á las resultas del juicio que se promoviese. 

Realizado el remate, el precio obtenido, que excedió de seis 
mil pesos, se obló en la forma estipulada é inmediatamente el 
capitán Hogstrom demandó al señor Bozzoli por cobro de fletes 
y sobre-estadías que este se rehusaba abonar por motivos que 
adujo. 

En la secuela del juicio el señor Bozzoli suscitó nn incidente 
solicitando se le hiciera entrega de la cantidad depositada en 
la sucursal del Banco Nacional, obtenida como precio del 
maiz. Oida la parte Hogstrom se opuso á semejante pretensión, 
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fondada en el artículo 958 del Código de Comercio y en que una 
cláusula especial del contrato de fletamento establecía espresa- 
mente que los efectos de la carga respondían á todos los gastos 
de fletes, etc. ElJuzgado desestimó la petición de Bozzoli. 

Pero hé aquí que Bozzoli reitera su petición de estraccion de 
los fondos, proponiendo esta Tez una fianza personal. Corrido 
traslado á la parte actora, esta se opuso á la petición, demos- 
trando su improcedencia. El Juzgado, sin embargo, autorizó la 
estraccion de los fondos 7 aceptó el fiador propuesto. 

Como esa providencia causaba gravamen irreparable, el actor 
apeló de ella para ante Y. E., recurso que le fué denegado por 
el señor Juez Federal . 

Es en virtud de esta denegación de la apelación deducida que 
ocurro ante Y. E. en queja ejercitando el derecho que á todo 
litigante acuerda el artículo 229 de la ley de procedimientos 
para los Tribunales Nacionales, á fin de que Y. E. declare mal 
denegado el recurso, ordene al Juez a quo la remisión de au- 
tos con suspensión de todo procedimiento y una vez traídos estos 
á la vista revoque el auto recurrido imponiendo las costas á la 
contraria. 

Para acceder á la petición de Bozzoli, el Juez Federal de 
Corrientes ha transgredido la regla de procedimiento que prohi- 
be innorar la cosa litigiosa; ha vuelto hasta cierto punto sobre 
la cosa juzgada, siendo así que la lógica de sus resoluciones in- 
dicaba que debía mantenerse el auto en que no se permitía la es- 
traccion de fondos depositados de común acuerdo á un objeto 
determinado. 

Pero hay más, Exmo. Señor : la providencia de que apeló en 
tiempo el capitán del vapor cWilhelm» desconócelos privilegios 
que la ley acuerda á todo porteador. El artículo 958 del Código 
de Comercio, citado en primera instancia, atribuye al capitán el 
derecho de embargar los efectos del cargamento y de requerir 
su venta inmediata para el pago de los fletes, averías y gastos. 



276 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Y coma en el presente caso ya se han vendido las mercaderías, el 
derecho de embargo subsiste sobre el precio. 

Por otra parte; el articulo 1373 inciso 4'' declara que los gastos 
de trasporte son créditos privilejiados sobre las cosas cargadas, 
7 el 1500 inciso 10 atribuye al flete privilegio especial sobre los 
efectos cargados. 

Ahora bien, un privilejio subsiste en tanto que el «creedor lo 
haga valer en tiempo, retenga embargados los objetos á él afec- 
tados á su precio y el efecto del privilejio es que los objetos á 
él sujetos, ó su precio una vez vendidos, no pueden ser distraí- 
dos ó aplicados sino al preferente pago del crédito privilejiado. 
La resolución recurrida vulnera esos principios j trae un gra- 
vamen irreparable á la parte que represento. 

Por tanto: á Y. E. suplico se sirva tenerme por parte y pro- 
veer sobre la queja traida en los términos indicados en el pre- 
sente escrito. Será justicia. 

a 

M. G. Méndez. 



Informe del Suém Federal 



Corrientes, Noviembre 25 de 1890. 



Señor Secretario de la Suprema Corte. 

Evacuando el informe que me pide, debo manifestar : que son 
exactos los hechos relacionados en el escrito de queja presenta- 
do á ese Supremo Tribunal, por la parte de D. Axel Hogstrom en 
el juicio que sigue con Don Agustín Bozzoli; debiendo solamente 
agregar, que si este Juzgado denegó la apelación del auto qne 
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mandó entregar al consignatario de la carga del maíz^ el pro- 
ducido de este, qne se Tendió en remate, con acuerdo de las 
partes, fné porque consideró y entendió que ese auto no cau- 
saba gravamen irreparable, desde que la entrega de ese depó- 
sito quedaba perfecta y sólidamente garantida con la fianza ofre- 
cida de una persona de leconocida honorabilidad y responsa- 
bilidad. 

E. i. Lujambio. 



Fallo de la Supreaia Cmwim 



Buenos Aires, Diciembre 3 de 1890. 

Yistos en el acuerdo : Siendo apelable por su naturaleza el 
auto recurrido; se concede en relación la apelación interpuesta. 
En consecuencia líbrese oficio al Juez de Sección para que remi- 
ta loa autos, con noticia de las partes. 



benjamín VICTORICA.— G. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V, VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 
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CAVSA CXCT 



Doña Concepción Garrido de Escobar, contra el Doctor Don To- 
más Luque, por división de bienes y rendición de cuentas; 
sobre rebeldía. 



Sumario. — 1"^ Al rebelde no puede negarse el recarso de 
nulidad. 

2^ Cumplidos los efectos del emplazamiento por la presenta- 
ción del demandado oponiendo por inhibitoria la incompetencia 
del Juez emplazante, no puede, después de resuelta negativa- 
mente la inhibitoria, comenzar á correr el término para contes- 
tar la demanda, sin citar nuevamente al demandante. 

3^ Lo obrado sin esa citación, declarando á este rebelde; re- 
solviendo la demanda, es nulo. 



Caso. — Doña Concepción 6. de Escobar, se presentó al Juz- 
gado Federal de Corrientes, esponiendo : que su hermana Dona 
Dolores y ella, tienen sus bienes en común bajo la administra- 
ción del Doctor Don Tomás Laque, esposo de la primera, con- 
sistentes principalmente en una estancia situada en el Depar- 
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tamento de Mercedes, provincia de Corrientes, con haciendas 
ele toda especie. 

Que la aiministr ación del Doctor Lnque empezó en Mayo de 
i874, después de la muerte de Don Lorenzo Escobar, esposo de 
la postulante, sin hacerse inventario formal y sin que precediera 
contrato alguno. 

Fundada en estos antecedentes, pidió que se procediera á la 
partición de los bienes comunes y que se ordenara al Doctor 
Lnque, la rendición de cuentas de su administración. 

Fundó la competencia del Juzgado, en que el Doctor Luque se 
hallaba domiciliado en esta Capital, y la demandante en Cor- 
rientes. 

Conferido traslado, se libró oficio al Juez Federal de la Capi- 
tal, para que hiciera notificar al Doctor Luque. 

Notificado este, en 9 de Junio de 1888, sostuvo por inhibito- 
ria la incompetencia del Juez de Corrientes, y pidió al de la 
Capital, que se declarara competente y exigiera la remisión de 

> 

los autos. 

Este último resolvió de conformidad. 

Comunicada esta resolución al Juez de Corrientes, este, pre- 
via audiencia de la parte, insistió en su competencia. 

Comunicada esta resolución al Juez de la Capital, este revo- 
có la que anteriormente había dictado y declaró que la cansa 
no era de su competencia por referirse la acción deducida á bie- 
nes situados en la provincia de Corrientes. 

A pedido de la parte demandante, el Juez de la Sección de 
Corrientes, pidió informe al de la Capital, sobre los siguientes 
puntos : 

i^ Si el Doctor Luque fué notificado de la resolución que reco- 
nocía la competencia en aquel Juzgado; 

2^ Si el Doctor Luque había apelado ó deducido algún recur- 
so contra esta resolución. 

r en consecuencia, el Juez requerido informó : que el Doctor 




280 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Luqne fué notificado en 28 de Octubre de 1889, y no había in- 
terpuesto recurso alguno, estando ya ejecutoriada la resolu- 
ción. 

Con este antecedente, y con fecha 21 de Febrero de 1890, 
acusó rebeldía al Doctor Luque por haber vencido con exceso 
el término dentro del cual debió comparecer i contestar la 
demanda. 

El Juez proveyó lo siguiente: 



Corrientes, Febrero 92 de 1890. 

Por acusada la rebeldía y por decaído el derecho que ha deja 
do de usar la parte demandada ; autos. Repóngase. 

Lujambio. 



Hecho saber este decreto al demandante, se pusieron los antos 
al despacho. 

Con fecha 18 de Mayo de 1890, so presentó ante el Juz- 
gado, Don Desiderio D. Dante, apoderado general del Doc- 
tor Luque» manifestando : que recientemente había llegado á 
noticia de su poderdante de un modo casual, que el iacidente 
sobre competencia se había resuelto én Buenos Aires ; y como se 
dice que esa resolución fué en el sentido de reconocer la compe- 
tencia del Juez de Corrientes, se presentaba á estar á derecho y 
pedía se le diera traslado de la demanda. 

Que no habiendo divergencia alguna respecto de la división 
de bienes solicitada, pedía que se convocara á juicio verbal, 
para acordar las bases de la división. 

El Juez proveyó lo siguiente : 
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Corrientes, Marzo 36 de 1890. 

Estando declarado en rebeldía el demandado Doctor Lnque, 
traslado al actor de la presenté solicitud. 

Lujambio. 



Evacnando este traslado, el demandante espuso: que estan- 
do declarado en rebeldía el Doctor Lnque, se ha dado por con- 
testada la demanda, pues este es el efecto jurídico de la rebel- 
día declarada. 

Que así, ya no es tiempo de contestar la demanda, y lo que 
corresponde es que se ordene al demandado rinda cuenta de su 
administración, señalándole un plazo; y ordenar la división, á 
cuyo efecto podría decretarse el comparendo verbal solicitado 
por el apoderado del Doctor Luque. 

El Juez proveyó lo siguiente : 



Corrientes, Abril 13 de 1890. 

Vistos : Estando dispuesto por el artículo 191 de la ley Nacio- 
nal de Procedimientos, que al rebelde declaradotal en el juicio, 
no se le dará audiencia ni se le admitirá recurso alguno, salvo 
el de rescisión, no se hace, por esto, lugar al traslado de la de- 
manda que se pide por el señor Dante en nombre del Doctor 
Lnque y estése por lo tanto, á lo proveído con fecha 22 de Febre- 
ro último, llamándolos autos para la definitiva. — Devuélvase 
el poder presentado y hágase saber. 

E. A . Lujambio. 
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Falla del JTaes Federal 



Corrientes, Abril 30 de 1890. 

Vistos: estos autos seguidos por Doña Concepción G. de Es- 
cobar, coa el Doctor Tomás I. Luque sobre división de bienes y 
rendición de cuentas, de los caales resulta: i^ Que la primera 
se presentó el 11 de A.bril del año próximo pasado, esponiendo 
que tenía en comunidad con su hermana Dolores un estableci- 
miento de campo en el Departamento de Mercedes en esta pro- 
vincia. 

2^ Que el Doctor Laque, esposo de aquella, es administrador 
de dicho establecimiento y sus haciendas desde el mes de Mayo 
del año 1874; que por lo tauto veaía á deducir la acción de di- 
visión correspondiente para que se proceda á la partición de 
dichos bienes, y al mismo tiempo, que el Doctor Tomás I. La- 
que presente la rendición de cuentas desde que tomó á su cargo 
el establecimiento hasta la fecha. 

3"* Que conferido traslado de la demanda al Doctor Luque y 
emplazado para que estuviera á derecho en el término de cua- 
renta dias, por tener su domicilio en la Capital de la Repáblica, 
opuso ante el Juez exhortado la escepcion de incompetencia de 
este Juzgado para entender en la demanda que se le había noti- 
ficado. 

4^ Que dicha escepcion fué resuelta en el sentido de la com- 
petencia de este Juzgado, como consta en los autos de este y 
aquel Juzgado de fojas 37 y 48, que no han sido apeladas por 
el escepcionante. 

5"* Que consta también en autos que el Doctor Luque fué no- 
tificado con fecha 28 de Octubre del año próximt» pasado, de la 
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resolocion en qae se reconocía la jurisdicción de este Juzgado 
sin que se hubiera presentado á contestar la demanda en el tér- 
mino que se le señaló, ni mucho después, incurriendo así en la 
rebeldía que la parte demandante le acusó á fojas 60 y fué de- 
cretada. 

6^ Que en este estado sollamó autos para definitiva. 

Y considerando : 1^ Que cuando un litigante no comparece 
en virtud del empla ¡amiento ó no contéstala demanda en el 
término señalado, el proceso será sentenciado en rebeldía, si la 
acusase su adversario (artículo 183 del Código Nacional de Pro- 
cedimientos). 

2® Que habiendo el actor acusado la rebeldía del demandado 
Doctor Luque^ á foja 60 vuelta, el demandante debe obtener lo 
que pidiere siendo justo (artículo 185 del Código citado). 

3® Que es j usto que el que tiene bienes en comunidad con 
otro pida la división y entrega de los que le pertenecen y la 
rendición de cuentas á aquel que los administra. 

Por estos fundamentos, fallo : ordenando se proceda á la di- 
visión y partición de los bienes que la demandante posee en 
comunidad con su hermai/á Dolores, esposa del Doctor Luque« 
consistentes en un establecimiento de campo con sus haciendas, 
en el Departamento de Mercedes; debiendo el Doctor Luque, 
administrador de esos intereses, presentar en el término de se- 
senta dias la correspondiente rendición de cuentas desde que 
tomó á su cargo el establecimiento hasta la fecha de su divi- 
sión. 

Notifíquese de conformidad al artículo 190 del Código citado, 
pudiendo también notificarse en e) original al apoderado del 
Doctor Luque, Don Desiderio D. Dante, como lo ha pedido. — 
Repóngase. 

£. Á. Lujambio. 
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El apoderado del Doctor Luque, interpuso los recursos de 
apelación j nulidad ; y terminado an incidente sobro la publica- 
ción de la sentencia, publicación que se omitió por acuerdo de 
partes, el Juez denegó aquellos recursos, con arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo 191 de la ley de Procedimientos. 

El Doctor Luque recurrió de hecho ; pedido informe al Juez, 
este remitiólos autos. 



Falla de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Julio 13 de 1890. 

Vistos en el acuerdo : no habiendo podido denegarse con arre- 
glo á la ley, el recurso de nulidad interpuesto, concédese este ; j 
hallándose ya los autos ante esta Suprema Corte esprese el re- 
currente agravios, librándose oficio al Juez de la Sección de 
Corrientes para la citación de la demandante, la cual deberá 
comparecer en el término legal. 

benjamín VICTORIGA. — FEDERICO 
IBARGUREN.— G. S. DE LA TORRE. 
—ABEL BAZAN. 



En consecuencia, espresó agravios el Doctor Loque pidiendo 
que se declarase nulo lo obrado desde el auto en que el Juez 
Fedeial déla Capital (f. 56) mandó devolver al de Corrientes el 
exhorto en que le pedía informe respecto de si el Doctor Luque 
había sido notificado de su resolución reconociéndose incompe- 
tente. 
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Dijo : que el Juez había omitido el auto mandando ejecutar y 
cumplir el traslado de la demanda después de sustanciada j fa- 
llada la escepcion dilatoria de jurisdicción y comunicada al 
Juez de Corrientes. 

Que solo después de ese auto omitido, podía correr el nuevo 
término de seis dias que la ley (art. 85) da para contestar la 
demanda cuando se han deducido escepciones dilatorias. 

Que habiéndose omitido el referido auto, quedó abierto el 
término para contestar y él no podía correr y vencerse según el 
artículo 85 de la ley de Procedimientos, según el cual, el de- 
mandado presentará el escrito de contestación á la demanda 
dentro de seis dias contados desde aquel en que se mandó cum- 
plir la sentencia ejecutoriada que resolvió el artículo. 

Que en este estado, no obstante que el procedimiento ulterior 
tenía que ser nulo (L. 12, tít. 12, part. 3), el demandante acusa 
rebeldía pidiendo que se declare decaído el derecho para con- 
testar, y el Juez la decreta, sin reparar en que el demandado no 
había sido citado ni notificado. 

Que el Juez, además, no dio las 24 horas que la ley establece 
para despachar toda rebeldía, agregando un nuevo vicio de nu- 
lidad (serie 2% t. 10, pág. 340; t. 11, pág. 434). 

Que de todo esto se sigue que la sentencia pronunciada des- 
pués, es nula. 

Que la sentencia del Juez de Corrientes es tanto más impro- 
cedente, si se tiene en cuenta los antecedentes que hacen al 
fondo del asunto. 

Como la demanda lo espresa, la comunidad de bienes, empezó 
de hecho, sin que mediara contrato de sociedad, desde la muer- 
te del esposo de la demandante; y entonces, la presunción legal 
es, que la administración de los bienes la han tenido todos los 
socios (art. 1776, C. C.) ; desde luego, el Juez aún procediendo 
la rebeldía, no ha tenido base para considerar justa la deman- 
da, atribuyendo á uno de los socios la obligación de rendir 
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cuentas como si hubiera tenido la administración esclusiva; j 
para destruir la presunción legal no tenía más medio que recu- 
rrir á la prueba, de la cual no debió prescindir tanto más cuan* 
to que en el escrito en que se hizo la cuestión de competencia, 
se había dicho cómo empezó la comunidad, cómo se administró 
ella de común acuerdo durante 14 años, formalizándose las cuen- 
tas en cada venta que se hacía. 

Que en consecuencia, lo que corresponde es que la Suprema 
Corte sesuelva como lo ha pedido ; y en caso de estimar proce- 
dente el conocer del fondo de la causa, revocar la sentencia re- 
currida declarando no hallarse obligado á la rendición de 
cuentas. 

Pidió además, por otrosí, que habiendo el Juez dado orden 
al Receptor de Rentas de Mercedes, de no espedir guías de ha- 
ciendas que se saquen del establecimiento en sociedad, lo que 
importa la prohibición de vender con el mismo alcance y efec- 
tos de un embargo ; y como ninguna demanda ordinaria se ini- 
cia por el embargo de bienes, ni se ha justificado su responsabi- 
lidad, como tampoco que esté en el caso de decretarse contra él 
un embargo preventivo, se levantara ese entredicho á sus 
intereses, librando para ello oficio al Juez de la Sección de Cor- 
rientes. 

Corrido traslado, lo contestó por la demandante Don Francis- 
co S. Cañas, pidiendo que se rechace con costas el recurso in- 
terpuesto y se dejen subsistentes los procedimientos del infe- 
rior. 

Dijo: que el primer motivo alegado para fundar la nulidad, 
no es exacto, pues recibido por el Juez de Corrientes el oficio 
del de la Capital, en que le comunicaba su resolución en el inci- 
dente de competencia, aquel Juez proveyó lo siguiente : « Por 
recibido en la fecha, á sus antecedentes, con noticiada las 
partes». 

Que este auto importaba mandar cumplirla sentencia, desde 
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que no hay necesidad de emplear para ordenarlo, términos in- 
variables 7 desde que la sentencia quedó ejecutoriada según el 
informe del Jaez Federal de la Capital. 

Que con esto, se ha hecho todo lo qae la ley exige, no siendo 
cierto que el demandado debe ser citado nuevamente después de 
terminado el incidente sobre escepciones dilatorias, pues con 
una citación basta; y el demandado, después que supo que su 
escepcion fué rechazada, debió apersonarse ante el Juez de 
la causa obedeciendo al emplazamiento que ya se le había 
hecho. 

Que aún cuando el artículo 12 de la ley de Procedimientos, 
establece que la rebeldía debe despacharse con término de 24 ho- 
ras, debe en este caso tenerse presente: l^que cuando se acusó 
la rebeldía, el Juez no hizo lugar á ella por no constar que ol 
Doctor Luque hubiera sido notificado de la resolución del Juez 
Federal de la Capital ; 2"" que solo después de informar este 
Juez que su resolución se habíu hecho saber al Doctor Luque, 
y que había quedado ejecutariada, es decir, después de trascu- 
rrido un término mucho mayor que el de 24 horas^ se despachó 
la rebeldía; no pudiendo hoy quejarse el rebelde de que no 
se le haya dado ese breve término, cuándo ha tenido en realidad 
uno mucho mayor. 

Que admitiendo que la rebeldía hubiese sido acusada y decla- 
rada sin el plazo á que ha hecho referencia, es de notarse que la 
Suprema Corte, interpretando el artículo 183 de la ley de Pro- 
cedimientos, ha establecido ya que ese término de 24 horas no 
es necesario (Causa C, t. 10, serie 2*, pág. 288), en un caso 
análogo al presente. 

Que debe notarse asimismo, que la jurisprudencia invocada 
por el recurrente, se refiere á casos que no guardan analogía 
con el que está en cuestión. 

Que la misión de la Suprema Corte en esta cuestión, se redu- 
ce á conocer del recurso de nulidad interpuesto y no del fondo 
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del asunto, pues se trata áe una sentencia contra la caal, por 
espresa disposición de la ley, no procede más recurso que el de 
rescisión, sentencia que subsiste mientras no se declaren nulos 
los procedimientos. 

Que la oportunidad de discutir sobre el fondo, la tuvo el Doc- 
tor Luque cuando debió contestar la demanda y no puede ha- 
cerlo después. 

Que sin embargo, no es fundado lo que sobre el fondo sostiene 
la espresion de agravios : se trata de una comunidad de bienes, 
y es evidente que cualquiera de los comuneros puede pedir la 
división. 

Que no ha existido una sociedad on el sentido jurídico de la 
palabra, sino como lo ha dicho, una comunidad de bienes, cuya 
administración estaba confiada al Doctor Luque ; así, no ha sido 
necesaria la prueba, y el Juez habilitado por la rebeldía en 
que incurrió el demandado^ ha podido y debido resolver lo que 
haoreido justo, como lo ha hecho. 



Falla d9 la Suprema Carta 



Buenos Aires, Diciembre 4 de, 1890. 

Tistes y considerando: Que cumplidos los efectos del empla- 
zamiento para la contestación á la demanda, por la presentación 
del demandado oponiendo por inhibitoria la incompetencia del 
Juez ante quien se llevó aquella, no pudo después de resuelto 
negativamente como lo fué dicho artículo, comenzar á correr de 
nuevo el término para la contestación á la demanda sin nueva 
citación del demandado, con arreglo á lo dispuesto por el artí- 
culo ochenta y cinco de la ley de Procedimientos. 
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Que así lo entendió el Jaez de la Sección de Corrientes, en el 
hecho de mandar agregar con noticia de las purtes, el oficio del 
Juez de Sección de la Capital, corriente á foja cuarenta y 
siete. 

Qae esa noticia no fué dada sin embargo al demandado, ni se 
cumplió, en consecoencia, con lo dispuesto por el articulo citado, 
7 por el auto mismo del Juez. 

Que por lo tanto, qq ha podido legalmente correr término al- 
guno contra el demandado ni eer este declarado en rebeldía ni 
príTado tampoco de audiencia en esta cansa. 

Por estos fundamentos : se declara nulo lo actuado con pos- 
terioridad al decreto antes citado, de foja cuarenta ; siete 
vuelta, 7 se impone la causa al estado en que se bailaba & la fe- 
cha de dicho decreto. . 

Bepónganse los sellos j devaélTansti ; haciéndose notar al 
Juez de la Sección de Corrientes que no ha sido regular su pro- 
ceder al testar el decreto de foja sesenta vuelta, después de 
suscrito. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. 
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CAUSA CXCTI 



Criminal contra J. M. Charles^ Antonio M. Borzone y Antonia 
Cabarrou, por defraudación de rentas fiscales^ falsificación y 
cohecho ; sobre escarcelacion provisoria. 



Sumario. — 1® El aato en que se deniega la escarcelacion 
bajo fianza, es apelable. 

2^ Mientras subsistan indicios suficientes para presumir la 
responsabilidad de los procesados por los delitos comnnes de 
defraudación de renta fiscal, cohecho de empleados y falsedad^ 
no debe hacerse lugar á su escarcelacion bajo fianza. 



Caso. — Lo esplica el siguiente escrito de 



RECURSO DE HECHO 



Buenos Aires, Noviembre 35 de 1890. 
Suprema Corte: 

J. M. Charles, Antonio M. Borzone y Antonio Cabarrou,. 
ante Y. E. nos presentamos y decimos: 
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I. Que por ante el Juzgado Federal, á cargo del Dr. Andrés 
ügarriza, se nos sigue un juicio criminal, por imputársenos 
contrabando y delito común conexo. 

Pedimos la escarcelacion bajo fianza y el mencionado señor 
Juez nos la negó, en mérito de las conclusiones que espuso el 
señor Agente fiscal. Examinada esta negativa por nuestro le- 
trado, pudo conocer que se nos imputa delito común y de con- 
trabando que á juicio de esos funcionarios^ no puede escarce- 
larse, sin dar razones para ello, diciéndose únicamente que no 
conoce el monto de la responsabilidad civil para el caso. 

Apelamos y el señor Juez, fundándose en el artículo 206 de 
la Ley Federal de Procedimientos de 1863, y en el 395 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal^ nos niega la apela- 
ción. 

II. Desde luego la apelación está denegada contra el testo 
espreso de la misma Ley que el señor Juez cita, artículo 395, 
Código de Procedimientos en lo criminal. 

Al citar también el artículo 206 de una Ley que no rige en 
el caso, como lo es la de Procedimientos de 1863, que estable- 
ce que no es apelable lo que no causa daño irreparable, es claro 
que entiende que, como el auto que niega la escarcelacion no 
produce cosa juzgada, por ser provisorio y poder además, pe- 
dirse la misma cosa varias veces, y el Juez concederla, en- 
tiende que podemos repetir el pedido siempre que nos con- 
venga. Pero aunque estuviese vigente esa ley de Procedimien- 
tos de 1863, para los juicios criminales (que no lo está) ese 
artículo 206 no se refiere al caso, pues es irreparable el mal, 
desde que no se puede hacer que el tiempo de prisión que se 
sufra, se borre ó desaparezca. Y la mejor prueba de que siem- 
pre fué apelable el auto que niega la escarcelacion, bajo fianza, 
es la gran cantidad de casos en que la Suprema Corte ha co- 
nocido por ap3lacion, de autos de escarcelacion, sin haberse 
puesto en duda jamás que es apelable. 
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De todas maneras, la ley de Procedimieatos de 1863, no rige 
en lo penal, desde que se promulgó el Código de Procedimien- 
tos en lo criminal, como resulta de su propio proemio que 
dice : Promulgación < Art. 1^. Desde el primero de Enero de 
1889, se observará como ley de la Nación en los asuntos cri- 
minales pertenecientes al fuero federal, etc., etc. » 

Nada, pues, tiene que hacer en el caso, el artículo 206, ley 
de Procedimientos de 1863, que por otra parte, solo se refiere 
á las causas de orden civil. 

Aunque hubiese existido una ley antes, que negaba la apela- 
ción en estos casos (que jamás existió), desde que una ley pos- 
terior espresamente consigna el derecho de apelar, como se 
vé al final del artículo 395 del actual Código de Procedimien- 
tos en lo criminal que el mismo Juez invoca, no puede ser de- 
negada, sino prescindiendo de la ley. 

Por tar.to, la apelación está completamente mal denegada. 
Todo habitante tiene el derecho á la libertad y á obtenerla 
bajo fianza, siendo esta procedente, y nadie se lo puede de- 
morar ni estorbar. 

III. El auto que negó la escarcelacion no dijo de qué delito 
común se trataba, pues el Agente Fiscal no lo esplica. 

Pero por el auto en que se nos notificó la causa de nuestra 
prisión, vimos que á más del contrabando, se nos imputan los 
delitos de falsedad y cohecho. 

En lo que se refiere al delito imputado de falsedad, por las 
declaraciones que se nos hizo prestar en la Aduana y en el Juz- 
gado y por otras noticias estrajudiciales que tiene nuestro le- 
trado, sabemos que se le hace consistir, en suponer que hemos 
hecho figurar en los actos de despacho en la Aduana, á perso- 
na de existencia imaginaria, según se cree lo sea D. N. Pi* 
cato. Nosotros nada tenemos que ver con ese señor, fuera de la 
fianza aduanera que les prestó Charles Hnos. y C"" para los 
errores de cálculo ; pudiendo asimismo afirmar, que no es tal 
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ser imaginariOy sino quo es una persona de existencia real, 
que ha registrado su firma en la Aduana, como lo probaremos 
oportunamente ; pero por hoy solo se trata de la escarcelacion, 
tomando las cosas tal como se las suponga por el señor Juez 
a quo. 

Esta negutiva á escarcelar, tan espresamente acordada en el 
artículo. ., Código de Procedimientos en lo criminal, está 
convencido nuestro letrado, Dr. González, que nace de que, tal 
Tez, el señor Juez y el Agente Fiscal creen que el caso de este 
género de falsedad no es regido por el Código Penal, sino por 
la Ley de 1863, y que entonces, le es aplicable el inciso 2^ del 
artículo 64, combinado con el artículo 65 de esa ley, cuyo artí- 
culo 65 imponía de uno á tres años de trabajos forzados, y que 
á delitos de esta penalidad no es aplicable el artículo 376 del 
Código de Procedimientos. 

Desde luego, esa ley de 1863, es absolutamente agena al 
caso sub'judice. Esta fué dictada, cuando la Nación carecía de 
de Códigos Patrios, y por tanto como muchas otra?, tiene el 
carácter de Ley provisoria en la materia, como lo tuvo el re- 
glanaento de 1817, sancionado por el Congreso Argentino en 
Tuonman. 

Promulgado el Código Penal, todas las leyes sueltas y ante- 
TÍor<>8 quedaron anuladas, sin efecto alguno, en materia de 
delitos comunes. La misma ley que promulgó el Código, así lo 
declara, espresándose de este modo: «Desde el 1® de Marzo de 
1887, se observará como Ley de la República el Proyecto de 
Código Penal, etc. etc. » 

Desde entonces la ley de 1863 dejó de regir todo delito co- 
mún para continuar en vigencia solo y únicamente en aque- 
llos delitos de naturaleza especial, como la traición á la pa- 
tria, rebelión contra el Gobierno Nacional, desacato contra el 
mismo, delitos de correos ó sobre la correspondencia, etc. 
Todo otro delito común quedó fuera de la Ley de 1863, porque 
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no es admisible que un país civilizado, con gobierno de ins- 
tituciones (por contraposición á gobiernos personales, como 
las monarquías absolutas) tenga distintas leyes á la vez para 
un mismo delito. Por ejemplo, la declaración falsa de un tes- 
tigo en cansa criminal ante el Juez Federal ó ante el Juez del 
Crimen de esta Capital, es el mismo delito sin diferencia al- 
guna, 7 no seria concebible en un país organizado, que se 
juzgaran por distintas leyes en lo penal, siendo el mismo nno 
y otro. 

Según la Ley, ó sea el artículo i060 de las Ordenanzas de 
Aduana, se llama delito conexo cuando en la perpetración de 
un contrabando se comete un delito común. 

Es claro, que si es común tiene que ser juzgado por la Ley 
comnn ó Código Penal, única ley hoy en la nación entera qne 
rige la materia. 

lY. Aún en el supuesto inadmisible, que el delito comnn de 
falsedad lo rigiese la Ley de 1863, asimismo en el inciso 2°, 
articulo 64, no cabría encontrar el presente caso. Esa ley no 
habla de persona imaginaria, sino de persona real, pnes de 
otra manera no podría establecer cuándo se hace figurar fin el 
acto d persona que iio ha intervenido. 

Nadie puede añadir ni quitar á la Ley, ni suponer lo qne ella 
no dice, ni juzgar en lo penal por analogía. El caso que con 
claridad no está definido ni penado como delito en la ley vi- 
gente, no lo es en derecho. Así se desprende claramente del 
artículo 18, Constitución Nacional. 

Donde la ley dice, persona que no ha intervenido, no es 
permitido entender que diga de persona de existencia imagi- 
naria, que es cosa totalmente distinta. 

El artículo 64, Ley de 1863, es claramente tomado del arti- 
culo 145 Código Penal Francés. 

Chauveau Adolphe, en su obra Théorie du Code Penal, tomo 
2^, parágrafo ó número 995, en la página 403, enseña que se 
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trata de personas reales, de quienes se supone interrencion y 
que resulta no la turieron. Se Te qae el objeto claro de esta 
disposición es defender á las personas para que no sean defrau- 
dadas ; como, por ejemplo, si se bace una escritura pública de 
crédito^ 7 la firma un estrano, tomando el nombre de la per- 
sona á quien se trata de defraudar. £1 citado autor dice por 
eso, que el escribano debe ser muy escrupuloso en cerciorarse 
perfectamente que el individuo que va á intervenir sea la per- 
sona que se nombra. 

Si el nombre se refiere á persona de existencia imaginaria 
entonces no hay individuo perjudicado bajo ese nombre su- 
puesto y el caso no entra ni cabe que entre en el inciso ^, ar- 
tículo 64, Ley de 1863. 

Precisamente es todo lo contrario de persona imaginaria á 
lo que se refiere ese articulo, pues para producirse el caso, es 
forzoso que el individuo cuyo nombre se ha tomado, no sea 
imaginario sino real y manifieste, denuncie 6 declare que es 
falsa su concurrencia é intervención, para que así quepa de- 
cir, haciendo figurar en el acto á persona que no ha interve-^ 
nido. 

XJn individuo que, tomando un conocimiento á la orden, pero 
que le pertenece y pretendiendo contrabandear su contenido, 
pide el despacbo bajo el nombre do persona imaginaria, para 
ocultar su rasponsabilidad si llegan á descubrirlo, no ba he- 
cho falsedad, respecto al mencionado inciso 2^ del artículo 64, 
Ley de 1863, pues ésta solo puede producirse, cuando toma el 
nombre de persona real á quien agravia con el acto. Tal pro- 
ceder solo será un artificio para colocarse debajo del nombre 
supuesto, al objeto de perpetrar el contrabando. Será un me- 
dio de cometer el delito aduanero y de encubrir su responsabi- 
lidad y no otra cosa, y en tales condiciones el acto es comple- 
tamente ageno al referido artículo 64, Ley de 1863. 

Esta clase de actos, de suponer intervención de personas de 
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existencia imaginaria, ó tomar nombres supuestos, etc., está 
claramente definido y penado en el Código Penal Argentino en 
su artículo 293, que á la letra, se espresa así: «Elque de 
cualquiera otro modo que no esté especificado en este Código, 
comete falsedad, simulando, suponiendo, alterando ú ocultando 
maliciosamente la verdad y con perjuicio de tercero, por pala- 
bras, escritos ó hechos ; usurpando nombre, calidad ó empleo 
que no le correspondan, suponiendo viva una persona muerta, 
ó que no ha existido, sufrirá arresto y multa de veinte á tres- 
cientos pesos i^ . 

El Código Penal no consigna una disposición como la dol 
inciso 2^, artículo 64 de la Ley de 1863, para el caso de hacer- 
se figurar una persona que no ha intervenido, sin duda porque 
está ya virtualmente comprendido y legislado en las falsifica- 
ciones de documentos y de firmas y en el título sobre esta ma- 
teria se castiga el acto. 

Como quiera que sea, en nuestro caso nada tenemos que ha- 
cer con aquella disposición legal. 

y. El señor Fiscal concluye su vista oponiéndose á nuestra 
escarcelacion, en que aún carece de antecedentes para apreciar 
la responsabilidad civil que debe caucionarse con las fianzas 
ofrecidas. 

Como esta responsabilidad civil no vá á estar netamente de- 
finida, sino á la conclusión del juicio, resultaría entonces ilu- 
sorio el derecho que acuerda la ley al procesado para recuperar 
su libertad bajo caución. 

Esos medios de apreciación para el señor Fiscal no podrán 
ir más allá que á la cuantía que se refiere el acto fraudulento 
que envuelve á la vez un delito conexo y no á los otros partes 
de la Aduana, que siendo simples defraudaciones de la renta 
pública son estraños á los delitos que se nos imputan. 

Si estos delitos solo comprenden á la defraudación relacio- 
nada con el despacho de Ficato, el valor de la mercadería con- 
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trabandeada con ese nombre, que se supone imaginario, sería 
la cuantía de la responsabilidad. 

Las demás acusaciones de simples contrabandos aglomera- 
dos en un juicio que se refiere á cuestiones de distinta índole 
7 naturaleza, no tiene por qué apreciarlas ahora el señor Fis- 
cal, desde que, por el artículo 1032 de las Ordenanzas de 
Aduana, es necesario que nosotros seamos primeramente pe- 
nados j que después resulte que no tenemos bienes para pagar 
la multa impuesta por la sentencia condenatoria, para enton- 
ces sufrir prisión, cuyo término no excedería jamás de dos 
anos, computándose esa multa á razón de un peso fuerte por 
dia. 

Que la Aduana ha resuelto aglomerar en un solo juicio, lo 
que debió ser objeto de distintas partes y reclamos, no puede 
desviar al señor Fiscal de la base única que debe tener en 
Tista para apreciar la responsabilidad civil que comprende la 
fianza. 

Concretará su atención al contrabando que envuelve delito 
conexo, á este único hecho que motiva la prisión según nos fué 
notificado, y no por cierto á las demás defraudaciones imputa- 
das que no merecen prisión, sino comiso, y solo aquella, cuan- 
do recayere sentencia condenatoria y el penado no tuviera cómo 
pagar. 

Respecto á estos últimos contrabandos imputados, hoy por 
hoy, la responsabilidad que determina el artículo 434 de las 
Ordenanzas de Aduana, va contra los empleados de ella, desde 
que ni esta repartición ni el comerciante tienen derecho á re- 
clamo alguno después de salir la mercadería de la Aduana. 

Esto no importa aceptar, como ciertas las imputaciones que 
se nos hacen, respecto al contrabando, sino recordar las mis- 
mas teorías del señor agente fiscal en la causa seguida por el 
Dr. Voces contra Monsegur, fallada por Y. £. en conformidad 
á esas conclusiones. 
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Por lo espuestOy á Y. E. nos presentamos interponiendo ape- 
lación de hecho del auto que nos negó la escarcelacioa y, en su 
consecuencia, pedimos, que previos los trámites legales, se 
sirva declarar concedida la apelación 7 revocar ese fallo, orde- 
nando nuestra escarcelacion con las fianzas ofrecidas. 

Otrosí decimos: que para ilustrar el recurso, pedimos se 
sirva ordenar que el señor Juez informe^ remitiendo el inet" 
dente y el sumario, en virtud de tratarse del precioso derecho 
de la libertad personal, previniéndole se espida dentro del 
término de 48 horas, de acuerdo con el artículo 389, Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

Será justicia, etc. 

Otrosí decimos: que hacemos presente á Y. E. que el Dr. D. 
Mariano Yarela no ha intervenido en este juicio sino para fir- 
mar el escrito de apelación 7 ésto, porque hubo la intendon de 
confiar nuestra defensa á distintos abogados; pero posterior- 
mente 7 de acuerdo con el mismo Dr. Yarela ha cesado aa in- 
tervención en esta causa. 

J. M. Charles. — A. Cabarrou. — 
A. M. Borzone. 
Ramón González. 



Falle de le Supreme Certe 



Buenos Aires, Noviembre 39 de 1890. 

Yistos en el acuerdo : Estableciendo el artículo trescientos 
noventa 7 cinco del Código de Procedimientos en lo Criminal 
que es apelable el auto en que se deniega la escarcelacion bajo 
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fianza : se declara mal denegado el recurso interpuesto, y se 
concede en relación la apelación deducida. Tráiganse, en su 
consecuencia, los antecedentes del easo, librándoje el oñoio 
correspondiente al Juez Federal. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DÉ 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Rueños Aires, Diciembre 1' de 1890. 
Suprema Corte : 

La diligencia del sumario corriente á fojas 116 vuelta y 117, 
establece cuáles son los delitos que se persiguen en esta causa: 
ellos son, «los delitos conexos de contrabando, llevado á cabo 
por medio del cohecho á empleados, y falsificación, haciendo 
intervenir persona supuesta en los despachos y reembarcos ». 

Sirven de antecedente á esta diligencia : 1^ £1 parte que en- 
cabeza el sumario, del gefe del Resguardo, señor Igarzabal, 
corriente á foja 65 y siguientes, en el que á foja 71 vuelta se 
espresa que Charles Hnos. y C", presentaron á la Aduana, co- 
mo introductor (registrándose su domicilio en la calle de Cuyo 
núm. 903) á D. N. Picato, sin que éste exista en dicho domici- 
lio, ni Charles haya podido dar razón de su paradero. Mencio- 
na en dicho parte el mismo gefe del Resguardo, lo que resulta 
de las declaraciones tomadas por él que obran en autos ; y con- 
cluye manifestando, que el caso de que dá cuenta se halla pre* 
visto en los artículos 960, 961, 1025 y 1026 de las Ordenanzas 
de Aduana que nos rigen. 
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2^ El parte del süb-administrador de Rentas, señor Carne- 
lino, corriente á foja 91, por el qae acosa á Charles Hnos. j 
C* de defraudaciones reiteradas de la renta pública, las que no 
ha podido ejecutar sin la complicidad y consiguiente soborno 
de los empicados de la Aduana (f . 91) ; que de estas defrauda- 
ciones han hecho un sistema los acusados, ya sustituyendo unos 
bultos de mercaderías por otros, ya manifestando mercaderías 
como de un valor mucho menor que el verdadero, ya en fin, 
trayendo las mercaderías en calidad de encomiendas, para in- 
troducirlas sin pagar derecho alguno. 

Y como prneb:^ de estos hechos, adjunta el señor Camelino 
los documentos á que hace referencia, agregando que los diver- 
sos casos de defraudaciones han sido cometidos desde los pri- 
meros meses del año corriente, creyendo que los hechos á que 
alude (f. 97) están penados por los artículos 960, 1025 y 1026 
de las Ordenanzas, sin perjuicio, agrega, de las demás penas 
que correspondan por el delito cometido. 

3^ La nota de foja 99, del señor administrador de Rentas al 
señor Procurador Fiscal, por la que, remitiéndole las actua- 
ciones obradas en la Aduana^ le pide entable la acción corres- 
pondiente; agregando^ que los documentos que han llegado á 
sus manos^ « prueban plenamente el delito de defraudación de 
la renta que la casa acusada practicaba como un sistema in- 
variable». Dice, por fin, el señor administrador que: cestas 
operaciones no han podido cometerse sin el soborno de empleados 
y la sustracción de bultos de los depósitos de Aduana, delitos 
previstos y penados, el primero por el Código Penal, y el segundo 
por la Ley Nacional de 1863; y, como por otra parte, de las 
investigaciones hasta ahora practicadas, que no alcanzan más 
que hasta el mes de Marzo último, resulta que esta casa no 
hace importaciones sino de contrabando, con .rarísimas escep- 
ciones, es de opinión que el señor Fiscal debe solicitar del Juz- 
gado Federal, la prisión de los propietarios de la casa y del 
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despachante Borzone, al mismo tiempo que el embargo provi- 
sional de las mercaderías y demás bienes de la misma, sus li- 
bros 7 papeles ». 

Tenemos, pues, Exmo. Señor, que los delitos qne han origi- 
nado el sumario, consisten: 1° En la defraudación reiterada de 
la renta de Aduana ; sustrayéndose 6 cambiándose, para veri- 
ficar dichas defraudaciones^ bultos de mercaderías depositadas 
en ella. 

i"" En el soborno de empleados, de la misma Aduana, como 
medio indispensable para llevar á cabo aquella defrauda- 
ción. 

3"" En la presentación á la Aduana de D. N. Picato, como 
introductor, cuyo nombre parece ser imaginario, pues los 
mismos que lo presentaron y recomendaron no dan razón de su 
existencia y paradero. 

Para poder decidir, ai procede en este caso, la escarcelacion 
de los procesados, 6 si ella ha sido legalmente denegada por la 
resolncion del inferior, recurrida para ante Y. E., es indispen- 
sable averiguar, cuáles son las penas que nuestras leyes vi* 
gentes imponen á los delitos mencionados, tales como apare- 
cen en el sumario. 

El delito de defraudación reiterada de la Renta de Aduana 
está penado, según lo han dicho el &efe del Resguardo y el 
sub-administrador de Rentas, perlas disposiciones de los artí- 
culos 960, 961, 1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 

Los artículos 960 y 961, castigan al comerciante que, en 
los depósitos de Aduana sustituye unas mercaderías con otras, 
con la pérdida de las mercaderías cambiadas y de las que sir- 
vieron para el cambio, si son de su propiedad, y si no lo son, 
abonará su importe, sin perjuicio de las penas y demás que 
sean de derecho. La misma penalidad se aplica á los auxiliado- 
res ó consentidores en el hecho. 

La sustracción y cambio de mercaderías operada por los acu- 
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sados, según las declaraciones del sumario, lo ba sido por otras 
mercaderías igualmente de su propiedad ; creo entonces, que la 
pena aplicable á tal delito, es la de la pérdida de unas y de 
otras mercaderías, de acuerdo con la primera parte de lo dis- 
puesto en el artículo 960 de las Ordenanzas. 

£1 artículo 1025 solo define lo que debe ser considerado como 
fraude en las Aduanas de la República ; y el artículo 1026 si- 
guiente, castiga con pena de comiso ó con pago de dobles de- 
rechos, todo hecho que tienda á disminuir la renta, aunque 
no tenga por las ordenanzas una sansion especial. 

En los artículos citados no podría fundarse, á mi juicio, la 
subsistencia de la resolución apelada. 

Queda aún el artículo 1032 de las mismas Ordenauzas, se- 
gún el cual, el que no tenga bienes con que abonar las multas 
que le hayan sido impuestas, sufrirá una prisión, que en nin- 
gun caso podrá esceder de dos años . 

Pues es precisamente para el caso en que la pena de prisión 
no esceda de dos años, que el artículo 376 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, permite se otorgue la libertad pro- 
visional bajo fianza. 

El delito de soborno de empleados públicos que, según el se- 
ñor administrador de Rentas (f . 100 vuelta) se halla previsto y 
castigado por el Código Penal, lo está efectivamente, impo- 
niéndose por su artículo 253, una pena pecuniaria, y prisión de 
uno á tres años, al que diese ó permitiese dádivas á un em- 
pleado públicO; para que hiciera ó dejara de hacer alguna 
cosa. 

Pero ¿ofrece el sumario indicios suficientes que constituyan 
aquella semi-plena prueba que es indispensable para autorizar 
ó mantener la prisión, de haberse cometido por los acusados el 
cohecho de algún empleado de Aduana? Creo que no existe esa 
semi-plena prueba, aunque haya la sospecha fundada del señor 
sub •administrador de Rentas de que las defraudaciones ejecu- 
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tadas DO han podido tener lugar sin la connÍTencia de alguno 
ó de algunos de los empleados. 

No creo aplicables al caso las disposiciones de los artículos 
75 y siguientes de la Ley de 14 de Setiembre de 1863^ que es- 
ttibleció la penalidad para los crímenes cuyo juzgamiento com- 
pete á los Tribunales Nacionales. Creo que el Código Penal, 
posterior en fecha, deroga aquellas disposiciones, eu cuanto le 
sean contrarias. 

Si no existe, pues, la semi-plena prueba del delito de cohe- 
cho en el estado actual del sumario, no creo que en la existen- 
cia de tal delito pudiera fundarse la prolongación de la prisión 
que sufren los acusados. 

Si tampoco existe la persona de D. N. Ficato; y si su crea- 
ción por los acusados, hu sidu solo uno de tantos fraudes em- 
pleados para evitar el pago de la renta pública, á que estaban 
obligados, me parece que el caso se halla decidido por las dis- 
posiciones del artículo 293 del Código Penal, que impone la 
pena de arresto y multa de 20 á 300 pesos al que usurpe nom- 
bre, calidad ó empleo que no le correspondan, ó suponga viva 
una persona muerta 6 que no ha existido. 

Ninguno de los delitos acusados me parece que resiste á la 
escarcelaciou bajo fianza, que ha sido solicitada; ni sería á mi 
juicio, una razón bastante para negarla, la de que no puedan 
determinarse de antemano el monto de las responsabilidades 
civiles de los procesados, ni por tanto, la cantidad en que ha- 
bría de fijarse la fianza que se les exigiera. El artículo 378 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal dá al Juez las reglas 
que debe observar en tal caso. 

£n consecuencia, pienso que la resolución apelada debe ser 
revocada por Y. E. ; mandando se acuerde la escarcelaciou pe- 
dida, siempre que la fianza que se ofrezca al inferior satisfaga 
las exigencias de la ley. 

Antonio E. Malaver. 
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Falle de le Supreme Certe 



Buenos Aires, Diciembre 4 de 1890. 

Vistos y considerando: Que según lo espresa el acta de fo- 
ja 10 7 resulta del examen de los autos, los procesados se ha- 
llan acusados de los delitos conexos de defraudación de rentas 
de aduana, cohecho de empleados y falsedad. 

Que de cualquier modo que hayan de juzgarse estos delitos, 
ya del punto de vista de las disposiciones del Código Penal co- 
mún, según pretende el defensor délos encausados, ya del 
punto de vista de las disposiciones de la ley especial nacional 
que determina los crímenes cuyo juzgamiento corresponde á la 
justicia federal, ellor. son ó pueden ser susceptibles de una pena 
mayor que la de dos años de prisión que señala como máximon 
el artículo trescientos setenta y seis del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal á los efectos de la escarcelacion bajo 
fianza, porque si lo primero, la pena, aún atendiendo principal- 
mente al delito de cohecho, podría ser de tres años de prisión 
con arreglo á los artículos doscientos cincuenta y tres y ochen- 
ta y siete del Código Penal ; y si lo segundo, el castigo puede 
ser más grave aún, según sean el alcancé y caracteres que re- 
sulte tener el delito de falsedad que se atribuye á los procesa- 
dos respecto de lo que en el estado de iniciación de la causa no 
hay antecedentes bastantes para formar juicio aún. 

Que existen además en la causa, indicios suficientes para pre- 
sumir la responsabilidad de los procesados en los delitos enun- 
ciados, y ello basta para mantener provisoriamente el arresto 
en que se hallan, con arreglo al artículo trescientos sesentay seis 
del Código de Procedimientos, sin perjuicio de proveer enade- 
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lantd á su libertad sí esos indicios no se confirman 6 llegan á 
desvanecerse por nnevos antecedentes que se agreguen. 

Que en relación sin embargo al procesado Antonio Gaba- 
rroa, la naturaleza de la intervención que aparece hasta este 
momento haber tenido en los hechos de la causa, permite apre- 
ciar como menos grave su responsabilidad. 

Por estos fundamentos se declara no haber lugar por ahora 
á la escarcelacion solicitada por los procesados J. M. Charles y 
H. Borzone, confirmándose á su respecto el auto apelado de fo- 
ja 30 7 se concede la solicitada por el procesado Antonio Gabar- 
rou, sin perjuicio de lo que en adelante resulte de la causa, de- 
biendo determinarse por el Juez de Sección la calidad 7 canti- 
dad de la caución necesaria. Repóngase el papel 7 devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN YICTORIGA. — G. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 



T. Xf 20 
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CAVBA CXCTII 



El Fiscal de la Provincia de Mendoza contra el presbiíero D. 
Manuel Marco, por nulidad de un auto de posesión; sobre tn- 
competencia. 



Sumario. — 1® La misión en posesión concedida por an Jnez 
local, sin haberse deducido acción contra determinada persona, 
no importa radicación de juicio. 

2° La intervención posterior del Fiscal del Estado pidiendo 
ante el mismo Juez la nulidad de dicha posesión, siendo es- 
trangero el que la obtuTO, da á este el derecho de declinar su 
jurisdicción, é invocar la originaria de la Suprema Corte Na- 
cional. 



Caso. — En 29 de Octubre de 1886 se presentó ante el Juez 
de letras de la ciudad de Mendoza el presbítero D. Manuel 
Marco, diciendo quoD. José Groico, propietario de las salinas si- 
tuadas al Sud de la Provincia en el Departamento de San Ra- 
fael, obtuvo la posesión de ellas^ con el objeto de hacerle su tra- 
dición en cumplimiento de la venta que le había hecho de las 
mismas por escritura pública de fecha anterior ; 7 que Goica 
había tomado dicha posesión por int?rmedio de él (Marco), im- 
portando ese acto una verdadera tradición. 
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Que habiéndose sust^itado algunas dificultades por parte de 
otras personas, venía á pedir la posesión de las citadas salinas, 
sin que esto importase renunciar los derechos reales y poseso- 
rios que tenía adquiridos sobre ellos. 

Acompañó una escritura pública de 13 de Marzo de 1885 
por la que D. JoséGoico vende á D. Manuel Marco los dere- 
chos 7 acciones que hubo por herencia de su finado abuelo el 
cacique D. Yicoote Goico, á unas salinas en el Departamento 
de San Bafael en el lugar llamado < Piedra de afilar », por la 
suma de 640 pesos nacionales, que recibirá después de haber 
puesto á Marco en libre posesión, siendo entendido que si pa- 
reciesen otros herederos, el valor de la venta sería repartido en- 
tre ellos, y que serían de cuenta de Marco los gastos de los 
juicios que hubiese que entablar para recaudar la propiedad de 
las salinas . 

El Juez mandó dar la posesión sin perjuicio de tercero por 
auto de 29 de Octubre de 1886, y la posesión fué dada por el 
Juez de Faz de San Bafael en 9 de Noviembre de 1886. 

En autos obra el espediente de posesión dada á Goico al que 
se refiere la petición de Marco. 

De ese espediente resulta que JoséGoico, acompañándola 
declaratoria de heredero á su favor de los caciques Vicente y 
Juan Goico, y la venta que Vicente Goico hizo en 7 de Mayo 
de 1823 á D. Juan Gualberto Godoy de unos terrenos ubicados 
en el Diamante al Sud entre los rios Diamante y Atuel, reser- 
vándose el uso de las salinas que existen en los referidos ter- 
renos, pidió la posesión de ellas, solicitando que esta se diera 
al presbítero Manuel Marco, por no serle posible asistir al 
acto. 

El Juez accedió con auto de 3 de Julio de 1886, y la pose- 
sión fué tomada por Marco en 15 del mismo, con oposición del 
encargado de D. Deoclesio García, que declaró que no recono- 
cía á Marco como dueño de las salinas, sino á García. 
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En 26 de Abril de 1888 se presentó el «Fiscal del Estado di- 
ciendo que los criaderos de sal de que había sido puesto en po- 
sesión Groico habían sido considerados siempre de propiedad del 
fisco, que había ejercido siempre actos de posobion sobre ellos 
desde tiempo inmemorial y que habiéndose dado esa posesión 
sin citación del Ministerio fiscal, 7 sin publicar edictos, pedía 
revocatoria 7 nulidad de todo lo obrado. 

El Juez dio traslado á D. Manuel Marco. 

El Fiscal reclamó, diciendo que Marco había tomado la po- 
sesión como encargado de Goico, 7 que el traslado debía enten- 
derse con este. 

El Juez prove7Ó de conformidad. 

D. Nicasio Marin, apoderado de Goico. primeramente se pre- 
sentó pidiendo no se hiciera lugar á la revocatoria, 7 luego ma- 
nifestó que su poder había caducado por haber Goico vendido 
las salinas á Marco, 7 que hacía renuncia del poder. 

El Juez confirió traslado al Fiscal, 7 mandó notificar á 
Goico. 

El Fiscal dijo que cuando inició el recurso de revocatoria y 
nulidad, no conocía la venta de Goico á Marco, 7 que respecto 
al fondo del asunto sostenía que lo obrado para dar la posesión 
era nulo, 7 que así debía declararse, concediéndole la apela- 
ción in subsidium. 

El Juez declaró que Marin no era parte en el juicio, 7 man- 
dó que el traslado se entendiera con D. Manuel Marco. 

Marco, sin contestar el traslado é invocando los artículos 
100 7 101 de la Constitución 7 las Ie7es sobre jurisdicción de 
los T[ibunales federales, dijo que tratándose de una demanda 
de la Provincia de Mendoza contra un estrangero, el caso cor- 
respondía á la jurisdicción originaria de la Suprema Corte, 7 
pidió que el Juzgado se declarara incompetente para conocer 
en él. 

Conferido traslado, el fiscal contestó que la escepcion era im- 
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procedente: V porque se trataba de un juicio radicado ante el 
Juzgado ordinario; 2° porque el Ministerio fiscal velando por 
el cumplimiento de las leyes había pedido se declarase la nu- 
lidad del procedimiento, lo que era una cuestión de orden pu- 
ramente local. 

El Juez abrió á prueba sobre la nacionalidad de D. Manuel 
Marco. 

El presbítero Marco probó por declaraciones de testigos, que 
no fueron observadas ni tachadas, que era natural de Italia, y 
el Juez dictó el siguiente 



AOTO 



Mendoza, Abril 8 de 1889. 

Vistos y considerando: 1^ Que las peticiones del Procurador 
Fiscal, de foja 22 y foja 30, deben considerarse como una de- 
manda y no como un simple recurso de reposición, por cuanto 
la revocación y declaración de nulidad del auto posesorio de 
foja 14 no tendría ^objeto alguno práctico, desde que, aún 
cuando se accediese ,á lo solicitado, no quedaría por ello, pri- 
vado el presbítero Marco de la posesión de las salinas, porque 
el que posee á título de dueño una cosa, no puede ser despo- 
seído sin que sea previamente vencido en juicio contradictorio 
sobre la propiedad de ella. 

2® Que sí no se estimasen como demanda dichos escriíios, re- 
sultaría que el Procurador Fiscal ha practicado una gestión 
que no conduce á obtener un resultado positivo y útil, lo que 
no es admisible, que de consiguiente es lógico suponer que su 
propósito y objeto es el de conseguir que el presbítero Marco 
sea desposeído de las salinas recordadas. 
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3® Que de autos resalta que el señor Marco posee dichas sa- 
linas por compra hecha á D. José Goico. 

4"* Que por las declaraciones de fojas 48 á 52» está legal- 
mente acreditado que el demandado es estrangero, y consi- 
gnien tómente justificado, que el presente juicio no es de la 
competencia de este Juzgado, atento lo dispuesto en el inciso 
1® artículo 1^ ley de jurisdicción y competencia de los Triba- 
nales Nacionales de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres. 

Por tanto : fallo declarando que procede la escepcion opuesta 
por el escrito de foja 33. 

Pedro N. Ortiz. 



El Fiscal apeló y concedido el recurso, la Cámara de Justi- 
cia de la Provincia revocó el auto reclamado, por la siguiente 



SENTENCIA 



Mendoza, Agosto 22 de 1889. 

Vistos y considerando: 1® Que la petición del Procurador 
Fiscal, corriente á foja 22, es tendente á que se tramiten de 
nuevo con su audiencia las solicitudes de Goico y de Marco pi- 
diendo la posesión de una cosa inmueble. 

2^ Que dicha petición no puede considerarse como ana de- 
manda ni cuando se dirigía á la solicitud de Goico de Julio del 
ochenta y seis de que se le diera la posesión por medio de Mar- 
co^ ni cuando so dirigía á la solicitud de Marco de Octubre de 
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mil ochocientos ochenta y seis como comprador de Goico en 
Marzo del mismo año. 

3<» Que entonces, el panto á resolver oportanamente será si 
la petición del Fiscal se ha hecho en forma, en tiempo y con de- 
recho, paes si resaltaren existir esas condiciones sería induda- 
ble el derecho de dicho f ancionario para oponerse á la posesión 
solicitada por Marco. 

4^ Que tratándose de un incidente de oposición á la posesión 
pedida á un Juez de la Profincia, es evidente la competencia de 
este para resolver sobre la prDcedencia de dicho incidente. Por 
estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 55 vuelta y 
se declara que el señor Marco debe evacuar derechamente el 
traslado que se le confirió á foja 23. Devuélvanse. 

Orrego. — Wilmart. — BombaL 



Marco apeló del auto anterior para ante la Suprema Corte de 
Justicia Nacional, y la Cámara de Justicia le concedió el re- 
curso. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 23 de 1890. 
Suprema Corte : 

La posesión judicial ordenada por el auto de foja 4 vuelta y 
dada en efecto según la diligencia de foja 5 vuelta al presbí- 
tero D. Manuel Marco de las salinas que pretende ser de su 
propiedad, constituye un acto de la jarisdiccion voluntaria del 
Juez de letras de la ciudad de Mendoza, y no puede decirse que 
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por tal aoto ha qaedado radicado este juicio ante los Tribuna- 
les de aquella Provincia, de suerte que debe ser sentenciado y 
fenecido en la jurisdicción proTincial, como lo dispone la pri- 
mera parte del artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y com« 
potencia de los Tribunales Nacionales de 14 de Setiembre 
de 1863. 

En los actos de la jurisdicción voluntaria no hay propia- 
mente juicio; para que este exista menester es que aparezcan 
intereses opuestos y contestaciones contradictorias, que no 
existen en aquellos. 

La posesión que solicitó el presbítero Marco le fué dada (f. 
5 Y.) en 3 de Noviembre de 4886; mientras que el Fiscal de 
Mendoza pidió la nulidad de dicha posesión en 26 de Abril de 
1888, según la nota al pié de su escrito de fojas 23 y 24, esto 
es, un año y medio próximamente después de haber sido dada 
aquella posesión. 

Tal recurso no podía tener por £n la anulación de un acto 
enteramente realizado; y solo puede considerarse como una 
demanda nueva, á efecto de que se privase de la posesión al 
que la había obtenido ya. Este recurso ó demanda es un acto 
cuya decisión solo compete á la jurisdicción contenciosa de los 
Tribunales. 

Pero la decisión de las causas de la jurisdicción contenciosa 
cuando las promueve una Provincia contra un ciudadano es- 
trangero corresponde exclusivamente á la jurisdicción federal ; 
siendo Y. E. Juez originario (artículos 100 y 101 de la Constitu- 
ción y 1"^ de la ley sobre competencia y jurisdicción antes citada). 

Creo por consiguiente que la escepcion de incompetencia es 
procedente ; y que la sentencia de foja 56 vuelta del Juez de 
Mendoza que hace lugar á ella, ha debido ser confirmada. Sír- 
vase Y. E. resolverlo así, revocando la de foja 60. 

Antonio E. Malaver. 
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FaII« de Ia ftupreniA Corte 



Buenos Aires, Diciembre 6 de 1890. 

Vistos 7 considerando : Qne cnalquiera que sea el carácter 
qne se atribuya á la gestión iniciada por el Fiscal de la Pro- 
vincia de Mendoza, solicitando la declaración de nulidad de la 
posesión mandada dar anteriormente por orden judicial á D. 
Manuel Marco, una vez hecho contencioso el casó por la inter- 
vención en él del representante de dicha Provincia, ha debido 
entenderse de aplicación lo dispuesto por los artículos cien j 
ciento uno de la Constitución y primero, inciso primero de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
por los cuales se declara corresponder á la jurisdicción origi- 
naria dd esta Suprema Corte, el conocimiento de las causas ci- 
viles en que sean parte una Provincia y un ciudadano estran- 
gero. 

Que no ha habido ni podido haber en el caso radicación de 
juicio ni prorogacion de la jurisdicción de los Tribunales de 
la Provincia de Mendoza: primero, porque la petición de mi- 
sión en posesión deducida ante ellos por D. Manuel Marco fué 
introducida y le fué acordada sin deducirse juicio en forma 
contra determinada persona, ni promoverse contención alguna 
y sin darse en consecuencia, al procedimiento, la forma de un 
juicio contradictorio; y segundo, porque inmediatamente de 
producida la reclamación fiscal, que aparece deducida más de 
un año después de cumplida la misión en posesión y de finali- 
zado en consecuencia, el procedimiento á que ella dio lugar, el 
interesado sin contestarla, hizo valer y opuso la falta de juris- 
dicción de dichos Tribunales. 
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Por estos fundamentos, y de conformidad además, á lo pe- 
dido por el señor Procurador General en su vista de foja se- 
senta 7 cinco vuelta : se revoca el auto apelado de foja sesenta 
7 se declara que el conocimiento de la presente causa corres- 
ponde originariamente á esta Suprema Corte, ante la cual en 
consecuencia, podrán los interesados, si lo desean, ocurrir á 
hacer uso de sus derechos. Hágase saber por oficio al Superior 
Tribunal de Justicia de la Provincia de Mendoza, 7 reténganse 
estos autos por ahora, á los efectos que hubiere lugar, repo- 
niéndose el papel. 

BENJAMÍN YIGTORICA. — G. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZ\If . 



CAUSA CXCTIII 



Contra Don J. M. Bonhomme, sobre comiso. 



Sumario. — í^ La declaración d3 géneros de algodón comon 
en lugar de felpa de seda, se refiere á la especie de la mercade- 
ría 7 no á su calidad. 
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2® La falsa declaración respecto de la especie, da lugar á la 
pena de comiso. 

3^ La presentación de an escrito de adición hecha con poste- 
rioridad al parte relativo á la infracción, no paede eximir de 
dicha pona. 



Caso. — Lo esplica el signiente : 



SUMARIO LEYARTAOO BU LA ADUANA 



Buenos Aires, Enero 9 de 1890. 
Señor Contador Interventor: 

Comunico á Yd. que el señor J. M. Bonhomme ha presentado 
un manifiesto de despacho directo bajo el número 104.225, pre- 
sentado en Diciembre 31 de 1889, del vapor Blue Star, paquete 
2664, entrado al puerto en Diciembre 31 de 1889, procedente 
de Londres, pidiendo 2 cajones marca S. S. N® 49, 1 cajón con 
57 kilos algodón común, debiendo ser según el manifiesto con- 
sular 2 cajones conteniendo felpa de seda; ahora bien, pido al 
señor Contador, se sirva ordenarla verificación de dichos cajones 
que se hallan en los depósitos de Lanas, 1* Subdivisión. 

Dios guarde á Yd. 

Roquet Ródano. 

Señor Contador : 

No he podido dar cumplimiento á la disposición del señor 
Administrador, por negarse el interesado á concurrir ala veri- 
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ficacion; debo agregar que en sa defecto ha presentado una soli- 
citod, por la cual confirma plenamente lo expuesto en el parte 
(f. 1) ; debiendo tenerse presente que por este ha sido presen- 
tada dicha solicitud. 
Dios guarde á V. S. 

Roquet Ródano. 



Buenos Aires, Enero 10 de 1890. 

Elévese al señor Administrador para la resolución que cor< 
responda. 

J. M. Rodríguez. 



Bueuos Aires, Euero 10 de 1890. 

Levántese el sumario correspondiente. 

E. Anido. 



En la misma fecha cité al señor J. M. Bonhomme. Conste. 



Escurra. 



Buenos Aires, Enero 10 de 1890. 

En la fecha compareció el señor J. M. Bonhomme, constitu- 
yendo domicilio legal en la calle Reconquista ^1% é impuesto 
del parte defoja..., expuso: 
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Qae solo tuvo conocimiento del parte de foja i, cuando se 
presentó á la Contaduría para que le inforn^aran la solicitud que 
presentó y que consta agregada á este espediente. 

Que no fué citado paca verificar la mercadería y que el em- 
pleado señor Ridusso se oponía á que le informasen la solicitud, 
la que le fué detenida en Contaduría, hasta que más tarde con 
el informe, le fué remitido á sumarios para ser agregada á sus 
antecedentes, llegando conjuntamente el parte y la solicitud. 

Que está probado por lo tanto, que dicha solicitud está presen- 
tada con anterioridad al parte, aunque la fecha sea la misma, 
como está probado ser un error evidentísimo imposible de pasar 
desapercibido, pues está claramente declarada la calidad de la 
mercancía en el manifiesto general y conocimiento respec- 
tivo. 

Por estas consideraciones : pido al señor Administrador, se 
sirva resolver con arreglo á los artículos 1056 y 1057 de las 
Ordenanzas de Aduana. 

En lo que se ratificó y firmó. 

J. M. Bonhomme. 



BacDOs Aires, Febrero 4 de 1890. 
Señor Administrador : 

De* lo actuado en este espediente resulta completamente evi- 
denciada la contravención que se da cuenta en el parte de 
foja 1 . 

Todo cuanto afirma el interesado á foja... tratando de demos- 
trar la prioridad de la solicitud de adición es completamente 
falso, de lo que el señor Administrador tiene conocimiento, por 
cuanto el empUado Bidusso le dio cuenta, encontrándose pre- 
sente el que suscribe. 
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Que al ser notificado el interesado para verificar la mercado* 
ría, se negó á ello, presentando en seguida la solicitad que cor- 
re adjunta, por la que el señor Administrador ordenó al referido 
empleado presentara su nota á la oficina de sumarios. 

Que cuando el interesado presentó dicha solicitud á esta con- 
taduría, el parte del empleado ya estaba en la oficina de suma- 
rios, como prueba la nota puesta al margen por dicha oficina, 
que hace constar el dia y hora en que la recibió, como consta 
igualmente la hora en que se recibió la solicitud de adi- 
ción. 

Debo hacer presente que si antes no recibió el parte la oficina 
de sumarios, fué porque el autor de él la retuvo hasta verse con 
el interesado para comunicarle la resolución de esa administra- 
ción, y recien cuando este se negó á presenciar la verificación el 
señor Administrador le ordenó la presentación, decretándola á 
foja 3. 

Por lo expuesto, esta Contaduría es de opinión, que no se 
debe tomar en cuenta la referida solicitud de adición. 

J. M. Rodríguez. 



Buenos Aires, Enero 9 de 1890. 
Señor Administrador: 

En mi manifiesto K<^ 104.225 del vapor inglés Blue Star, 
patente 2664 entrado al puerto el 27 de Diciembre próximo pa- 
sado, he pedido S. S. 49/50 = 2 dos cajones algodón común. 

Al despachar hoy un bnltito S. S. venido en el mismo vapor 
conteniendo las muestras de la mercancía, me apercibo que mi 
dependiente que hizo la declaración y firmó el despacho presen- 
tado en mi ausencia, ha cometido el gran error de declarar algo- 
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don coman, en vez de felpa de seda y algodón, qne es verdade- 
ramente el contenido, segnn nota que tengo del dueño de la 
mercancía. 

Por lo tanto, y para saWar el error antes de que se le de cur- 
so al manifiesto del cual presenté recien ayer el conocimiento, 
Tengo á solicitar, del señor Administrador, se detenga dicho 
documento en Contaduría y se me permita declarar el contenido 
Terdadero. 

Es gracia, etc. 

J. M. Bonhomme. 



Buenos Aires, Enero 10 de 1890. 
Señor Administrador : 

Efectivamente el recurrente tiene presentado el despacho 
N"" 104.225 del vapor Blue Star, paquete 2663, entrado al puer- 
to el 27 de Diciembre del año próximo pasado, por la mercadería 
que menciona en la presente. 

Habiendo un parte pasado con anterioridad por el empleado 
señor Ridano de la oficina de registro, corresponde por tanto se 
agregue esta solicitud á la antecedente. 

J. M. Rodrigtiez. 



Buenos Aires, Enero 10 de 1890. 

Pase á la oficina de sumarios para agregarse á sus anteceden- 
tes. 

E. Anido. 
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Buenos Aires, Marzo 20 de 1890. 
Señor Jefe : 

He procedido á la verificación de loa cajones á qae se refiere 
el presente espediente S. S. 49 y 50, y resultan con el siguiente 
contenido: 

N^ 49, contiene (57) cincuenta y siete kilos felpa de seda j 
algodón, y el N^ 50, (53) cincuenta y tres kilos felpa de seda y 
algodón, aforo 10.000 pesos kilo al 40 Vo, partida 3026. 

P. R. Parkinson. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Buenos Aires, Marzo 39 de 1890. 

Vistos y considerando :Que lo manifestado es (2) dos cajones, 
conteniendo (110) ciento diez kilos algodón coman y que de la 
aerificación practicada, resultó ser felpado seda. 

Con arreglo á lo dispuesto por los artículos 128 y 930 de las 
Ordenanzas de Aduana, y atento lo expuesto en los informes 
que anteceden, declaro caidaen comiso dicha mercadería. 

Hágase saber á sus efectos, pase á Contaduría y repónganse 
los sellos. 

J. GraneL 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Mayo 15 de 1890. 

Señor Juez : 

Pienso que la resolución de foja... está en todo de acuerdo 
con las constancias del sumario y con las disposiciones legales 
invocadas. 

Pienso, pues, que Y. S. debe prestarle su confirmación. 

J. A. Víale. 



FaIIo del JTueB Federal 



Buenos Aires» Setiembre 17 de 1890. 

Autos 7 vistos : Por lo espudsto por el Procurador Piscal y 
fundamentos de la resolución recurrida: se confirma, y en con- 
secuencia, repuestos que sean los sellos, devuélvanse los autos á 
la Aduana con el correspondiente oficio. 

Andrés Ugarriza. 



T. XI SI 



S22 FALLOS DE L4 SUPREMA CORTE 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 6 de 1890. 
Suprefna Corte : 

El hecho de haberse manifestado por el interesado como que 
eontenían algodón común, cuando contenían en realidad felpa de 
algodón y seda, los dos cajones de que se trata en este espedien- 
te, resulta justificado por la propia confesión de su dueño ; quien 
pretende disculpar su falta atribuyendo el cambio de mercadería 
al error de un dependiente, y pretendiendo que la solicitud de 
adición que presentó, debe eximirlo de toda penalidad. 

Si tales escepciones fuesen admisibles, no creo existiría caso 
en que pudiera penarse una infracción cualquieí.» á las Orde- 
nanzas de Aduana. 

Elcaso ha sido resuelto por el Administrador de Rentas, á 
foja 6 Yu.elta, declarándolo comprendido en las disposiciones de 
los artículos 128 y 930 de las mencionadas Ordenanzas^ decla- 
rando caida en comiso la mercadería ; y esta resolución ha sido 
confirmada, por sus fundamentos, por la sentencia de foja 18, 
apelada para ante Y. E. 

Las disposiciones de los artículos citados no concuerdan, en 
mi opinión, con la resolución apelada. 

El artículo 128, ordena que el vista suspenda el despacho, j 
dé cuenta al Administrador, cuando encontrase diferencias, en 
la clase, calidad ó cantidad del artículo manifestado, siempre 
que el contenido del bulto sea de superior clase ó calidad, 6 en 
mayor cantidad que lo manifestado, y que la diferencia exceda 
de 2**/o de valor en clase, calidad o cantidad, y de un 6 Vo en 
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cnanto á la cantidad si el artícnlo es de los qne se avalúan al 
peso. 

El artícnlo 930 dispone que las diferencias que resultan de- 
más en la manifestación del despacho directo, si exceden de la 
tolerancia acordada en el artículo 128, serán comisadas las de 
especie ó cantidad, y condenadas á dobles derechos las diferen^ 
das de calidad que excedan de dicha tolerancia. 

Ahora bien, Exnio. señor : las diferencias halladas por la 
Aduana en las mercaderías de que trata este espediente, han 
sido en calidad, de algodón y seda, en vez de algodón común ; 
y creo por tanto, que no procede su comiso, sino la de condena- 
ción al pago de dobles derechos por la diferencia encon- 
trada. 

Antonio E. Malaver. 



PaIIo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Diciembre 6 de 1890. 

Y vistos, resulta: Qne la infracción de las Ordenanzas quo se 
denuncia en el parte de foja primera y que ha sido penada por 
las sentencias de foja seis vuelta y diez y ocho, consiste en la 
falsa declaración del contenido de dos cajones solicitados á des- 
pacho por la casa de Don J. M. Bonhomme al espresar en el res- 
pectivo manifiesto que dichos cajones contenían algodón co- 
mún, siendo así que su verdadero contenido era felpa de seda y 
algodón, según el manifiesto consular de la carga del vapor que 
condujo las mercaderías. 

Que la existencia de esta falta, ha sido reconocida por Bon- 
homme, no solo en su esposicion de foja dos vuelta, sino tam- 
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bien en su escrito de adición de foja cinco, tratando de escasar- 
la con el hecho de haber presentado á la Administración, con 
anterioridad al parte de foja primera, el citado escrito de foja 
cinco, en que manifiesta el error cometido por un dependiente 
suyo en el despacho de su referencia; y alegando, además, que 
tal error era evidente é imposible de pasar desapercibido, por 
constar la calidad de la mercancía en el manifiesto general y 
conocimiento respectivo (esposicion de foja dos). 

Y considerando : Que Bonhomme no ha podido ni ofrecido 
probar el hecho de la prioridad de la presentación de su escrito 
de adición de foja cinco, con relación al parte de foja una, el 
cual, según consta por el informe del contador interventor .le fo- 
ja tresy se presentó primero que aquel, no siendo por lo tanto, 
pertinente tomar en cuenta los respectivos cargos marginales 
puestos en ambos escritos con fecha del dia siguiente á aquel 
en que estos aparecen decretados. 

Que en favor de la prioridad del parte de foja una, existe 
además, como prueba, la resolución favorable del Administra- 
dor de Aduana, cajo conocimiento personal del hecho de aque- 
lla, se ha invocado en el informe del Contador, lo que es evidente 
no habría sucedido á ser inexacto el hecho de su referencia. 

Que en tal virtud, y tratándose en el caso, de una falsa de- 
claración respecto á la especie de la mercadería solicitada á 
despacho y no simplemente de so calidad, no puede el recurren- 
te invocar á su favor el artículo mil cincuenta y siete de las Or- 
denanzas, por oponerse á ello el argumento de los artículos no- 
vecientos ochenta, novecientos ochenta y uno y mil veinte y 
cinco de las mismas, siéndole aplicable como lo es efectivamen- 
te, el novecientos treinta, en que se apoya la resolución admi- 
nistrativa de la aduana. 

Por estas consideraciones y oido el señor Procurador General : 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja diez y ocho, 
con declaración de que el comiso y derechos adeudados, deben 
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ser liquidados con arreglo á lo dispaesto en el artícalo mil 
veinte y nueve de las Ordenanzas. 
Repuestos los sellos devuélranse. 

benjamín VIGTORICá. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 



V 



CAUSA CXCIX 



D. Pedro García Posse y la Provincia de Córdoba contra D. 
Jorge Bell y la Provincia de Santa Féj sobre reivindicación 
de un terreno. 



Sumario. — 1® Según la antigua legislación, el instrumento 
de yenta, en que el vendedor se daba por desapoderado de la 
pobesion y dominio, bastaba para la trasmisión de la posesión 
á los efectos de la adquisición del dominio, á diferencia de la 
ley civil vigente, según la que la venta no seguida de tradición, 
solo acuerda derechos personales, cuyos efectos no pueden ha- 
cerse valer contra terceros estranos á ella. 
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2^ Yendido por las Provincias de Córdoba y de Santa Fé á 
dos personas, un mismo terreno de los comprendidos en la^ona 
disputada entre dichas Provincias y la de Buenos Aires, cuyo 
litigio fué resuelto por fallo arbitral de la Suprema Corte, y 
resultando que antes del compromiso arbitral los sucesores de 
la Provincia de Córdoba tenían adquirido la posesión y el do- 
minio, y no los de la Provincia de Santa Fé, debe resolverse la 
cuestión de su dominio á favor de aquellos. 

3^ No obsta que con anterioridad á la trasmisión del domi- 
nio hecha por la Provincia de Córdoba, la de Santa Fé hubiese 
hipotecado á favor de terceros el mencionado terreno, pues los 
derechos de los compradores, que las Provincias causantes, ci- 
tadas de evicciou, pueden hacer valer en juicio, no emanan de 
esa hipoteca, sino de la venta seguida 6 no de tradición, hecha 
por dichas Provincias. 



Caso. — En 15 de Abril de 1887, se presentó ante el Juzga- 
do Federal de la Capital, á cargo del Dr. Tedin, D. Domingo 
Fánes en representación de D. Pedro García Posse, esponíendo: 

Que en 6 de Mayo de 1886 la mesa de Hacienda de la Pro- 
vincia de Córdoba, vendió en remate público al señor José Cor<- 
tez Funes, una legua de tierra de la suerte número 42, serie A, 
del Departamento c Union >, la que fué transferida por el com- 
prador á los señores Simón Ernestal y D. Federico Sikc. 

Que en la misma fecha y en el mismo año, D. Cesáreo Ordo- 
ñez compró también al Gobierno de Córdoba la suerte número 

43 del mismo Departamento, transfiriendo después sus dere- 
chos á los señores Ernestal y Sikc. 

Que también en la misma fecha el mismo señor José Cortez 
Funes transfirió á los señores Ernestal y Sikc la suerte número 

44 comprada en remate público al Gobierno de Córdoba. 

Que en 14 de Agosto de 1872, los señores D. Federico Sikc 
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» 

7 D. Julio Fragneiro, como apoderado de D. Simón Ernestal, 
dividieron por escritura pública el condominio en que estaban las 
tierras referidas, quedando por esta división de propiedad de D. 
Simón Ernestal las suertes números 44, 43 j lote número 3 de 
la suerte número 42 de la serie A del Departamento € Union >. 

Que posteriormente el señor Ernestal vendió á D. Domingo 
Funes, en Setiembre de i881, el total de esta estension de 
tierras, las que fueron en último grado adquiridas por su 
mandante D. Pedro García Posse, con fecha 6 de Agosto de 
1884, y que actualmente ocupa sin derecho alguno el señor D. 
Jorge Bell. 

Que los hechos en que el señor Bell basa el derecho que cree 
tener sobre estos campos, son los siguientes : 

Que el Gobierno de la Provincia de Santa Fé en el año 1862, 
63 ó 64, hipotecó al Banco Argentino por préstamo de dinero, 
una estension de setenta y cinco leguas de tierra, cuyo crédito y 
garantía pasó posteriormente al Banco Provincial de Santa Fé 
por arreglos verificados entre dichos establecimientos de crédito. 

Que por el año 77 al 79, el Gobierno de Santa Fé vendió las 
referidas 75 leguas de campo al señor D. Eduardo Gasey ; y 
éste en 5 de Marzo de 1881, vendió en remate público las tier- 
ras conocidas por del € Venado Tuerto », que son las mismas á 
que se ha hecho referencia. 

Que entre los compradores de estos campos del € Venado 
Tuerto » figuran los señores Juan Tecly y Alejandro Mac-Lean, 
quienes transfirieron sus derechos al señor D. Jorge Bell, 
actual poseedor. 

Dijo: que estas tierras poseídas por el señor Bell fueron ven- 
didas por la Provincia de Córdoba en Mayo de 1866, permane- 
ciendo desde esta fecha en el dominio de sus compradores hasta 
el año 1881 al 82 en que fueron vendidas por Gasey en remate 
público, pasando en virtud de ese título evidentemente nulo i 
la posesión precaria de Bell. 
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Que Bell halía hecho construcciones en el campo, cuya im- 
portancia le era desconocida, en época en que los Gobiernos de 
Córdoba y Santa Fé litigaban sobre su jurisdicción á esas tier- 
ras, llegando en i88i á la celebración de un compromiso arbi- 
tral. 

Que en este se establació por ambas ProTinoias que el cFallo 
Arbitral > sobre sos límites jurisdiccionales no alteraría en 
ningún caso los derechos de los particulares subsistentes en la 
fecha de aquel convenio, siempre que hubieran sido legítima- 
mente adquiridos (art. 6^ del Compromiso Arbitral de i881). 

Que los títulos de García Fosse emanaban del Gobierno de 
Córdoba, y que la fecha de la adquisición de esos derechos por 
sus causantes databa de 1886; mientras que los títulos de pro- 
piciad de Casey se fundaban en la trasmisión hecha por el 
Gobierno de Santa Fé, quince años después que estos fueron 
enagenados por Córdoba. 

Que estos hechos demostraban la superioridad jurídica de 
Fosse y la insubsistencia del derecho de Bell á esos campos» 
reconocido por la misma Froviccia de Santa Fé con su pacto 
erga omnes & favor de los primitivos compradores, y por la 
Suprema Corte en su fallo de Noviembre 25 de 1886, en que re- 
conoció el derecho de García Fosse á los campos. 

Que los hechos espuestos y las disposiciones de los artículos 
2747, 2758 y 2776 del Código Civil fundaban el derecho de rei- 
vindicación contra Bell que había comprado las tierras de 
quien no tenía facultad para enagenarlas, y no era propietario 
de ellas. 

Que fundado en estas consideraciones interponía formal de- 
manda contra D. Jorge Bell, para que fuese condenado á res- 
tituir la tierra que posee en una estension de una legua, dos- 
cientas treinta y una cuadras y veinte y ocho centivaras ; y á 
pagar & título de indemnización de daños el arrendamiento que 
estimaba á razón de seiscientos pesos por legua. 
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Acompañó á la demanda los siguientes documentos : 

i® Testimonio de escritura pública de venta otorgada por el 
Gobierno de Córdoba á favor de D. José Gortez Funes, con fe- 
cha 6 de Mayo de i 867 por ante el escribano D. Garlos M. 
Yalladares, del lote número 3, de una legua cuadrada de la 
suerte número 42, serie A de tierras fiscales del Departamento 
cTJnion», ubicado en la Pedanía de la cGruz Altai, lindando 
al oeste, con el lote número i ; al sud, con el lote número 2 de 
la misma suerte; al norte, con los números 47 y 48; y al este, 
con el lote número 43. 

2^ Testimonio de escritura de venta otorgado por D. José 
Gortez Funes á favor de los señores Simón Ernestal y D. Fe- 
derico Sikc, por ante el mismo Escribano y en la misma fe- 
cha, del lote número 3 á que se refiere la escritura ante- 
rior. 

3^ Un testimonio de escritura pública de venta otorgada por 
el Gobierno de Górdoba & favor de D. Gesáreo Ordoñez con fe- 
cha 6 de Mayo de 1867, por ante el Escribano Público D. Gar- 
los M. Valladares, de la suerte número 43, serie A de tierras 
fiscales del Departamento f Union», ubicada en la Pedanía de la 
cGruzAlta», con una superficie de cuatro leguas cuadradas, 
lindando por el norte, con las suertes números 48 y 49; por el 
sud, con la suerte número 38 ; por el este con la número 44; 
y por el oeste con la número 42. Escritura pública de transfe- 
rencia de la anterior suerte de terreno, otorgada por D. Gesá- 
reo Ordoñez, por ante el mismo Escribano y en In propia fe- 
cha á favor de los señores Simón Ernestal y D. Federico 
Sikc. 

4° Testimonio de escritura pública de venta otorgada por el 
Gobierno de Górdoba á favor de D. José Gortez Funes en 6 de 
Mayo de i867, por ante el Escribano Público D. Garlos M. 
Valladares, de la suerte número 44, serie A de tierras fiscales 
del Departamento c Union», Pedanía de la c Gruz Alta >, con 
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una superficie de cuatro leguas cuadradas, lindando por el nor- 
te, con lus suertes números 49 y 50; por el sud, con la suerte 
nñmero 38 ; por el este, con la niimero 63 ; y por el oeste con la 
número 43. Y testimonio de la escritura pública de cenion he- 
cha por D. José Cortez Funes á favor de D. Simón Ernestal y 
del Dr. D. Federico Sikc del campo á que se refiere la escritura 
anterior. 

5° T7n testimonio de escritura pública de división de condo- 
minio entre los señores Simón Ernestal y Dr. D. Federico Sikc, 
otorgada en Córdoba con fecha 14 de Agosto de 1872 por ante 
el Escribano D. Juan del Campillo, de la que resulta que D. 
Federico Sikc queda con la propiedad esclusiva de las suertes 
números 37 y 38 y del lote número 2 de la suerte número 42 
de la serie A de los campos comprados por ambos en el Depar- 
tamento c Union » ; y D. Simón Ernestal en prcpiedad de las 
suertes números 43 y 44 de la misma serie A, y el lote número 
3 de la suerte número 42 de la misma serie. 

6° Testimonio de escritura pública de venta otorgada por D. 
Simón Ernestal á favor de D. Domingo Funes con fecha 9 de 
Setiembre de 1881 por ante el Escribano D. Donaciano del 
Campillo, de un campo de nueve leguas de estension, ubicado 
en el Departamento c Union», Pedanía de la c Cruz Alta », 
designado en el Plano Topográfico de la Provincia bajo los nú- 
meros 43 y 44 y lote número 3 de la suerte número. 42 de la 
serie A, de cuatro leguas cuadradas de superficie las dos pri- 
meras, y de una legua el último, lindando los dos primeros 6 
sean los números 43 y 44 , por el sud, con la suerte número 38; 
por el norte, con los números 48, 49 y 50; por el oeste, con los 
lotes 2 y 3, de la suerte número 42; y por el este, con la suerte 
número 63. El lote número 3, de la suerte número 42, linda 
por el oeste, con el número 1 ; por el sud, con el número 2 de 
la suerte número 42; por el norte, con los números 47 y 48; 
y al este, con la suerte número 43. 



t 
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7" Testimonio de escritura pública de renta otorgada por D. 
Domingo Funes á favor de D. Pedro García Posse en la ciudad 
de Córdoba con fecha 6 de Agosto de i884, ante el escribano 
D. Pedro Oviedo Bustos del Campo á que se refiere la escritura 
anterior. 

8*" Copia legalizada de una sentencia dictada por la Supre- 
ma Corte Nacional en 25 de Noviembre de 1886 en los autos 
iniciados por D. Pedro García Posse con motivo de una men- 
sura mandada practicar á solicitud de los señores Casey y Run- 
ciman de unos campos vendidos por la Provincia de Santa Fé 
á D. Javier Arrufó. 

9"" Testimonio de poder especial otorgado por D. Pedro Gar- 
cía Posse, á favor de D. Domingo Funes con fecha 24 de Julio 
de 1885 por ante el Escribano Público D. Pedro Oviedo Bus- 
tos. 

La competencia del Juzgado se acreditó por la diversa ve- 
cindad de las partes. 

Corrido traslado de la demanda D. Guillermo Kelsey, por D. 
Jorge Bell, la contestó esponiendo: 

Que en 9 de Junio de 1886, según constaba del contrato res- 
pectivo, el Gobierno de Santa Fé hipotecó á favor del Banco 
Argentino 40 suertes de Estancia de propiedad fiscal conocidos 
por del c Venado Tuerto», en virtud de un contrato, por el 
que este establecimiento de crédito« se comprometía á abrir 
una cuenta corriente al Gobierno de Santa Fé. 

Que más tarde, por la mala situación de este Banco y en vir- 
tud de arreglos verificados con el Banco Provincial de Santa 
Fé, hizo transferencia á favor de este de la hipoteca antes in- 
dicada en 14 de Noviembre de 1874 (Boletín Oficial, año I, 
núm. 80). 

Que en 7 de Noviembre del mismo año, había celebrado un 
contrato con este último establecimiento, en cuya cláusula 5* 
aceptó espresamente la cesión ó transferencia que había hecho e^ 
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Banco Argentino, debiendo el Banco de Santa Fé cargar con 
la denda del Gobierno reembolsando al Argentino la snma de 
88.385 pesos fuertes con 80 centavos á qne ascendía la obli- 
gación. 

Que en el año 1879, el Gcbierno de Santa Fé autorizó al 
Banco Provincial de la misma á enagenar las tierras afectadas, 
haciéndolo este en la misma fecha á favor de D. Eduardo Cr- 
sey; el que en 5 de Marzo de 1881 vendió en remate público y 
en fracciones las tierras que eran objeto de e^te litigio, siendo 
compradores en ese acto D. Juan Tely y D. Alejandro Mac- 
Lean qnienes transfirieron sus derechos á su representado. 

Que los títulos de Bell eran perfectos por emanar del sobe- 
rano de la tierra, quien tenía facultad para enagenarla por 
cuanto se hallaba bajo su jurisdicción y dominio, según lo 
comprobaban los planos mandados levantar por Córdoba y 
Santa Fé con arreglo al laudo arbitral dictado por la Suprema 
Corte. 

Que la situación jurídica en qae se encontraban las proyin- 
cias de Córdoba y Santa Fé, antes del laudo arbitral de la Su- 
prema Corte, era la que se designa en nuestro Código con el 
nombre de € condominio por confusión de límites», estando por 
consiguiente sometidas á todas las prescripciones que contiene 
esta ley, respecto de esta materia, en su carácter de personas 
jurídicas. 

Qne entonces el Gobierno de Santa Fé al autorizar la venta 
de estos campos procedió haciendo uso de las facultades que 
acuerda á todo condominio el artículo 2677 del Código Civil, 
subordinando la perfecta validez de este contrato á lo aleatorio 
de que la indicada fracción le correspondiese por el resultado 
de la división. 

Qne Córdoba á su vez, verifica los mismos actos de dominio 
y enagena á favor del reivindicante, procediendo así en un todo 
con la misma regularidad y derecho, pero quedando esta venta 
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sujeta implícitamente á la misma condición que la de San- 
ta Fé. 

Que el fallo arbitral de la Suprema Corte que puso fin á la 
contienda entre ambas provincias deslindó su jurisdicción ter- 
ritorial, colocando á cada condómino en posesión de lo que le 
correspondía, llegando entonces el caso de división de condo- 
minio que es solo declarativa y no tranUativa de dominio (art. 
2095, Cód. Civil). 

Que las tierras de este litigio, quedaron por el laudo arbitral 
dentro de los límites territoriales de la Provincia de Santa Fé, 
no siendo cuestionable en presencia de la disposición recordada 
á quien pertenecen y han pertenecido. 

Que ellas fueron de esclusiva propiedad de Santa Fé y no 
pudieron ser enagenadas por Córdoba, la que al hacerlo, no 
transfirió, ni pudo transferir sn propiedad al demandantet 
puesto que para que esta exista es necesario haya tradición, y 
esta no puede tener este efecto si no es hecha por el propietario 
que tenga capacidad para enagenar. 

Que el reivindicante carecía de título para iniciar esta acción 
ya que el Gobierno de Córdoba no le transfirió la posesión que 
hace adquirir el dominio, puesto que no era propietario ; ni el 
Gobierno de Santa Fé ratificó la venta de cosa agena hecha por 
aquel ni pudo hacerlo por no ser á la fecha del laudo arbitral 
propietario de la tierra. 

Que en la cláusula 6* del compromiso arbitral se dice : c Que 
el laudo no alterará los derechos de los particulares subsisten- 
tes á la fecha del convenio, siempre que hayan sido legítima- 
mente adquiridos» ; pero que no puede sostenerse que los de- 
rechos adquiridos de quien no era propietario entrasen en esta 
calificación. 

Que la única interpretación y alcance que se puede dar áesta 
cláusula, es la de haberse querido con ella impedir que los con- 
tratantes con enagenaciones posteriores á este acto, pudieran 
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perjadicar á los compradores de cada uno de ellos sobre la 
parte cuestionada, esto solo en cnanto encarnaba obligación 
personal de nn gobierno para con el otro, pero nunca como re- 
gla de aplicación para los adquirentes propietarios con arreglo 
á la ley, que no habían contraido obligaciones de ninguna es- 
pecie y para qnienes el compromiso arbitral les era completa- 
mente estraño, desde que su consentimiento no había entrado 
para nada en su formación. 

Que en cuanto á la sentencia de la Suprema Corte que se 
indicaba, se refería á otras tierras que las que se discutían en 
la actualidad las que se hallan en la jurisdicción territorial de 
la ProTincía de Córdoba, no teniendo por consiguiente nada 
que hacer en este juicio. 

Que por lo espuesto, pedía el rechazo con costas de la de- 
manda entablada ; y que haciendo uso de la facultad que le 
acuerda el artículo 2i08 del Código Civil, se citase de eviccion 
al Gobierno de Santa Fé. 

En otro sí dijo: Que los títalos de su representado á que 
hacía referencia fueron estendidos en 6 de Diciembre de i882 
en la ciudad del Eosarío por ante el escribano D. Lisandro Pa- 
ganini, los que no presentaba por encontrarse agregados jun- 
tamente con la diligencia de mensura hecha por el perito D. 
Rodolfo A. Warner que fué aprobada por el Juez de !" Instan- 
cia del Rosario, á un espediente de mensura de los señores De- 
voto Hermanos que tramitaba ante el Juzgado de Sección de 
Santa Fé, por lo que pedía se librase exhorto á dicho Juez á 
fin de que remitiera los títulos de propiedad y diligencias de 
mensura, ó en su defecto un testimonio de ambos docu- 
mentos. 

En este estado, la parte de García Posse, presentó un escrito 
pidiendo que se citara de eviccion á la Provincia de Córdoba 
enagenantede las tierras. 

Nombrado el Doctor Don Hugo A. Bunge representante de 
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la Pro?iucia de Córdoba, el Juzgado elevó los autos á la Supre- 
ma Corte. 

Ante ella el Doctor Bunge, pidió que se declarase preferente 
el derecho del señor García Fosse, acerca del terreno en litigio 
7 se ordenara al señor Bell el desalojo del mismo, condenándolo 
al pago de arrendamientos y costad. 

Espuso: que en la escritura de compromiso de i 881 , al some- 
ter las Provincias su cuestión al Jallo de la Corte, conTiníeron 
en mantener el síalu quo, j acordaron además que el laudo no 
alteraría los derechos de los particulares subsistentes á la fecha 
del convenio, siempre que hubieren sido legítimamente adqui- 
ridos. 

Que conforme á estas bases había que examinar cual era el 
derecho de García Posse y Bell (ó sus antecesores) en la fecha 
de la escritura compromisaria. 

Que resultaba que Bell y su antecesor Casey, no tenían nin- 
gún derecho real en el terreno vendido por Santa Fé, y no lo 
tenían porque no se había hincho tradición de. la cosa vendida, 
sin cuya tradición, no se trasmite la propiedad de la cosa ven- 
dida. 

Que recien en i883, después de la escritura compromisaria, 
pretendió el señor Bell suplir la falta de tradición tomando por 
sí y ante sí, la posesión del campo por medio de mensura y ac- 
tos de población, lo que no puede producir efectos jurídicos ni 
suplirla tradición en forma. 

Que así, en 1881^ cuando se estipuló el statu quo, Bell 6 su 
antecesor no tenían derecho real sino una acción personal para 
eiijir de Santa Fé, la entrega 6 tradición de la cosa, por medio 
de la cual podía constituirse la propiedad. 

Que la posesión del señor García Posse era más favorable, 
pues aún prescindiendo de la tradición ya hecha, según lo admi- 
tía el demandado y suponiendo que de esté otro lado tampoco 
hubiese sido hecha, existía la circunstancia decisiva de ser la 
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venta efectuada por Córdoba de ana fecha mny anterior á la de 
Santa Fé, y por consiguiente la que debía ser preferida. 

Que por la estipulación del siatu qtw, Santa Fé y Córdoba se 
inhibían de hacer acto alguno de tradición que pudiera alterar 
la{)osesion de los particulares, de manera que antes como des- 
pués del compromiso, había que tomar las fechas de los respec- 
tivos títulos para resolver sobre el mejor derecho. 

Que la Provincia de Córdoba ejerció jurisdicción y posesión 
de tiempo atrás en los terrenos de que se trata ; que ellos for- 
man parte de los del Departamento Ünion, que fueron medidos 
y divididos en 1866, siendo vendidos en subasta pública en 
1867. 

Que tan notoria es esa posesión que ha tenido Córdoba, que 
el mismo señor Bell, sostiene una semi-posesion de Santa Fé, 
diciendo que hasta el pronunciamiento del lando ambas provin- 
cias tuvieron los terrenos disputados en condominio por confu- 
sión de límites. 

Que la hipoteca citada otorgada por Santa Fé en 1866, no era 
im acto de posesión ni fué un acto de enagenacion que recien 
tuvo logar en 1879. 

Que la sentencia de la Suprema Corte de que se hacía mérito 
en la demanda, se refería al mismo título que hoy invocaba el 
señor García Fosse, en la que se reconoció el mejor derecho de 
este señor, con respecto al título de los señores Casey y Bunci- 
man. 

Que aunque se ha hecho notar por el demandado que el título 
de estos últimos fué posterior al pacto compromisorio y al laudo 
arbitral, estas circunstancias en nada alteraban la importancia 
de este fallo, pues era del todo aplicable la interpretación que 
él hacía de la cláusula 6*, como de la obligación de mantener el 
statu quo y del alcance posible del laudo arbitral en relación á 
los derechos privados. 

Conferido traslado del anterior escrito del representante de 
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Córdoba, DoD Gaillermo KeUey, por Don Jorge Bell /pide el re- 
chazo de la demanda, aduciendo los mismos argumentos del es- 
crito de contestación ala demanda, y agregando : 

Qne el titulo del cansante de Bell, era anterior al compromi- 
so arbitral. 

Que según lo confesaba el demandante, Bell era el posee- 
dor del terreno en cuestión, siendo mensurado y amojonado 
por orden del Gobierno de Santa Fé, en 1874, en 1883 por 
el vendedor de Gasey, y por Bell más tarde, sin oposición al- 
guna. 

Que siendo este el poseedor, aún en el supuesto de ignorarse 
cuál de los vendedores era el verdadero propietario, á él le cor- 
respondía la propiedad; á pesar de ser más antiguo el título de 
Fosse. 

Que en el caso de saber quién era el propietario, le correspon- 
día igualmente la propiedad á Bell por haberle correspondido 
dicha área á Santa Fé, por el fallo arbitral de la Corte. 

Que los casos citados de Casey y Bunciman, diferían notable- 
mente del presente, siéndole inaplicablela jurisprudencia sen- 
tada por la Suprema Corte, con esto motivo. 

Citada de eviccion la Provincia de Santa Fé, nombró por su 
representante, al Doctor Don Benjamín Basualdo, el que con- 
testando el traslado conferido del escrito del representante de 
la de Córdoba, pidió el rechazo con costas de la demanda ; y que 
se declarara el campo de propiedad de Don Jorge Bell, quien lo 
había adquirido legítimamente y que la venta que de él hizo la 
Provincia de Santa Fé la hizo legalmente. 

Dijo : que la fracción de campo cuya propiedad pretendía el 
señor García Posse, se hallaba ubicada en la Provincia de Santa 
Fé, antes y después del fallo de la Corte, como resultaba del 
plano de foja 80, del mapa de la Provincia de Córdoba, y de la 
línea antigua que ambas provincias consideraban antes del fallo 
arbitral, como la separante de sus límites respectivos, la que 

T. XI 22 
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deja situado en la Provincia de Süuta Fé el campo cuyo domi- 
nio es hoy de Don Jorge Bell. 

Que Santa Fé había vendido legítima y legalmente lo que le 
pertenecía, pues antes que Córdoba hubiera hecho esta enage- 
nacion, tenía el dominio y la posesión de la cosa que se hallaba 
en su propio territorio, gravándola con derechos reales irrefu- 
tables. 

Que era un hecho establecido en el espediente, y reconocido 
por García Fosse y el apoderado de Córdoba, que recien en el 
año 1867, hizo la enagenacion Córdoba, y que ya en los años 
1862, 1863 ó 1864, el Gobierno de Santa Fé, había constituido 
un derecho real sobre dicho campo. 

Que de los títulos presentados* resulta claramente que Córdoba 
vendió en 1867, en jurisdicción de Santa Fé, una fracción de 
campo que el Gobierno de esta Provincia tenía en su dominio y 
posesión, y que había gravado con derechos reales, á título de 
verdadero propietario y poseedor (puesto que lo era antes y des- 
pués del laudo arbitral) en 1866, aunque podía elegir fechas an- 
teriores, como 1863 ó 1864, puesto que los demandantes acep- 
taban estos hechos en sus respectivos escritos. 

Que no era exacto que el título de García Posse fuese ante- 
rior al de Don Jorge Bell, pues no arrancaba del ano 1879, 
como se pretendía, sino de 1866 (ó antes 63 ó 64). 

Que no podía tenerse presente la fecha en que Bell llegó á 
ser propietario del campo, sino la fecha originaria de su título, 
es decir, la fecha en que Santa Fé, había constituido sobre el in- 
mueble el derecho real de hipoteca, ejercitando derechos de do- 
minio y posesión, y afectando al cumplimiento de obligaciones 
que había contraído con un establecimiento de crédito, el qoe 
más tarde llegó á ser propietario del inmueble y sobre el cual, 
desde mucho tiempo atrás había adquirido la posesión. 

Que la cláusula 6* del compromiso arbitral de las provincias, 
favorecía justamente á los sucesores de Santa Fé, porque ad- 



DE JUSTICIA NACIONAL 339 

quirieran legítimamente derechos reales que I«s habían sido 
trasmitidos mucho antes qu^ Córdoba, con la ventaja de que 
Santa Fé lo había hecho dentro de su territorio y jurisdicción y 
antes del compromiso de 1881. 

Que Córdoba no había podido transferir la posesión de loque 
no poseía, de lo que no le pertenecía (art. 31 18, 31 19 y 2601). 



Fallo dr ln Suitreiiiii Corte 



Buenos Aires, Diciembre 6 de 1890. 

Vistos estos autos seguidos entre Don Pedro O. Fosse, de una 
parte y Don Jorge Bell, de la otra, iniciados originariamente 
ante el Juzgado de Sección de lo Civil y Comercial de la Capital, 
y traídos al conocimiento y decisión de esta Suprema Corte en 
virtud de haber sido citadas de eviccion y salido al juicio en re- 
presentación del primero, la Provincia de Córdoba, y del segun- 
do, la de Santa Fé. 

Resulta de los documentos acompañados á !a demanda y de- 
más que corren en los espedientes mandados agregar por los de- 
cretos de fojas doscientos treinta y cuatro y doscientos treinta y 
seis, que en seis de Mayo de mil ochocientos sesenta y siete la Pro- 
vincia de Córdoba enagenó en remate público á favor de Don José 
Cortez Funes, una extensión de campo reputada fiscal y mensu- 
radaen tal carácter varios años atrás, que se designa en unode sus 
varios lotes con el número cuarenta y cuatro, serie A, departa- 
mento Union, en el plano topográfico de dicha Provincia, decla- 
rándose en la escritura de venta que el fisco se desapoderaba 
desde luego del dominio y posesión de dichas tierras, que por el 
hecho mismo y sin otro acto de aprehensión corporal, debían 
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entenderse transferidos al comprador, v al propio tiempo, que 
este último hacia cesión á Don Simón Érnhstal y Don Federico 
Sick, de los derechos declarados ásn favor con las mismas obli- 
gaciones 7 renancias del vendedor. 

Qne por escritura de catorce de Agosto de mil ochocientos 
setenta y dos, se hizo división entre Érnhstal y Sick, del condo- 
minio de estas y otras tierras compradas al Gobierno de Córdo- 
ba, adjudicándose al primero la fracción enunciada número 
cuarenta y cuatro, la cual por venta de nueve de Setiembre de 
mil ochocientos ochenta y uno, pasó á poder de Don Domingo 
Funes, y por escritura de seis de Agosto de mil ochocientos 
ochenta y cuatro, de dicho Funes á Don Pedro G. Posse. 

Que mientras se pasaban estos actos y aún antes de ellos, por 
escritura de nueve de Junio de mil ochocientos sesenta y seis, 
la Provincia de Santa Fé, hipotecó primero parte de estas mis- 
mjas tierras á la extinguida sociedad anónima Banco Argentino 
del Rosario de Santa Fé, y por escritura de primero de Febrero 
de mil ochocientos ochenta y uno, las vendió después á Don 
Eduardo Gasey y Don Guillermo Gilmour, de quienes pasaron 
por escritura de diez y ocho de Marzo del mismo año, á Don 
Juan Feely, Don Alejandro Mac Lean y Don Guillermo Martin, 
y de estos por escrituras de seis de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y dos y doce de Enero do mil ochocientos ochenta y 
tres, á Don Jorge Bell, aumentadas con una fracción más, com- 
prada por este directamente & Casey, en siete de Marzo de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, sin que conste que ni Casey, ni 
sus sucesores Feely, Mac Lean y Martin, ni por último Bell, 
tomaran posesión de ellas antes del año de mil ochocientos 
ochenta y tres, en que dicho Bell ó sus causantes, según se dice 
á fojas ciento noventa y dos vuelta y ciento noventa y cinco 
vuelta, las hicieron mensurar y amojonar. 

Que por efecto del compromiso arbitral celebrado en Marzo 
de mil ochocientos ochenta y uno, entre las Provincias de 
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BoenoH Aires, Santa Yé y Córdoba, y del laudo arbitral dictado 

en su consecoencia por esta Snprema Corte, en diez y ocho de 
Marzo de mil ochocientos ochenta y dos, la suerte de tierras 

antes indicada número cuarenta y cuatro, situada dentro del 
perímetroqueporlacláasulasétímadodiohocompromiso se señaló 
como objeto de la cuestión entre las tres provincias menciona- 
das, resultó quedar ubicada en toda su estension dentro de los 
límites jurisdiccionales de Santa Fé, y en una porción de dos mil 
trescientos diez y siete hectáreas, ocho áreas y setenta y cuatro 
centiáreas, que es la litigada, dentro del campo vendido por di- 
cha provincia á Casey y Gilmour y por estos ó sus sucesores á 
Bell. 

Que con este resultado y pretendiéndose respectivamente por 
cada uno de los interesados el dominio de la porción resultante 
por el fallo arbitral dentro de la venta hecha por Santa Fé, se 
ha suscitado la presente cuestión y traido esta demanda, hacién- 
dose mérito por cada parte de los títulos que respectivamente le 
conciernen, así como de las estipulaciones del compromiso arbi* 
tral y efectos del fallo recaído en él. 

T considerando : Qae según el precepto de la ley octava, tí- 
tulo treinta, Partida tercera, basta en general para la trasmisión 
de la posesión á los efectos de la adquisición del dominio de 
bienes raices, la entrega al comprador del instrumento de la ven- 
ta, aunque no medie aprehnsion corporal déla cosa vendida, ú 
otro acto de tradición material de la misma. 

QuR en consecuencia, y dadas las cláusulas de la escriturado 
seis de Mayo de mil ochocientos sesenta y siete, otorgada por la 
Provincia de Córdoba á favor de Cortez Funes ó de Fánes y 
Ernhstal y Sick, en la cual el Gobierno de dicha Provincia, se 
declara desapoderado del dominio y posesión de los terrenos 
vendidos, espresando trasmitirlos íntegramente al comprador, 
sin necesidad de otro hecho de aprehensión material, debe re- 
putarse que los compradores nombrados quedaron por el hecho 
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de la compra y desde el momefito mismo de esta, plenamente sus- 
tituidos á dicha Provincia en el dominio y posesión que á ella 
correspondía ó pudiera corresponder en las tierras referidas. 

Que esta adquisición fué confirmada y validaday si en las cir- 
cunstancias del caso, se supone que necesitaba serlo, por el hecho 
y consentimiento déla Provincia de Santa Fé, la cual en el com- 
promiso antes citado, celebrado con las de Córdoba y Buenos 
Aires, se obligó á aceptar y aceptó de hecho la subsistencia de 
las enagenaciones celebradas con anterioridad por. cualquiera 
de ellas en la zona disputada, conviniendo y declarando esplíci- 
tamente que el fallo del tribunal arbitral sobre los límites juris- 
diccionales de las partes contratantes en ningún caso alteraría 
los derechos de los particulares, subsistentes á la fecha de ese 
convenio, siempre que hubiesen sido legítimamente adqui- 
ridos. 

Que por lo que respecta á la enagenacion practicada por la 
Provincia de Santa Fé, á favor de Don Eduardo Casey y Don 
Guillermo Gilmour en primero de Febrero de mil ochocientos 
ochenta y uno, es de observar: primero: que aunque anterior en 
fecha al compromiso de mil ochocientos ochenta y uno, no apa- 
rece sin embargo que á la celebración de este, dicha Provincia 
hubiese hecho aún tradición del campo á los compradores ni se 
hubiese desprendido con arreglo á las disposiciones del Código 
Civil, vigente ya á la sazón, del dominio y posesión efectiva de 
aquel, si lo tenía; segundo: que en consecuencia, las relaciones 
de derecho entre dicha provincia y los compradores nombrados 
no eran otr::8 á esa época que las de una obligación meramente 
personal, cuyos efectos no pueden con arreglo á derecho hacer- 
se valer contra terceros estraños á ella; tercero: que realizado 
el compromiso de mil ochocientos ochenta y uno, y validadas por 
efecto de las estipulaciones en él contenidas las enagenaciones 
hechas y los derechos adquiridos por acto ó traspaso anterior de 
una ú otra de las provincias compromisarias, la de Santa Fé se 
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inhibió de hacer con posterioridad tradición de parte alguna de 
los terrenos ya vendidos y entregados por la de Córdoba, y no 
podo en consecuencia, hacerla con efectos válidos respecto de 
terceros posesionados legítimamente de ellod por efecto de aque- 
llas ventas ; coarto : que si la Provincia misma de Santa Té no 
pado hacer válidamente esa tradición con posterioridad al 
compromiso referido, tampoco pudieron sus sucesores regalar- 
mente y de propia autoridad posesionarse de los terrenos referi- 
dos, ni suplir por acto alguno propio la falta de aquel requisito 
indispensable para la adquisición del dominio por su parte ; y 
quinto : finalmente, que en consecuencia de todo esto y no obs- 
tante que por efecto del laudo arbitral de mil ochocientos ochen- 
tay dos^ los terrenos disputados hayan resultado ubicados den- 
tro de loa límites jurisdiccionales de la Provincia de Santa Fé, 
los derechos de Don Jorge Bell ó sus causantes, que se hallaban 
como se ha dicho, en la condición de una acción puramente per- 
sonal, á la fecha del compromiso de mil ochocientos ochenta y 
cinco, no pueden decirse protegidos por las estipulaciones de este 
pacto y mucho menos opouerse con éxito á los derechos de los 
sucesores inmediatos de Córdoba, apoyados en un título anterior 
de propiedad y en la tradición verificada en virtud de él y con- 
sagrados por los actos posteriores de la Provincia misma de San- 
ta Fé. 

Que no pueden tampoco hacerse valer legítimamente en este 
juicio los derechos de la hipoteca otorgada por el Gobierno de 
Santa Fé en mil ochocientos sesenta y seis, pues no es de ese 
acto que emanan los derechos puestos en tela de juicio, sino 
de la venta que con posterioridad ó sea en mil ochocientos ochen- 
ta y uno, verificó dicha provincia á los causantes del demanda- 
do, y que, según se ha dicho ya, no fué seguida de tradi- 
ción. 

Que esa hipoteca se extinguió además por acto propio del Go* 
bierno de Santa Fé, y jamás sacó por otra parte las tierras liti- 
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gadas del dominio de dicho Gobierno, si lo tenía, ni impidió ni 
pudo impedir su enagenacion por quien creyera tener derecho á 
ellas. 

Que en todo caso, los derechos resultantes del acto, nonca 
podrían hacerse valer por personas extrañas á él ni por otras que 
el acreedor hipotecario 6 quien tuviera los derechos de eate. 

Que ejercitando, finalmente, en este juicio la Provincia de 
Córdoba, los derechos y acciones de sus sucesores, en cuyo inte- 
rés ha salido á la cansa, está autorizada á oponer en favor de 
de ellos como en el suyo propio las mismas excepciones y los 
mismos medios de defensa que aquellos podrían personalmente 
ejercitar, y puede legítimamente invocar en consecuencia, los 
efectos de la posesión que Cortez Funes, y despnes de él, 
Enrhstal y Sick, adquirieron por virtud de la escritura de mil 
ochocientos sesenta y siete, que sacó las tierras disputadas de 
poder de dicha provincia y los pasó al de aquellos. 

Por estos fundamentos : se declara que la fracción de tierra, 
materia de esta demanda, ubicada dentro y al Este de la suerte 
de tierras antes citada, designada con el número cuarenta y cua- 
tro, en el plano topográfico de la Provincia de Córdoba, como 
correspondiente á la serie A., departamento Union, de dicha 
Provincia, es de propiedad de Don Pedro G. Posse, y debe, en 
consecuencia, hacérsele entrega de ella por el demandado, en 
término de noventa dias, con más el valor de los arriendos, que 
se determinará por peritos, si no se pusieren de acuerdo las par* 
tes, á contar desde el dia siguiente al de la notificación de la 
demanda. 

Repónganse los sellos y archívense en oportunidad estos au- 
tos. Notifíquese con el original. 

BENJAMÍN YICTORICA. — G. S. UK 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. 



AÑO 1891 



CAUSA I 



Don Bautista Güglielmana, contra Don Ramón Á. López Lecu- 
be, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre infracción á la ley de 
sellos. 



Sumario. — El doenmento por el caal se reconoce deber ana 
suma de dinero, procedente de precio de venta, pagadera á dia 
fijo, con derecho á un nnevo plazo pagando los intereses, debe 
estenderse en papel del sello correspondiente á la cantidad y al 
término total de los dos plazos ; y sn otorgamiento en papel 
común, somete á los interesados al pago del décuplo establecido 
por la ley. 



Caso. — Don Bautista Guglíelmana, inició ejecución contra 
López Lecube, por la cantidad de pesos 83.316 con 60 cen- 
tavos. 
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Citado el ejecutado de remate, opuso las excepciones de in- 
habilidad del título, de espera y de pngo parcial. 

Conferido traslado, el ejecutante presentó con el escrito en 
que lo evacuó, un documento estendido en papel común, que 
dice así: 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1889. 

Por el presente, declaro : que habiendo comprado al Doctor 
Don Carlos A. Aldao, el terreno, que este compró á su vez á 
Dona Virginia Yespa, esposa de Don Juan Gnglielmana, com- 
puesto de una superñcie de ciento cuatro mil ciento cuarenta 
metros cuadrado^ por escritura firmada ante el escribano Don 
Nicolás Rodríguez, en fecha veinte y ocho de Agosto de mil 
ochocientos ochenta y ocho, y no habiendo recibido la vendedo- 
ra más que la tercera parte al contado, se le adeuda á esta la 
cantidad de noventa y seis mil cuarenta y nueve pesos con se- 
senta y tres centavos, por capital é intereses, cuya cantidad me 
obligo á pagarla el dia treinta y uno de Diciembre del corriente 
año. Si en el día fijado para el vencimiento, no tuviera toda la 
cantidad necesaria, abonaré la de doce mil setecientos treinta y 
tres pesos, tres centavos, que importan los intereses y para la 
devolución del resto ó sea el capital, gozaré de un nuevo plazo 
de sesenta dias con el interés de diez y ocho por ciento a! 
año. 

Ramón A, López Lecube. 



En este documento puso el secretario la nota de c no corres- 
ponda^ > ; y conferida vista al Procuredor Fiscal, este es- 
puso : 

Que él debió estenderse en un sello de iOQ pesos, según el 
artículo l'^ de la ley de papel sellado para 1889, y el que lo ha 
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sascrito, asi como el que lo ha presentado, han incurrido cada 
uno en la multa de diez veces ese valor según el articulo 33 de 
la misma ley. 
Pidió que se intimara el pago. 



FaIIo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Setiembre 18 de 1890. 

Adóptase como resolución el dictamen del Procurador Fiscal, 
intimándose en consecuencia, el pago de la multa en que han 
incurrido, al firmante y presentante del documento de foja 39, 
esto es, la suma de mil pesos á cada uno. 

Tedin . 



VISTA DBL SEf^OR PROCUIIADOR GE>iEHAL 



Buenos Aires, Eoero 2 de 1891. 

Suprema Corte : 

La ley de papel sellado para i889, dispuso en su artículo i"" 
se estendieran en papel sellado con arreglo á la escala que el 
mismo fija, todos los actos, contratos, documentos y obligacio- 
nes, que versaren sobre asuntos ó negocios sujetos á la juris- 
dicción nacional ; sin que pueda negarse que el documento de 
foja 39, está comprendido entre los especificados, asi como que 
el sello de cien pesos es el que le fija dicha escala. 

La ley no hace, ni ha podido hacer las distinciones que se 
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pretenden en el escrito de foja 51 ; y por el contrario, el artí- 
culo 35 de la misma ley, pena con la malta de diez veces el va* 
lor del sello correspondiente, á todos los que otorguen, presen- 
ten, admitan ó tramiten documentos en papel común. 

La sentencia recurrida es, pues, justa; y debe ser confirmada 
por V. E. 

Amonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Enero 8 de 1891. 

Vistos: De conformidad con lo espuesto por el señor Procura- 
dor General en lo que respecta á la obligación en que se han ha- 
llado las partes de usar papel sellado en el documento de crédito 
de foja treinta y nueve; y teniendo en consideración que siendo 
dicho documento otorgado á más de noventa dias de plazo, el 
sello á usarse ha debido ser el que determina el artículo dos, 
acápite segundo de la ley de sellos para mil ochocientos ochen- 
ta y nueve, ó sea el de doscientos pesos, que corresponde al 
plazo de ciento treinta y cinco dias de dicha obligación: se con- 
firma el auto apelado de foja cincuenta vuelta, en cuanto por él 
se declara á los interesados incursos en multa por falta del se- 
llo correspondiente en el documento espresado, y se modifica 
en cuanto al valor de la multa impuesta, que se declara ser de 
dos mil pesos para cada parte, con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo treinta y cinco de la ley citada. Repónganse los sellos 
y devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — G. S. DB 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 
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CAUSA II 



Don Jesús Malpartida, contra el Doctor Don José G. LopeZj por 
daños y perjuicios ; sobre recurso de sentencia de la Cámara 
de Apelaciones en lo Civil de la Capital. 



Sumario. — £1 pleito seguido ante los Tríbonales locales, 
que ha versado solamente sobre la inteligencia y aplicación de 
las disposiciones del Código Civil, no puede ser traido á la Su- 
prema Corte por el recurso establecido por la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863^ sobre jurisdicción y competencia de los Tri- 
bunales Nacionales. 



Caso. — Lo esplica el siguiente escrito de recurso : 



Bueoos Aires, Setiembre 22 de 1890. 

Suprema Corte : 

Jesús Malpartida, constituyendo domicilio Alsina 531, altos, 
ante Y. E. como mejor proceda, digo : Que al amparo de las 
garantías consignadas en el artículo 20 de la Constitución Na- 
cional, adquirí en 27 de Agosto de 1885, del Doctor Don Fran- 
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cisco Costas, las acciones y derechos que an año antes él había 
comprado á Don Bernardino López Fernandez, con relación á la 
parte de herencia qae á este pudiera corresponderle en la tes- 
tamentaría de Doña Toribia Fernandez de López. 

Seis meses después^ ó sea en Febrero de 1886^ Don José Gre- 
gorio López, se presentó alJuez que entendía en aquellos nntos 
testamentarios diciendo : c Que no había podido diligenciar el 
mandamiento contra el Doctor Costas^ porque la venta de los 
derechos y acciones que este me hizo se lo había obstaculizado 
según constaba á foja 31 7. Que siendo yo para él, por mi car Ac- 
tor de cesionario, el representante de su deudor, correspondía 
que se librase contra mí un nuevo mandamiento> (Testual). Aún 
cuando á la petición referida no acompañó documento alguno 
ni renunció á la ejecución á que hacía referencia, ni estableció 
un domicilio, ni mencionó el nombre de su deudor, ni fijó la 
suma por la cual debiera librarse el mandamiento que pedía, 
él fué concedido sin más trámite ni formalidad, estableciéndose 
al mismo tiempo en él : t Que yo abonase cuatrocientos pesos 
moneda nacional que estaba adeudando, como cesionario del 
Doctor Costas y este á su vez de Don Bernardino López Fer- 
nandez, procedentes de los honorarios devengados por Don José 
Gregorio López » (Testual). * 

Requerido por el Oficial de Justicia, me opuse honestamente 
al abono de la suma que se me cobraba en atención á que yo no 
era deudor, inhibiéndoseme en seguida á solicitud de mi ejecu- 
tante y bajo su exclusiva responsabilidad. 

Notificado de la inhibición, me presenté al Juez de Ja causa 
solicitando que, de acuerdo con la disposición establecida en el 
artículo 460 del Código de Procedimientos, se le intimase á mi 
ejecutante la prosecución del juicio que míe había promovido, 
no solo para que ét terminase en el perentorio término de ocho 
dias, sino también, para deducir en oportunidad las acciones 
que me compitieran. 
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El Juzgado proveyó de conformidad^ mi ejecutante se opuso, 
su oposición fué rechazada y él apeló ; mas antes de que la Exce- 
lentísima Cámara de lo Civil se pronunciase al respecto, Don 
José Gregorio López, en Setiembre de 1888, desistió de su re- 
curso renunciando en seguida, ósea en Octubre del ano referido, 
nna vez que bajaron los autos al Juzgado originario, á la injus- 
ta ejecución que él me promoviera ; levantándose con posterio- 
ridad á mi solicitud la inhibición que á pedido de aquel y bajo 
su responsabilidad contra mi se decretó. 

En Febrero de 1889, demandó á Don José Gregorio López, 
ante el Juez de lo Civil en turno, reclamándole los perjuicios 
sufridos, como consecuencia de haberme inhibido sin fundamen- 
to y sin derecho. 

Aún cuando en las estaciones legales de la demanda he 
comprobado plenamente hasta lo infinito^ que los hechos invoca- 
dos por mi actual adversario, para obtener aquel mandamiento, 
contra mí, y en su consecuencia la inhibición que sobrevino eran 
falsas, mi acción por tal causa y también por la de presunción 
según es doctrina sentada en 1' y 2^ Instancia, ha sido recha- 
zada. 

T con esa doctrina, queda sentada esta jurisprudencia : 

Que uno puede ser condenado sin juicio previo ; 

Que uno puede ser privado de aquello que la ley no pro- 
hibe ; 

Que ante la ley no somos todos iguales ; 

Que el honor y la fortuna de los habitantes de este suelo está 
á meroeddel primero que quiera intentar contra ellos ; y 

Que la adquisición de bienes es un peligro, puesto que, aún 
cuando sobre ellos no pese gravamen, el comprador, por el he- 
cho de la compra, asume la responsabilidad de las deudas del 
primer vendedor, de fecha posterior á la venta, en oposición 
con los preceptos y garantías consignadas en los artículos 16, 
18, 19, 20 y 29 de la Constitución Nacional. 
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Habiendo llamado seriamente la atención de los señores 
Jueces que componen la Cámara de lo Civil, en el informe 
invoce qne tnTo logar, larepognancia que causa á las garantías 
constitucionales la jurisprudencia establecida en esa instancia, 
desde el momento que la Excelentísima Cámara de lo Civil 
confirmando la resolución del inferior, sin nuevos argumentos, 
hizo suya aquella doctrina, reclamé oportunamente del error 
jurídico que se venía cometiendo, interponiendo en su conse- 
cuencia, dentro del término pertinente el recurso de inoonsti- 
tucionalidad para ante Y. E. 

Has, como él me ha sido denegado estando en tiempo y ha- 
ciendo uso de los beneficios que la ley me acuerda* me veo en la 
imperiosa necesidad de ocurrir directamente á Y. E., rogando 
en su virtud á la Suprema Corte, se digne llamar los autos men- 
cionados, que hasta hoy se encuentran en la Secretaría de la 
Cámara de lo Civil, á fin de que, abrogándose el conocimiento de 
la causa me acuerde la apelación denegada. 

Habiéndome por presentado y por constituido el domicilio, 
ruego ala Excelentísima Corte, se sirva hacer lugar al recurso 
que interpongo, en atención á que él f uéme negado, y en aten- 
ción también á haberse puesto en duda los derechos que la 
Constitución me acuerda en oposición con la doctrina 6 juris- 
prudencia que los Tribunales de la Capital, establecen como 
consecuencia de una reclamación justa. 

Juro que no procedo con malicia. 

Jesús Malparíida. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Eoero 7 de 1891. 
Suprema Corle : 

El presente recurso directo traído ante Y. E. por Don Jesús 
Malpartida en aatos qae ha segaido contra el Doctor Don José 
Gregorio López, por cobro de daños y perjuicios, pretende fun- 
darse en las disposiciones del artículo 14 de la ley nacional de 
14 de Setiembre de 1863, sobre la jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Federales. 

Pero, como lo ha decidido la Excelentísima Cámara de lo Ci- 
vil de la Capital, el recurso de apelación interpuesto, no puede 
fundarse en ninguna de las disposiciones del citado artícnlo 14. 

La regla generarestablecida por la ley, es la de que, nn jui- 
cio radicado ante los Tribunales de Provincia, ó de la Capital, 
debe ser sentenciado y fenecido ante los mismos ; pudiendo solo 
apelarse para ante Y. E. de las sentencias definitivas pronun- 
ciadas por ellos, si se hallaren en alguno de los casos siguientes: 

1^ Si en el pleito fué puesta en cuestión la validez de un tra- 
tado, de una ley del Congreso, ó de una autoridad ejercida en 
nombre de la Nación ; y la decisión fuese contra su validez. 
Nadie ha negado en estos autos la validez de los artículos cons- 
titucionales invocados por el apelante ; y solo se han aplicado 
disposiciones de ley sancionadas por el Congreso. 

2<^ Si la validez de una ley, decreto, ó autoridad de Provincia, 
se hubiera cuestionado bajo la pretensión de ser repugnante á 
vía Constitución Nacional, á los tratados, ó leyes del Congreso ; 
y la decisión fuera dada en favor de la ley ó autoridad de Pro- 
vincia. 

£n estos autos no ha aparecido conflicto entre leyes naciona- 

T. XI 23 
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les 7 proyinciales ; ni la disposición del artículo 4037 del Códi- 
go Civil que ha sido aplicada por la sentencia, ha sido cuestio- 
nada como repugnante ala Constitución Nacional. 

3'' rinalmente, cuando la inteligencia de alguna cláusula de 
la Constitución ó ley del Congreso haya sido cuestionada, y la 
decisión sea contra la validez del título, derecho, privilegio ó 
excepción que se funde en dicha cláusula y sea materia del litigio. 

No habiendo versado el pleito sobre la inteligencia de nin- 
guna cláusula constitucional, sino solo sobre la de las disposi- 
ciones del Código Civil pertinentes, el caso se encuentra oom^ 
prendido claramente en la disposición del artículo 15 de la cita- 
da ley de 14 de Setiembre de 1S63, según la cual la interpreta- 
ción ó aplicaciones que los Tribunales de provincia, á los que 
están equiparados los ordinarios de la Capital, hicieran de los 
Códigos Civil, Penal, Comercial y de Minería, no darán ocasión 
al recurso que permite el articulo anterior, por el hecho de ser 
leyes del Congreso. 

Pido en consecuencia á Y. E. se sirva no hacer lugar al re- 
curso interpuesto. 

Antonio E, Malaver. 



Fallo de Ia SiipreniA Corte 

Buenos Aires, Enero 8 de 1891 . 

Vistos en el acuerdo : Atento lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General : no ha lugar al recurso interpuesto y de- 
vuélvase el espediente remitido. Repónganse los sellos. 

BENJAMÍN VICTORIGA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABELBAZAN. 
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CAUSA III 



Don Antonio Correa, contra Don Pedro San Germes y Don 
Gaspar Taboada, por reivindicación ; sobre recusación. 



Sumario. — El pleito entré la parte y el Jaez que no apare- 
ce terminado, es cansa legal de recusación. 



Caso, — En 7 de Febrero del año i888, se presentó ante el 
Juzgado de Sección de la Provincia de Santiago del Estero, Don 
Antenor Correa, deduciendo acción reivindicatoría contra Don 
Pedro San Germes, de una estancia denominada c Chumbas- 
que >, ubicada al sud de la ciudad de Santiago, con una osten- 
sión de cuatro leguas y tres cuartos cuadrados, de que era pro- 
pietario en común con sus hermanos José, Pedro Florentino, 
Eloisa y Dominga Correa, que les correspondía por herencia de 
su señor padre y de la que habían sido desposeídos en su menor 
edad. 

Acreditada la competencia del Juzgado por la diversa nacio- 
nalidad de las partes, socorrió traslado de la demanda. 

La parte de San Germes, sin contestarla, pidió que se citase 
de eviccion á su vendedor Don Gaspar Taboada. 
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Hecho parte en el juicio Don Gaspar Taboada, por recnsacioa 
del Juez de Sección titular, pasaron los autos al conjaez Doctor 
Francisco Faz. 

Notificada la parte de Taboada del auto mandando hacer ha- 
ber el Juez que iba entender en la causa, presentó un escrito 
recusándolo. 

Dijo : que habiendo entre su representado y el Jaez un pleito 
pendiente sobre oposición á la mensura del terreno de c Chin- 
chillas », era el caso de recusación previsto en el inciso 6® del 
artículo 43 de la ley de Procedimientos, por lo que lo recusaba 
pidiendo se inhibiera del conocimiento de la causa. 

El Juzgado abrió el incidente á prueba con todos cargos. 

Prueba presentada por la parte de Taboada 

1° Un espediente obrado anto el Juzgado de Sección de San- 
tiago del Estero, seguido por Don Ensebio García, en represen- 
tación de Don Gaspar Taboada, contra Don Francisco Paz, sobre 
competencia en el que el Juzgado Federal se declara competen- 
te para entender en el juicio iniciado por Don Francisco Paz, 
ante el Juzgado de i" Instancia en lo Civil, sobre mensura del 
terreno de c Chinchillas > y en el que la parte de Taboada ha- 
bía promovido oposición á la mensura. 

2® Pidió que se librara oficio al Juez de i"" Instancia para que 
remitiera ad effectum videndi el espediente seguido ante él por 
Don Francisco Faz sobre mensura del campo « Chinchillas >, el 
que no fué remitido por no encontrarse en el archivo del Juz- 
gado. 



DE JOSTICU RACIONAL 357 



Wmlím del JweB Pederal {ai hoc) 



Santiago, 29 de Noviembre de 1889. 

Autos 7 vistos : la recosacion deducida por la parte de Ta- 
boada, fundada en litis pendencia^ qne asevera tavo con el in- 
frascrito. 

Y considarando : Qne si bien es cierto que existe en el archivo 
de este Jnzgado la constancia de la contienda de competencia 
promovida por Taboada, de las actuaciones remitidas por el 
Juzgado de i* Instancia de la Provincia, resulta que no se en- 
cuentran los autos de la referencia. 

Que de existir el juicio contencioso de que se hace mérito por 
la parte de Taboada, este se hubiera tramitado por este Juzga- 
do, en mérito de la resolución de la contienda de competencia, 
cosa que no sucede. 

Que por tanto, si bien pudiera existir en lo futuro el juicio 
contencioso á que se hace referencia, no existe al presente, y 
no hay en consecuencia litis pendencia. 

Que de consiguiente, no existe en verdad la causal alegada 
para recusar al infrascrito. 

Por tanto: no ha lugar á la recusación interpuesta, y póngan- 
se los autos á despacho para proveer lo que corresponda según 
su estado. 

Notifíquese original repuestos que sean los sellos. 

Francisco Paz. 
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Fall# de ím ñupwewam €«rte 



Buenos Aires, Enero 10 de I89I. 

Vistos: Besultando acreditada por las actuaciones agregadas, 
la verdad de la causa de recusación deducida por el demandado, 
7 no apareciendo que el pleito de la referencia haya terminado ; 
ni obstando á la procedencia de la recusación el extravío, si se 
ha producido, de los autos de la materia : se revoca el aato ape- 
lado de foja doscientos diez y siete, y se declara separado del 
conocimiento de esta causa al Juez ad hoc Don Francisco Paz, 
debiendo en consecuencia, pasar ella, para su resolución, al 
abogado que corresponda en torno. Repónganse los sellos y de- 
vuélvanse. 

benjamín YICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 
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CAUSA IT 



Criminal contra Viana Schiaffino, Tomás Berdiin, Francisco 
Otaño, Carlos Jaureguiberry y otros, por explotación ilegal 
de montes fiscales; sobre consulta. 



Sumario. — En las causas criminales resueltas por los Tri* 
banales de los Territorios Nacionales, la consalta se prescribe 
Kolamente en los casos en qae se imponga la pena capital, de 
presidio 6 penitenciaria. 



Caso, — Lo esplica la siguiente : 



•enteiiein del Jiiem Eietrad» 



Posadas, Agosto 27 de 1890. 

Vista esta causa seguida de oficio contra Viana Schaffiino, 
Tomás Berdun, Francisco Otaño, Carlos Jaureguiberry y otros 
ausentes, respecto de quienes se halla suspendida, por esplota- 
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cion arbitraria de los montes fiscales de este territorio de Mi- 
siones. 

Resultando : Que según la nota del señor Inspector de Ren- 
tas Nacionales Don Dermidio Latorre, de Junio 3 de 1883, á 
la Dirección General, fué comisionado para investigar la verdad 
de las denuncias hechas por el Sub-Prefecto de Santo Tomé, 
acerca la bajada desde el alto ürugunj, no obstante, las órdenes 
en contrario del Gobernador de Misiones trasmitidas en Enero 
del mismo año á las autoridades subalternas, de cargas de madera 
esplotada en los bosques nacionales, en cuya virtud, y á mérito 
de las sospechas de que dichas maderas hubieran sido cortadas 
contrariando las disposiciones de la ley de bosques de ocho de 
Octubre de mil ochocientos ochenta, é indebidamente despacha- 
das por las Receptorías de Concepción y Santo Tomé, ordenó el 
embargo de las balsas llevadas á Concordia y Monte Caseros, en- 
tre las que se hallan, pertenecientes al encausado Schiaffíno, tres 
catres que se detallan en la planilla de recuento y clasificación 
corriente á foja 1 53, segundo cuerpo de autos, á Berdun trescien- 
tos cincuenta y tres piezas según el documento de foja 79, trein- 
ta de propiedad de Otaño y cuarenta de Jaureguiberry , conforme 
se espresa en la cuenta de foja 185 del mismo cuerpo de autos. 

Que conforme se relaciona en la resolución de fojas 12 á 15 
(tercer cuerpo de autos) interrogado el ei-Receptor Nacional 
Francisco López, declaró que antes de la federalizacion de Mi- 
siones despachaba sin requisito algano, las angadas de madera 
aquí explotadas, pero luego que esta tuvo lagar, ignorando la ley 
de bosques, y en la duda de las formalidades á observar exigía á 
los interesados certificado de la autoridad local, respecto á su 
procedencia, despachando todas aquellas que se decía cortadas 
en concesiones hechas por la Provincia de Corrientes, todo lo 
que dejó de hacer en Enero de mil ochocientos ochenta y tres 
por habérselo prohibido el Gobernador de este territorio (fojas 
129 á 132, segundo cuerpo de autos). 
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Que el comisario interino Don G. Yeron, declara, que en los 
primeros tiempos da la instalación de las autoridades nacio- 
nales en San Javier, se ignoraba allí la ley de bosques, y se 
observó la práctica de las autoridades de Corrientes para el cor- 
te de maderas, concediéndose licencia á todo el que la solicita- 
ba, pero que por el mes de Octubre de 1882, masó menos, el 
Gobernador ordenó se pusiera en vigencia la ley de bosques na- 
cionales, aboliéndose desde entonces dichas licencias (fojas 145 
vuelta á 149 del mismo cuerpo de autos). 

Que la Gobernación del territorio en su nota foja 144 del 
mencionado cuerpo de autos, dice: que las autoridades en San 
Javier empezaron á funcionar en Junio de mil ochocientos 
ochenta y dos, que por diversas razones no se hizo prevención 
alguna respecto á Ja fiscalización de los bosques y aplicación de 
la ley^ que muy posteriormente, habiendo sabido que bajaban 
maderas extraídas de ellos y que el comisario había espedido li- 
cencias al vecindario, pidió informes á este, quien contestó que 
esas maderas pertenecían á época de las autoridades de Corrien- 
tes y no á la reciente, en que él también había espedido licencias 
siguiendo prácticas que encontró establecidas é ignorando la 
ley de bosques, después de lo cual se le negó facultades al res- 
pecto, enviándole la ley que ha sido fielmente cumplida. 

El ex-Receptor de Rentas de Santo Tomé Don P. Barr jiro, 
declara á foja 201, primer cuerpo de autos, haber despachado 
todas las maderas venidas dc4 alto Uruguay con despacho de la 
Receptoría de Concepción así como las que se declaraban ser de 
campos particulares ó de la Provincia, previo pago de los dere- 
chos fiscales al Gefe Políti^^o del departamento. 

De las demás investigaciones practicadas resulta respecto á 
cada uno de los encausados, lo siguiente: 
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Viana Schiaffino 

Declara á foja 13, segundo cuerpo, y foja 145 del primero: 
que las maderas de su propiedad embargadas, las compró de 
varios trabajadores vecinos de Misiones y fueron despachadas 
en la Receptoría de San Javier, previo certificado de la Grefatnra 
Política del Departamento de haber sido extraidas de los bos- 
ques pertenecientes á la concesión Fontanelli y Cia., formalidad 
única que le exigióla autoridad aduanera ; que á mds, esas ma- 
deras fueron extraidas con licencia de las autoridades políticas 
de Concepción, estando las balsas ya formadas y en'marcha cuan- 
do se prohibió por las mismas el corte de maderas; en confirma- 
ción de lo cual presenta los documentos agregados á fojas 151, 
152 y 153 del primer cuerpo de autos. 

De fojas 132 á 142, corren las guías solicitadas á su nombre 
por Don Francisco Schiaffino, á fojas 181 á 135, dos certifica- 
dos del Gefe Político interino Don Diego Orby, espresando la 
propiedad de donde fueron extraidas las maderas, y á foja 139, 
se halla un boleto espedido por el mismo Receptor de Aduana, 
como Presidente Municipal en que se dice haber Schaffino satis- 
fecho los impuestos correspondientes para la extracción de las 
maderas que conduce. 

Don Bruno Antonio manifiesta que en las balsas de Schaffino 
se encontraba un catre de su pertenencia, comprado á Manuel 
Cordero, residente en la isla de San Lucas, en donde suponen 
sean elaboradas esas maderas. Carlos Nuñez dice que todas 
ellas provienen de dicha isla en donde han sido elaboradas por 
él, entre otras personas. Juan Relíete espone: que entre las 
maderas de Schaffino se encuentran algunas de su pertenencia 
correspondientes á un catre que se le estravió en los islotes de 
Santa María. Miguel Magal manifiesta igualmente : que en di- 
chas balsas hay maderas de su propiedad y que le consta que 
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las de Schiaffino fueron explotadas en la isla de San Lucas. 
Lorenzo Mariani afirma lo mismo respecto de la procedencia de 
dos catres y que el tercero fué beneficiado en los bosques de este 
territorio frente á dicha isla (fojas 13 vuelta á 15 Tuelta, se- 
gundo cuerpo de autos). 



Tomás Berdun 

Declara á foja 63 vuelta del mismo cuerpo: que las dos bal- 
sas de madera que le fueron embargadas proceden de este terri- 
torio, de más arriba de San Javier, donde las compró ya en el 
agua; que ambas sacaron guías en Santo Tomé, presentando 
para la una el comprobante de haber satisfecho el impuesto mu- 
nicipal en Concepción, habiendo la otra llevado guías de removi- 
do de esta Receptoría las que se hallan á fojas 59 y 61 ; que 
quienes se las vendieron tenían permiso de las autoridades pro- 
vinciales de Corrientes, con anterioridad á la federalizacion de 
Misiones, para el corte de maderas. 



Francisco O taño 

A foja 71 del mismo cuerpo de autos, declaró ante la Admi- 
nistración de Bentas de Concordia Don Miguel Otasqni, consig- 
natario de las maderas de Otaño: que ellas le fueron remitidas 
por este, desde su residencia en Misiones, entre los arroyos Ci- 
riaco y Garambá, ignorando el punto en que fueron elaboradas , 
que las guías de procedencia, las entregó & los agentes en Ca- 
seros para practicar las operaciones de Aduana en la cual que- 
daron, obligándose á presentarlas en el término de ocho dias, lo 
que nunca hizo. 
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Carlos Jaureguiberry 

Respecto á las maderas á este pertenecientes, declara Don 
José Albcrti á fojas 76 j 81 : que la guía j documentos cor- 
rientes á fojas 82 á84, le fqeron enviados del alto Urugaay por 
Jaureguiberry para el despacho de esas maderas, ignorando el 
punto en que fueron elaboradas. 

Que la acusación ñscal basándose en que las maderas embar- 
gadas á los encausados han sido cortadas sin la correspondiente 
concesión otorgada por el Ministerio respectivo, pide la aplica- 
ción de la pena establecida por el artículo 13 del Reglamento y 
ley de esplotacion de bosques nacionales. 

El defensor nombrado de oficio por ausencia de los acusados, 
alega : que si bien el corte fué hecho en bosques nacionales, se 
hizo siguiendo prácticas establecidas en tiempo que Misiones 
perteneció á Corrientes y que continuaron al principio de su fe- 
deralizacion con el beneplácito de las autoridades, lo que aleja 
toda mala fé en el hecho, que debe ser tenido en cuenta para 
establecer la responsabilidad penal. 

T considerando : Que consta el hecho de haber sido esplota- 
das en los bosques nacionales de este territorio, las maderas em- 
bargadas á los acusados Schiaffino y Berdun por sus propias 
confesiones, ya sea que las de aquel fueran estraidas de los bos- 
ques de la concesión Fontenelli, según se afirma en los certifi- 
cados presentados por él mismo, concesión que nunca fué otor- 
gada en propiedad, sino por el contrario declarada caduca por el 
Gobierno, ó de la isla San Lucas, como dicen los testigos que 
han depuesto de fojas 13 vuelta á 15 vuelta, segundo cuerpo, 
cuyas declaraciones no pueden conceptuarse fehacientes por la 
irregularidad con que han sido recibidas. 

Que respecto á las pertenecientes á Otaño y Jaureguiberry, 
no consta el paraje en que han sido elaboradas ni que lo fueran 
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en montes de propiedad particular, desprendiéndose solo de lo 
declarado por sus consignatarios Otasquí y Alberti 7 de la 
enunciación de removido de la guía de foja 83, que ellas proce- 
den del alto Uruguay, lo que hace legalmente presumir su pro- 
cedencia fiscal. 

Que esas maderas fueron cortadas en tiempo de las autori- 
dades de Corrientes y con anterioridad al conocimiento que se 
tuvo en Misiones de la aplícabilidad de la ley de bosques, según 
la Gobernación del territorio, quien solo muy posteriormente á 
la instalación de las autoridades nacionales en San Javier (Ju- 
nio del 82) y por noticia de que bajaban angadas, prohibió ter- 
minantemente el corte é hizo conocer la ley, cesando la libre 
industria acordada por la ley de la Provincia de Corrientes, del 
3 de Enero de 1880, que autorizaba en su artículo 25, el corte 
de madera en los terrenos fiscales no arrendados, sin otra obli- 
gación que la de pagar un impuesto de cincuenta y treinta y 
cinco centayos por pieza según su longitud, lo que aleja toda 
sospechado malicia en el acto y haría contrario ala equidad 
la aplicación de las penas por infracción al reglamento v¡gt)nte. 

Que no obstante, no habiendo constancia de que los encausa- 
dos hayun satisfecho el impuesto establecido por la ley provin- 
Tial citada, que los considera defraudadores y sujetos á la pér- 
dida del artículo en caso de omisión (art. 26), ni procedido 
correctamente al hacer uso del material cortado sin previo 
permiso del Gobierno^ les es totalmente aplicables las penas á 
que se refiere el artículo 13 de la ley nacional de bosques. 

£1 documento de foja 139, primer cuerpo, que el ex-Beceptor 
López reconoce haber espedido en su carácter de Presidente 
Municipal, no puede bastar para acreditar el pago del impuesto, 
tanto porque la fecha en que fué estendido es muy posterior & 
la de las guías, como porque él debié ser satisfecho en la Becep- 
toría, fuera de que no hay antecedente alguno que acredite que 
en efecto era tal Presidente Municipal. 
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Por otra parte, el embarque y exportación de esas maderas se 
ha hecho contrariamente á las formalidades establecidas por las 
Ordenanzas de Adnaua» así como indebidamente concedidas las 
guías por la Receptoría de Concepción, muy especialmente si se 
tiene en cuenta el ningún carácter de autoridad do las personas 
que estendían los certificados exigidos como único requisito para 
ello según se manifiesta en la nota del señor Gobernador del Ter- 
ritorio, de foja 53, segundo cuerpo de autos. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo establecido 
en las prescripciones ya mencionadas y lo dispuesto en el artí** 
culo 1026 délas Ordenanzas de Aduana, fallo: condenando á 
á Yiana Schiaffino, Tomás Berdun, Francisco Otaño y Carlos 
Jaureguiberry, por esplotacion arbitraria de los bosques fisca- 
les de este territorio, ala pena de comiso de las maderas sobre 
las cuales se intentó el fraude, la cual deberá llevarse á ejecución 
en los yalores en que fueren vendidas ; y con respecto á las eo'- 
tregadas bajo fianza al primero, en el importe de esta, contra él 
y sus fiadores. Los condeno también al pago de las costas pro- 
cesales. 

Observando el Juzgado la omisión en que el fiscal ha incurrido 
al no deducir la acción que corresponde contra Salvador Schiaf- 
fino y Antonio Bruno, dueños de otras maderas embargadas en 
Monte Caseros, según la relación de foja 138, primer cuerpo, 
pásensele oportunamente estos autos en vista, para que pida lo 
correspondiente. 

De acuerdo con lo mandado en el artículo 42 de la ley de Pro- 
cedimientos elévese esta sentencia en consulta á la Suprema 
Corte, si no se interpusiere apelación. 

D. Quiroga. 

Ante mí: 

Augusto V. Blanco, 
Escribano Secretario. 
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VISTA DELSEÍ^OR PROCURAÜOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero 12 de 1891. 
Suprema Corte : 

El artículo 13 dej Beglamento para la explotación de bosques 
nacionales^ aprobado por ley de 9 de Octubre de 1880, castiga 
con pena de comiso las maderas sacadas de dichos bosques, 
siempre que no se exhiba el permiso acordado de acuerdo con las 
prescripciones de los artículos I'' y 2® de dicho Beglamento. 
Y aún cuando se ha alegado que dicho Beglamento era desco- 
nocido, y que se procedía de acuerdo con lo dispuesto en la ley 
de la Provincia de Corrientes, resultando, como lo establece la 
sentencia consultada, que no se cumplió lo dispuesto en la ley 
Provincial, ni en la Nacional, soy de opinión que Y. E. debe 
aprobar dicha sentencia. 

Antonio £. Malaver. 



Fiill# de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 13 de 1891. 

Vistos en el acuerdo : Hallándose regidos los procedimientos 
en materia penal ante los Tribunales de los Territorios Nacio- 
nales por el Código de Procedimientos sancionado en diez y sie- 
te de Octubre de mil ochocientos ochenta y ocho ; y no prescri- 
biéndose en dicho Código la consulta sino en los casos en que 
se impone pena capital^ de presidio ó penitenciaria, con arreglo 
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á lo dispuesto por los artículos seiscientos noventa y siguientes 
del mismo, en ninguno de los cuales se halla comprendido el 
presente : devuélvanse estos autos al Juzgado de su procedencia, 
en el estado en que se hallan, á los efectos que hubiese lugar* 
debiéndose verificar ante dicho Juzgado, la reposición corres- 
pondiente de sellos. 

BENJAMÍN VIGTORIGA. — G. S. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 



CAUSA T 



Criminal contra Don Francisco M. Charles y otros, por eoníra- 
bando y delitos conexos de falsedad y cohecho ; sobre embar^ 
go provisorio . 



Sumario. — 1° Contra el embargo provisorio en causas cri- 
minales, no procede el recurso de nulidad. 

3L^ El procesado puede siempre sustituir los bienes embarga- 
dos por designación del Juez, por otros bienes que él sefiale ó 
por una caución personal 6 real. 
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3^ La cantidad por la que ha sido trabado el embargo puede 
ampliarse 6 reducirse según el resultado ulterior de la causa. 

4^ Una misma puede ser la caución destinada á garantir 
todas las responsabilidades pecuniarias del procesado, 3' la de 
su comparencia en juicio. 

5^ Las actuaciones relativas al embargo provisorio, deben co- 
rrer por incidente separado. 



Caso. — En la causa criminal seguida contra Don Francisco 
M. Charles 7 otros por contrabando, falsedad 7 cohecho, el Juez 
Federal á petición del Administrador de Rentas 7 del Procu- 
rador Fiscal, dictó el siguiente: 



AUTO 

Por presentado : precédase al embargo de las existencias de 
la casa de comercio de los seíiores Charles Unos. 7 C', situada 
en la calle Suipacha número 26, en cantidad suficiente para ga- 
rantir la suma de seiscientos m!l pesos moneda nacional en que 
se fija la responsabilidad probable de dicha casa, todo de acuer- 
do á los artículos 41 i 7 412 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. Paráoste efecto comisiónase al oficial de Justicia, el 
cual asociado al actuario 7 á Don Florencio Fernandez, Conta- 
dor Público, quien queda nombrado depositario de dichas exis- 
tencias, para lo cual aceptará el cargo previo juramento ante el 
actuario, para que practiquen la operación del embargo 7, previo 
inventario, se reciba de las existencias el depositario nombra- 
do. Y en vista de los nuevos datos, hágase saber al contador 
nombrado Don Pablo Frugoni, practique un nuevo examen de 
los libros, informando al Juzgado sobre el resultado. 

Vgarriza. 
T. XI 21 
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blando los recursos de nulidad en el procedimiento y apelación 
para ante el señor Ministro de feria de la Suprema Corte. 

Portante: á Y. S. pedimos se sirva concedernos los recursos 
que dejamos interpuestos, elevando al efecto los autos al Su- 
perior. 

Es justicia, etc. 

Mariano Várela. — Ramón González. 



Auio del Juea Federal 



Buenos Aires, DLCÍembre 15 de 1890. 

Concédese en relación y al solo efecto devolutivo los recursos 
de apelación y de nulidad interpuestos, elevándose los autos 
como está mandado. 

ügarriza. 



VISTA DEL PR0C1IKAD0R GENERAL 



Baeuos Aires, Enero 9 de 1891. 

Suprema Corte : 

Así como creo, según lo espongo á Y. E. en otro informe de 
esta misma fecha, que no creo justo continúe la prisión de los 
procesados, que pueden, en mi opinión, ser escarcelados bajo 
fianza, de la misma manera pienso que no debe hacer lugar 
Y. E. á los recursos de nulidad y apelación deducidos á foja 
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179, contra el auto de foja 158, que, por instancia de los Gefes 
do Aduana y del Procurador Fiscal, decretó el embargo de mer- 
caderías de los procesados, para garantir la suma de seiscientos 
mil pesos moneda nacional, en que se ha fijado por el inferior su 
responsabilidad probable. 

El artículo 1031 de las Ordenanzas de Aduana, establece la 
facultad conque pueden embargar las Aduanas principalmente 
las mercaderías sobre que se ha intentado la defraudación de la 
renta, para garantir el pago de las penas que puedan imponerse 
á sus dueños; y el artículo 411 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, ordena al Juez que decrete el embargo de bie- 
nes suficientes del procesado para garantir la pena pecuniaria, 
y la efectividad de sus responsabilidades civiles. El procesado 
podrá sustituir este embargo por una caución personal ó real. 

Las providencias adoptadas por el inferieren el auto que dejo 
mencionado de foja 158, y en ei de foja 178, me parecen confor- 
mes con las disposiciones legales citadas, y por lo tanto justas. 

La misma solicitud de los defensores, de foja 177, proponien- 
do sustituir el embargo por la caución personal que ofrecieran , 
sin deducir entonces los recursos de nulidad y de apelación, con- 
vence de que no los creyeron procedentes ; y la providencia ci- 
tada de foja 178, que solo mandó se acreditara la responsabili- 
dad de los fiadores propuestos, sobre no inferir de suyo agravio 
alguno á estos ni á los procesados, importaba solo un acto obli- 
gatorio para el magistrado que, no conociendo tal vez á las 
personas propuestas, ni su responsabilidad efectiva, debía ase- 
gurarse de que esta sustituía bien el embargo que había orde- 
nado trabar. 

No hallando demostrado de modo alguno el fundamento de 
losrecursDS deducidos, mi opinión es que Y. E« debe comfirmar 
la providencia recurrida. 

Antomo E, Malaver. 
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Fallo de I» Suprema Corte 



BueDOs Aires, Enero 15 de 189] . 

Vistos en el acuerdo: No procediendo el recurso de nulidad 
interpuesto, con arreglo á los artículos quinientos nueve y seis- 
cientos noventa y seis del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal: no ha lugar á dicho recurso. Y por lo que respecta al de 
apelación, de conformidad á lo espuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y no habiéndose objetado espresamente 
por los procesados el quantum de la apreciación contenida en 
el auto de foja ciento cincuenta y ocho: se confirma este con 
costas, dejándose á salvo la opción que acuerdan á los intere- 
sados los artículos cuatrocientos once y cuatrocientos trece del 
Código de Procedimientos citado, sin perjuicio de ampliarse ó 
reducirse el embargo trabado, según el resultado ulterior de la 
causa, y con declaración de que puede ser una misma la caución 
destinada á garantir todas las responsabilidades pecuniarias que, 
con arreglo á las leyes, correspondan á los procesados, y la de 
su comparencia enjuicio. 

Desglósese este incidente con arreglo á la ley y devuélvase, 
reponiéndose los sellos. 

BENJAMÍN VIGTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — ABEL BAZAN. • 
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CAUSA TI 



Criminal contra Don Francisco M. Charles y otros, por contra- 
bando, falsedad y cohecho; sobre escarcelacion provisoria. 



Sumario, — No adelantando los indicios en virtud de los 
cuales se' procedió ala prisión preventiva de los procesados, y 
estando conforme el Ministerio público en vista de diligencias 
ulteriores, con la excarcelación bajo canción, puede esta ser con- 
cedida. 



Caso. — Lo esplica el siguiente : 



ESCRITO 

Señor Juez : 

Mariano Várela y Ramón Gonzalos, defensores de Don Fran- 
cisco M. Charles y Domingo Toro Zelaya defensor de Don An- 
tonio M. Barzone, en la cansa de contrabando y delitos comu- 
nes conexos, á Y. S. decimos : 

La Suprema Corte, al confirmar el anterior auto interiocuto- 
Tio, que negó entonces la escarcelacion bajo fianza, declaró que 
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había motivo para mantener provisoriamente el arresto en que 
están nuestros defendidos, por existir indicios de los delitos de 
« falsedad » y c cohecho » ; pero sin perjuicio de que en adelante 
se decrete su libertad, si no se confirman (esto importaría es- 
perar la conclusión del sumario), ó si se desvanecen por nuevos 
antecedentes que se agreguen (este último punto importa esta- 
blecer, si se producen en cualquier momento actos que desva- 
nezcan, destruyan ó aminoren esos indicios). 

Nosotros, en el legítimo interés de obtener la excarcelación de 
nuestros defendidos, hemos entrado á formar antecedentes que 
destruyan esos indicios y croemos que hoy están completamente 
destruidos, á punto que podríamos pedir, no solo la excarcelación, 
sino su libertad plena, pues no hay ya los delitos comunes, sin 
perjuicio de que se continuase la causa, tan solo para el contra- 
bando imputado; pero en obsequio á la brevedad y de no dilatar 
la causa, abriendo discusiones, de sí es ó no caso de sobreseer, 
optamos por pedir nuevamente la excarcelación bajo fianza. 

¿Cuál es el indicio de cohecho ? Según resulta de la vista fis- 
cal del Dr. Malaver, que vio el sumario, y según la nota publi- 
cada del Administrador de Aduana y demás, consiste únicamen- 
te en la opinión de este último funcionario, de que no ha podido 
hacerse el contrabando, que afirman existir, sino con la interven- 
ción y complicidad de los respectivos empleados de la Aduana. 

Es decir, que el indicio no tiene más fundamento, ningún 
otro, sino la opinión ó sospecha del señor Administrador. 

Pero antes de invocar la prueba que resulta á favor de nues- 
tros defendidos de las diligencias que pedimos se practicasen al 
respecto, debemos hacer notar, que para hacer proceso sobre 
cohecho, no existe fundamento legal alguno. 

Tratamos aquí de los delitos comunes que motivan la deten- 
ción y no del contrabando, que es otra cosa, y para cuyo juicio 
no procede arresto previo, en ningún caso, fuera de acusarse 
delitos conexos. 
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No es permitido, según derecho, entrar á procedimientos sobre 
la investigación de quien es el delincuente en un crimen, ú no 
existe el cuerpo del delito. Desde los más remotos tiempos, no 
fué jamás permitido hacer procedimientos sobre un delito^ sí no 
precedía la existencia de él, para poder buscar el a^^tor y penar- 
lo. Con esto está conforme el artículo 207 del Código de Froce- 
dimientos en lo Criminal. 

No hay asesinato, si no hay persona asesinada. No hay robo, 
si no existe cosa robada. No hay cohecho, si no existe persona 
cohechada. 

¿ Dónde está aquí el cuerpo del delito ? Para eso tiene que se- 
ñalarse ó decirse fulano ó zutano fué cohechado, y hay sospe- 
chas queN.es el cohechador. Si no señala ohechado, no cabe 
buscar quién fué cohechador. 

Pero aceptando, como están las cosas, con los testigos que han 
declarado, creemos que están destruidos los indicios. 

Personas muy competentes, como Don Eduardo Anido, que 
se ha envejecido ejerciendo los primeros puestos en la Aduana, 
y por eso está jubilado, desde mediados de este año, y emplea- 
dos viejos de la Aduana que han declarado, tienen que haber 
dejado evidenciado, que la opinión del señor Administrador, 
único fundamento del indicio de cohecho, es totalmente errada; 
y entonces queda extinguido el indicio. 

Pero hay más ; para que pudiera haber tal indicio, sería me- 
nester que se cohechara á todos los guarda-almacenes ó de depósi- 
tos, que son muchos, lo que sería inverosímil, pues depende ex- 
clusivamente del Administrador girar los depósitos de cada car- 
ga, designando el punto, y entonces el particular no podría saber 
á quién cohechar. 

Todos los empleados y el mismo señor Anido, en cuyo tiempo, 
ó cuando él administrábala Aduana, se supone hecho el contra- 
bando, deben haber establecido que Charles jamás intervino en 
ningún despacho en la Aduana, y que ni conoce á ningún em- 
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picado aduanero. Los qae han declarado son los mismos em- 
pleados que intervinieron en los despachos sobre que se supone 
el contrabando. 

Respecto al indicio áe falsedad, se fund a también y ánicamen- 
te en la opinión del Administrador que dice que, porque Charles 
afianzó á Ficato y porque en este sumario no pudo dar razón de 
su actual paradero, debe reputarse al tal Picato, persona ima- 
ginaria, y que debe ser Charles ó su dependiente quien lo ha 
inventado. 

Para cualquiera puede admitirse que sospechare que fuera 
persona imaginaria ; pero para la Aduana jamás, desde que allí 
se presentó en cuerpo y alma y registró su firma en el libro res- 
pectivo y ha intervenido en muchos despachos. 

Sin embargo, ese indicio remoto, remotísimo y hasta capri- 
choso del señor Administrador, ha quedado totalmente destrui- 
do con pruebas plenísimas, como las que deben haberse produ- 
cido hoy ante Y. S. ; á punto que debe haber quedado, como si 
el mismo Picato estuviese en autos de cuerpo presente. 

Con los producidos ó nuevos antecedentes, no hay ya, ni 
apariencias de indicio de falsedad. No hay absolutamente nada, 
á este respecto, ante la prueba real. 

Basta y sobra, con los nuevos antecedentes producidos, para 
pedir la libertad sin fianza, pues falta, por completo, todo indi- 
cio que autorice arresto provisorio. 

Sin embargo y por lo espuesto : 

A y. S. suplicamos se sirva decretar la excarcelación de nues- 
tros defendidos bajo fianza, y aceptarla ofrecida del Dr. Domin- 
go Toro y Zelaya, con la caución además, de su título de pro- 
piedad raíz, que está presentado, y la del señor Petit. 

Será justicia, etc. 

Mariano Várela, — llamón Gon- 
zález. — D. Toro y Zelaya, 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Diciembre 13 de 1890. 
Señor Juez: 

El pedido de excarcelación bajo fianza se funda en que han 
desaparecido con las declaraciones de foja... á foja... los indi- 
cios ó presunciones de los delitos de cohecho y de falsedad. 

Los que han declarado, respecto del cohecho, son los mismos 
empleados de Aduana, que han intervenido precisamente en las 
operaciones que han engendrado esta causa, como se ve de los 
documentos de autos y el escrito de f..., presentado por los se- 
ñores defensores de los procesados. Esos caballeros tienen evi- 
dentemente interés, y, por cierto muy grande, en que resulte 
que no ha habido cohecho, pues, probado, tal vez más adelante, 
puedan encontrarse en la situación délos procesados. Creo inú- 
til agregar una palabra más sobre el particular. 

En cuanto alas referentes al delito de falsedad, su inverosi- 
militud es patente, y para convencerse basta la simple lectura 
de ellas. Y. S. debe apreciarlas con sujeción alas reglas de la 
sana crítica (art. 305 del C<>d. de Proc. Crim.). 

Pero, concediendo que ellas probaran que Picato no es una 
creación imaginaria, sino una persona real y verdadera, ¿acaso 
podría decirse por esta sola razón que no se ha cometido el de- 
lito de falsedad? Indudablemente no ; porque el delito de fal- 
sedad en un documento, se puede cometer, suponiendo la inter- 
vención de entidades imaginarias ó de personas de existencia 
verdadera ó cualquiera otra circunstancia falsa (art. 280, inciso 
3^ caso 3^ y 281 del Cód. Penal). 

Además, de todos los antecedentes, documentos presentados y 
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constancias de estos autos, que es de donde surgen los indicios 6 
presunciones, que es lo mismo, resulta, que el cohecho y la false- 
dad se han cometido en diversas operaciones y con distintas per- 
sonas, constituyendo así varios delitos, habiendo habido, por lo 
tanto, reincidencia, y reiteración, y es sabido que, cuando con- 
curre una de estas circunstancias, no se puede decretar la liber- 
tad bajo fianz ), aunque la pena del hecho que motiva la prisión 
no exceda de 2 años, y con mayor razón si concurren las dos y el 
máximum es de 3, como sucede en el caso subjudice (artículos 
376 y 377 del C6d. de Proc. en lo Crim.). 

Soy, pues, de dictamen, que Y. S. no debe hacer lugar ala 
excarcelación solicitada. 

José A. Viale. 



WmUo del iluez FeílerAl 

Buenos Aires. Diciembre 15 de 1890. 

Por las consideraciones aducidas por el Procurador Fiscal, 
en su vista que precede: no ha Ingar, por ahora, á la excarcela- 
ción solicitada. 

Vgarriza. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Enero 9 de 1891. 

Suprema Corle : 

Las actuaciones agregadas al sumario después de la fecha de 
mi anterior informe de 1° de Diciembre último, y no obstante 
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el respeto que me merece la resolución de Y. E. de foja 74, no 
han hecho más que confirmarme en el juicio que formé en el es- 
tudio de los presentes autos y de los agregados. 

En efecto: son tres los delitos imputados álos acusados, que 
han dado lugar al presente proceso: el de contrabando, que solo 
tiene por nuestras Ordenanzas las penas de comiso; el de cohe- 
cho ó corrupción de empleados de la Aduana; y el de falsedad, 
haciendo intervenir persona supuesta (D. N. Ficato) en los des- 
pachos y reembarcos (fojas li6 y 117 del sumario). 

Para poder juzgar, si procede ó no, la excarcelación bajo 
fianza^ por lo que toca á estos últimos delitos coneíos con el 
contrabando, es preciso determinar, si la prisión preventiva que 
sufren los procesados reviste las condiciones que la ley requiere 
para considerarla justa. 

El artículo 366 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
exige, para que pueda decretarse prisión preventiva, que esté 
justificada, cuando menos por semi-plena prueba, la existencia 
del delito, y que haya indicios suficientes para creer al procesa- 
do responsable del hecho. 

Si las constancias del sumario anteriores ala fecha de mi in- 
forme de foja 66 vuelta, no me parecieron suficientes respecto 
déla existencia de dichos delitos conexos, y de la culpabilidad 
de los procesados, para mantener su detención, las nuevas dili- 
gencias obradas en dicha pieza de los autos, me persuaden to- 
davía más hoy, de que debiera admitirse su excarcelación bajo 
fianza. 

Examinaré con separación ambos delitos conexos. 

Ninguna prueba directa existe de que se haya cometido el de- 
lito de cohecho de empleados de la Aduana, ni menos de que 
sean sus perpetradores los acusados. Desde fojas 135 á 148 del 
sumario, existen las declaraciones de varios testigos que han 
sido ó son todos ellos empleados de Aduana, presentados por los 
acusados; y, contestando al interrogatorio de foja 131, decía- 
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ran que Charles jamás faé, ó solo fué algunas veces á la Adua- 
na, sin qne los declarantes hayan tenido relación con él ; que 
no solicitaba ni intervenía por sí mismo en los despachos de 
Aduana ; que ni: él ni su despachante dio dinero ni otra cosa á 
ningún empleado para que lo ayudase á ejecutar ó á encubrir 
contrabandos. Contestando á la 5* pregunta del interrogatorio 
mencionado, esos testigos declaran, que esos contrabandos han 
podido verificarse sin intervención alguna de los empleados y 
haciendo el cambio de los bultos de mercadería, mientras eran 
conducidos en carro, desde su desembarque en la Boca, hasta su 
entrada en los depósitos de Aduana. 

Si, pues, no existe prueba directa de cohecho ; si no aparecen 
sumariados también, ni siquiera denunciados los empleados que 
se dice han si^^o ó que han podido ser cohechadores y sí, por el 
contrario, es posible la existencia del contrabando, sin que tal 
cohecho haya tenido lugar, pienso que faltan la semi-plena 
prueba ó los indicios vehementes que debieran justificar la pri- 
sión de los acusados por tal delito. 

En cuanto á la existencia del otro delito conexo de falsifica- 
ción, haciendo intervenir persona supuesta en los despachos y 
reembarcos, ella ha sido deducida del hecho de no darse por los 
acusados noticia exacta de la existencia y actual paradero de 
D. N. Picato. Pero, la existencia de Picato y su actual residen- 
cia en la ciudad de Montevideo, están comprobadas por las de- 
claraciones de foja 167 á 174, prestadas con arreglo al escrito de 
foja 149 y lo están igualmente por los documentos de foja 161 
y poder de foja 163, y carta de foja 166, los dos primeros debi- 
damente legalizados. 

Falta, pues, en mi opinión la base sobre que se apoyaba la 
existencia de este segundo delito. 

No podría decirse, con completa razón, que la prueba testimo- 
nial rendida es inadmisible, porque son empleados de Aduana 
algunos de los testigos presentados y pueden, !!:ás adelante, 
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aparecer complicados en los delitos que se persiguen... Siendo 
un principio de derecho, que se supone inocente á todo aquel á 
quien no se le praebe que es culpable^ tales testigos, por hoy, 
carecen de tacha legal, que debilitóla fé que merecen sus decla- 
raciones. 

Eeitero, por tanto, las conclusiones de mi anterior informe 
de foja 66 vuelta. 

Antonio E. Malaver, 



Fallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Eoero 15 de 1891. 

Vistos en el acuerdo : No habiéndose adelantado este proce- 
dimiento, no obstante el tiempo transcurrido desde su iniciación 
en el sentido indicado por el auto de esta Suprema Corte, cor- 
riente á foja setenta y cuatro; y con el mérito, por otra parte, 
de las diligencias últimamente producidas á petición de los pro- 
cesados, oido el señor Procurador General, y vista la conformi- 
dad reiteradamente manifestada por su parte : se revoca el auto 
apelado de foja noventa y cinco vuelta, y se concédela excarce- 
lación solicitada á foja ochenta y nueve, por los procesados 
Francisco M. Charles y Antonio M. Borzone, debiendo determi- 
narse por el Juez de Sección, con arreglo al artículo 378 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, la calidad y cantidad 
de la correspondiente caución, todo sin perjuicio délo que re- 
sulte en adelante de la causa. 

Devuélvanse los autos y repónganse los sellos. 

BENJAMÍN ViCTORICA. — C. 8. DE 
LA TORRE. — ABEL BAZAN. 
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CAUSA TU 



Don José León Cáceres, contra Don Eugenio Laffont; 

sobre despojo 



Sumario.— La, acción de despojo regida por lod artículos 2490 
y siguientes del Código Civil, es de orden meramente policial, 
tendente á evitar las vias de hecho; y procede, siempre qne re- 
sulte haberse aquellas llevado á cabo para excluir arbitraria- 
mente al ocupante de la tenencia en que se hallaba. 



Caso, — Lo esplica el siguiente : 



Fallo del Juez Federal 



Corrientes, Noviembre 7 de 1889. 

Vistos estos autos iniciados por Don Abelardo Capará, en 
nombre de Don José León Cáceres, contra Don Eugenio Laf- 
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font, sobre interdicto do recobrar la posesión, de los cuales 
resalta : 

Que el señor Cáceres, dice haber estado en posesión desde- 
1887, de la isla llamada c Cabralxy situada en el rio Paraná, 
más ó menos á tres leguas de distancia de esta Capital ; 

Que en diclia isla tiene, el señor Cáceres, una casa y algunos 
ganados vacunos y caballar ; ' 

Que el ii de Abril del corriente año llegó á la isla una chata 
con ganado vacuno y caballar, y unos hombres, los cuales, sin 
pedir permiso al que allí estaba que era capataz de Cáceres, se 
desembarcaron con el ganado, qne lo soltarpn en la isla, ocu-- 
pando ellos la casa en nombre del señor Eugenio Laffont; 

Que el capataz de Cáceres, vino á esta ciudad á dar cuenta de 
lo ocurrido ; 

Que á esos hechos precedió, pocos dias antes que ellos tuvie- 
sen lugar, el pedido de Laffont á Cáceres de la entrega de la 
isla; 

Que los hechos relacionados tienen el carácter de uuadespo- 
sesion, un acto de despojo, por lo que entablaba el interdicto 
de despojo, ó el que más correspondiese, para que se restituya á' 
su mandante la posesión ó tenencia de que ha sido excluido, ó 
se le ampare en ella con las demás condenaciones del caso. 

Que de conformidad al artículo 332 del Código Nacional de 
Procedimientos, comparecieron á juicio verbal, en el cual la 
parte demandante reprodujo lo espuesto en el escrito de deman- 
da, que se ha estractado en el anterior resultando. 

El señor Laffont, espuso: que niega los hechos en que se fun- 
da la demanda, con escepcion de la parte en que se afirma que 
por su orden se desembarcaron algunos animales vacunos en la 
isla y dos hombres que los cuidaran. 

Que ambas partes produjeron las pruebas que corren de fojas 
10 á 35, en apoyo de sus res^ctij|^ pretensiones . 

Y considerando: 1^ Que «Hriilfmáit^ante ha probado, sin con- 

T. XI ?<^v^*- ^ 25 
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tradiccion, que desde el ano 1887, ha estado en quieta y pací- 
fica posesión de la isla llamada c Cabral », con las declaraciones 
contestes, y uniformes de los testigos presentados, tanto por la 
parte demandante como por la parte demandada: Lorenzo Caza- 
no, contestando á la primera j segunda pregunta, fojali; 
Martin Miranda, contestando á la segunda pregunta, foja 13; 
£rnesto Amadey, contestando á la seg^mda pregunta, foja 27 ; 
y se desprende también déla confesión del señor Laffont, contes- 
tando á la primera posición de fojas 15 vuelta y 16. Sisto Villa- 
nueva, pregunta segunda, foja 20 vuelta; Juan M^ Flores, 
pregunta segunda, foja 32 vuelta ; Alejo Ceballos, pregunta se- 
gunda, foja 34 vuelta. 

Que también ha probado el despojo. 

Fuesá más de la confesión del demandado á foja 16 vuelta, 
contestando ala tercera pregunta, donde dice que el 11 de Abril 
del corriente año, mandó ocupar la isla, á pesar de que Cáceres 
le negó la entrega, con lo que quedaría suficientemente probaJo, 
están las declaraciones de Tomás Ibarra y Nicolás da Costa, 
fojas U y 26, que presenciaron el desembarco de la hacienda, y 
la instalación en la isla de los peones de Laffont, y esto sin te- 
ner en cuenta las declaraciones del testigo Yillalva, que ha sido 
tachado y las de referencia de Nicolás y Miguel Jus. 

Que estos hechos tuvieron lugar el 11 de Abril del corri^^nte 
año, según lo afirma el demandante y lo confiesa el demandado 
á foja 16 vuelta. 

Que en virtud délos anteriores considerandos es procedente 
la acción de despojo, instaurada por el actor, aunque su posesión 
sea viciosüj como se afirma, es decir, aunque la haya adquirido 
por fuerza, 6 á ocultas de su dueño, por ruego ó encargo del 
mismo, y sin necesidad de producir título alguno contra el des- 
pojante, aunque sea el dueño del inmueble. 

Que el objeto de la acción de despojü, es, simplemente, resti- 
tuir la posesión del bien raíz al que la ha perdido^ sin prejuzgar 
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nada sobre las acciones posesorias que correspondan, las cuales 
podrán intentarse poruña ú otra parte, luego que se restablez- 
can las cosas en el estado en que antes se hallaban. 

Que en el supuesto que el señor Laffont tuviera derecho á la 
posesión, en virtud de la cesión que á su favor hizo el señor 
E. Amadey de sus derechos de arrendatario, no podía, desde 
luego que había oposición por parte del señor Gáceres, tomar la 
posesión de la isla: debió demandarlo por las vías legales (artí- 
culo 2468 del Código Civil). 

Cualquiera que fuera la naturaleza de la posesión del señor 
Cáseres, no podía turbarla arbitrariamente (art. 2469 del mismo 
Código). 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á Don Eugenio La- 
ffont á la restitución á Don José León Cáceres, de la isla < Ca- 
bral », que poseía, situada en el rio Paraná, con indemnización 
de daños y perjuicios, y de los gastos causados en este juicio. 

Repónganse los sellos, notifíque^e en el original y, ejecuto- 
riada que sea esta sentencia, archívense los autos. 

E. A. Lujambio. 



Fallo de I» Suprema Certa 



Buenos Aires, Enero 17 de 1891. 

Vistos: Resultando de los hechos de la causa que la ocupa- 
ción y vías de hecho llevadas á cabo arbitrariamente y de propia 
autoridad por el demandado en el terreno materia de estos autos 
se han estendido á la isla toda de su referencia, y al rancho 
único que en ella mantenía el demandante^ y que esa ocupación 
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ha tenido lugar, no obstante la oposición de este último y con 
esclüsion de la tenencia ú ocupación en que el mismo resalta 
haberse hallado. 

Y considerando : que estos hechos caracterizan suficiente- 
mente la acción de despojo definida y regida por los artículos dos 
mil cuatrocientos noventa y siguientes del Código Civil, que es 
una acción de orden meramente policial, y tendente á evitar 
todavía de hecho y toda pretensión do hacerse justicia por si 
mismo, con prescindencia de los Tribunales y de los medios 
creados por la ley para el efecto : se confirma con costas el auto 
apelado de foja cincuenta y dos y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

RENJAMIN YICTORIGA. — G. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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CAUSA VIII V 

V 



D. Carlos Vannerot contra San Miguel y C*, sobre usurpación 

de invento. 



Sumario. — No probados los extremos legales necesarios 
para demostrar la procedencia de la acción instaurada, debe 
absolverse de ella al demandado. 



Caso. — Lo esplica el siguiente 



Falla del Suem Federal 



Rosario, Febrero 27 de 1890. 

Y vistos : estos autos iniciados por D. Carlos Vannerot, con- 
tra los señores San Miguel y Compañía, sobre usurpación del 
privilegio concedido al primero por la Oficina Nacional com- 
petente para la explotación de una máquina destinada á la fa- 
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bricacion de ladrillos, la que dice haber sido falsificada por los 
demandados, construyendo estos otra igual á la patentada, pi- 
diendo en consecuencia la aplicación de los preceptos de ¡a ley 
de Patentes y el embargo de los efecton ú objetos correspon- 
dientes á la máquina denunciada. 

Por el auto de foja 10 se hace lugar al embargo solicitado 
bajo la responsabilidad del demandante y se dá traslado de la 
demanda qne es contestada en el escrito de foja 17 rechazándose 
las aseveraciones de contrario á mérito de ser la máquina ma- 
teria de la cuestión esencialmente distinta de la patentada y no 
constituir esta tampoco un invento del demandante, por cuanto 
desde mucho tiempo antes fué concedida y empleada en todos 
los paises. 

Abierta la causa á prueba, vence el término de la misma, 
sin que las partes produzcan ninguna, y declarado así por el 
certificado del actuario corriente á foja 35, se presenta por 
el demandante el alegato de foja 38, y por el demanda- 
do escrito de foja 49, el que se provee mandando traer estos au- 
tos que ad efectum videndi, fueron llamados á solicitud de parto 
para la tramitación y estudio del espediente seguido por el mis- 
mo señor Yannerot contra el señor Dejean, y cuya resolución lle- 
va la misma fecha que la presente. 

Y condiderando : i^ Que es un principio universal de juris- 
prudencia el que el onus probandi corresponde al actor cuan- 
do los hechos en que se basa la demanda son negados por 
el reo. 

2** Que habiendo el demandado negado en su contestación á 
la demanda la similitud que puede existir éntrela máquina de 
su propiedad con la patentada, rechazando en absoluto las afir- 
maciones de la demanda (párrafo 1^, foja 18, escrito de contes- 
tación á lá demanda) se debe seguir lo dispuesto en la ley pri- 
mera, título catorce, partida tercera, y absolver de ella al deman- 
dado, no probando aquel lo negado. 
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3*" Qae en el caso sub juiice^ el actor no ha comprobado los 
estrejnos legales que debían hacer procedente 1& acción instau- 
rada, pnesque no existe en autos constatación alguna qae ma- 
nifieste la exactitad de sud afirmaciones, habiendo hecbo por 
el contrario an abandono completo de la prnebaque debía pro- 
ducir para hacer viable su demanda» cayendo así bajo el impe- 
rio de la ley citada. 

4^ Que no es una circunstancia qne< pueda destruir lo ante- 
riormente sentado, los términos del auto de foja 10, en el que 
se ordena el embargo de la máquina del demandado San Miguel 
csi es que esa máquina estuviese de conformidad con el diseno 
de su patente >, pues que al llevarse á cabo ese embargo, ni se 
ha hecho constar existan semejanzas entre aquellas máquinas 
7 ese diseño, ni aunque ello constase bleistaría la sola afirmación 
del oficial de justicia, para dar por comprobados los hechos 
aseverados en la demanda, no solo por la falta de conocimientos 
periciales de que carece el mencionado oficial de justicia, para 
revestir á su informe de las calidades de una prueba fehacieute, 
sino también porque, como se ha dicho, siendo las afirmaciones 
hechas en la demanda contraidas por la negativa de la con- 
testación á ella, 7 esta posterior al acto del embargo, era deber 
del demandante la prueba de sus asertos. 

5° Que el Juzgado no puede aceptar con su silencio las equi- 
vocadas teorías que se desarrollan en el alegato de bien pro- 
bado corriente á foja 38, en que se sostiene ser incompetentes los 
Tribunales de Justicia para reveer y anular los actos adminis- 
trativos de las Oficinas dependientes del Poder Ejecutivo como 
lo es la Oficina de Patentes de Invención, que ha concedido la 
que sirve de motivo á esté litigio ; error éste condenado no solo 
por los principios constitucionales que rigen la acción de los 
distintos Poderes públicos en qué aeguh nuestra Constitución 
se encuentra representado el Grobíerno en sus tres ramos de Eje- 
cutivo, Lejislativo 7 Judicial, dando á este último la facultad 
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expresa de interpretar en cada caso las leyes y decretos prove- 
níentes de ios dos primeros, facultándolo para declarar sa nu- 
lidad ó ioconstitucionalidad, si que también por la ley especial 
que rije el caso y la caal en su artículo 46 declara nulas las 
patentes ó certiñcados obtenidos en contraje las disposiciones 
de la misma ley citada, acordando el artículo 48 esa facultad á 
los Juzgados Seccionales, como no podía ser de otra manera 
dado nuestro mecanismo institucional. 

Por tanto y definitivamente juzgando, fallo: no haciendo lu- 
gar á la demanda con costas, y ordenando se levante el embargo 
trabado en la máquina de propidad de los señores San Miguel y 
Compañía, sin condenación en daños y perjuicios en razón de 
la patente acordada y de acuerdo con el fallo de la Suprema 
Corte que se registra en la serie S'', tomo 15, página 525. 

Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

G. Escalera y Zuoiria. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero, 5 de 1891 . 

Suprema Corle : 

Mi intervención en estos autos me parece injustificada. 

La causa no es de la jurisdicción originaria de Y. E.; ni ha 
sido parte en ella el Procurador Fiscal ante él Juzgado Inferior 
(art. 116, Código de Procedimientos Criminales). 

Y si el hecho que le. ha dado origen, á sor debidamente fun- 
dadp, habría constituido, según la ley, el delito de falsificación. 
Ja accíon para pedir la aplicación de las penas es privada 
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(artícnlos 53 y 57 de la ley de Patentes de inTeneion) ; sin que 
esta ley haya dado al Ministerio Público intervención algana 
en estos juicios. 

Dígnese pues Y. E. declarar escusada la vista conferida, si 
juzga arregladas las^breves observaciones qae preceden. 

Antonio E, Malaver. 



Falla de la Sii|ireiiia Carte 



Euenos Aires, Enero 17 de 1891, 

Yistos : por los fundamentos aducidos en los tres primeros 
considerandos de la sentencia de foja setenta y tres ; se con- 
firma esta con costas en la parte apelada ; y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

benjamín VICTORICA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 



<. >. 
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€AIJI§^A IX 



Don Carlos Vaimerot, contra Don Juan H. Anderson, sobre 

usurpación de un invento 



Sumario. — 1^ Es nula la patente de invenoíon concedida por 
una máquina conocida y aplicada anteriormente en el país. 

S"" La demanda fundada en dicha patente, hace responsable 
al actor dé los perjuicios que en su consecuencia haya sufrido el 
demandado. 

3° No procede la condenación en costas contra el demandan- 
te que no aparece haber obrado con malicia y temeridad. 



Caso. — Lo esplica el siguiente 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Octubre 2-1 de 1888. 

Y vistos estos autos seguidos por Don Carlos Yannerot^ con- 
tra Don Juan B. Anderson, por defraudación de los derechos 
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acordados á ana patente de invención, de los cuales resulta lo 
siguiente : 

1^ Que Vannerot obtuvo patente de invención en Noviembre 
del año 1885 por una máquina cuyo objetóos amasar la tierra 
para la fabricación de ladrillos, según la descripción y demás 
detalles de que instruyen los documentos de fojas 1, 2 y 3. 

^ Que en Mayo del año 1887, se presentó ante este Juzgado 
esponiendo que había venido en conocimiento que Don Juan B. 
Anderson empleaba una máquina igual para amasar la tierra 
en un establecimiento de Morón, por cuyo hecho venía á enta- 
blar formal demanda contra él fundado en las disposiciones de 
los artículos 53 y 54 de la Ley de Patentes de Invención de Oc- 
tubre 11 de 1864, pidiendo que en la debida oportunidad se le 
condenara al máximun de la pena, daños y perjuicios, costos y 
costas. 

3^ Que corrido traslado de la instancia promovida, se presen- 
tó Don Guillermo S. Galharth, en representación del señor 
Anderson, y espuso : que no era cierto que la máquina que em- 
plea su representado fuese del mismo sistema de la patentada á 
Vannerot; que ella había sido comprada en Europa el año 1885, 
á los señores Jorge Lidell y Cia., que son los constructores, te- 
niendo sus grandes fábricas en Escocia hace lo menos treinta 
años y que están en uso en todas partes, por lo que pedía se re- 
chazara la demanda. 

4^ Que después de haberse decretado el embargo de la má- 
quina en cuestión y la suspensión de su esplotacion, se recibió 
la cansa á prueba; por auto de foja 56 vuelta, estableciéndose 
que ella versara sobre si la máquina por la que ha obtenido pa- 
tente de invención el actor es la misma que emplea el demanda- 
do y si esta era conocida con anterioridad á dicha patente. 

Y considerando: 1^ Que la prueba producida por las partes, 
y de la cual instruye el certificado del actuario (foja 67), con- 
siste en el examen pericial practicado por los ingenieros seño- 
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res Guillermo E.Hunter, Tomás Wood y Feliz J. Homero, ca- 
yos informes corren á fojas 78, 81 y 100. 

^ Que de estos informes resulta, que el sistema de máqui- 
nas por la que ha obtenido patente el actor, era conocido en el 
país y fnera de él desde hace muchos años, . siendo por consi- 
guiente de aplicación los artículos i"*, ^t'' y 46 de la Ley citada, 
en todos los que se exige la calidad de novedad en el invento 
para ser objeto de una patente válida. 

Por estas consideraciones, fullo declarando : que el deman- 
dante Don Carlos Yannerot no ha probado su acción, contra Don 
Juan R. Anderson, habiéndolo hecho este respecto á la falta de 
novedad en el invento patentada á favor de aquel ; en su conse- 
cuencia, de acuerdo con los artículos i^ 4^, 46 y 51 de la Ley de 
Patentes de Invención, declárase nula la patente de invención 
espedida á favor de Don Carlos Yannerot, bajo el número 475, 
por una máquina destinada á amasar la tierra para la fabrica- 
ción de ladrillos, el demandado libre de todo cargo por razón 
de esta demanda y en libertad para continuar la esplotacion de 
la máquina; quedando, además, á salvo sus derechos para dirigir 
su acción, para la satisfacción de daños y perjuicios, y á cargo 
del demandante las costas del juicio, de acuerdo con el artícu- 
lo 51 citado. 

Hágase saber, comuniqúese esta resolución á la Comisión de 
la oficina de patentes, á los objetos que previene el artículo 52 
de la Ley de la materia, repónganse los sellos y notifíquese con 
el original. 

Andrés Ugarnza. 
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VISTA DEL SBÍ<iOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero 5 de 1891. 
Suprema Corle: 

Mi intervención eu estos autos me parece injustificada. 

La causa no es de la jurisdicción originaria de Y. £., ni lia 
sido parte en elhi el Procurador Fiscal ante el Juzgado inferior 
(art. 116, Cód. de Proc. Crim.). 

Y si el liecko que le ha dado origen, á ser debidamente fun- 
dado, habría constituido según la ley, el delito de falsificación, 
la acción para pedir la aplicación de las penas es privada (artí- 
culos 53 y 57 de la Ley de Patentes de Invención), sin que esta 
ley haya dado al ministerio público intervención alguna en es- 
tos juicios. 

Dígnese, pues, Y. E. declarar escusada la vista conferida, si 
juzga arregladas las breves observaciones que preceden. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 17 de 1891 . 



Vistos y considerando : Primero : Que la oficina de patentes, 
tanto en su informe de foja tres vuelta del espediente agregado, 
como en el que ha producido por mandato de esta Suprema 
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Corte á foja ciento noventa y una, declara que el sistema de ci- 
lindros con paletas amasadoras, que constituye la esencia de la 
máquina patentada, es conocido y utilizado en todas partes, in- 
cluso en la Bepáblica Argentina, donde se ha empleado en la 
fábrica de ladrillos de San Isidro. 

Segundo: Que los tres peritos nombrados por las partes y 
por el Juez, están igualmente conformes en que la máquina pa- 
tentada era conocida muchos años antes de que fuese patentada 
á los señores Yannerot y Artigue. 

or estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
ciento cuarenta: se conñrma esta, con declaración de qae las cos- 
tas de ambas instancias deben ser pagadas en el orden en que 
se han causado, por no aparecer que el actor haya procedido con 
malicia y temeridad. 

Repónganse los sellos y devuélvanse. 



benjamín VICTORICA. — C. S. DE LA 

TORRE.— LUIS V. VÁRELA. ABEL 

RAZAN. 
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CAUSA X 



D. Carlos Vannerot contra D. Jorge Dejean sobre usurpación 

de invento. 



Sumario. — I'' Es nula la patente de invención concedida á 
una máquina conocida y aplicada anteriormente en el paía. 

2® La demanda fundada en dicha patente hace responsable 
al actor de los perjuicios que á consecuencia de ella huya su* 
frido el demandado. 

3^ No procede la condenación en costas contra el demandante 
que no aparece haber obrado con malicia y temeridad. 



Caso. — Lo explica el siguiente 



Fallo del Suem Federal 



Bosario, Febrero 27 de 1890. 

T vistos : estos autos iniciados por D. C&rlos Yannerot con- 
tra D. Jorge Dejean sobre usurpación del privilegio concedido 
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al primero por la Oficina de Patentes de la Nación, para una 
máquina de amasar tierra destinada á la fabricación de ladrillo, 
invocando con tal motivo á su favor las disposiciones pertinen- 
tes de la ley de la materia, y pidiendo en su consecuencia en el 
escrito de demanda la suspensión de la explotación que ase- 
gura hacer el demandado de su invento, mediante una máqui- 
na igual á la patentada, embargo de los objetos y efectos em- 
pleados en ella y finalmente la aplicación de todas las demás 
penas que la citada ley fulmina contra los que obrasen en con- 
travención con sus disposiciones encaminadas á garantir la 
propiedad industrial. 

Aceptada la demanda, se hace también lugar por el auto de 
foja 9 vuelta, al embargo solicitado, bajo la condición de exis- 
tir conformidad entre los objetos enunciados y los diseños de 
la patente, á cuyo objeto se nombra un perito cuyo dictamen 
corre á foja 22, á mérito del cual se hace aquel efectivo, como 
consta del acta de fe ja 22 vuelta. 

El demandado por su parte, se escusa de los cargos de la de- 
manda, mediante la esposicion de foja 26, fundando su impro- 
cedencia é injusticia principalmente en estos dos fundamentos : 
Si la maquinaria embargada que dá origen á este litigio, no es 
del sistema que Yannerot dice inventada por él y Artigue y 
que le fué presentada, la demanda carece de base, y si la má- 
quina embargada es igual ala patentada, la patente concedida 
á favor de ella es nula y por lo tanto el demandante carece de 
derecho para su reclamo, hipótesis ambas cuya exactitud sos- 
tiene, alegando existir diferencia entre ambas máquinas y ha- 
ber preexistido la de Bejean á la Yannerot. 

Abierta la causa á prueba, se produce la de posiciones de fo- 
jas 47 y 48, la testimonial corriente á fojas 51 á 58 vuelta y 
la documental de fojas 60 á 67, posteriormente á la cual y de- 
clarado cerrado dicho término, se presenta por el demandado el 
alegato de foja 87, no haciéndolo por su parCe el demandante. 
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el cual asimismo y á solicitud del contrario, se declara decaido 
del derecho de información in voce que le había sido acor- 
dado. 

Y considerando : 1° Que segan se establece en la ley de pa- 
tentes de invención que rije el caso, de fecha 28 de Setiembre 
de 1864, no son saceptibles de patente los descabrimientos 6 
inventos que hayan sido publicados suficientemente en el país 
ó fuera de él, en obras, folletos ó periódicos impresos para ser 
ejecutados con anterioridad á la solicitud que se haga de la pa- 
tente (artículo 4^). 

2^ Que si existe prohibición de coQceder patente á las má- 
quinas ó instrumentos que se conocen sólo teóricamente por la 
publicación que se haya hecho de ellos, con mayor razón esa 
prohibición debe existir cuando del terreno teórico se ha pasado 
al estado práctico de la ejecución de esas máquinas ó instru- 
mentos y estos se encuentran ya en ejercicio antes de la solici- 
tud mencionada. 

3"* Que precisamente este hecho de la existencia de máquinas 
iguales á la patentada á favor de los señores Yannerot y Ar- 
tigue, es el que ha tenido logar en el caso subjudiee, en que 
ha existido anteriormente á esa solicitud de concesión de paten- 
tes, la máquina del demandado Dejean, como se comprueba 
en autos. — Efectivamente de las declaraciones de los testigos, 
Hoss, Lañe, Fleuri, Manasero, Pedroni y Rivas, corrientes de 
fojas 51 á 58 y 75, resulta uniformemente comprobado que la 
máquina denunciada por falsificación había sido devuelta á su pro- 
pietario Dejean en el mes de Enero de 1889, después de seis ó 
más veces que con este objeto permaneciera en los talleres del 
señor Boss, hecho éste que revela la existencia de dicha máqui- 
na anteriormente á la época de la concesión de la patente á fa- 
vor del demandante, pues datando esta del mes de Noviembre 
de 4885, y descontando de la citada fechado Enero de 1886, 
los seis ó más meses que aquella estuvo esperando compostura, 

T. XI 26 
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resalta en favor de la misma, una antigüedad de cuatro ó más 
meses sobre la referida patente, aparte de que los testigos Ross 
7 BivaSy aneveran haberla ja conocido, el primero desde el año 
1880 j el segundo desde el 1883 (contestación á las preguntas 
5» y 2" de los interrogatorios de fojas 51 y 75), sin más diferen- 
cia de que hoy tiene otras palas de las que en aquella época 
tenía, siendo en todo lo demás exactamente la misma. 

4° Que por su parte el demandante no ha destruido en ma- 
nera alguna la prueba de que se ha hecho mención en el número 
anterior, pues el espíritu de sus repreguntas dirijidas á los 
testigos presentados de contrario, ha tendido únicamente á 
constatar el número de cilindros que diseña su patente, j 
no á la antigüedad que la misma debió tener para poder jos- 
tincar el ejercicio de su derecho, á mérito de la patente conce- 
dida. 

5^ Que siendo esto así y en otro concepto, si la máquina dise- 
ñada es distinta á la patentada á favor de Vannerot, no dá lugar 
á su acción y si es igual á ella, la existencia anterior de la má- 
quina de Dejean, hace nula la patente concedida, pues que 
tanto la prescripción del artículo 46 de la Ley de patentes de 
invención como el fallo de la Suprema Corte corriente á página 
546, serie 2*, tomo 15, preceptúan que las patentes ó certifi- 
cados concedidos á máquinas ó aparatos cuyo sistema 6 aplica- 
ción sean conocidos 6 practicados en el país, son nulos y de 
ningún valor. 

Por tanto, y de acuerdo con las prescripciones legales y re- 
solución de la Suprema Corte enunciada: se declara nula la 
patente concedida á favor del señor Vannerot, no haciendo lu- 
gar á la acción deducida, mandándose levantar el embargo tra- 
bado sobre la máquina del demandado y comunicándose al De- 
partamento de Ingenieros esta resolución á los efectos del caso, 
sin condenación en costas, daños y perjuicios, en razón de la 
existencia de la patente acordada al demandante y du acuerda 
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ai fallo de la Suprema Corte corriente á página 525 del tomo 15, 
serie 2^ 
Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

G. Escalera y Zuvirla. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bqcoos Aires, Eneró 5 de 1891. 
Suprema Corle : 

Mi intervención en esta cansa me parece injustificada. 

La causa no es de la jurisdicción originaria de Y. E.« ni ha 
sido parte en ella el Procurador Fiscal ante el Juzgado Inferior 
(art.llBdel Código de Procedimientos Criminales). 

Y sí el hecho que le ha dado origen» á ser debidamente fun- 
dado, habría constituido, según la ley, el delito de falsificación, 
la acdon para pedir la aplicación de las penas es privada, 
(arts. 53 y 57 de la Ley de Patentes de Invención) ; sin que esta 
Ley haya dado al Ministerio Público intervención alguna en 
estos juicios. 

Dígnese Y. E. declarar escusada la vista conferida, si juzga 
arregladas las breves obserTaciones que preceden. 

Antonio E. Malaver. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 17 de 1890. 

• 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma la sentencia de fo- 
ja ciento catorce, en cnanto no hace lugar á la demanda inter- 
puesta^ declarando nula la patente en que ella se funda y manda 
levantar el embargo trabado sobre la máquina del demandado; 
y se revoca en cuanto á los daños y perjuicios reclamados en 
la contestación, por no ser el caso análogo al resuelto en la cau- 
sa á que el Juez de Sección se refiere sobre este punto^ decla- 
rándose ellos de cargo del demandante, de conformidad al artí- 
culo mil ciento nueve del Código Civil. 

En cuanto á las costas, no apareciendo que este último haya 
procedido con malicia y temeridad, se declara que deben ser 
satisfechas en ambas instancias, según se hayan causado. Re- 
puestos los sellos devuélvanse. 



benjamín VÍGTORIGA. — G. S. DE LA 
TORRE.— LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
RAZAN. 
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CAUSA XI 



El Senador Nacional, General Don Rufino Ortega, sobre recurso 

de Babeas Corpus 



Sumario. — La prisión de an Senador Nacional no pnede ser 
mantenida después de abierto el Congreso, si resalta no haberse 
dado cnenta del procedimiento á la Cámara respectiva, con la 
información sumaria del hecho. 



Caso. — Lo esplica el sigaiente 



Fallo del Juez Federal 



Mendoza, Diciembre 8 de 1890. 

Yisto el precedente recurso de habeos corpm deducido por la 
señora Elvira O. de Ortega 7 señores Lisandro A. Sabal, Fran- 
cisco Baffo 7 D. Yillanneva^ solicitando la libertad inmediata 
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del General Rufino Ortega, que dicen hallarse indebidamente 
presión el caartel de policía. 

Y considerando: 1° Que como f and amento del recurso inter- 
puesto se invocan las inmunidades de que el preso goza en su 

carácter de Senador Nacional ; manifestando que su prisión ha- 

> 

bía sido ejecutada por resistirse á entregar presos á la policía, á 
su secretario y otro amigo que con varias personas le acompaña- 
ban en su domicilio, en previsión de que se repitiera la tenta- 
tiva de asesinarlo que en la misma noche y como alas 9 y 30 
p. m. se había llevado á cabo por un soldado de policía que se 
presentó disfrazado y á caballo, disparando sobre él todos los 
tiros de su revólver. 

Agregan que poco después, á las 3 a. m. del mismo dia, la casa 
del senador Ortega era asaltada á balazos por el batallón de po- 
licía apoyado por grupos de la Union Cívica, que penetrando á 
las habitaciones violentamente, le redujeron ¿ prisión, condu- 
ciéndole con los demás amigos al cuartel de policía, en cuyo 
trayecto fué vejado por sus conductores y enemigos polí- 
ticos. 

2^ Que pedido informe al señor Jefe de Policía, en conformidad 
á lo dispuesto por el artículo 619 del Código de Procedimiento 
Penal, sobre la efectividad de la detención del general Ortega, 
autoridad que la decretara y motivos de la misma, este funcio- 
nario se espide manifestando : 

1^ Que aqael se hallaba detenido por su orden y en virtud 
de los delitos de resistencia armada á las autoridades de la pro- 
vincia y del de sedición, previstos en los artículos 226, inciso 2®, 
227, 235 y 237, inciso 5^ del Código Penal ; 

2'' Que habiendo recibido órdenes superiores para proceder á 
la captura del mayor de línea Don Amadeo Baldrich y Don Mi- 
guel Mogrovejo por haber estos proferido amenazas de muerte 
contfa el señor Gobernador y Ministros, en presencia de grnpos 
numerosos, incitándolos á armarse y derrotar á las autoridades 
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locales, se trasladó & la casa particular del general Ortega, don- 
de aquellos se encontraban, manifestándole la orden de agesto 
referida, á cuya intimación le contestó que bajo concepto alguno 
consentiría que dichas personas fueran apresadas, y que no aca- 
tarla órdenes de la policía ni del Poder Ejecutivo, pues se baila- 
ba dispuesto á resistirlas en cualquier terreno ; 

3"* Que ante esa actitud ordenó el allanamiento de la casa 
para capturar á las personas indicadas en cuyo momento' se hizo 
fuego de remiogton desde las azoteas sobre las fuerzas á sus ór- 
denes, y desde el frente de la casa donde se hallaban acantona- 
dos los grupos espresados, sin que acto alguno de su parte autori- 
zara tal agresión ; 

4^ Que la ejecución de los hechos enunciados en que el gene- 
ral Ortega había sido tomado infraganti, motivaron su detención 
y la de los demás revoltosos que le acompañaban, medida orde- 
nada por el informante, en ejercicio de las facultades que le 
acuerda la ley reglamentaria de policía, ajustada por otra parte 
al artículo 61 de la Constitución Nacional ; 

5"^ Que, finalmente, desde el regreso del general Ortega á esta 
ciudad, la policía había recibido continuas denuncias de que este 
preparaba un movimiento revolucionario, á cuyo fin había dis- 
tribuido armas y municiones en diversos puntos de la Provincia 
é intentado, además, por medio de algunos oficiales subalter- 
nos de línea, sobornar á tal efecto las fuerzas de policía, cuyo 
plan lo acredita el hecho de habérsele tomado en su propia casa 
y en su finca del « Rodeo del Medio » algunos centenares de 
remiogtons, municiones en gran cantidad y otros, pertrechos 
de guerra; hechos que constituían una amenaza para la tran- 
quilidad pública, dados pos antecedentes referidos y su actitud 
abiertamente hostil y vejatoria del principio de autoridad. 

3^ Que solicitado el dictamen del Procurador Fiscal, este 
funcionario se opone á la libertad del detenido y calificando los 
hechos enunciados en el informe del Gefe de Policía como delitos 
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de lebelioD, sedición y desacato á mano armada contra la aato- 
ridadg castigados por la ley con penas aflictivas, cnyos delitos se 
hallan comprendidos en la clase de los previstos en el artícalo 
61 de la Constitución Nacional^ pide el rechazo del recurso in- 
terpuesto y que se remita al mismo tiempo al Honorable Senado 
de la Nación el sumario instruido á los objetos determinados por 
el artículo 62 de la misma Constitución. 

Que en este estado del juicio y pendientes los autos ante el 
Procurador Fiscal, los recurrentes presentan al Juzgado las pe- 
ticiones de foja. «. áfoja... solicitando se tengan presentes las 
observaciones que en ellas se hacen respecto al recurso deducido 
y acompañan á los mismos un boletín en que se contiene un 
manifiesto del señor Gobernador de la Provincia^ un diario en el 
que se registra el informe del Oefe de Policía^ copia déla orden 
de prisión y, por petición verbal, la agregación del original de 
la misma, con cargo de devolución. 

Considerando en cuanto á los fundamentos del recurso dedu- 
cido : 1^ Que toda orden 6 procedimiento de nn funcionario pú- 
blico tendente á restringir la libertad de una persona, autoriza 
el recurso de amparo para ante el Juez competente. 

S"" Que procede también el recurso de habeas corpuSy toda 
vez que una autoridad provincial constituyere en prisión á un 
miembro del Congreso 6 á cualquier otro individuo que obre en 
comisión del Gobierno Nacional; en cuyos casos el preso, sus pa- 
rientes ó amigos pueden gestionar su libertad ante el Juez sec- 
cional correspondiente (art. 617 del Código de Procedimiento 
Penal, y 20 de la Ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales). 

S*' Que el preso, OeneralDon Rufino Ortega, inviste el cargo 
de senador al Honorable Congreso Nacional y en tal carácter se 
halla, por consiguiente, bajo el amparo de las disposiciones le- 
gales precitadas, y sujeto á la jurisdicción de este Juzgado^ en 
cuanto al recurso deducido. 
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4® Que para declarar la procedencia 6 improcedencia del re- 
clamo interpaesto, corresponde averiguar : 1^ 8i la prisioj^del 
espresado General Ortega, dadas las inmunidades de que se ha- 
lla investido, ha sido ejecutada legalmente; S*' si la orden en 
cuya virtud se efectuó su prisión emanaba de autoridad compe- 
tente para espedirla. 

&" Que según el informe del Gefe de Policía las causas deter- 
minantes de la prisión ó detención, consisten principalmente : 
1^ en el hecho de haber resistido con empleo de armas la en- 
trega de individuos que se hallaban en su casa habitación, lo 
cual se clasifica como un acto de rebelión 6 sedición; 2^ las de- 
nnncias de movimientos subversivos dentro del territorio de la 
provincia, llevados á conocimiento de aquel funcionario. 

6^ Que por el artículo 61 de la Constitución Nacional, se esta- 
blece que ningún diputado 6 senador desde el día de su elec- 
ción hasta el de su cese, puede ser arrestado, escepto el caso de 
9er sorprendido infraganti en la ejecución de algún crimen que 
merezca pena de muerte, infamante ú otra aflictiva, de lo que 
se dará cuenta á la Cámara respectiva con la información su- 
maria del hecho. 

7^ Que el artículo 62 de la misma Constitución establece 
también que cuando se forme querella por escrito ante la justi- 
cia ordinaria, contra cualquier senadora diputado, examinado 
el mérito del sumario enjuicio público, podrá cada Cámara con 
dos tercios de votos suspender en sns funciones al acusado y 
ponerle á disposición del Juez competente, para su juzga- 
miento. 

9* Que las disposiciones citadas que acuerdan estas inmuni- 
dades á los miembros del Congreso como un atributo esencial á 
la soberanía y conservación de este alto poder del Estado, deben 
de interpretarse en el sentido más amplio y absoluto ; pues de 
lo contrario habría el peligro de que tales privilegios fueran 
frecuentemente burlados, frustrando la Constitución en una de 
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SUS más sustanciales disposiciones [Fallos de la Suprema Corle, 
tomo.l'', serie i"", página 299). 

9^ Que por la razón espuesta, la escepcion única en que se 
consideran suspendidas esas garantías, acordando el derecho de 
prender A un diputado ó senador autor de un crimen de la na- 
turaleza de los espresados debe, por el contrario, interpretarse 
restrictivamente. 

iO'* Que en el caso no se trata de crímenes sujetos á pena de 
muerte, infamante 6 aflictiva para que deban considerarse com- 
prendidos en la disposición antes citada ; y no puede racional- 
mente entenderse que la sola resistencia á la intimación de en- 
trega de los individuos que se dice se hallaban en la casa habi- 
tación del General Ortega, hecha por el Gefe de Policía, impor- 
ta la perpetración de un delito en las condiciones que espresa la 
misma disposición. 

11'' Que tampoco puede decirse que esa resistencia opuesta á 
la autoridad policial constituya un delito de rebelión ó sedición 
como se clasifica por el señor Gefe de Policía y Procurador Fis- 
cal, desde que no se ha producido acto alguno que pudiera tra- 
ducirse en el propósito de deponer al señor Gobernador de la 
Provincia 6 á otro de los poderes públicos, que son los casos en 
que, según el inciso 2'' del artículo 226 y 227 del Código Penal 
invocado, se cometen tales delitos. 

Í2'' Que las solas denuncias y demás hechos áque se refiere 
el citado informe, sobre propósitos en el detenido de producir un 
movimiento revolucionario en la provincia, tampoco han podido 
autorizar por sí solos su prisión en la forma en que se ha eje- 
cutado, pues tratándose de un individuo investido de fueros é 
inmunidades nacionales, debió, en todo caso, precederse llenan- 
do los requisitos proscriptos en el mencionado artículo 62 de la 
Constitución Nacional. 

i3^ Que á este respecto es también de observarse que en la 
nota remitida al Gefe de Policía por el Poder Ejecutivo de la 
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Provincia ordenando el arresto del General Ortega, y que origi- 
nal se ha presentado por los recurrentes, no se invocan tales de- 
litos; espresándose únicamente en ella, como cansa, el desacato 
y resistencia armada á la autoridad de entregar á los culpables , 
cuya detención se había ordenado. 

14° Que es asimismo de notarse que las resistencias hechas 
por el General Ortega á las intimaciones que se le hicieran en 
aquel acto, se fundaban en sus inmunidades como senador nació- 
nal y en la falta de presentación de una orden escrita de autori- 
dad competente, según lo espuesto por los recurrentes en su i'il- 
timo escrito ; y este hecho resulta acreditado de los propios 
términos en que está concebida la orden recordada ,'y del parte 
policial, inserto en el diario adjunto. 

15° Que según se deduce de los términos ie\ segundo acápite 
del mismo infórmenla prisión del General Ortega se llevó á efec- 
to por propia orden del señor Gefe de Policía, precediéndose en 
igual forma al allanamiento de su morada, pues no se espresa 
que al verificarlo se exhibiera ninguna escrita, de autoridad com- 
petente; y no puede atribuirse este carácter á dicho funcionario 
para ordenar y ejecutar por sí los actos referidos, máiime tra- 
tándose de un individuo investido de las inmunidades espre- 
sadas. 

16^ Que tampoco puede considerarse autoridad competente 
para ordenar la prisión ó arresto de una persona que se halla en 
las condiciones del detenido, al Poder Ejecutivo de la provincia, 
no tratándose, según se ha dicho, 'del caso previsto en el artí- 
culo constitucional precitado. 

17° Que en consecuencia, el Juzgado no puede estimar como 
justificada la prisión del citado General, dadas las condiciones 
en que ella ha sido efectuada . 

Por tanto, y omitiendo otras consideraciones, el Juzgado de- 
clara procedente el recurso interpuesto; y resuelve en conse- 
cuencia, ordenar la inmediata libertad del senador nacional Ge- 
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neral Don Rufino Ortega, la que deberá efectaarse dentro de las 
horas hábiles del día de hoy: á sus efectos oficíese al señor &e- 
fe de Policía con copia de la presente resolución ; debiendo no- 
tificarse esta por el oficial de justicia Don Ricardo García en 
ausencia del secretario titular. 

Hágase saber original y en oportunidad archívense estas 
actuaciones. 

Juan del Campillo, 



Apelado este fallo por el Fiscal y el Oefe de Policía de la Pro- 
vincia de Mendoza, se concedió el recurso para ante la Suprema 
Corte . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero 14 de ljB91. 
Suprema Corte : 

Es procedente el auto de habeas corpus cuando una autoridad 
provincial ha puesto preso á un miembro del Congreso (art. 617 
del Código de Procedimientos en lo Criminal). 

Los Jueces Federales son competentes para conocer del men- 
cionado recurso, escepto cuando la orden de prisión emanase de 
un superior en el orden judicial ; cuando fuese espedida por al- 
gún Juez Correccional ó del Crimen de la Capital ; 6 cuando 
emanase de alguna de las Cámaras del Congreso (art. 618 si- 
guiente). 

En el presente caso, la prisión del senador Ortega fué orde- 
nada por el Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza, como 
lo comprueba el documento original de foja 27, y desde luego, 
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la competencia del Jaez Federal para conocer de dicho recnrso, 
es evidente. 

£1 fundamento de la mencionada orden de arresto, segnn los 
términos propios de esta, es el de haberse resistido el senador 
General Ortega, « á entregar á los culpables, cuya detención se 
había ordenado, y desacatado la autoridad hasta el punto de 
hacer armas contra esta ». La negativa á la entrega de las dos 
personas cuya detención se había ordeüado, ha sido confesada 
por los mismos que han deducido el recurso de habeas corpus ; 
al mismo tiempo que el hecho del desacato con armas que tam- 
bién se le inculpa, ha sido negado. 

Bespecto del primero de estos hechos^ se dice k foja 2 vuel- 
ta: € ... pretendióse más tarde por la policía, que este (el sena- 
dor Ortega) entregara presos á su secretario y otro amigo suyo, 
particnlar, á lo que no accedió^ porque estaban acompañándolo 
junto con otros varios, etc. >. Esta confesión se ratifica á foja 
21 , en los siguientes términos : < Es de pública notoriedad que, 
habiendo errado el golpe el primer asesino enviado á matar al 
General, se le mandó provocar en seguida, eangiéndole la entre- 
ga de dos de stxs amigos ; y que como la resistiera, fué asaltada, 
allanada y saqueada su casa, á descargas de remington, por el 
batallón de policía, apoyado y estimulado por los cívicos ». 

El segundo hecho en que se funda la orden de arresto, ó sea, 
el desacato á la autoridad haciendo armas contra esta, se en- 
cuentra formalmente negado á foja 3, en que los recurrentes 
dicen ; c Poco después, á las 3 a. m. de hoy, la casa del senador 
Ortega era asaltada ¿balazos por el batallón de policía, apoyado 
por grupos de laTJnion Cívica; y como él prohibiera á sus ami- 
gos hacer uso de sus armas para repeler el asalto oficial, los 
asaltantes penetraron á las habitaciones, y después de allanar- 
las... fué sometido á prisión y conducido al cuartel de policía 
junto con los amigos que lo acompañaban > . 

Sin duda porque este segundo hecho era contradicho, fué que 
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elProcnrador Fiscal, en su escrito de foja 28, solieitóla recep- 
ción de la cansa á prueba, por el breve término que autorisa el 
artículo 638 del Código de Procedimientos en lo Criminal ; pero 
el inferior, por su providencia de foja 29, no hizo lugar á tal 
pedido ; ni al de que se solicitara ad effecium videndi el soma- 
rio que sobre tales hechos instruía elJuez del Crimen de la 
Provincia. 

Y cuando el artículo 638 citado del Código de Procedimien- 
tos, autoriza á la persona presentada en virtud de un auto de 
hateas corpus, para negar los hechos afirmados en el informe 
de la autoridad que ordenó su detención, 6 para alegar otros 
para probar que su prisión es ilegal, y que debe ponérsele en li- 
bertad, en cuyo caso ordena al Jaez que acuerde un breve tér- 
mino para la prueba, no habiéndose procedido así, no me es 
posible tener por suficientemente acreditado el segundo hecho 
de que vengo ocupándome; y en tal caso queda como único 
fundamento de la orden de detención, la negativa del senador 
Ortega « á entregar á dos culpables cuya detención se había or- 
denado:». 

¿ Autorizaba legalmente este hecho la prisión de un miembro 
del Congreso Nacional, ordenada por el Poder Ejecutivo de una 
Provincia ? 

Mi opinión es, Excelentísimo señor, que tal orden no aparece 
debidamente justificada. 

El artículo 61 de la Constitución Nacional establece < que 
ningún senador ó diputado, desde el día de su elección hasta el 
de su cese, puede ser arrestado, escepto el caso de ser sorpren- 
dido tnfraganti en la ejecución de algún crimen que merezca 
pena de muerte, infamante, úotra aflictiva, de lo que se dará 
cuenta á la Cámara respectiva con la información sumaria del 

hecho > . 

£1 artículo constitucional citado, exige, para autorizar la de- 
tención de un miembro del Congreso, que se le tome infraganti 
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en la ejecución de un crimen que merezca pena de muerte, in- 
famante, ú otra aflictiva ; y no se halla, á mi juicio, compren- 
dida en esta clasificación, el hecho atribuido al General Ortega, 
y al cual es aplicable la disposición del artículo 227, inciso 3*^ 
del Código Penal. «Son reos de sedición, dice esto artículo, y 
sufrirán pena de destierro de uno á tres años, los que sin desco- 
nocer al Oobierno constituido, se alzaren públicamente con al- 
gunos délos objetos siguientes: ...3"^ impedir que las autori- 
dades ejerzan libremente sus funciones, ó hagan cumplir sos 
providencias judiciales 6 administrativas ». 

Si bien la inmunidad de que goza un miembro del Congreso 
es puramente personal, y tiene por único objeto garantizar del 
modo más amplio bu libertad en el ejercicio de la alta función 
que desempeña, y no constituye por tanto en logar de asilo su 
propio domicilio ; ni tiene el derecho de resistir que la justicia 
criminal cumpla su misión respecto de otras personas, con todo, 
creo, que el hecho de negar la entrega á la autoridad para hacer 
efectiva la prisión de las dos personas indicadas, no constituye 
el crimen que puede autorizar la prisión del senador según los 
términos del artículo constitucional citado. Esa prisión de las 
dos personas mencionadas pudo tener lugar previo el allana- 
miento de la casa, como lo tuvo en efecto, sin necesidad de cons- 
tituir en prisión al senador nacional, dueño de aquella. Si el se- 
nador había cometido el delito de sedición, resistiéndose ala 
entrega de tales personas, pudo formarse el proceso ó sumario á 
que alude el artículo 62 de la Constitución diciendo: «Cuando 
se forme querella por escrito ante las justicias ordinarias contra 
cualquier senador ó diputado, examinado el mérito del sumario 
en juicio público, podrá cada Cámara con dos tercios de votos 
suspender en sus funciones al acusado y ponerlo á disposición 
delJuez competente para su juzgamiento, * 

£1 camino indicado por este artículo es el que, en mi opinión, 
pudo seguirse por el Gobierno de Mendoza; enviando al Hono- 
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rabie Senado el sumario que se hubiese levantado judicialmente, 
y que comprobara los delitos atribuidos al senador, pidiéndose 
el levantamiento de sus inmunidades. 

La doctrina que consagra la exención de los miembros del 
Congreso de toda orden de arresto ó prisión, es de todos los 
paises y de todas las épocas ; y entre nosotros se encuentra con- 
sagrada por nuestras primeras disposiciones patrias. 

El Reglamento aprobado por la Asamblea General Constita- 
yente en 10 de Marzo de 1813, estableció, en su artículo S"" que: 
< solo por delito criminal de enorme gravedad infraganti, po- 
drían ser aprehendidos los diputados ». 

El Congreso Nacional reunido en Tucuman, sancionó en 27 
de Marzo de 1816, que : c en las causas de toda clase de los se- 
ñores diputados no poGÍría entender otro Juez que el mismo So- 
berano Congreso, hasta dos meses después de restituidos & sus 
provincias respectivas * . 

«Este privilegio, que significa libertad de arresto, dice Fas- 
chai, ha pertenecido á todos los cuerpos legislativos en el conti- 
nente y desde tiempo inmemorial al Parlamento inglés. No po- 
dría ser suprimido sin que peligrasen las libertades públicas, lo 
mismo que la independencia privada de los miembros. » (Anota- 
ciones á la Constitución de los Estados Unidos, y concordancias 
de la Constitución Argentina, tomo I"", página 145). 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la sentencia 
recurrida, soy de opinión que esta debe ser confirmada por 
V. E. 

Antonio E. Malaver. 
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Auto de la Suprema Corte 



Bueaos Aires, Enero 17 de 1891. 

Autos: y para mejor proveer, pídase informe al Honorable 
Senado de la Nación, sobre si las aatorídades locales de la pro- 
vincia de Mendoza, han cumplido con dar cuenta á esa Honora- 
ble Cámara del hecho que motivó la prisión del señor senador 
General Don Sofíno Ortega bu los términos del artículo sesenta 
7 uno de la Constitacion Nacional ; y á sas efectos diríjase el 
oficio correspondiente al señor Piesidente del Senado. 

benjamín VICTORICA.— C. S. DE LA 
TORBE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. 



Fallo de la Suprema 'Corte 



Buenos Aires, Enero 20 de 1891. 

Yistos: Considerando que cualquiera que sea el carácter y mé- 
rito de los hechos que han dado lagar ala prisión del señor se- 
nador nacional General Don Bufíno Ortega, respecto délo cual 
no hay antecedentes bastantes en autos y sería necesaria una 
mayor investigación, ella no ha podido ni puede ser mantenida 
después de abierto el período actual de sesiones extraordinarias 
del Honorable Congreso, sin darse cuenta del procedimiento con 

T. XI 27 
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la informHcion sumaria del hecho á la Cámara respectiva, con 
arreglo al artículo sesenta y uno de la Constitución Nacional. 

Que del precedente informe del señor Presidente del Honora- 
ble Senado, resulta que hasta la fecha no han cumplido con tal 
requisito las autoridades locales de la Provincia de Mendoza 
que han actuado en los hechos que dan lagar á la causa j por 
cuya orden fué llevada á cabo aquella prisión, dias antes de co- 
menzar á sesionar el Congreso, á pesar del largo tiempo trans- 
currido desde que este último hecho ha tenido lugar. 

Por estos fundamentos y oido el señor Procurados Oeneral : 
se resuelve mantener la libertad decretada por el aubo apelado 
de foja treinta, y no se hace lugar á ninguno de los recursos 
interpuestos. 

Devuélvanse debiendo reponerse los sellos que correspondan 
ante el Juzgado de su procedencia. 



benjamín YICTORIGA. — C. S. DE LA 
TORRE. — LtlIS V. YARELA. — 
ABEL RAZAN. 
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CAUSA XII 



Contra Don Juan B. Prevé, por contrabando 



Sumario. — i^ Las mercaderías descargadas sin estar espe- 
dito el alije del buque, caen en comiso, y en sa defecto debe pa- 
garse el valor de las mismas, calculado por el de tarifa, con más 
los derechos adeudados. 

2^ El reclamo correspondiente puede hacerse durante el tér- 
mino de diez años, contados desde la entrada del buque. 



Caso, — Lo explica el siguiente 



FaIIo del Juez Federal 



Paraná, Octubre 2 de 1888. 

Y vistos : La causa seguida á instancia del Procurador Fis- 
cal contra D. Juan B. Prevé sobre defraudación de la renta fis- 
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cal, dennuciada por el Inspector de Aduana Don Manuel Ca- 
melino, y considerando: 

1^ Que por el manifiesto de embarque acompañado en forma 
auténtica por el Cónsul Argentino en el Salto, Bepública del 
Uruguay, está probado concluyentemcnteque la chata Oriental 
del «Paso», de propiedad de Don Juan 6. Prevé, salió despa- 
chada de ese puerto el dia nueve de Junio de 1885 conduciendo 
con destino á Concordia, puerto argentino, las siguientes mer- 
caderías: un cajón fósforos, 20 cajones Bitter, 20 cajones ke- 
rosene, 10 cajones café, 8 cuartas pipas vino, 20 barricas azúcar, 
10 cajones vermouth, A cajones café, 4 cajones sardinas j5 
bultos almidón. 

Que está igualmente probado por el informe del señor Cónsul 
de la República del Uruguay, residente en Concordia, espedido 
con referencia á los asientos del Libro de Registro, que la espre- 
sada chata dio entrada en Concordia con carga, el- dia diez y 
ocho del mismo mes y salió en lastre el mismo dia. 

Que es indudable que esa carga la desembarcó en Concordia, 
desde que salió en lastre el dia mismo de su entrada y que lo 
hizo sin presentar manifiesto de ella, pagar los derechos de im* 
portación ni llenar las demás formalidades aduaneras estableci- 
das por las ordenanzas vigentes ; pues de otra manera no se ha- 
bría iniciado el sumario administrativo que da origen á este 
juicio, ni Prevé habría negado, como niega en su declaración, 
que la chata del «Paso», de su propiedad, haya hecho operación 
de carga en el Salto el nueve de Junio de 1885 y que haya 
dado entrada en Concordia el diez y ocho de ese mismo mes. 

Que la prueba resultante de los informes consulares es tanto 
más convincente, cuanto según la declaración del guarda Ben- 
jamín Haiman, confirmada por la del Jefe del Resguardo de Con- 
cordia, no es la primera vez que la chata^en cuestión descarga 
mercaderías clandestinamente en la costa argentina. En efecto, 
el primero, á foja..., dice : Qae por el mes de Mayo másenmenos 



DE JUSTICIA NACIONAL 421 

del mismo año ochenta y cinco vio que la Oriental, chata del 
€ Paso >, de propiedad de D. Juan 6. Prevé, descargó unas mer- 
caderías sin presentar el manifiesto, de lo que dio cuenta ver- 
balmente al Jefe del Resguardo», y este en su declaración de 
foja... confirma el hecho y agrega : cQue en virtud de la denuncia 
del Guarda llamó al patrón de la chata y lo amonestó previnién- 
dole que si repetía el hecho daría cuenta al Administrador». 

Que los hechos comprobados constituyen una violación del 
artículo 36 de las Ordenanzas de Aduana que prohiben la descarga 
de un buque antes de estar espedito al alije, lo que se castiga 
con la pena de comiso de las mercaderías desembarcadas, por el 
artículo 899. 

Que si bien esas mercaderías han desaparecido y el patrón 
autor de la contravención resulta ser Don Agustin Bino, cuñado 
y dependiente de Prevé, estas circunstancias no lo exoneran de 
responsabilidad á este último, que confiesa ser el propietario de 
la chata, porque los dueños de los buques y de las mercaderías 
son responsables de las multas que se impongan por los fraudes 
6 contravenciones que cometan sus empleados, aunque los igno- 
ren, como lo disponen terminantemente los artículos 1027 y 
1028 de las ordenanzas. 

Por estas consideraciones, y de conformidad á los artículos 
1025 y 1026 de las Ordenanzas y demás disposiciones citadas, 
condeno á Don Juan B. Prevé á pagar una multa igual al va- 
lor de las mercaderías relacionadas en el considerando primero, 
que se calculará por el de tarifa, aumentado con los derechos 
que adeudan, la que se aplica á favor del denunciante en la for- 
ma establecida por el artículo 1030, con costas. Hágase saber 
con el original y repónganse los sellos . 



M. de T. Pinto. 
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EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 



Buenos Aires, Setiembre 15 de 18dO. 
Suprema Corte : 

El señor Procurador Fiscal de la Sección de Entre Bios de- 
dujo á foja22y acción civil contra Don Juan B. Prevé por el 
importe de los derechos de las mercaderías que introdajo, se- 
gún él, del Salto á Concordia, defraudando al Tesoro Nacional ; 
fundado en los antecedentes que ofrece el sumario que corre 
en autos de foja 1 á foja 21. 

Seguido el juicio por todos sus trámites, ha sido fallado en 
definitiva de acuerdo con las pretensiones del demandante ; 
fundando su sentencia en los mismos antecedentes que este in- 
voca al deducir su acción. 

Esos antecedentes no ofrecen, & mi juicio, la prueha que la 
Ley exige para que pueda darse por demostrado el hecho origen 
de este juicio; y por lo tanto creo que no es ajustada á derecho 
la mencionada sentencia, como lo paso á demostrar examinando 
ligeramente sus fundamentos. 

El inferior se apoya en los documentos de foja 5 á foja 10 
y en las declaraciones de los testigos Haiman y Almada, foja 
17 á foja 19 vuelta, para dar por demostrado el hecho materia 
de este proceso. 

Los documentos á que aludo, no revisten la forma que la ley 
prescribe para que hagan fe enjuicio. No están legalizados 
como V. E. puede observarlo, y por consiguiente, no pueden 
fundar la sentencia recurrida. 

Pero suponiendo que esos documentos fuesen auténticos, de- 
mostrarían hechos distintos á los que se han debido justificar 
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en este juicio. Los de origen oriental probarían que la chata 
del Paso salió cargada de mercaderías del Salto para Concordia ; 
y los de origen argentino que la referida chata qne salió de 
este último panto cargada con mercaderías para el primero ; 
pero ninguno de ellos, ni todos juntos prueban que las merca- 
derías que vio descargadas en Concordia el señor Haiman, fue- 
ron desembarcadas por la chata del Paso que es lo que ha debido 
demostrarse. 

Se dice que habiendo salido la chata nombrada cargada de 
mercaderías del Salto para Concordia, se debe suponer que las 
descargó en este punto ; pero esto no pasa de ser una mera su- 
posición incapaz de fundar una resolución como la que nos 
ocupa. Si entramos en el terreno de las suposiciones, podría 
sostener con más fundamento, á mi vez, que no habiendo ob- 
servado el Resguardo de Concordia la entrada de dicho buque 
al puerto, ni menos su descarga, se debe suponer que desem- 
barcó las mercaderías que conducía á su bordo en un punto de 
la costa oriental, próximo á Concordia, por convenir así á los 
intereses de sus dueños. 

La prueba de la primera suposición incumbe al actor; y nada 
ha hecho para conseguirla. 

Para terminar este punto de mi examen, cuya claridad me 
escusa de ser más largo* solo debo observar á Y. E. que los do- 
cumentos de mi referencia han sido conseguidos directamente 
por el denunciante, y que la defensa solo los puede ver con 
desconfianza. 

La prueba testimonial, on la que también se apoya la senten- 
cia, carece completamente de mérito legal. Solo el testigo 
Haiman ha visto unas mercaderías desembarcadas en el puerto 
de Concordia ; pero ignora qué buque hizo la descarga, quién es 
su dueño y á quién venían consignadas las referidas mercade- 
rías. El testigo Almada solo repite lo que le ha dicho el ante- 
rior testigo. Fácilmente se comprendé que estas declaraciones 
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no prueban el hecho denanciado, ni ha podido fundarse en 
ellas* el Inferior para resolver este punto como lo ha hecho. 

Aquí me parece oportuno advertir á Y. E. que el testigo 
Haiman dice en la declaración cuya copia ha sido remitida por el 
señor Administrador de.'Bentas Nacionales de Concordia (f. i7) 
que el buque que hizo la descarga de las mercaderías que nos 
ocupan, fué la chata del Paso, de propiedad del señor Prevé ; 
pero al preguntarle al señor Juez á foja 56 si se ratifica en 
esa declaración, ha manifestado que no declaró el nombre 
del buque, ni de su dueño ; porque él solo ha visto las merca- 
derías. 

De lo espuesto resulta que la acción entablada contra mi de- 
fendido no ha sido justificada en este proceso, por ninguno de 
los medios de prueba de que se ha valido el Procurador Fiscal ; 
y que la sentencia dictada por el Inferior, con fecha 2 de Octu- 
bre de 1888, en la que condena á Prevé al pago de una multa 
igaal al valor de las mercaderías relacionadas en el consideran- 
do primero, es, por consiguiente, infundada, por lo que pido á 
y. E. se sirva revocarla, absolviendo de la demanda á mi de- 
fendido. 

Gervasio F. Granel. 



FaIIo de ím SnpreiiiA Corle 



Buenos Aires, Enero 20 de 1891. 

Vistos : Por sus fundamentos y atenta la disposición derartí- 
culo cuatrocientos treinta y tres de las Ordenanzas de Aduana: 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja setenta y 
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ocho y devuélvanse, debiéndose reponer los sellos ante el Juz- 
gado de su procedencia. 



BENJAMÍN VlCTOniCA. — C. S. 
DE LA TORRE. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZ\N. 



CAUSA XIII (1) 



Don José P. y Pórtela, contra Doña Delfina Gallardo deGalar^ 
za, por cumplimiento de un contrato de venta; sobre desglose 
de diligencias probatorias. 



Sumario. — 1^ La prueba producida fuera de término, por 
culpa de la parte, debe ser rechazada, y las diligencias relativas 
deben desglosarse de los autos. 



(1) Con motivo de haber cambiado el personal del tribunal, esta causa 
se vio por la Suprema Corte el 20 de Enero de 1891. 
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2*^ Es culpa de la parte el no haber entregado el papel sellado 
necesario, é instado en tiempo hábil, por el deligenciamiento de 
las pruebas pedidas y ordenadas dentro de él. 



Caso. — £1 representante de Pórtela entabló demanda contra 
la señora de Galarza para que se le ordenara entregar una finca 
vendida é indemnizar los daños que habia causado. 

El representante de la demandada, contestó la demanda pi- 
piendo que se la rechazara con costas. 

El Juez recibió la causa á prueba ; y el término de ella venció, 
según lo certificó el Secretario por orden del Juez, el día 2 de 
Mayo de 1887. 

Durante el término, pidió la parte demandada que se librara 
oficio al Juez de Paz de La Paz, á fin de que examinara á los 
testigos que indicaba, al tenor del interrogatorio inserto en sa 
escrito. 

Con fecha 28 de Marzo del mismo año i887, el Juez proveyó 
de conformidad . 

El Juez de Paz recibió el oficio ordenado, en 30 de Abril del 
mismo año ; examinó áloe testigos en los días 3, 4 y 7 do Mayo, 
y devolvió las diligencias con oficio fechado en esta última fe- 
cha, 7 de Mayo del año indicado. 

En 9 del mismo mes, el Juez proveyó c á sus antecedentes, 
con noticia y reposición >. 

Notificado este auto, taparte demandante, pidió que se dejara 
sin efecto y se separara de los autos el oficio del Juez de Paz 
por cuanto el término de prueba había vencido con exceso. 

Corrido traslado, la demandada pidió que no se hiciera lugar 
á lo solicitado, con costas. 

Dijo : Que si el demandante estuviera tranquilo en su dere- 
cho, no habría hecho su singular pedido. Que las pruebas las 
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había presentado en tiempo y por eso fueron admitidas con con- 
sentimiento del demandante. Que las diligencias probatorias 
pedidas en término y que el Jaez pnede practicar después de 
vencido, son aquellas cuya recepción no depende de la solicitud 
de las partes, sino de la naturaleza de las mismas ó de las ocu- 
paciones del Juzgado (Fallos, serie !2^, t. 2^ página 417). 
Que los interrogatorios fueron presentados en tiempo y su 
parte hizo las diligencias del caso, no obstante las notorias di- 
ficultades de despacho del Juzgado de La Paz, que estuvo acé- 
falo por algunos días . 

Notando el Juez que su despacho había sido recibido por el 
de Paz recien el 30 de Abril, no obstante haberse decretado la 
diligencia de prueba con fecha 28 de Marzo, ordenó que infor- 
mara el Secretario respecto de la causa que había motivado la 
demora ; y el Secretario informó que aunqus en 28 de Marzo 
se mandó recibir la prueba, recien se libró el oficio al Juez de 
Paz, el 23 de Abril, porque el representante de la demandada le 
entregó los sellos dos ó tres días antes de esta última fecha. 

Se dictó después el siguiente : 



FaIIo del Juez Federal 



Paraná, Mayo 21 de 1887. 

T vistos : Considerando que con fecha 28 de Marzo se pro- 
veyó la solicitud de la parte de la señora Gallardo para el 
examen de testigos en la ciudad de La Paz; que de las 
actuaciones del Juez de Paz de aquella ciudad (fojas 105 á 112) 
resulta que el oficio fué recibido por él el dia 30 de Abril, hablen - 
do examinado los testigos el día 3 del corriente fuera del tér- 
mino probatorio que Tencía el 2. 
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Qae informando el Secretario sobre la causa de la demora en 
la remisión del despacho, expone no haberse remitido hasta el 
^ de Abril, por no haber entregado la parte interesada los se- 
llos necesarios. 

Que por consiguiente, el hecho de examinarse á los testigos 
después de vencido el término probatorio debe imputarse á la 
misma parte interesada, por su descuido; pues, independiente- 
mente de esto, no instó en tiempo, como debió hacerlo, para 
que el despacho fuese remitido j diligenciado en tiempo 
hábil. 

Que, por fin, la prueba rendida fuera de término debe ser re- 
chazada, cuando para ello no ha mediado una causa procedente 
de las ocupaciones del Juzgado ó de la naturaleza de la misma 
prueba (Fallo de la Suprema Corte, t. 2®, serie 2*, páginas 968 

y 417). 

Por estas consideraciones, resuelvo que se desglosen de los 
autos las diligencias probatorias últimamente agregadas en vir- 
tud del auto del 9 del corriente. Bepónganse. 

T. Pinto. 



Fallo ñe la Suprema Corte 

Buenos Aires, Enero SO^de 1891. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento veinte y tres vuelta, y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

benjamín YIGTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. 
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CAUSA XIV 



El Fiscal de la Provincia de San Juan, contra la sucesión de 
Don Celso A . Mallea, sobre impuesto sobre herencias trans- 
versales ; en recurso de sentencia del Tribunal Superior de 
la Provincia. 



Sumario. — La decisión da los Tribunales de Provincia de- 
clarando inconstitncional el impuesto sobre herencias transver- 
sales establecido por una ley provincial, no es recurrible para 
ante la Suprema Corte Federal, en virtud de lo dispuesto por 
el artículo 14 de la lej de i4 de Setiembre de 1863, sobre ju- 
risdicción y competencia de los Tribunales Nacionales. 



Caso. — Lo esplica el siguiente escrito de recurso : 

» 

Suprema Corte de Justicia Nacional: 

Tiistan Bios, procurador fiscal de la Provincia de San Juan, 
ante Y. E.xiomo mejor proceda en derecho se presenta y es- 
pone : 

V Que con la copia del decreto del Exmo. Gobierno de San 
Juan, y certificado que se registra á foja..., justifico mi perso- 
nería, en virtud de la cual, puedo legalmente ejercitarlas accio- 
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nes que como tal fancionario me competen , é interponer los re- 
cursos que considere compatibles al desempeño de tales funciones. 

2® A su vez, las copias que acompaño bajo el número... se 
refieren á un recurso que esta Curte de Provincia me ha dene- 
gado para ante Y. E. & pesar de haberlo fundado limitadamente 
en el artículo 14, inciso 3^ de la ley de jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales de la Nación. 

3"^ Es el caso, Exmo. señor, que ante los Tribunales de esta 
Provincia se prestntaron los herederos de la sucesión de Celso 
A. Mallea, desconociendo como inconstitucional, y pidiendo se 
declare como tal, el impuesto de herencias transversales con 
que esta Provincia grava las herencias entre colaterales. 

4® Fundábase aquella demanda en que la ley de la Provincia 
antes referida (de 28 de Noviembre de 1883, que se hace regir 
anualmente en su carácter de ley de impuestos, según así lo 
preceptúa nuestra Constitución Provincial) eia contraria á la 
Constitución Nocional y al Código Civil. 

b^ £n resumen, en esa demanda se reproducía el Fallo de la 
Suprema Corte de la Nación, dictado hace algunos años y bajo 
la influencia de otra legislación, en el caso de la señora Yelez 
Sarsfield contraía Superintendencia de Escuelas déla Provincia 
de Buenos Aires (Causa CXLIII, 1. 14). 

&" En estensos escritos he demostrado ante estos Tribunales, 
y contra la demanda propuesta, entre otros hechos, los que paso 
á consignar. 

7^ Que la demanda y el juicio propuesto no tiene otro signi- 
ficado que el de negar á esta Provincia la facultad de imponer 
contribuciones directas, como es el impuesto de que se trata. 

8"^ He demostrado también que la facultad de imponer de 
una Provincia, es ilimitada, fundándome en que tal facultad no 
se ha delegado á la Nación, encontrándose por consiguiente re- 
servada á la Provincia, según los fundamentales principios de 
nuestra carta fundamental. 
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9^ He demostrado asimismo que la ley de impuestos trans- 
versales que rige en esta Provinoia, no pnede jamás estar en 
oolision con el Código Civil, puesto que es á todas luces inadmi- 
sible, el suponer siquiera, que los impuestos que se fundan en 
el derecho público puedan estar implícita 6 esplícitamente le- 
gislados en el Código Civil, que solo estatuye y puede estatuir 
racionalmente sobre lo que concierne al derecho privado como 
objeto ónico de su legislación. 

10® Sin embargo, la Corte de San Juan, al dictar el acuerdo 
de su fallo se propone esta cuestión general, cuyo texto trans- 
cribo: «¿Es constitucional la ley provincial de Noviembre 28 
de 1883, en cuanto establece el impuesto del diez por ciento^ 
sobre toda herencia entre parientes colaterales ?» 

11"^ En los considerandos de la espresada sentenciase hace el 
siguiente reconocimiento, sobre el cual llamo especialmente la 
atención de V. E. «Es indiscutible la facultad de las Provin- 
cias para establecer impuestos ». 

IS"" La Corte de San Ju.in al hacer semejante declaración, no 
ha podido menos que consagrar en la parte dispositiva de su 
sentencia, el buen derecho de esta Provincia para percibir el im- 
puesto en cuestión, lo que sin embargo no se ha hecho, contra- 
viniéndose así á la lógica y al derecho. 

13<* Tal obligación le imponía el deber de fallar con arreglo 
á derecho la acción deducida en juicio y teniéndose presente 
principalmente los argumentos tn que se fundó la demanda y 
la contestación, de donde solo se desprende la existencia de una 
cuestión puramente constitucional, tal cual ha sido planteada 
por la Corte de esta Provincia. 

14® Nada importa que la demanda haya dicho también que 
la ley de la Provincia es contraria al Código Civil, cuando esto 
es tan infundado y tan inadmisible, como que el Código Civil 
no regla jamás lo que es del resorte del derecho público. 

15® Si, pues, el Código Civil no regla ni puede reglar el im- 
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puesto en cuestión, es evidente que la Corte de San Joan ha 
debido estudiar en su verdadero terreno la cuestión que ella 
misma se propuso, y después de decir que c la facultad de im- 
poner es indiscutible en las Provincias y¡ decir también que en 
ello ejercitan una facultad constitucional no delegada á la Na- 
ción, y que de consiguiente, el impuesto transversal es justo y 
conforme á los verdaderos principios constitucionales. 

16^ Es tan arbitrario sostener que la ley provincial du 28 de 
Noviembre de 1883 está en colisión con el Código Civil, como 
lo seria la afirmación de que la misma ley guarda colisión con 
el Código de Comercio, con el Código Criminal ó con el de Mine«- 
ria, por cuanto en todos estos ramos de legislación no se regla 
jamás lo que por su naturaleza compete al derecho político- 
constitucional. 

17° Interpuesto por mi parte el recurso de apelación, la Corte 
de San Juan me lo deniega, fundándose en que su fallo contiene 
una decisión sobre un caso de colisión entre una ley de provin- 
cia y el Código Civil, y porque el espresado fallo ha sido en con- 
ira de la ley déla Provincia. 

Í8'' Queda demostrado que tal colisión no existe y que tra- 
tándose de puntos puramente constitucionales el fallo es y pue- 
de ser apelable para ante Y. E. según las reglas del artículo 14, 
inciso 3° de la ley de Jurisdicción y Competencia de la 
Nación. 

lO'' Si, pues, según la disposición citada, c cuando en el pleito 
se haya puesto en cuestión la inteligencia de alguna cláusula de 
la Constitución, y la decisión es contraria al derecho que se fun- 
da en dicha cláusula y sea materia del litigio », si^ pues, enton- 
ces, repito, es apelable el caso para ante T. E., lo es con mayor 
razón cuando como en el caso suh judice^ ese fallo contraría 
todo un sistema político de gobierno y borra artículos enteros 
de la Constitución Nacional en los cuales se apoya la alta sobe- 
ranía de una Provincia para imponer sus contribuciones y cuan- 
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do al mismo tiempo ese fallo es contrario á esa soberanía y á ese 
derecho, jamás delegado en la Nación. 

En atención á los fundamentos espnestos 7 bajo la promesa 
de que el Gobierno de San Juan constituirá oportunamente su 
apoderado en esa Capital, á Y. E. respetuosamente pido se sir- 
va tenerme como el legal representante de esta Provincia, de- 
clarar procedente el recurso interpuesto mandando elevar los 
autos 7 á su tiempo declarar el buen derecho de esta Provincia 
para gravar con el impuesto transversal á la sucesión de Celso 
A. Mallea. 

Es justicia. 

Otrosí digo: Que V. E. se servirá admitirme la reposición de 
sellos que acompaño por el escrito 7 piezas acompañadas. Est 
ut supra etc., Exmo. señor. 

Tristan Ríos. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Enero 16 de 1891 . 

Suprema Corte : 

El recurso interpuesto por el Procurador Fiscal de la Provin- 
cia de San Juan, es improcedente. 

No teniendo Y. E. la atribución de revisar 6 enmendarlos fa- 
llos de los Tribunales Superiores de Provincia, el recurso se fun- 
da en la disposición del artículo 14 de la 107 sobre jurisdicción 
7 competencia de los Tribunales Nacionales de 14 de Setiembre 
e 1 863. 

Pero esta disposición, al propio tiempo que ordena que los 
juicios radicados ante los Tribunales de Provincia, deben quedar 

T. XII / S8 
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fenecidos en la misma jurisdicción provincial, trae tres casos de 
escepcion, en el segundo de los cuales creo comprendido el re- 
curso interpuesto por el Procurador Fiscal de San Juan. 

El inciso 2° del citado artículo 14, se pone en el caso de que 
la validez de una ley provincial se haya puesto en cuestión bajo 
la pretensión de ser repugnante á la Constitución Nacional 6 
leyes del Congreso ; pero exige, para que el recurso sea proce- 
dente, que la decisión del Tribunal Superior de Provincia haya 
sido en favor de !a ley provincial. 

La razón de esta disposición es evidente: Y. E. debe mante- 
ner la perfecta inteligencia de las disposiciones constituciona- 
les y de las leyes del Congreso. Cuando en la sentencia del Sa- 
perior Tribunal Provincial, la disposición constitucional 6 de 
una ley nacional, ha resultado triunfante en la cuestión con una 
ley die provincia, nada tiene que hacer ya Y. E. ; porque su mi- 
sión no es la defensa de las leyes provinciales. 

Si se dijera, como lo sostiene el procurador Fiscal, que el caso 
está regido por el inciso 3® del citado artículo 14, la conclusión 
«ería la misma ; porque también se necesita en él que la decisión 
del Tribunal Provincial sea contra la validez del título, derecho 
ó exención fundados en la Constitución ó ley del Congreso. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Enero 30 de 1891. 

Yistos en el acuerdo : No emanando directamente de la Cena- 
titocion ni ley alguna nacional el título coa que ha litigado en 
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los autos de la referencia el Fiscal de la Provincia de San Juan, 
no siendo por tanto de aplicación la disposición del inciso 
tercero, del artícalo catorce de la ley nacional de catorce de 
Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y de conformidad 
con lo espnesto y pedido por el señor Procurador Oeneral en su 
precedente vista: no ha lagar al recurso interpuesto; y en su 
consecoencia, repuestos que sean los sellos, archívense estos 
autos. 



BENJAMÍN VICTORICA. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. 



CAVSA XT 



El Juez letrado del territorio nacional del Rio Negro, 
sobre contienda de competencia. 



Sumario. — La información paramente administrativa le- 
vantada por un comisionado del Poder Ejecutivo, sin invadir 
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atribuciones judiciales, no puede dar lugar á contienda de com- 
petencia. 



Caso. —Lo esplican las siguientes resoluciones del juez le- 
trado del Territorio del Rio Negro. 



Viedma, Diciembre 5 de 1890. 

Autos 7 Vistos : Considerando : 1° Que las acciones privadas 
de los habitantes de la^Nacion* Argentina que no afectan á la 
moral pública ni dañan derechos de terceros, están exentos de 
la autoridad de los magistrados ; y en caso de falta 6 delitos 
son los jueces ordinarios los únicos designados por la ley como 
competentes para conocer en la causa (artículos 18 y 19 de la 
Constitución Nacional). 

2^ Que según dispone la misma Constitución en la ^sección 
1*, título 1° de la segunda parte, es el poder legislativo el único 
que inviste atribuciones para enjuiciará los miembros del Po- 
der Judicial, y eso, en el supuesto que existiera alguna de las 
causales determinadas en su artículo 45. 

3"* Que la denuncia de que el, señoír Comisionado Nacional ha 
procedido á instruirme sumario recibiendo declaraciones jura- 
das, hasta de sirvientes despedidos de mi casa por insolentes, ya 
sobre actos do la vida privada del suscrito, ya como que se rela- 
cionan con sus funciones de Juez Nacional y de 1* Instancia , 
importa : 1° un ataque á la inviolabilidad del hogar doméstico, 
garantizado por la Constitución, con transgresión de lo que 
esta preceptúa; !2i° extralimitacion defunciones, porque ni la jus- 
ticia ordinaria tiene facultad de hacer investigaciones sobre lo 
que pasa en los secretos de una familia y que no afectan al or- 
den público; 3° invasión de la esfera de acción del Poder Jndi-. 
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cial, que por la ley es el único competente para sumariar á los 
habitantes de la República ; 4'' usurpación de la autoridad del 
Poder Legislativo, con ataque ala independencia de que gozan 
los miembros del Poder Judicial ; 5^ violación del artículo 95 de 
la Constitución, porque como comisionado del Poder Ejecutivo 
para informarle sobre las quejas producidas contra las autori- 
dades administrativas del Territorio (segnn oficio pasado por el 
Ministerio de Justicia á este Juzgado) en ningún caso ha podido 
dicho Comisionado ejercer funciones judiciales, porque sería 
destruir la base sobre que descansa la colectividad argentina ; y 
el hecho de citar testigos, recibirles declaración y formar espe- 
diente criminal es instruir sumario precisamente ejerciendo 
funciones judiciales; 6^ que es deber del suscrito como Juez 
Nacional impedir la intromisión de otro Poder en la esfera de 
atribuciones que corresponde al Poder Judicial, en resguardo de 
las funciones que inviste á nombre de la nación y de la inde« 
pendencia de los Poderes Públicos establecido^i por la Constitu- 
ción. 

Por estos fundamentos y leyes citadas y de conformidad á lo 
solicitado por el Ministerio Fiscal, resuelvo : Que se requiera al 
señor Comisionado Nacional General D. Francisco Reynolds, se 
abstenga de proseguir tramitando los espedientes aludidos bajo 
apercibimiento de derecho ; y que no siendo procedente que re- 
mita los antecedentes que se relacionan con el suscrito, ante 
este Juzgado, por ser en causa propíV,^íos pase todos al señor Juez 
Federal de la Provincia de Buenos Ái^és ; y en caso de nega- 
tiva, los eleve ante la EicelentísinlE' Corte Suprema de Justi- 
cia Nacional para que resuelva-la competencia. T elévese al co- 
nocimiento del Ministerio de Justicia, Culto é Instrucion Pú- 
blica paraqne se sirva interponer sus oficios en garantía de las 
inmunidades del Poder Judicial, al Excelentísimo señor Minis- 
tro del Interior solicitando se sirva ordenar al señor Comisio- 
nado nombrado la abstención de sus procedimientos al respecto. 
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Y en oportunidad remítanse estos obrados en qaoja y con oficio 
esplicatiTo ante la Saprema Corte de Justicia Nacional, sin 
perjaicio de recurrir al soberano Congreso si fuese necesario. 

Abraham Arce. 



Viedma, Diciembre 9 de 1890. 
Resultando del precedente oficio del señor Comisionado Na- 

* 

cional que la simple información á que hace referencia y que en 
derecho se entiende por información sumaria ó instrucción del 
sumario, los obrados relativos no han sido pasados al señor Jaez 
Federal de la Provincia de Buenos Aires, como está resuelto en 
auto de 5 del corriente, sino que se han remitido ante el Minis- 
terio del Interior, en cuyo caso debe tenerse como formalmente 
establecida la contienda de competencia, correspondiendo su de- 
cisión á la Excelentísima Corte Suprema de Justicia Nacional ; 
que el informe estrañado por el señor Comisionado no procede 
según la ley que rije la materia, y á más el resultado de la con- 
testación á la requisitoria de competencia como lo ha sido al pre- 
sente en que el señor Comisionado espresamente manifiesta qne 
su proceder se ha limitado á una simple información, lo que 
quiere decir que por informe propio está reconocida la verdad 
de la denuncia que ha motivado esta contienda; que verse 
la información sumaria sobre un delito ó falta, ó cargo, como 
dice, si bien pudo ser objeto de otras reclamaciones ante los tri- 
bunales ordinarios, según sean ó no lesionados por tal proceder 
derechos consagrados por las leyes, en la cuestión sub-judice no 
se trata de merituar tales derechos, sino de defender la jurisdic- 
ción del poder judicial contra los avances de otro poder que por 
la ley carece de facultad para ejercer funciones judiciales, como 
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lo es el Poder Ejecutivo y es deber del sascrito como Juez Na- 
cional 7 que inviste autoridad judicial superior en el Territorio 
el velar por su integridad de acción y por la independencia del 
Poder Público de que forma parte en esta Gobernación, recha- 
zando de su esfera de acción las invasiones de un poder extraño. 
Por ello, y á fin de que la Excelentísima Corte Federal, decida 
la competencia suscitada, y en mérito del comunicado prece- 
dente del señor Comisionado Nacional, elévense estos obrados 
ante el alto Tribunal de la Nación, requiriéndose de dicho señor 
Comisionado tenga á bien de disponer lo conveniente para que 
los obrados en la información á que se refiere, sean también 
elevados ante la Suprema Corte Nacional. Oficióse asimismo al 
Excelentísimo señor Ministro del Interior, á sus efectos, y con 
transcripción de este y del anterior auto, como está mandado, 
pidiéndole se digne ordenar el cumplimiento de este proveído 
para la polución de la competencia promovida por el Ministerio 
Fiscal en defensa de la jurisdicción y atribuciones de la Justicia. 
T en mérito de la gravedad y de la urgente solución que el 
caso reviste, solicítese de la Excelentísima Corte Suprema la 
habilitación de los dias de feria que fueren necesarios, quedando 
habilitado por el Juzgado el diade hoy para estos trámites. 

Abraham Arce. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baeoos Aires, Enero 13 de 1891. 
Suprema Corle : 

De la nota del señor Comisionado Nacional que se ve á foja 5 
pasada al Juez Letrado del Territorio del Rio Negro, resul- 
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ta que sus procedimientos han tenido un solo objeto para- 
mente administrativo, y que en ninguna manera se han pro- 
puesto invadir las atribuciones judiciales de aquel magistrado. 

Por otra parte, el caso judicial no existe para que Y. E. pu- 
diera resolverlo; 7 Y. E. no puede proceder de oficio. 

No existiendo, pues, contienda de competencia, Y. E. no debe 
hacer lugar á lo que se solicita por el señor Juez Letrado del Te- 
rritorio del Rio Negro. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo de la Suprema C^rte 



Buenos Aires, Enero 20 de 1891 . 

Yistos en el acuerdo : téngase por resolución la precedente 
vista del señor Procurador General, hágase saber al Juez le- 
trado 7 archívese. 

BENJAMÍN VIGTORIGÁ. — C. S. DE LA 
TORRE. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. 
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CAUSA CXCI 

D. José Lorenzo contra Logan Beatty y C*, sobre daños y 
perjuicios. 

Sumario. — I*' Es inadmisible la prueba de un hecho no alegado 
en 1* instancia. 

2^ El propietario de una marca de fábrica tiene derecho para 
pedir al espendedor del producto con marca falsiGcada los datos 
relativos & la persona de quien los hubo, y en caso de resistencia, 
compelerlo judicialmente á suministrarlos 254 
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D. Nazario Casas, contra la Empresa del rerrocarril Central Ar- 
gentino, por daños y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario. — El conocimiento de demandas contra las empresas 
de Ferrocarriles Nacionales, por daños y perjuicios procedentes 
de incendio causado por el fuego desús locomotoras, corresponde 
á la Justicia Federa! 260 



CAUSA CXCIIl ^ 

Doña Juana Hirabelli de Biglia, contra la empresa Lucas Gonzá- 
lez y C>. constructora del ferrocarril Central Entreriano, por 
daños y perjuicios; sobre competencia. 

Sumario. — El conocimiento de demandas contra ferrocarriles 
nacionales por daños y perjuicios, por muerte ocurrida á conse- 
cuencia de infracciones de la ley nacional de ferrocarriles, corres- 
ponde á la Justicia federal 267 

CAUSA CXCIV 

D. Axel Hogstrom, capitán del vapor cWilhelm», contra Don 
Agustin Bozzoli, por fletes y estadías; sobre estabilidad de un 
auto. 

Sumario. — Es apelable el auto por el cual en juicio sobre cobro 
de fletes y estadías, se manda entregar al demandado el precio de 
las mercaderías porteadas, aunque se haya hecho bajo fianza. . . . 273 

CAUSA CXCV 

Doña Concepción Garrido de Escobar, contra el Doctor Don 
Tomás Luque, por división de bienes y rendición de cuentas; so- 
bre rebeldía. 
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Sumario, — t" Al rebelde no puede negarse el recurso de 
nulidad. 

2» Cumplidos los efectos del emplazamiento por la presenta- 
ción del demandado oponiendo por inhibitoria la incompetencia 
del Juez emplazante, no puede, después de resuelta negativa- 
mente la inhibitoria, comenzar acorrer el término para contestar 
la demanda, sin citar nuevamente al demandante. 

3<> Lo obrado sin esa citación, declarando á este rebelde y re- 
solviendo la demanda, es nulo 278 

CAUSA CXCVI 

Criminal contra J. M. Charles, Antonio H. Borzone y Antonio 
Cabarrou, por defraudación de rentas fiscales, falsificación y 
cohecho; sobre escarcelacion provisoria. 

Sumario. -^i^ El auto en que se deniega la escarcelacion bajo 
fianza, es apelable. 

2» Mientras subsistan indicios suñcienles para presumir la res- 
ponsabilidad de los procesados por los delitos comunes de defrau- 
dación de renta fiscal, cohecho de empleados y falsedad, no debe 
hacerse lugar á su escarcelacion bajo fianza 290 

CAUSA CXCVII 

El Fiscal de la Provincia de Mendoza contra el presbítero Don 
Manuel Marco, por nulidad de un auto de posesión; sobre incom- 
petencia. 

Sumario.'—Í^ La misión en posesión concedida por un Juez 
local, sin haberse deducido acción contra determinada persona, 
no importa radicación de juicio. 

2» La intervención posterior del Fiscal del Estado pidiendo 
ante el mismo Juez la nulidad de dicha posesión, siendo extran- 
jero el que la obtuvo, da á este el derecho de declinar su juris- 
dicción, é invocar la originaria de la Suprema Corte Nacional. . 306 
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Contra Don J. H. Bonhomme, sobre comiso. 

Sumario. --l^ La declaración de géneros de algodón común en 
lugar de felpa de seda^ se refiere á la especie de la mercadería y 
no á su calidad. 

2^ La falsa declaración respecto de la especie, da lugar á la 
pena de comiso. 

3° La presentación de un escrito de adición hecha con poste- 
rioridad al parte relativo á la infracción, no puede eximir de 
dicha pena 314 



CAUSA CXCIX 

Don Pedro García Posse y la Provincia de Córdoba contra Don 
Jorge Bell y la Provincia de Santa Fé, sobre reivindicación de 
un terreno. 

Sumario. — 1<* Según la antigua legislación, el instrumento de 
venta en que el vendedor se daba por desapoderado de la pose- 
sión y dominio, bastaba para la trasmisión de la posesiona los 
efectos de la adquisición del dominio, á diferencia de la ley ci- 
vil vigente, según la que la venta no seguida de tradición, solo 
acuerda derechos personales, cuyos efectos no pueden hacerse 
valer contra terceros estrañosáella. 

2o Vendido por las Provincias de Córdoba y de Santa Fé á dos 
personas, un mismo terreno de los comprendidos en la zona dis- 
putada entre dichas Provincias y la de Buenos Aires, cuyo litigio 
fué resuelto por fallo arbitral de la Suprema Corte, y resultando 
que antes del compromiso arbitral los sucesores de la Provincia 
de Córdoba tenían adquirido la posesión y el dominio, y no los de 
la Provincia de Santa Fé, debe resolverse la cuestión de su domi- 
nio á favor de aquellos. 

3® No obsta que con anterioridad á la trasmisión del dominio 
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hecha por la Provincia de Córdoba, la de Santa Fé hubiese hipo- 
tecado á favor de terceros el mencionado terreno^ pues los dere- 
chos de los compradores, que las Provincias causantes, citadas de 
eviccion, pueden hacer valer en juicio, no emanan de esa hipote- 
ca, sino de la venta seguida ó no de tradición, hecha por dichas 
Provincias 325 
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CAUSA I 

D. Bautista Guglielmana, contra D. Ramón A. López Lecube, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre infracción á la ley de sellos. 

Sumario. — El documento por el cual se reconoce deber una 
suma de dinero, procedente de precio de venta, pagadera á dia 
fíjo, con derecho aun nuevo plazo pagándolos intereses, debe es- 
tenderse en papel del sello correspondiente á la cantidad y al tér- 
mino total de los dos plazos; y su otorgamiento en papel comurx, 
somete á los interesados al pago del décuplo establecido por 
la ley ! 345 



CAUSA II 

Don Jesús Halpartida, contra el Doctor D. José G. López, por 
daños y perjuicios; sobre recurso de sentencia de la Cámara de 
Apelaciones en lo Civil de la Capital. 

Sumario.— El pleito seguido ante los Tribunales locales, que ha 
versado solamente sobre la inteligencia y aplicación de las dispo- 
siciones del Código Civil, no puede ser traido á la Suprema Cor- 
te por el recurso establecido por la ley de 14 de Setiembre de 
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4863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales 349 



CAUSA III 

Don Antonio Correa, contra D. Pedro San Germes y Don Gas> 
par Tabeada, por reivindicación; sobre recusación. 

Sumario.— El pleito entre la parte y el Juez, que no aparece 
terminado, es causa legal de recusación 355 



CAUSA IV 

Criminal contra Viana SchiafGno, Tomás Berdun, Francisco 
Otaño, Carlos Jauregaiberry y otros, por explotación ¡legal de 
montes fiscales; cobre consulla. 

Sumario. — En las causas criminales resueltas por los Tribuna- 
les de los Territorios Nacionales, la consultase prescribe solamente 
en los casos en que se imponga la pena capital, de presidio ó pe- 
nitenciaria 359 

CAUSA V 

Criminal contra D. Francisco M. Charles y oíros, por contraban- 
do y delitos conexos de falsedad y cohecho; sobre embargo pro- 
visorio. 

Sumam.— to Contra el embargo provisorio en causas crimina- 
les, no procede el recurso de nulidad. 

^^ El procesado puede siempre sustituir los bienes embarga- 
dos por designación del Juez, por otros bienes que él señale ó 
por una caución personal ó real. 

3^ La cantidad por la que ha sido trabado el embargo puede 
ampliarse ó reducirse según el resultado ulterior déla causa. 
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A^ Una misma puede ser la caución destinada & garantir todas 
las responsabilidades pecuniarias del procesado, y la de su com- 
parencia en juicio. 

5/^ Las actuaciones relativas al embargo provisorio, deben co- 
rrer por incidente separado 368 



CAUSA VI 

Criminal contra D. Francisco H. Charles y otros por contra- 
bando, falsedad y cohecho; sobre escarcelacion provisoria. 

Sumario. — No adelantando los indicios en virtud de los cuales 
se procedió á la prisión preventiva de los procesados, y estando 
conforme el Ministerio público, en vista de diligencias ulteriores, 
con la escarcelacion bajo caución^ puede esta ser concedida 375 



CAUSA VII 

Don José León C&ceres, contra Don Eagenio LatTont; sobre 
despojo. 

Sumario.— La acción de despojo regida por los artículos 2490 
y siguientes del Código Civil, es de orden meramente policial, 
tendente á evitar las vias de echo; y procede, siempre que resulte 
haberse aquellas llevado á cabo para excluir arbitrariamente al 
ocupante de la tenencia en que se hallaba 384 



CAUSA VIII 

Don Carlos Vannerot, contra San Miguel y C", sobre usurpa- 
ción de invento. 

Sumarto.— No probados los extremos legales necesarios para 
demostrar la procedencia de la acción instaurada, debe absolverse 
de ella al demandado 389 
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CAUSA IX 

Don Carlos Yannerot, contra D. Juan R. Anderson; sobre 
usurpación de un invento. 

Sumario. — i^ Es nula la patente de invención concedida por 
una máquina conocida y aplicada anteriormente en el país. 

S*" La demanda fundada en dicha patente, hace responsable al 
actor de los perjuicios que en su consecuencia haya sufrido el de- 
mandado. 

39 No procede la condenación en costas contra el demandante 
que no aparece haber obrado con malicia y temeridad 394 



CAUSA X 

Don Carlos Yannerot, contra D. Jorge Dejean; sobre usurpación 
de invento. 

Sumario. ^i^ Es nula la patente de invención concedida á una 
máquina conocida y aplicada anteriormente en el pais. 

i"" La demanda fundada en dicha patente hace responsable al 
actor de los perjuicios que á consecuencia de ella haya sufrido el 
demandado. 

30 No procede la condenación en costas contra el demandante 
que no aparece haber obrado con malicia y temeridad 399 



CAUSA XI 

El Senador Nacional General Don Rufino Ortega, sobre recurso 
de Habeas Corpus. 

Sumario. — La prisión de un Senador Nacional no puede ser 
mantenida después de abierto el Congreso, si resulta no haberse 
dado cuenta del procedimiento á la Cámara respectiva, con la in- 
formación sumaría del hecho 405 
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CAUSA XU 

Palmas 

Contra D. Juan B. Prevé, por contrabando. 

Sumario.— 1^ Las mercaderías descargadas sin estar espedito 
el alije del buque, caen en comiso, y en su defecto debe pagarse 
el valor de las mismas, calculado por el de tarifa, con más los 
derechos adeudados. 

2o El reclamo correspondiente puede hacerse durante el tér* 
mino de diez años, contados desde la entrada del buque 419 



CAUSA XIII 

Don José P. y Pórtela, contra Doña üelfína Gallardo de Galarza, 
por cumplimiento de un contrato de venta; sobre desglose de di- 
ligencias probatorias. 

Sumario. — l^' La prueba producida fuera de término, por cul- 
pa de la parte, debe ser rechazada, y las diligencias relativas deben 
desglosarse de los autos. 

2* Es culpa de la parte el no haber entregado el papel sellado 
necesario, é instado en tiempo hábil, por el deligenciamíento de 
las pruebas pedidas y ordenadas dentro de él 425 



CAUSA XIV 

El Fiscal de la Provincia de San Juan, contra la sucesión de 
D. Celso A. Hallea, sobre impuesto sobre herencias transversales; 
en recurso de sentencia del Tribunal Superior de la Provincia. 

Sumario. — La decisión de los tribunales de Provincia decla- 
rando inconstitucional el impuesto sobre herencias transversales 
establecido por una ley provincial, no es recurrible para ante la 
Suprema Corte Federal, en virtud de lo dispuesto por el artículo 
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14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y 
competencia de los Tribunales Nacionales 429 



CAUSA XV 

El Juez letrado del territorio nacional de Rio Negro, sobre con- 
tienda de competencia. 

Sumario. — La información puramente administrati?a levan- 
tada por un comisionado del Poder Ejecutivo, sin invadir atribu- 
ciones judiciales, no puede dar lugar á contienda de competencia. 435 
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Acción civil. — Lo es, la producida contra una Municipalidad por devo- 
lución de especies que se dicen indebidamente tomadas en 
virtud de ordenanzas y procedimientos inconstitucionales, y 
por reparación de perjuicios; y su conocimiento, siendo en- 
tablada por un extranjero, corresponde á la justicia fede- 
ral. Página 57. 

Acci<m cowjttwía. — Véase: Justicia federal; Muelles. 

Acción pública. —Es inalienable, y el desistimiento que de ella crea 
deber hacer el Ministerio público, no impide que, si el inte- 
rés de la justicia lo exige, el Tribunal continúe conociendo 
en la causa. Página 120. 

Administración de Aduana. — Véase : Muelles. 

Adición. —Véase : Infracción, 

Aduana. — Véase : Equipaje; Justicia federal. 

Alije del buque. — Véase : Comiso. 

Altercado.— y édise: Homicidio. 
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Apelación. — Véase: AtUo apelable; Auto inapelable. 

Apertura de calles. —Véase : Justicia federal. 

Auto apelable. —Lo es, aquel por el cual en juicio sobre cobro de fletes 
y estadías, se manda entregar al demandado el precio de las 
mercaderías porteadas, aunque se haya hecho bajo fianza. 
Página 273. 

Auto apelable. — Lo es, aquel en que se deniega la escarcelacion bajo 
fianza. Página 290. 

AtUo inapelable. —Lo es, el quecila las partes á audiencia verbal á Jos 
efectos del artículo 102 de la ley de procedimientos, y para 
tratar previamente sobre un arreglo amistoso. Página 146. 

Averias. — Véase : Muelles. 



Calidad. — Véase : Eapecie. 

Caución. — Una misma puede ser la destinada á garantir todas las 
responsabilidades pecuniarias del procesado y la de su com- 
parecencia en juicio. Página 369. 

Causa de recusación,^ Véase : Recusación. 

Causas criminales. — Véase : Caución ; Recurso de nulidad. 

Cohecho : Véase : Escarcelacion bajo fianza. 

Comer do marítimo. — Véase: Justicia federal. 

Comiso. — Cae en él, el contenido de un bulto indebidamente decla- 
rado en la guía con materiales distintos de los traidos en él. 
Página 221. 

Comiso. — La falta de declaración respecto de la especie, da lugar á la 
pena de comiso. Página 315. 

Comiso. — Las mercaderías descargadas sin estar espedito el alije del 
buque, caen en comiso, y en su defecto debe pagarse el 
valor de las mismas, calculado por el de tarifa, con más los 
derechos adeudados. Página 419. 

Comiso. — Véase : Infracción; Sentencia. 

Comprador. — Véase : Posesión. 
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Cmjueces de la Suprema Corle. — Acuerdo nombrándolos para el año 
1892. Página 10. 

Conmlla, — En las causas criminales resueltas por los Tribunales de 
los territorios nacionales, la consulla se prescribe solamente, 
en los casos en que se imponga la pena capital de presidio 
ó penitenciaría. Página 359. 

Contienda de competencia, — No puede dar lugar á ella la información 
puramente administrativa levantada por un comisionado del 
Poder Ejecutivo sin invadir atribuciones judiciales. Pági- 
na 435. 

Contrabando. — Comete este delito el que introduce mercaderías que 
tienen un destino esencialmente comercial y de especula- 
ción, sin permiso de la Aduana y sin las formalidades reque- 
ridas, en un baúl de doble fondo conteniendo artículos de 
equipaje, sin que baste á eximirle de responsabilidad la 
declaración hecha en el Resguardo en el acto de la verifica- 
ción. Página 120. 

Correspondencia. — Véase: Violación de correspondencia pública. 

Costas. — No procede la condenación en ellas contra el demandante 
que no aparece haber obrado con malicia y temeridad. Pági- 
nas 394 y 399. 
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Daños y perjuicios. — Véase : Justicia Federal. 

Ddíos. — Véase: Marca de fábrica. 

Declaración. — Véase: Especie. 

Defraudación de renta fiscal.— -y éase: Escarcelacion bajo fianza; 

Justicia federa/. 
Delito común. — Véase : Justicia Federal. 
Demanda. — La fundada en una patente nula hace responsable al actor 

de los perjuicios que en su consecuencia haya sufrido el 

demandado. Páginas 394 y 399. 
Derechos personales. — Véase : Posesión. 
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DesisHmienlo. — Véase : Expropiación. 

Despojo. -^L9i acción de despojo regida por losarlículos !¿490 y siguien- 
tes del Código Civil^ es de orden meramente policial, tenden- 
te á evitar las vías de hecho; y procede, siempre que resalte 
haberse aquellas lle?ado á cabo para excluir arbitrariamente 
al ocupante de la tenencia en que se hallaba. Página 384. 

Itespo/o.— Véase : Justicia federal. 

Dictamen pericial. — Véase : Expropiación . 

Documento. —Véase : Acción pública; Exhibición. 

Dominio. - Véase : Venta. 
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Embargo provisorio. -— La cantidad por la que ha sido trabado en 
causas criminales, puede ampliarse ó reducirse según el 
resultado ulterior de la causa. Página 309. 

Embargo provisorio. — Las actuaciones relativas á él deben correrpor 
incidente separado. Página 369. 

Embargo provisorio . — Véase : Recurso de nulidad. 

Emplazamiento. ^ Cumplidos los efectos de él por la presentación del 
demandado oponiendo por inhibitoria la incompetencia del 
Juez emplazante, no puede, después de resuelta negativamen- 
te la inhibitoria, comenzar á correr el término para contestar 
la demanda, sin citar nuevamente al demandado, y lo obrado 
sin' esta citación es nulo. Página ^78. 

Entrada de buques. — Véase: Prescripción. 

Equipaje. — Las mercaderías que tienen un destino esencialmente 
comercial y de especulación, no pueden introducirse entre 
los objetos de equipaje, ni desembarcarse sin el permiso de la 
Aduana y mediante declaración por escrito hecha ante ella, 
máxime cuando no se hallan mencionadas en el manifiesto 
consular. Página 120. 

Escarcelacion bajo fianza. — Mientras subsistan indicios suficientes 
para presumir la responsabilidad de los procesados por los 
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delitos comunes de defraudación de renta fiscal, cohecho de 
empleados ó falsedad, no debe hacerse lugar á su excarcela- 
ción bajo fianza. Página 290. 

Escarcelacion bajo fianza. — Puede ser concedida no adelantando los 
indicios en virtud de los cuales se procedió á la prisión pre- 
ventiva de los procesados, y estando conforme el Ministerio 
Público en vista de diligencias ulteriores. Página 375. 

Escarcelacian bajo fianza, —Véase: Auto apelable ; Caución. 

Especie, — La declaración de géneros de algodón común en lugar de 
felpa de seda, se refiere á la especie de la mercadería y no á 
su calidad. Página 314. 

Especie. — Véase : Comiso. 

Expropiación. — El expropiante que desiste del juicio, debe pagar los 
gastos procedentes de la intervención de peritos y empleo de 
papel sellado causados á la otra parte. Página 51. 

Expropiación. — En los juicios de expropiación, los Jueces Federales 
no están obligados á estar al precio y avaluación de perjuicios 
que se fijen por los peritos. Página 72. 

Exhibición. — íio puede ordenarse la de un documento que el intere- 
sado afirma no tener en su poder, sin que esto perjudique los 
derechos que de tal hecho pueden surgir á favor de la con- 
tra parte, ni la apreciación que del mismo puede hacerse por 
la sentencia, según los antecedentes que consten en autos. 
Página 85. 
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Falsa declaración. —Véase: Comiso; Especie. 
Falsedad. — Véase : Excarcelación bajo fianza. 
Falta de audiencia. —Véase : Sentencia. 
Ferrocarriles natíonales. — Véase : Jasticia federal. 
Fuero Federal, — Véase : Justicia federal 
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Gorostiaga, el Dr. D. José U, — Acuerdo celebrado con motivo de 
su fallecimiento. Página 5. 
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Habeos corpus. — La prisión de un Senador Nacional no puede ser 
mantenida después de abierto el Congreso, si resulta no ha- 
berse dado cuenta del procedimiento á la Cámara respectiva, 
con la información sumaria del hecho. Página 405. 

Herencias transversales, — La decisión de los Tribunales de Provincia 
declarando inconstitucional el impuesto sobre herencias 
transversales establecido por una ley provincial, no es recu- 
rrible para ante la Suprema Corte Federal, en virtud de lo 
dispuesto por el artículo 14 de la Ley de 14 de Setiembre de 
1863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales. Página 429. 

Homicidio. — El cometido dos horas después de haberse producido un 
altercado entre el homicida y la victima, se castiga como 
homicidio simple, con seis años de presidio, descontando el 
tiempo de prisión sufrida. Página 157. 

Honorarios, —y éase: Prescripción. 



Incapaz, —Véase: Ministerio público. 

Incidente separado. — Véase : Embargo provisorio. 

Indicios. — Véase : Escarcelacion bajo fianza. 

Infracción, — La presentación de un escrito de adición hecha con pos 
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teríorídad al parte relativo á la infracción, no puede eximir 
de la pena de comiso. Página 315. 

Inhibición. — La general de enajenar ó gravar, no es autorizada por 
las leyes que rigen los procedimientos ante los Tribunales 
Federales. P&gina211. 

Inhibitoria. — Interpuesta ella contra el Ji^z ante quien el demandado 
por jactancia ha deducido acción, corresponde que el Juez 
solicitado proceda á examinar si el caso es ó no de su juris- 
dicción y resuelva lo que corresponda en dicha inhibitoria. 
Página 243. 

Inhibitoria, — Véase : Emplazamiento, 

Invento conocido, — Véase: Patetite de invención. 



Jactancia,— Wéase: Inhibitoria, 

Jueces suplentes, — Acuerdo nombrándolos para el año 1892. Páginas 
6 y 9. 

Jnez local. — Véase: Justicia federal. 

Juramento. — Véase : Recusación. 

Jurisdicción de la Aduana.— \ésise : Justicia federal. 

Jurisdicción originaria. — Véase : Suprema Corte, 

Justicia federal, — Corresponde á ella el conocimiento de las causas 
por defraudación de la renta fiscal, una vez salidas de la 
jurisdicción de la Aduana las mercaderías que han sido ma- 
teria de ella. Página i 3. 

Justicia federal. — Corresponde áella exclusivamente el conocimiento 
de las causas en que la defraudación se comete juntamente 
con un delito común, se hallen ó no las mercaderías en poder 
de la Aduana. Página 13. 

Justicia federal. — No impide el conocimiento de ella en las causas á 
que aluden los dos sumarios anteriores, la resolución que 
dicte la Administración de Aduana, aunque no haya sido re- 
clamada en tiempo. Página 13. 
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Justicia federal. — No es competenle para conocer en la demanda de 
daños y perjuicios procedenle de la ejecución de sentencia de 
un Juez local, entablada conjuntamente contra éste v otra 
persona. Página 43. 

Justicia fedTal. —El presidente de una Municipalidad demandado por 
despojo por hab|r invadido la propiedad poseída por un ex- 
tranjero, no puede declinar la jurisdicción delJuez Federal, 
invocando las órdenes de la Municipalidad y el derecho que 
éstatienepara mandar la apertura de calles. Página i i 3. 

Justicia federal. — Es escluyente de los Juzgados de Provincia en las 
causas de comercio marítimo, y debe conocer en ellas aunque 
se haya entablado y contestado la demanda ante la justicia 
local. Página 174. 

Justicia federal. — No corresponden al conocimiento de ella las causas 
entre dos extranjeros aunque sean vecinos de distintas pro- 
vincias. Página 207. 

Justicia federal. —Corresponde á ella el conocimiento de demandas 
contra las empresas de Ferrocarriles Nacionales, por daños 
y perjuicios procedentes de incendio causado por el fuego de 
sus locomotoras. Página 260. 

Justicia federal. — Corresponde á ella el conocimiento de demandas 
contra Ferrocarriles Nacionales por muerte ocurrida á con- 
secuencia de infracciones de la Ley Nacional de Ferrocarri- 
les. Página 267. 

Justicia federal. — Véase: Acción civil; Inhibición. 

Justicia local. — Véase : Justicia federal. 



letras de cambio. — Deben ser cobradas, asi como los pagarés, en el 
lugar designado en ellas, máxime si éste es el domicilio del 
deudor aunque hayan sido otorgadas en otro lugar. Página i82. 

Ley penal federal . — Véase : Violación de correspondencia pública. 

Limites interprovinciales. — Véase : Venta. 
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Mandante. — Véase: Mandato, ^ 

Mandato. — La muerte del mandante no hace cesar la procuración 
judicial y no impide que el man'^alario solicite la deserción 
del recurso por rebeldía del apelante. Página 250. 

Marca de fábrica. — T¡i propietario de ella' tiene derecho para pedir al 
expended r del producto con marca falsificada los datos 
relativos á la persona de quien la hubo, y en caso de resis- 
tencia compelerlo judicialmente á suministrarlos. Página 254. 

Mercaderías, — El artículo 218 de las Ordenanzas de Aduana, no es 
aplicable al caso en que las mercaderías se introduzcan en 
el mismo baúl de las ropas de uso del introductor. Página 
120. 

Mercaderías. — Véase : Comiso ; Contrabando ; Equipaje ; Especie ; 
Prescripción. 

Mercaderías porteadas, — Véase : Auto apelable. 

Ministerio público, — Es nulo todo lo actuado sin su intervención en 
los juicios en que es parte una persona incapaz. Página 97. 

Ministerio público. — Véase : Acción píiblica. 

Ministro de feria. — Acuerdo nombrándolo para la de 189-192. Pá- 
gina 10. 

Misión en posesión. — Véase: Radicación de juicio. 

Muelles. — Interpuesta una demanda por averías sucedidas en los 
muelles considerados nacionales, contra la empresa de dichos 
muelles, y no contra la administración pública, la empresa 
demandada no puede pretender que el reclamo se ventile en 
1' Instancia ante la Administración de Aduana. Página 90. 

Muerte del mandante. — Véase : Mandato. 

Multa. — Véase : Papel sellado. 

Municipalidad. — Vé9ise : Acción civil; Justicia federal. 
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iVMÍtdad. — Véase : Emplazamienlo\ Ministerio público. Patente de 
invención; Rebeldia:, Recurso de nulidad; Sentencia. 
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Ocupante,'— Wéase: Despojo. 

Oficiales de Secretaria. — kcuevdo nombrándolos. Página 11 
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Pagarés. — Véase : Letras de cambio. 

Papel sellado. — El documento por el cual se reconoce deber una suma 
de dinero procedente de precio de venta pagadera á dia fijo, 
con derecho á un nuevo plazo pagando los intereses, debe 
estenderse en papel del sello correspondiente á la cantidad 
y al término total de los dos plazos, y su otorgamiento en 
papel común, somete á los interesados al pago del décuplo 
establecido por la ley. Página 345. 

Patente de invención. — Es nula la concedida por una máquina cono- 
cida y aplicada anteriormente en el pais. Páginas 394 y 399. 

Pena capital. — Véase : Consulta. 

Penitenciaria. — Véase : Consulta. 

Peritos. — Véase: Expropiación. 

Perjuicios. — Véase : Demanda. 

Pleito. — Véase : Recusación . 

Posesión. — El comprador de un terreno, domiciliado en la misma loca- 

■ 

lidad donde éste se halla ubicado, se reputa haberse dado por 
recibido de su posesión, cuando la compra ha sido hecha en 
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remate público, en el mismo lugar, sin contradicción de nadie, 
el terreno se hallaba vacuo y sin cerco que impidiese el fácil 
acceso á él, tanto eu la fecha d^l remate como en la de su 
escrituración, y en la escriturarse enuncia que ha aceptado 
la trasmisión de lus derechos de propiedad que por la misma 
le hacia el vendedor, al citado terreno. Fagina 25. 

Posesión. — Según la antigua legislación, el instrumento de venta en 
que el vendedor se daba por desapoderado de la posesión y 
dominio^ \)astaba para la trasmisión de la posesión á los 
efectos de la adquisición del dominio, á diferencia de la ley 
civil vigente, según la que, la venta no seguida de tradición, 
sólo acuerda derechos personales cuyos efectos no pueden 
hacerse valer contra terceros extraños á ella. Página 325. 

Posesión . — Véase : Radicación de juicio ; Venta . . 

Prescripción. — La acción que los procuradores tienen para cobrar 
honorarios, se prescribe á los dos años de terminado por 
sentencia definitiva, el pleito en que se devenguen. Página 
193. 

Prescripción, — El reclamo por mercaderías descargadas sin estar ex- 
pedito el alije del buque, puede hacerse durante el término 
de diez años contados desde la entrada del buque. Página 
419. 

Presidio. — Véase : Consulta. 

Prisión. —Véase: Hateas corpus. 

Procuradores. —Véase: Prescripción. 

Procuradores fiscales ad hoc. — Acuerdo nombrándolos para el año 
i892. Páginas 6 y 9. 

Prueba. — Es inadmisible la de un hecho no alegado en 1* Instancia. 
Página 254. 

Prueba. — La producida fuera de término por culpa de la parte debe 
ser rechazada, y las diligencias relativas deben desglosarse 
de los autos. Página 425. 
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Radicación de juicio. — La misión en posesión concedida por un Juez 
local, sin haberse deducido acción «oODtra determinada per- 
sona, no importa radicacújo de juicio*. Pá|;ina 306. 

Bebeldf. — No puede negársele el recurso de nul^ad: Página 278. 

Recurso ante la Corte. — Véase : Herencias transversales ; Suprema 
Corte. 

Recurso del artículo 14. — Véase : Herencias transversales ; Suprema 

Corte. 

Recurso de nulidad, — No procede contra el embargo provisorio en 
causas criminales. Página 36B. 

Recurso de nulidad. — Véase : Rebelde. 

Recusación. — Es inadmisible la interpuesta sin el juramento de ley, 
y fundada sobre ^^pinion emitida respecto de derechos que 
no aparecen ten^flelacion con el juicio. Página 36. 

Recusación. — El pleito entre la parte y el Juez, que no aparece ter- 
minado, es causa legal de recusación. Página 355. 

Remate público, —Véase: Posesión. 

Renta Fiscal. — Véase: Justicia federal. 

R'!Solucion de Aduana. ^\étise: Justicia federal. 



Secretario de feria. — Acuerdo nombrándolo para la de 1891-92. Pá- 
gina 10. 

Senador Nacional . — Véase : Habeos corpus. 

Sentencia. — Es nula la pronunciada sobre comiso, sin audiencia de 
interesado. Página 198. 

Suprema Corte. ^—Jio es recurrible para ante ella la resolución de los 
Tribunales iocalis $obre personería del apodeiMo del acusa- 
dor en un juicio criminal por estafa. Página 65. 
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Suprema Coríe. — No puede diciar resoluciones eri«quejas y reclama- 
ciones que se le sometan sin conocimiento de causa. Imagina 
23á. .• • 

Suprema Corte. — La petición de un Fis^il de Estado, de que se decla- 
re nula la misión de posesión ico'rdada por un juez local sin 
haberse deducidp acción contra determinada persona, sieado 
extranjero el que obtuvo la ^posesion^ da á éste el derecho de 
declinar de ^risdiccion é invocar la originaria de la Supre- 
ma Corte Nacipftal. Página 306. * 

Suprema Corte. — El pleito seguido ante los Tribunales locales que ha 
versado solamente sobre la inteligencia y aplicación de las 
disposiciones det' Código Civil, no puede ser traido á la Su- 
prema Corte por el recurso establecido por el Sivticulo 14 de 
la ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales federales. Página 349. 

Suprema Corte. — Véase : Herencias transversales. 
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JVwewcia.— Véase: Despojo. 

Tradición. —y éd^se: Posesión. 

'tribunales de Justicia. — LdL demanda sobre levantamiento de un 
puente y resarcimiento de daños, tündada en que la cons- 
trucción de .aquel ha .sido llevada á cabo con violación de 
disposiciones legislativas y de derechos particulares del de^ 
. mandante, corresponde al conocimiento de los Tribunales de 
Justicia, aunque se suponga que la citada construcción fué 
autorizada por la administración. Página 214. 

Tribunales locales. — Véase : Suprema Corte. 



Vecindad de vx Zanjeros. — Véase : Justicia federal. 

Venia. — Vendido per la Provincia de Córdojba'y Santa Fé, á dos per- 
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sonas, un mismo terreno de los comprendidos en la zona 
disputada entre dichas Provincias y la de Buenos Aires, cuyo 
litigio fué resuello poÍ^ fallo arbitral de la Suprema Corte, y 
resultando que antes del compromiso arbitral los sucesores 
de la provincia de Córdoba tenían adquirida la posesión y el 
dominio, y no los de la Provincia de Santa Fé, debe resolver- 
''^' . se la cuestión de su dominio en favor de aquellos. Página 326. 

Vias de hecho, — Yédise: Despojo. * ^ 

^'* Violación de correspondenaa pública. — Este delito está sujeto á la 

'V pena establecida por la ley' penal federal y no por el Código 

Criminal común. Página 186. 
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